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 Dictamen del Comité Económico y Social Europeo sobre «La tecnología de cadena de bloques y de registros distribuidos: una infraestructura ideal para la economía social»

(Dictamen de iniciativa)(2019/C 353/01)
Ponente: Giuseppe GUERINI
	Decisión del Pleno
	13.12.2018

	Fundamento jurídico
	Artículo 32, apartado 2, del Reglamento interno

	Sección competente
	Mercado Único, Producción y Consumo

	Aprobado en sección
	4.7.2019

	Aprobado en el pleno
	17.7.2019

	Pleno n.o
	545

	Resultado de la votación

(a favor/en contra/abstenciones)
	179/1/2


1.   Conclusiones y recomendaciones
	
	1.1.
	El CESE apoya las actividades propuestas por la Comisión Europea para desarrollar una Asociación Europea de Cadena de Bloques a partir del Observatorio y foro de la cadena de bloques de la UE.


	
	1.2.
	El CESE anima a las instituciones a que favorezcan la participación de las organizaciones de la sociedad civil en este Observatorio y esta Asociación, pues resulta evidente que un desarrollo positivo de la cadena de bloques y las nuevas infraestructuras digitales no es solo una cuestión de tecnologías informáticas, sino que representa un auténtico proceso de innovación social disruptiva.


	
	1.3.
	El CESE considera que las organizaciones de la economía social pueden contribuir a promover un mayor conocimiento y conciencia del potencial de la cadena de bloques, precisamente por la convergencia de una base cultural y metodológica centrada en formas de gobernanza abierta y compartida, con el objetivo de mantener un alto nivel de transparencia y participación de todos los ciudadanos en el desarrollo que estas nuevas tecnologías pueden generar.


	
	1.4.
	Las aplicaciones operativas de las tecnologías de cadena de bloques pueden mejorar de forma significativa los resultados de las organizaciones de la economía social, aportando beneficios para dichas organizaciones, sus socios y, sobre todo, los usuarios finales.


	
	1.5.
	Los proyectos empresariales basados en la tecnología de registros distribuidos necesitan estructuras de gobernanza sólidas que aporten claridad en las funciones y responsabilidades y que apoyen la cooperación entre las distintas partes interesadas.


	
	1.6.
	El CESE pide a las autoridades públicas que garanticen que la tecnología de cadena de bloques se desarrolla dentro del respeto de las normas en materia de tratamiento de datos personales y de ciberseguridad, prestando atención a los riesgos de acaparamiento o uso indebido de los datos de los ciudadanos y las empresas.


	
	1.7.
	Con respecto a los profundos cambios generados por las nuevas tecnologías, el CESE recomienda que los ciudadanos y los trabajadores cuenten con una protección adecuada, también con una participación suficiente de los interlocutores sociales, especialmente respecto de las condiciones de desempeño de sus tareas y acceso a unos planes de formación y actualización apropiados.


	
	1.8.
	El CESE considera imprescindible una participación real de las organizaciones de la economía social y de la sociedad civil para que las grandes oportunidades que brindan las nuevas tecnologías se orienten a garantizar beneficios, acceso, transparencia y participación para todos, y no solo para una nueva «élite de la economía digital».


2.   Contexto y objeto de la iniciativa
	
	2.1.
	El presente dictamen de iniciativa parte de las conclusiones de la Presidencia de Luxemburgo, que incluyen una invitación a explorar el potencial de innovación de las nuevas tecnologías digitales en el ámbito de la economía social.


	
	2.2.
	Entre esas nuevas tecnologías, destaca el potencial de innovación disruptiva de las distintas formas de «tecnología de registros distribuidos» (Distributed Ledger Technology - DLT), conocidas como cadena de bloques, que permitirán el desarrollo de aplicaciones muy interesantes en distintos sectores de la actividad económica y social.


	
	2.3.
	Algunas características de estas tecnologías hacen de la cadena de bloques una infraestructura digital que podrían utilizar con provecho las organizaciones de la economía social para mejorar el cumplimiento de sus fines, incrementando su capacidad para generar un impacto social positivo y promover la innovación social.


	
	2.4.
	El CESE anima a las instituciones a que favorezcan la participación de las organizaciones de la sociedad civil en el Observatorio de la cadena de bloques de la UE, pues el desarrollo positivo de la cadena de bloques y de las nuevas infraestructuras digitales no puede depender únicamente de soluciones informáticas, ni de la ingeniería, sino que solo se logrará si sabemos hacer de estos dispositivos un motor de innovación social disruptiva.


	
	2.5.
	Conviene recordar que las tecnologías de registros distribuidos garantizan la confianza entre socios dispuestos a colaborar y certifican sobre todo transacciones, no el contenido ni la calidad de lo que está incluido en las cadenas de bloques. Por lo tanto, aunque algunas evaluaciones optimistas de esta tecnología la definen como un nuevo vector de confianza, debe quedar claro que la tecnología no puede ser un sustituto de la lealtad y la confianza entre las partes.


3.   Breve descripción de la cadena de bloques y las tecnologías de registros distribuidos
	
	3.1.
	La tecnología de cadena de bloques es un protocolo informático que se configuró ya en los años noventa. No obstante, su uso a gran escala y su éxito están ligados a la difusión de las criptomonedas, la más conocida de las cuales es el bitcoin. Ahora bien, sería un error asociar la cadena de bloques solo a las criptomonedas. En efecto, gracias a su combinación con la creciente potencia de cálculo y análisis de datos de los sistemas informáticos, a la mejora de la conectividad en Europa y a la constante evolución de los sistemas de inteligencia artificial, se asiste a un aumento exponencial del potencial de uso de la tecnología de registros distribuidos para múltiples fines.


	
	3.2.
	La cadena de bloques es también un código, es decir, un protocolo de comunicación y un registro público en el que se «anotan» con un alto nivel de transparencia y de forma no modificable todas las transacciones efectuadas entre los participantes en la red, siguiendo un orden secuencial.


	
	3.3.
	Este orden de registro está constituido por un conjunto de «bloques» (partes de código) concatenados entre sí mediante una función criptográfica que traza e imposibilita modificar cada parte del bloque que constituye la cadena. Estos «bloques concatenados» se registran simultáneamente en todos los dispositivos a través de los cuales se conectan los participantes en la cadena de bloques. Cada participante constituye un «eslabón» de la cadena, que contribuye a validar y almacenar los datos intercambiados.


	
	3.4.
	De este modo, las transacciones se efectúan de forma horizontal y son validadas por múltiples participantes, lo que hace imposible que un solo operador pueda modificar o destruir los registros. Ello debería garantizar la seguridad del tratamiento de los datos y favorecer la consolidación de la confianza mutua entre los participantes en la cadena de bloques que intervienen en el proceso de validación distribuido y descentralizado. Por lo tanto, la cadena de bloques es un instrumento interesante para una nueva variante del concepto de seguridad de las operaciones de transacción digital.


	
	3.5.
	Por este motivo, la tecnología de cadena de bloques ha funcionado sobre todo como infraestructura para las monedas virtuales, pero por ello mismo puede adquirir también un valor social, cultural, político y económico. Sin embargo, cualquier otro uso en contextos económicos físicos y no virtuales requiere ser consciente de que la tecnología de registros distribuidos no garantiza la calidad de los contenidos a los que se refiere. En otras palabras, es posible certificar que un determinado producto ha seguido una cadena con trazabilidad segura en una tecnología de registros distribuidos, pero no es posible decir que el producto es intrínsecamente bueno.


	
	3.6.
	Los distintos participantes en una cadena de bloques ejercen un control directo sobre una parte de la cadena; de este modo, esta se convierte en un sistema descentralizado, difícil de «dominar» por un solo actor. Ello aumenta la seguridad ante ataques o sabotajes, ya que, si uno de los nodos de la cadena sufriese un ataque o resultase dañado, los otros nodos del «registro distribuido» seguirían funcionando.


	
	3.7.
	Las transacciones realizadas mediante el registro distribuido gracias a la cadena de bloques son rastreables y visibles para todos los participantes, por lo que se efectúan de forma transparente, sin la intervención de ninguna «autoridad central» o «tercera parte» que desempeñe la función de interlocutor ineludible o intermediario. Sin embargo, la evolución de los ordenadores cuánticos, así como la posibilidad teórica de «controlar» un número significativo de nodos de la red, no invalidan completamente los riesgos de concentración o control de la tecnología de registros distribuidos ni de acaparamiento y concentración de los datos.


	
	3.8.
	Estas características permiten a la tecnología de cadena de bloques desarrollar también contratos reales de ejecución automática, denominados «contratos inteligentes», que permiten personalizar y detallar una transacción de forma rápida y horizontal. De este modo, la información básica certificada se convierte en un derecho exigible, lo que podría repercutir en muchas prácticas sociales, económicas y políticas.


	
	3.9.
	Piénsese, por ejemplo, en la posible evolución de la administración digital en lo que respecta a las elecciones y los sistemas de voto, las prestaciones sociales y sanitarias y la gestión de los contratos públicos.


	
	3.10.
	Los términos clave de la tecnología de cadena de bloques —descentralización, transparencia, participación entre iguales, fiabilidad y confianza recíproca— encuentran numerosas analogías en las principales formas organizativas utilizadas por las empresas y las organizaciones de la economía social. Esto es aún más cierto si las redes de tecnología de registros distribuidos se desarrollan con una elevada capacidad de interoperabilidad, que permita a los usuarios explotar estas tecnologías en forma de colaboración a partir de diferentes dispositivos y herramientas.


4.   Unión Europea y cadena de bloques
	
	4.1.
	El CESE comparte y apoya las actividades que la Comisión Europea y muchos Estados miembros han puesto en marcha para desarrollar una Asociación Europea de Cadena de Bloques. Para Europa, y en el contexto actual de competencia internacional, tiene importancia estratégica no perder terreno en el desarrollo de todas las tecnologías digitales, fomentando y promoviendo la colaboración entre los distintos actores públicos y privados a fin de crear una infraestructura europea de la cadena de bloques.


	
	4.2.
	El Parlamento Europeo también expresó su opinión sobre estas cuestiones en sus Resoluciones 2017/2772 (RSP) y 2018/2085 (INI), pidiendo a la Comisión que promueva una evaluación del impacto social de la tecnología de registros distribuidos.


	
	4.3.
	Igualmente importante fue la puesta en marcha, el 1 de febrero de 2018, del Observatorio y foro de la cadena de bloques de la UE (EU Blockchain Observatory and Forum), creado por la Comisión Europea, que ha publicado ya varios informes temáticos (1).


	
	4.4.
	El CESE está convencido de que, para hacer posible un correcto desarrollo de las tecnologías de cadena de bloques, es necesario promover asimismo un marco adecuado de normas que incentive y favorezca la colaboración del sector público y el privado y de la sociedad civil organizada, a fin de lograr una positiva convergencia social, cultural y normativa, necesaria para generar oportunidades de mejora de servicios y procesos, tanto en el sector público como en el privado.


5.   ¿Pueden constituir la tecnología de cadena de bloques y el registro distribuido descentralizado infraestructuras apropiadas para la economía social?
	
	5.1.
	Si la tecnología de cadena de bloques es un instrumento útil para redefinir la confianza en el contexto de una economía digital global, las organizaciones de la economía social, aprovechando esta tecnología, pueden contribuir a democratizar la economía fomentando una economía social digital.


	
	5.2.
	Las crisis financieras han debilitado la confianza de los ciudadanos en las entidades financieras. La confianza se ha convertido ya en un recurso social escaso y la creciente preocupación por la seguridad de los datos recogidos y custodiados por algunos grandes operadores económicos hacen que sea aún más escasa.


	
	5.3.
	Las empresas de la economía social, que se caracterizan por estar muy difundidas y arraigadas en el territorio y las comunidades locales, además de contar con la participación de las comunidades locales, pueden desempeñar un importante papel para respaldar la difusión más amplia posible de las oportunidades entre los ciudadanos europeos. Por esta razón, pueden contribuir de forma positiva a promover una convergencia ética y de valores entre la economía social y la innovación tecnológica, orientándolas hacia un modelo de desarrollo que refleje los intereses compartidos.


	
	5.4.
	Se pueden imaginar muchas aplicaciones operativas de las tecnologías de cadena de bloques para las organizaciones de la economía social.


	
	5.5.
	Para empezar, una tecnología que permite aumentar el nivel de transparencia y de confianza puede utilizarse fácilmente para hacer seguras y rastreables las donaciones y recaudaciones de fondos, de forma que, por ejemplo, un donante que financia una ONG podría seguir el flujo y el destino de los recursos que ha donado. Por otra parte, la ONG podría dotarse de un dispositivo que permita rendir cuentas en detalle de cada flujo de gasto, garantizando así que los recursos invertidos se emplean en efecto para los fines previstos.


	
	5.6.
	Adoptando la tecnología de cadena de bloques, muchas organizaciones de la economía social podrían mejorar de forma significativa, y hacer seguras y rastreables las operaciones de gestión de la gobernanza asociativa (consulta a los socios y operaciones de voto), facilitando la participación incluso cuando los socios se encuentran en territorios descentralizados o son tan numerosos que dificultan el debate asambleario tradicional.


	
	5.7.
	Muchas actividades de producción cultural, desde la formación a las artes, son realizadas por organizaciones de la economía social. Asociaciones y cooperativas que se ocupan de la educación y la formación, así como de espectáculos y producciones artísticas o intelectuales, podrán utilizar la tecnología de cadena de bloques tanto para autentificar las actividades desarrolladas a distancia como para personalizarlas en función de las demandas de los usuarios. También, en particular, para hacer más claros y seguros los derechos de propiedad intelectual y los derechos de autor, incluyendo «contratos inteligentes» en la transferencia de contenidos.


	
	5.8.
	Para la certificación de las competencias en el sector de la formación y la educación, la cadena de bloques podrá garantizar la seguridad de los títulos de estudio y diplomas en formato digital, o emitir certificados digitales que actualicen de forma automática el currículo de los trabajadores o los estudiantes.


	
	5.9.
	En el sector de la salud, del tratamiento de pacientes y de la asistencia social, cabe esperar aplicaciones muy relevantes, tanto para el almacenamiento seguro de los datos y la información, como para el acceso y la identificación de las personas atendidas. En estos ámbitos, son muchísimas las organizaciones de la economía social que realizan un trabajo de proximidad a los ciudadanos más necesitados, también en zonas descentralizadas, donde la posibilidad de instalar sistemas seguros de telemedicina y teleasistencia puede tener una gran repercusión en la calidad de vida de las personas.


	
	5.10.
	A menudo, estas tecnologías requieren competencias y recursos de los que no todas las personas disponen, y aún menos las personas más frágiles, como los ancianos, las personas pobres, las personas con discapacidad, los menores y las familias marginadas. Para estas categorías de población, que todos debemos de tener presentes, las organizaciones de la economía social pueden constituir un canal de acceso fundamental.


	
	5.11.
	Muchas cooperativas activas en el sector agrícola están pensando en las nuevas tecnologías para hacer sus productos plenamente trazables e identificables, y evitar fraudes y falsificaciones que perjudican a productores y consumidores. La tecnología de cadena de bloques también podría hacer más seguras y transparentes las relaciones entre una cooperativa agrícola y sus socios, y favorecer asimismo una reducción de costes de servicios como los seguros frente a catástrofes naturales.


	
	5.12.
	Como es sabido, las primeras aplicaciones de la cadena de bloques se adoptaron para desarrollar criptomonedas y sistemas de pago entre iguales. Esto podría ser útil en el sector de la economía social para gestionar tanto la financiación participativa como los sistemas complementarios de pago útiles para las operaciones de microcrédito destinadas a personas no financiables, o para la gestión de las redes de microinversión ética en favor de circuitos de la economía comunitaria.


	
	5.13.
	Las asociaciones de defensa del medio ambiente y las empresas sociales son protagonistas en el ámbito de la reducción del despilfarro y la recogida y tratamiento selectivo de los residuos. También en estos ámbitos se puede utilizar el potencial de los registros de distribución descentralizados para mejorar los servicios prestados a los ciudadanos.


	
	5.14.
	Las cooperativas de producción de energía renovable, que en Europa son ya más de 1 500, en las que participan más de un millón de ciudadanos activos en la transición energética, podrían optimizar su red de distribución y sus transiciones utilizando la tecnología de cadena de bloques.


	
	5.15.
	La cuestión energética es un aspecto muy importante de la tecnología de cadena de bloques, ya que en la actualidad el registro simultáneo de los datos y las cadenas de bloques en múltiples servidores y dispositivos descentralizados conlleva un gasto energético muy elevado, por lo que todavía hay que optimizar el uso de la energía para hacer más sostenible el empleo de esta tecnología.


	
	5.16.
	Si bien no hay duda de que la tecnología de cadena de bloques puede producir importantes avances positivos, se debe llamar la atención sobre la imposibilidad de modificar los datos registrados mediante la cadena de bloques; es necesario, por tanto, que las normativas públicas garanticen que el desarrollo de esta tecnología se inscribe en el respeto de las normas que regulan el tratamiento de los datos personales (RGPD), en especial en lo que se refiere al «derecho al olvido».


	
	5.17.
	Es importante que las normas vigentes sobre estas cuestiones se adapten de manera regular, de forma directa o mediante su interpretación, al rapidísimo cambio tecnológico en curso. Solo así se evitará que los avances positivos que se esperan de la tecnología de cadena de bloques vayan acompañados de otros tantos efectos adversos y repercusiones problemáticas.


	
	5.18.
	La tecnología de cadena de bloques tendrá efectos significativos en el mercado de trabajo; algunos trabajos desaparecerán, otros cambiarán profundamente, y otros más podrán surgir o evolucionar con respecto a la situación actual. El CESE considera importante que los trabajadores estén debidamente protegidos, en especial a través de planes de formación adecuados e instrumentos de políticas activas de empleo realizados con la participación de los interlocutores sociales.


	
	5.19.
	Las enormes posibilidades de las nuevas tecnologías digitales y el alto coste de las inversiones necesarias exponen también a la tecnología de cadena de bloques a un riesgo de concentración de los dispositivos capaces de hacerla funcionar. Por tanto, al margen del potencial de democratización de la red, no se puede excluir el riesgo de un acaparamiento especulativo de datos y redes tecnológicas en manos de unos pocos actores o países capaces de realizar grandes inversiones. Por ello es importante se produzcan intervenciones públicas que apoyen un desarrollo compartido y accesible de estas tecnologías.


Bruselas, 17 de julio de 2019.

El Presidente
del Comité Económico y Social Europeo
Luca JAHIER



(1)  «Blockchain Innovation in Europe», en julio de 2018; «Blockchain and General Data Protection Regulation (RGPD)», en octubre de 2018; «Blockchain for Government and Public Services», en diciembre de 2018; «Scalability, interoperability and sustainability of blockchains», en marzo de 2019; «Blockchain and Digital Identity», en mayo de 2019.
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Dictamen del Comité Económico y Social Europeo sobre «El nuevo papel de los servicios públicos de empleo (SPE) en el contexto de la aplicación del pilar europeo de los derechos sociales»

(Dictamen de iniciativa). (2019/C 353/08)
Ponentes: Vladimíra DRBALOVÁ
	Decisión del Pleno
	20.2.2019

	Fundamento jurídico
	Artículo 32, apartado 2, del Reglamento interno

Dictamen de iniciativa

	Sección competente
	Sección de Empleo, Asuntos Sociales y Ciudadanía

	Aprobado en sección
	8.7.2019

	Aprobado en el pleno
	17.7.2019

	Pleno n.o
	545

	Resultado de la votación

(a favor/en contra/abstenciones)
	156/7/10


1.   Conclusiones y recomendaciones
	
	1.1.
	El CESE aprecia la contribución de la Red Europea de Servicios Públicos de Empleo (Red Europea de SPE) a la modernización y el refuerzo de los servicios públicos de empleo (SPE), y pide sinergia entre su estrategia actualizada a partir de 2020 y los principios del pilar europeo de los derechos sociales.


	
	1.2.
	El CESE ha detectado algunos ámbitos en los que es preciso mostrar mayor ahínco basándose en la asociación con todas las partes interesadas, los interlocutores sociales, las organizaciones de la sociedad civil, las empresas y los servicios privados de empleo a fin de aunar esfuerzos para lograr una mejor integración de los solicitantes de empleo en el mercado laboral.


	
	1.3.
	Las autoridades nacionales deben respaldar debidamente y conferir un papel innovador a los SPE al aplicar las políticas nacionales de empleo y las políticas del mercado de trabajo y garantizar unos servicios más eficaces destinados a las empresas, proporcionando capacidad suficiente, personal cualificado, equipos informáticos y técnicos pertinentes para la digitalización de la sociedad, y apoyo financiero.


	
	1.4.
	El CESE pide una cooperación más sistemática y estructural entre los SPE y otros proveedores de servicios en los ámbitos social y laboral para abordar los múltiples obstáculos que afrontan los solicitantes de empleo cuando intentan acceder al mercado laboral (cuestiones de salud, vivienda y transporte). La modernización de los SPE es un proceso complejo, de manera que la falta de coordinación, programación o planificación así como la dispersión de las responsabilidades a nivel nacional o regional conduce a la fragmentación. La participación activa y regular de los interlocutores sociales en las actividades de los SPE es fundamental para inventariar las oportunidades locales de empleo y ayudar a corregir los desajustes del mercado laboral.


	
	1.5.
	El CESE pide mayores sinergias entre los servicios de los SPE y los sistemas de prestaciones e infraestructuras sociales, a fin de reforzar la asistencia prestada a los desempleados en su búsqueda de empleo y evitar que quienes buscan un empleo se vean penalizados cuando se reincorporen al mercado laboral.


	
	1.6.
	El CESE solicita mayor apoyo financiero para los Estados miembros y confía en que el Fondo Social Europeo Plus (FSE+), introducido recientemente como parte del nuevo marco financiero plurianual para 2021-2027, se convierta en un instrumento genuino de la UE para invertir en las personas y aplicar el pilar europeo de los derechos sociales.


	
	1.7.
	El CESE considera que deben redoblarse los esfuerzos por supervisar, evaluar y comparar los servicios de los SPE con vistas a medir la eficacia de estos servicios a la hora de ayudar a los solicitantes de empleo a acceder al mercado laboral. Unas normas y directrices comunes a nivel europeo podrían contribuir a la eficacia de los SPE. Debe recurrirse más a fuentes de datos como la encuesta de población activa, y agencias como Eurofound pueden ayudar a realizar este tipo de seguimiento.


	
	1.8.
	El CESE pide que se modifiquen las disposiciones existentes para evaluar los resultados de los programas de trabajo de los SPE, a fin de garantizar que los servicios beneficien a todas las categorías de personas, especialmente a las que sufren múltiples problemas.


2.   Introducción
	
	2.1.
	El pilar europeo de los derechos sociales fue establecido a raíz de la Proclamación interinstitucional que hicieron el Parlamento Europeo, el Consejo y la Comisión el 17 de noviembre de 2017 en Gotemburgo, durante la Cumbre Social de la UE. El pilar ha de conducir a un mayor énfasis en el empleo y los aspectos sociales, así como contribuir a que el modelo social europeo esté preparado para los retos del siglo XXI y al fomento del proceso de convergencia de los Estados miembros.


	
	2.2.
	Los veinte principios clave del pilar europeo de los derechos sociales se estructuran en tres apartados principales: igualdad de oportunidades y de acceso al mercado de trabajo, condiciones de trabajo justas y protección e inclusión sociales. La cuestión clave en Europa es su aceptación y aplicación reales, habida cuenta de los rápidos cambios que se producen en el entorno social, jurídico y económico.


	
	2.3.
	Según el Estudio Prospectivo Anual sobre el Crecimiento para 2019, la economía europea está entrando en su sexto año de crecimiento ininterrumpido. Dicho crecimiento constante ha ido acompañado de una recuperación de la inversión, una mayor demanda de consumo, una mejora de las finanzas públicas y la continua creación de empleo, aunque a distinto ritmo según los países. Estos avances han contribuido a mejoras sustanciales en los mercados laborales y las condiciones sociales. La tasa de empleo de las personas de entre 20 y 64 años ascendió al 73,2 % en el segundo trimestre de 2018, mientras que la tasa de desempleo se redujo al 6,8 % y las tasas de desempleo juvenil y de larga duración están asimismo disminuyendo. Sin embargo, en opinión del Comité, existen grandes disparidades entre los Estados miembros, que no disfrutan de un mismo nivel de crecimiento económico y de empleo; debe prestarse especial atención a la mejora de la calidad de los puestos de trabajo creados, en particular para luchar contra las desigualdades sociales.


	
	2.4.
	Gracias a la mejora de las condiciones del mercado laboral, el número de personas en riesgo de pobreza o de exclusión social, que fue de 113 millones de personas en 2017, por primera vez ha disminuido hasta niveles anteriores a la crisis en algunos países. No obstante, la pobreza de las personas con empleo sigue siendo elevada y está aumentando en varios Estados miembros. El riesgo de pobreza continúa siendo un desafío, en especial para los niños, las personas con discapacidad, las personas de origen migrante y los desempleados.


	
	2.5.
	El Informe Conjunto sobre el Empleo observa que las políticas activas del mercado de trabajo y los SPE son vitales para garantizar unos mercados laborales inclusivos y que funcionen debidamente. Las políticas activas del mercado de trabajo mejoran la adecuación al mercado laboral y aumentan las posibilidades de los solicitantes de empleo de encontrar un nuevo trabajo.


3.   Los servicios públicos de empleo y el futuro del trabajo
	
	3.1.
	Los mercados laborales y las sociedades evolucionan rápidamente, con nuevas oportunidades y nuevos desafíos derivados de la globalización, la revolución digital, los cambios en las pautas de trabajo y la evolución demográfica y de la sociedad. Los desafíos, como las desigualdades persistentes, el desempleo juvenil y de larga duración o la solidaridad intergeneracional, suelen ser similares en todos los Estados miembros, aunque están presentes en distintos grados. La revolución tecnológica en curso se caracteriza en particular por un ritmo de cambio acelerado.


	
	3.2.
	La mano de obra nunca ha sido tan diversa ni tan cualificada. La población activa del siglo XXI es muy distinta y la actitud de los individuos ante el trabajo está cambiando. Siempre y cuando los trabajadores busquen mayor autonomía en el trabajo, así como más libertad de elección, y dado que las modalidades de búsqueda de empleo están conduciendo a una individualización de las condiciones laborales, un diálogo social y un convenio colectivo deberían clarificar las condiciones de trabajo. Las personas deberían poder desplegar plenamente su potencial, haciendo pleno uso de sus cualificaciones, sus capacidades y sus competencias, y conseguir un empleo productivo y de calidad dotado de una protección social adecuada.


	
	3.3.
	La Red Europea de Servicios Públicos de Empleo, que fue creada el 17 de junio de 2014 y cuyo funcionamiento está previsto hasta el 31 de diciembre de 2020, desempeña un importante papel en este ámbito. En 2018 se puso en marcha una evaluación para valorar la relevancia, la eficiencia, la eficacia, la coherencia y el valor añadido europeo de la Decisión relativa a la Red de los SPE. En su dictamen sobre los SPE (1), el CESE aprobó la propuesta de la Comisión de crear una Red Europea de SPE.


	
	3.4.
	La Estrategia para 2020 y más adelante de la Red Europea de SPE refleja los cambios recientes que se han producido en los mercados laborales, incluidas las economías de plataformas emergentes, las nuevas formas de trabajo, la escasez de mano de obra, la movilidad de los trabajadores y un colectivo de beneficiarios de los SPE más heterogéneo, así como la necesidad de recurrir a nuevas tecnologías digitales para la prestación de servicios a los clientes y de recopilar datos de fuentes más ricas.


	
	3.5.
	A nivel nacional y en coordinación con la Red Europea de SPE ya se han tomado numerosas medidas positivas. Los SPE nacionales en algunos países han hecho un excelente trabajo a la hora de implantar la Garantía Juvenil de la UE, pues han ayudado a los jóvenes, en especial a los ninis, a acceder más rápido al mercado laboral o a retomar la educación. Asimismo, los SPE nacionales han aplicado medidas de la iniciativa de la UE centradas en mejorar la integración de los desempleados de larga duración a través de un mejor registro y unos contratos de trabajo integrados. Además, la integración en el mercado laboral de los refugiados y solicitantes de asilo figura en su agenda desde 2015.


	
	3.6.
	No obstante, la experiencia del CESE demuestra que la eficacia de los SPE y su capacidad para actuar en circunstancias cambiantes, afrontar los nuevos retos del mundo del trabajo e integrar satisfactoriamente a los ciudadanos en tales mercados laborales en transición varía según los Estados miembros. A menudo –y en varios Estados miembros– se subestima su capacidad en términos de personal, así como técnica y financiera.


	
	3.7.
	Debería promoverse más una categoría profesional específica de asesores laborales e integrar debidamente las bases de datos para poner en contacto de manera eficaz a empresas y trabajadores. En algunos países, las agencias privadas de empleo y los asesores laborales completan o sustituyen a los SPE. La cooperación con las empresas es esencial, junto con la participación activa de los interlocutores sociales, también a nivel local, para inventariar las oportunidades de empleo a nivel nacional y territorial. La tasa de éxito de los servicios de los SPE debe medirse asimismo desde la perspectiva de los empleadores.


4.   Los servicios públicos de empleo en el contexto del pilar europeo de los derechos sociales
	
	4.1.
	A raíz de la Proclamación interinstitucional sobre el pilar europeo de derechos sociales, los SPE nacionales y la Red Europea de SPE deberían mostrarse más innovadores en el apoyo de los objetivos del pilar y la aplicación de sus principios fundamentales.


	
	4.2.
	En 2017, la Red Europea de SPE aportó una contribución formal a la consulta sobre el pilar europeo de los derechos sociales emprendida por la Comisión Europea. En 2018, elaboró su documento sobre el futuro del trabajo. Esta actividad brindó a la Red la oportunidad de considerar cómo adaptar la Estrategia de los SPE de aquí a 2020 para garantizar que esta siga cumpliendo su propósito, dado que los SPE aspiran a afrontar los nuevos retos de un mercado laboral que se transforma a gran velocidad y a convertirse en auténticas agencias de orientación profesional. Los SPE están trabajando en modernizar su organización con miras a lograr unos servicios con una calificación «triple A» —ability, agility, accountability (capacidad, agilidad, rendición de cuentas)— para los clientes y ayudar así a crear un mercado laboral más sostenible e inclusivo.


5.   El nuevo papel de los SPE desde el punto de vista del CESE
	
	5.1.
	El CESE acoge con satisfacción las prioridades establecidas en el programa de trabajo para 2019 de la Red Europea de SPE y pide una mayor interacción entre los principios del pilar europeo de los derechos sociales y los instrumentos de evaluación comparativa y aprendizaje mutuo de la Red. Ello podrá contribuir tanto a lograr una mejor integración de los servicios de los SPE como a la aplicación del pilar europeo de derechos sociales.


	
	5.2.
	En noviembre de 2018, el Observatorio del Mercado de Trabajo (OMT) del CESE organizó una conferencia sobre «Los servicios públicos de empleo en el contexto de la aplicación del pilar europeo de los derechos sociales». Los ejemplos facilitados confirman la necesidad de complementariedad entre los servicios de empleo públicos y privados e ilustran los beneficios concretos de una buena cooperación entre los SPE y los interlocutores sociales. Se puso de manifiesto que la proactividad de los SPE, la creación de una ventanilla única para las empresas o los cursos de formación dispensados conjuntamente por los SPE y las empresas serán esenciales para proporcionar empleo sostenible a los ciudadanos.


	
	5.2.1.
	El CESE anima a buscar una mejor respuesta a las solicitudes y las ofertas de empleo, más incentivos tanto para los empleadores como para los trabajadores (por ejemplo, en el caso de un salario reducido, permitir que el trabajador conserve los beneficios sociales del desempleo), así como un equilibrio justo entre la flexibilidad y la seguridad del empleo que conduzca a contratos más estables. Europa aún está lejos de aprovechar el pleno potencial de la mano de obra disponible. Europa debería apoyar a las empresas sostenibles («sustainable enterprises»), en particular permitiéndoles crear puestos de trabajo más productivos y de mayor calidad.


	
	5.2.2.
	El CESE señala en su Dictamen (2) que el acceso a los sistemas de protección social es un factor clave para unas sociedades más justas y un componente fundamental de una mano de obra productiva, sana y activa. La UE debe mejorar el modo en que el método abierto de coordinación vigente ayuda a los Estados miembros a evaluar de forma comparativa los progresos alcanzados en la reforma y la mejora del rendimiento de sus políticas de empleo y sistemas nacionales de protección social. Deben garantizarse mayores sinergias entre los servicios de los SPE y los sistemas de prestaciones y de infraestructuras sociales, a fin de reforzar la asistencia prestada a los desempleados en su búsqueda de empleo y evitar que quienes buscan un empleo sean penalizados al acceder al mercado laboral.


	
	5.2.3.
	Movilidad: para el CESE, la libre circulación de trabajadores sobre la base de la no discriminación y la igualdad de trato y la supresión de los obstáculos a la movilidad que aún subsisten siguen siendo prioritarias para la UE. En su Dictamen sobre EURES (3), el CESE solicita un instrumento real para conseguir una adecuación entre la oferta y la demanda en el mercado de trabajo europeo, en estrecha cooperación con los servicios públicos de empleo nacionales. La movilidad de los trabajadores a nivel de la UE está vinculada al esfuerzo continuo por modernizar el sistema de coordinación de los sistemas de seguridad social y lograr que sea más justo para todos los Estados miembros. Por lo que respecta a las prestaciones por desempleo de los trabajadores transfronterizos en particular, ha de aplicarse el principio lex loci laboris, que determina el Estado miembro competente, salvo disposición contraria acordada entre los Estados miembros.


	
	5.2.4.
	Competencias orientadas al mercado laboral: la dimensión social de la enseñanza, tal y como se recoge en el primer principio del pilar europeo de los derechos sociales, implica que toda persona tiene derecho a una enseñanza, una formación y un aprendizaje permanente. Además, la creciente escasez de mano de obra en el mercado laboral de toda Europa pone en peligro el crecimiento futuro. Debe estrecharse la cooperación de los SPE con los interlocutores sociales, las empresas, los entes regionales, los consejos regionales de empleo y competencias, así como otras estructuras regionales competentes, para superar las desigualdades regionales y ofrecer orientación profesional adecuada, oportunidades de capacitación y de reciclaje, así como de transformación profesional a los solicitantes de empleo y las personas expuestas al riesgo de perder su trabajo, con responsabilidades compartidas entre los distintos agentes. Ello debería incluir la activación del trabajo por cuenta propia.


	
	5.2.5.
	Cooperación con los interlocutores sociales: al diseñar la política social de la UE, es preciso dejar más espacio a los interlocutores sociales, respetando plenamente su autonomía. En calidad de agentes clave del mercado laboral y en colaboración con los SPE nacionales, pueden contribuir de forma significativa a inventariar las oportunidades de empleo también a nivel local —facilitando la transición de los ciudadanos al mercado laboral o dentro de este—, a apoyar a los solicitantes de empleo durante su búsqueda y a ayudar a las empresas con sus procesos de búsqueda de recursos humanos, así como a ayudar a jóvenes y adultos a escoger la trayectoria más adecuada para su reconversión profesional (ADEM de Luxemburgo).


	
	5.2.6.
	Sociedad civil: el CESE representa a diversas organizaciones de la sociedad civil y elabora numerosos dictámenes que ya abordan algunos de los principios incluidos en el pilar europeo de los derechos sociales. El valor añadido de las organizaciones de la sociedad civil estriba en que están sobre el terreno y familiarizadas con las necesidades de distintos colectivos —los migrantes, las personas con discapacidad, los jóvenes, los defensores de los derechos de la mujer—, lo que les permite contribuir eficazmente a que los SPE realicen una labor más específica (cabría mencionar en este orden de cosas, por ejemplo, el papel que desempeñan los asesores laborales en Italia).


	
	5.2.7.
	Cooperación con los servicios privados de empleo: la experiencia demuestra que la implicación por igual y la integración de los servicios públicos y privados permiten conseguir unos resultados eficaces y beneficiosos para crear un mercado laboral inclusivo y sostenible, por lo que se debe respaldar dicha complementariedad. Las predicciones y previsiones relativas al mercado laboral son siempre muy difíciles de realizar ya que sus necesidades cambian a gran velocidad, por lo que es fundamental disponer de datos fiables. No obstante, los mercados de trabajo inclusivos que reclamamos han de incluir a todas las personas.


6.   Lagunas que persisten en la asistencia específica de los SPE
	
	6.1.
	El CESE aprecia que los programas de trabajo de la Red Europea de SPE y SPE nacionales incluyan a los principales grupos destinatarios. No obstante, subraya que aún persisten lagunas y que los SPE tienen que incorporar en mayor medida el principio de la diversidad y la no discriminación en su trabajo diario. Tal esfuerzo debe mantenerse o intensificarse, en especial por lo que respecta a:


	
	6.1.1.
	Los jóvenes: el CESE celebra que la asignación económica para implantar la Garantía Juvenil se haya duplicado. Los SPE deben invertir en un enfoque a largo plazo para prestar servicios a los jóvenes solicitantes de empleo, incluido un mejor uso de las herramientas informáticas y de internet a fin de reforzar los servicios destinados a los colectivos más vulnerables de jóvenes; los SPE deben mejorar la asistencia individual a los jóvenes, colaborar con sus familias e informarles de manera justa sobre la situación del mercado laboral.


	
	6.1.2.
	Los adultos: el envejecimiento demográfico en Europa, el aumento de la longevidad y la necesidad de promover la cooperación intergeneracional, los cambios acelerados en el mercado de trabajo, las formas de empleo emergentes y la penetración de las tecnologías digitales en todos los aspectos de la vida cotidiana se han traducido en un aumento de la demanda de nuevas capacidades y un nivel más elevado de cualificaciones, conocimientos y competencias; en esta situación, la necesidad de mejorar o readaptar las capacidades de quienes no han llegado a dominar las capacidades básicas o no poseen cualificaciones que garanticen su empleabilidad y su ciudadanía activa resulta aún más apremiante.


	
	6.1.3.
	Las mujeres: el CESE acoge favorablemente la Directiva relativa a la conciliación de la vida familiar y profesional (4), que ayuda a los padres y los cuidadores, y en especial a las mujeres, a organizar mejor su trabajo y sus obligaciones diarias. A ello deben añadirse las inversiones necesarias en infraestructuras sociales, por ejemplo, para el cuidado de niños y personas de edad avanzada, etc. Esto incluye asimismo la asistencia eficaz de los SPE nacionales para integrar a las mujeres en el mercado laboral teniendo debidamente en cuenta el enfoque de la conciliación de la vida familiar y profesional.


	
	6.1.4.
	Las personas con discapacidad: las personas con discapacidad representan aproximadamente la sexta parte de la población total en edad laboral de la UE, pero su tasa de empleo es comparativamente reducida. Este fue el mensaje principal de la audiencia organizada por el CESE en 2017. En particular, las mujeres y las niñas con discapacidad (5) siguen sufriendo una discriminación múltiple e interseccional basada en su género y su discapacidad. A menudo se las excluye también, entre otras cosas, de la educación y la formación inclusivas, del empleo, del acceso a programas de reducción de la pobreza y a una vivienda adecuada y de la participación en la vida política y pública. Necesitan asistencia especial y un enfoque específico de los SPE.


	
	6.1.5.
	Migración: la migración legal puede desempeñar un papel fundamental en aquellos mercados de trabajo que funcionen correctamente. En su Dictamen (6), el CESE hace hincapié en la importancia de una política de migración coherente y un marco reglamentario bien diseñado afirmando que «sin los migrantes, el modelo económico y social de Europa corre peligro». Integrar a los refugiados con derecho a permanecer en Europa en la formación, el empleo y la sociedad en general seguirá siendo importante. Los SPE de numerosos países ya han puesto en marcha un gran número de iniciativas en este sentido.


	
	6.1.6.
	La minoría romaní: el CESE está muy implicado en cuestiones relacionadas con las condiciones de vida y de trabajo de la comunidad romaní y concede especial atención a la mejora de la integración del pueblo romaní (7). El CESE puede observar sinergias entre la aplicación del principio de la igualdad de acceso del pilar europeo de los derechos sociales y medidas adicionales para lograr una integración más satisfactoria de los romaníes. La asistencia a las mujeres romaníes, en particular, ha de ser una prioridad para los SPE.


	
	6.1.7.
	La población inactiva no es un grupo destinatario tradicional para los SPE, a pesar de que un porcentaje significativo de la población inactiva sí desea trabajar. La Red Europea de SPE publicó un estudio sobre el papel de los SPE en el acercamiento a la población inactiva, en el que se resumen las medidas para llegar a los ciudadanos inactivos, haciendo referencia en concreto al papel de los SPE. El CESE pide a la Comisión y a los Estados miembros que rediseñen las políticas de reactivación orientadas a este sector de la población.


7.   Un complejo apoyo a los servicios públicos de empleo nacionales
	
	7.1.
	Las orientaciones europeas para el empleo de 2019 (orientación n.o 7) alientan a los Estados miembros a incrementar la eficacia de sus políticas activas del mercado laboral. Los Estados miembros deben intentar disponer de unos servicios públicos de empleo más eficaces garantizando una asistencia personalizada y oportuna a los parados que buscan trabajo, prestando apoyo a la demanda del mercado laboral y aplicando sistemas de evaluación del rendimiento.


	
	7.2.
	A fin de contribuir eficazmente a la aplicación del pilar europeo de los derechos sociales, los SPE nacionales necesitarán un apoyo más firme y unas condiciones propicias:


	
	7.2.1.
	Recursos humanos suficientes. Los complejos servicios de los SPE (búsqueda y selección de personal para su recolocación, asesoramiento y asistencia en las solicitudes de ayuda a la renta, puestos de prácticas, etc.) requieren personal cualificado con competencias especiales que trabaje en unas condiciones sostenibles y coopere con asesores laborales y agencias privadas de colocación.


	
	7.2.2.
	Abordar la evolución tecnológica. La digitalización de la economía y la sociedad trae consigo nuevas herramientas que, de gestionarse adecuadamente, pueden ayudar a los SPE a desempeñar su función, incluida la formación de sus propios empleados, así como a integrar realmente las bases de datos para poner en contacto de manera efectiva a empresas y trabajadores, implicados todos ellos a su vez en el desarrollo de las capacidades y tareas que surjan en la nueva era digital.


	
	7.3.
	El 2 de mayo de 2018, la Comisión Europea adoptó una propuesta de marco financiero plurianual para el período 2021-2027. La propuesta tiene en cuenta el actual contexto social y económico y da una respuesta tangible al llamamiento de los europeos en favor de una Europa más social y de una mayor inversión en las personas en la UE. El Fondo Social Europeo Plus (FSE+) es un instrumento clave para invertir en las personas y aplicar el pilar europeo de los derechos sociales. Los SPE recibirán financiación a través del capítulo de Empleo e Innovación Social (EaSI) del Fondo Social Europeo Plus (FSE+).


	
	7.4.
	Las nuevas responsabilidades de los SPE, sobre todo en el ámbito de las políticas activas de empleo, deben reflejarse en una capacidad y un apoyo financiero adecuados.


	
	7.5.
	El CESE pide una cooperación más sistemática y estructural entre los SPE y otros proveedores de servicios en los ámbitos social y laboral para abordar los múltiples obstáculos que afrontan los solicitantes de empleo cuando intentan acceder al mercado laboral (cuestiones de salud, vivienda y transporte). La modernización de los SPE es un proceso complejo, de manera que la falta de coordinación, programación o planificación así como la dispersión de las responsabilidades a nivel nacional o regional conduce a la fragmentación.


	
	7.6.
	El CESE considera que deben redoblarse los esfuerzos por supervisar, evaluar y comparar los servicios de los SPE con vistas a medir la eficacia de sus servicios a la hora de ayudar a los solicitantes de empleo a acceder al mercado laboral. Las normas y las directrices comunes de ámbito europeo podrían mejorar la eficacia de los SPE y las sinergias entre los países. Debe recurrirse más a fuentes de datos como las encuestas de población activa, y agencias como Eurofound pueden ayudar a realizar este tipo de seguimiento.


Bruselas, 17 de julio de 2019.

El Presidente
del Comité Económico y Social Europeo
Luca JAHIER
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1.   Conclusiones y recomendaciones
	
	1.1.
	Actualmente se reconoce la necesidad de perseguir una economía social de mercado que, aplicando de forma inteligente las nuevas tecnologías, logre hacer frente a las grandes problemáticas relativas a la sostenibilidad, los cambios climáticos y la reducción de las desigualdades.


	
	1.2.
	El CESE considera que una contribución activa y pertinente en este sentido podría llegar del mundo empresarial, así como de las instituciones públicas, y, en particular, de todas aquellas empresas de la economía real que crean valor y empleo sin utilizar de forma especulativa los resortes de las finanzas.


	
	1.3.
	Teniendo en cuenta la amplia pluralidad de los modelos económicos y de los tipos de empresa presentes a nivel europeo, es importante que las propuestas legislativas relativas a las empresas, la economía y el mercado interior no estén homologadas, rechazando una fórmula única para todos y valorizando en su lugar la «biodiversidad empresarial».


	
	1.4.
	Resulta fundamental que las instituciones europeas apoyen el desarrollo de la inteligencia artificial y el uso correcto de los macrodatos, ya sea creando normas adecuadas para garantizar el desarrollo de dicha tecnología de conformidad con los derechos individuales o invirtiendo de forma coordinada recursos públicos europeos y estatales para garantizar la competitividad de la UE a escala global. En particular, los macrodatos, así como el potencial que estos entrañan, también deberían ser accesibles a las pymes.


	
	1.5.
	Los cambios que las nuevas tecnologías, la inteligencia artificial y los macrodatos están provocando en los procesos productivos y en la economía en general también modifican profundamente el mercado de trabajo. Sin embargo, es importante que estos procesos de cambio tengan lugar en un marco de provechoso diálogo social y que respeten los derechos y la calidad de vida de los trabajadores.


	
	1.6.
	Las medidas para favorecer el acceso al crédito de las pymes —como, por ejemplo, el Plan Juncker, el programa COSME o, de cara al futuro, InvestEU— deberían continuar apoyando a aquellas pymes y empresas sociales a las que a menudo les cuesta crecer por problemas de liquidez y de baja capitalización. Asimismo, debería favorecerse de forma activa el desarrollo de un mercado europeo de «capital riesgo».


	
	1.7.
	La necesidad de garantizar la cohesión y la equidad social a una población europea cada vez más envejecida y menos numerosa evidencia el papel que las empresas sociales y mutualidades podrán adoptar en el futuro. Por tanto, es necesario seguir trabajando para valorizar el papel de esas empresas, que permiten a las personas organizarse y colaborar para dar respuesta a necesidades sociales en constante aumento.


	
	1.8.
	El CESE confirma que es necesario reconocer y apoyar el papel que desempeñan las pymes, las empresas familiares y de la economía social, las empresas artesanales y los pequeños comerciantes y agricultores para la promoción y difusión de un espíritu emprendedor centrado en el papel de las personas y las comunidades locales, en pos de la construcción del modelo europeo de mercado único inclusivo. Además, estas empresas permiten emprender una actividad económica y empresarial a un número mayor de personas, lo cual fomenta la democracia económica.


2.   Contexto y objeto de la iniciativa
	
	2.1.
	El presente Dictamen de iniciativa pretende ofrecer ayuda a las instituciones europeas a fin de favorecer, en el ámbito de las acciones destinadas al refuerzo del mercado único, la creación de un marco adaptado al desarrollo de diversos tipos de empresas que estén preparadas para acometer los retos a los que se enfrenta la sociedad.


	
	2.2.
	Actualmente se reconoce la necesidad de perseguir una economía social de mercado que, aplicando de forma inteligente las nuevas tecnologías, logre hacer frente a las grandes problemáticas relativas a la sostenibilidad, la limitación de los efectos nocivos del cambio climático, la reducción de las desigualdades, las tensiones demográficas, la fuerte presión migratoria en las fronteras exteriores de la UE y la transición energética.


	
	2.3.
	El CESE considera que una contribución importante podría llegar precisamente del mundo empresarial, así como, naturalmente, de las instituciones públicas. De hecho, las grandes transformaciones mencionadas en el apartado anterior también pueden afrontarse aplicando el propio potencial innovador de cada actividad empresarial; no obstante, algunos modelos de desarrollo económico y ciertos tipos de empresa han demostrado una mayor propensión a asumir las innovaciones sociales que resultan cada vez más indispensables para que pueda imponerse una economía más sostenible e inclusiva.


	
	2.4.
	El CESE considera que un mercado único favorable a la innovación y al nuevo espíritu emprendedor podría encontrar convergencias significativas en la Agenda 2030 de las Naciones Unidas para la consecución de los objetivos de desarrollo sostenible, ya que los objetivos de crecimiento e innovación, indispensables para garantizar el mantenimiento del bienestar en los países de la Unión Europea, deben ser no solo sólidos, sino también sostenibles.


	
	2.5.
	En los últimos años, el CESE ha adoptado muchos dictámenes específicos referidos a las siguientes cuestiones fundamentales:

—

La búsqueda de nuevos modelos económicos (1);

—

Las distintas formas de empresa (2);

—

Las transformaciones de la era digital (3).




	
	2.6.
	El CESE considera que hay varios «ecosistemas» económicos que merecerían atención por parte del legislador europeo para favorecer el funcionamiento del mercado interior. El sistema económico de la UE es diverso y engloba a empresas multinacionales, empresas nacionales y muchísimas empresas de carácter local. Estas empresas se articulan a menudo en sectores regionales de producción: zonas metropolitanas, con sistemas urbanos de alta intensidad, y zonas rurales y periféricas, donde no siempre es fácil garantizar el bienestar y la cohesión social si no se desarrolla una atención específica que también permita el acceso a la innovación tecnológica en las zonas descentralizadas.


	
	2.7.
	En todos estos contextos, es necesario conseguir que convivan y se integren los distintos tipos de empresa, pero cada uno de estos ámbitos merece una atención específica desde el punto de vista de la acción legislativa y la inversión pública. Por esta razón, es importante que las propuestas legislativas y de reglamentación económica sobre las empresas, la economía y el mercado interior no estén totalmente homologadas, rechazando una fórmula única para todos.


3.   Hacia una nueva economía europea tecnológica, sostenible e inclusiva
	
	3.1.
	Es necesario desarrollar nuevos paradigmas productivos de bienes y servicios gracias a la economía digital y a las nuevas tecnologías que tengan el potencial de cambiar las modalidades con las que se desarrollan las actividades de las empresas europeas.


	
	3.2.
	Para tal fin, es fundamental que las instituciones europeas apoyen adecuadamente el desarrollo de la inteligencia artificial, ya sea creando normas adecuadas para garantizar el desarrollo de dicha tecnología de conformidad con los derechos individuales o invirtiendo de forma coordinada recursos públicos europeos y estatales para no perder terreno respecto a agentes como Estados Unidos y China.


	
	3.3.
	Asimismo, la utilización de macrodatos, su tratamiento y su almacenamiento serán fundamentales para garantizar la competitividad del mercado europeo, puesto que la capacidad de tratamiento de datos y la posibilidad de utilizar dichos datos para estrategias de desarrollo económico y servicios a las personas van en constante aumento. No obstante, será necesario hacerlo de modo que el tratamiento y desarrollo de dichos datos respeten los derechos individuales, las libertades fundamentales y la nueva disciplina europea del RGPD.


	
	3.4.
	La peculiaridad del tejido empresarial y económico europeo cuenta con los elementos necesarios para afrontar la transformación digital, estructurándose como un ecosistema adecuado compuesto por una variedad heterogénea de empresas internacionales y locales con capacidad para tener aspiraciones globales. Para que esto sea posible, se necesita una Europa unida, conectada, cohesionada y competitiva. A este respecto, los centros de innovación digital que se están desarrollando en muchos sistemas económicos locales constituyen una experiencia positiva.


	
	3.5.
	Los grandes cambios que las nuevas tecnologías, la inteligencia artificial y los macrodatos están provocando en los procesos productivos y en la economía en general también modifican profundamente el mercado de trabajo. Algunos trabajos desaparecerán, surgirán otros nuevos y otros sufrirán profundos cambios. Es importante que estos procesos de cambio tengan lugar en un marco de provechoso diálogo social y que respeten los derechos de los trabajadores, que deben ser apoyados atendiendo a la protección y la formación continua.


	
	3.6.
	Otro factor fundamental para el crecimiento concierne a las políticas fiscales. La Comisión Europea, en el transcurso de la presente legislatura, ha realizado un trabajo considerable sobre los temas relacionados con la fiscalidad. El CESE considera que la efectividad de las normas fiscales y un nivel razonable de armonización de estas son fundamentales para el refuerzo del mercado interior. Además, las políticas fiscales promovidas a nivel europeo deberían apoyar los instrumentos funcionales para el crecimiento de las empresas como, por ejemplo, las inversiones en investigación y desarrollo y el acceso al capital en forma de recursos propios.


	
	3.7.
	Aún hoy, las pymes europeas y las empresas de la economía social sufren a causa de problemas estructurales y de la falta de condiciones favorables para su desarrollo, a pesar de los muchos esfuerzos realizados en su apoyo. Además, las pymes operan a menudo en la producción de tecnologías medias y bajas y en servicios de menor intensidad de conocimiento, y les cuesta penetrar en el mercado transfronterizo. Dichas empresas deben ser apoyadas en mayor medida puesto que, como recuerda la Comisión, constituyen el 99 % de las empresas europeas, además de generar el 67 % del empleo (4). Por este motivo, aun teniendo en cuenta la necesidad de respetar los principios del libre mercado y competencia, estas empresas deben recibir un apoyo adecuado de políticas industriales y fiscales que favorezcan la creación de valor compartido, más que la concentración de riqueza.


	
	3.8.
	En esta línea, las medidas de apoyo al acceso al crédito de las pymes como, por ejemplo, el Plan Juncker con su sistema de garantías públicas, el Programa COSME o InvestEU deberían continuar apoyando a las pymes y las empresas sociales. Desde esta perspectiva, la participación del sector privado en empresas emergentes y pequeñas y medianas empresas debería apoyarse mayormente, desarrollando un mercado europeo de «capital riesgo» y de capital de alto riesgo, que aún hoy tiene dimensiones completamente distintas a las de los Estados Unidos. La adopción de políticas que favorezcan la inversión de capital privado en las empresas europeas también debería verse acompañada de acciones concretas para favorecer la adquisición de talentos y competencias que residan fuera de la UE.


	
	3.9.
	Según datos del Banco Mundial, en promedio, la Unión Europea (5) ocupa el puesto 53.o en la clasificación mundial que mide la facilidad para crear una empresa y en el 29.o por lo que respecta a la facilidad, en general, para desarrollar una actividad económica. Los Estados Unidos, por su parte, figuran en la octava posición de esta última clasificación. A este respecto, el CESE subraya la importancia de apoyar y fomentar las actividades empresariales recurriendo a medidas de simplificación administrativa, en el ámbito de las actividades productivas de bienes y servicios, de la carga burocrática de los empresarios europeos.


	
	3.10.
	El mercado de la contratación pública asciende actualmente a cerca del 16 % del PIB europeo, por un valor de casi 1,9 billones EUR. Las nuevas Directivas de 2014 en materia de contratación pública (6) y concesiones (7) pretendían tener más presentes los aspectos sociales y ambientales en las licitaciones gestionadas por las administraciones nacionales. No obstante, y tal como reconoce la misma Comisión, aún queda mucho para lograr dicho objetivo. El CESE recomienda a la Comisión que refuerce y haga más efectiva la consideración de los aspectos sociales y ambientales en un sector históricamente crucial para el mercado único.


	
	3.11.
	Los retos crecientes que se plantean a nivel internacional, por una parte, y la necesidad de garantizar la cohesión y equidad social, por otra, evidencian el papel que las empresas sociales pueden asumir en el actual contexto. Por tanto, es necesario seguir trabajando para reconocer la existencia y el papel de las empresas en las que se manifiesta plenamente la propensión de las personas a organizarse de forma autónoma para dar respuesta a las necesidades sociales.


	
	3.12.
	En las pequeñas empresas y en las empresas sociales, la determinación de actuar y la motivación parten siempre de la persona y no del capital, que se mueve en busca de «empleos» que garanticen rendimientos. A partir de las personas, estas empresas tienen su raíz en las comunidades locales y con estas tejen vínculos duraderos, contribuyendo al bienestar local y a la cohesión social. A este respecto, los sistemas de volantes belga y sueco (8) para la asistencia doméstica constituyen un ejemplo significativo. Estos sistemas prevén desgravaciones fiscales específicas para los usuarios y fomentan la declaración del trabajo en negro, lo que beneficia por una parte a los prestadores de los servicios, que cuentan con una mayor protección, y, por la otra, a las finanzas estatales.


	
	3.13.
	El compromiso con las comunidades locales y el territorio se convierte en un factor competitivo porque alimenta la motivación y crea valores añadidos sociales y relacionales. De esta forma, las empresas de la economía social permiten a un mayor número de personas emprender una actividad empresarial, contribuyendo así a un modelo de desarrollo inclusivo.


	
	3.14.
	Otro beneficio fundamental generado por las empresas sociales es seguramente su contribución a la democracia económica, en la medida en que estas garantizan a millones de personas la posibilidad de emprender una actividad económica y de generar un trabajo autónomo sobre la base de las propias competencias, capacidades y aspiraciones.


	
	3.15.
	Con este objetivo operan, por ejemplo, las cooperativas, las mutualidades, las fundaciones con participación de las comunidades locales y las empresas sociales. El reconocimiento de dichas empresas está creciendo asimismo por efecto de la Iniciativa en favor del emprendimiento social puesta en marcha por la Comisión Europea en 2011, a la que quizá podría seguir actualmente una iniciativa más audaz y exhaustiva.


	
	3.16.
	Es necesario hacer una mención particular por lo que se refiere a los bancos regionales y locales, que brindan una oportunidad insustituible de acceso al crédito para millones de personas. Respecto a estos bancos, el enfoque de la normativa europea parece aún demasiado desfavorable y no conforme con el principio de proporcionalidad, en la medida en que somete a las mismas normas técnicas tanto a la banca global como a aquella con una dimensión exclusivamente local, siguiendo una fórmula única para todos.


4.   Las empresas europeas en el macroescenario social y global
	
	4.1.
	Es necesario tener presente que el escenario global cambiará notablemente en los próximos años, en particular en lo relativo a las cifras demográficas, la capacidad productiva y el peso económico entre las naciones y los continentes.


	
	4.2.
	En este cambio, Europa, con sus quinientos millones de habitantes, perderá importancia frente a una población mundial que pasará de los 7 600 millones actuales a 9 800 millones en 2050, con un crecimiento que se concentrará en nueve países (India, Nigeria, Congo, Pakistán, Etiopía, Tanzania, Estados Unidos, Uganda e Indonesia) (9).


	
	4.3.
	Al mismo tiempo, el porcentaje de ancianos también crecerá y el número de personas que en 2050 tenga más de ochenta años se triplicará, pasando de los actuales 137 millones a más de 425 millones de personas, y se concentrará en Europa, donde la edad media ya está actualmente está en torno a los 40-45 años, mientras que en los países emergentes es de 25-30 años.


	
	4.4.
	El CESE considera que los grandes cambios en curso hacen necesario un enfoque integral, que coordine las políticas económicas y reguladoras europeas con las políticas de cohesión social y protección de los grupos más débiles sin dejar atrás a los ancianos, las personas con discapacidad y desfavorecidas y las capas sociales más débiles.


	
	4.5.
	Además de los planes de desarrollo industrial y las políticas económicas, el desafío para la construcción de un mercado favorable a la innovación y el espíritu emprendedor es la valoración de la única gran certeza en la que se puede confiar en un mundo cada vez más incierto: el ser humano.


	
	4.6.
	Todo el sistema económico se podrá beneficiar de la valoración del capital humano, confirmando que el comportamiento de personas y empresas, en el ámbito económico, no tiene como objetivo exclusivo la maximización del beneficio. De este modo se podrá consolidar la idea de que aquello que mueve la actuación económica y el deseo de emprender va mucho más allá de la simple necesidad de acumular capital. Esto no significa restar importancia al éxito económico, sino que implica medir de una forma distinta su valor.


	
	4.7.
	De hecho, en las últimas décadas, el éxito de las empresas, en particular de las grandes empresas de la economía digital, ha sido valorado y medido principalmente en relación con la posibilidad de realizar una extracción de valor, desde una perspectiva financiera, más que con la de crear valor y puestos de empleo.


	
	4.8.
	Por último, el CESE considera necesario invertir en la formación continua de los ciudadanos europeos, a fin de que estén preparados para afrontar los continuos cambios en el actual momento histórico. Por lo tanto, resulta fundamental invertir en programas de formación que apoyen la tendencia al emprendimiento y que ofrezcan desde una edad temprana instrumentos y competencias de autoorganización, además de conocimientos que permitan fomentar el espíritu de iniciativa, la creatividad y el valor para asumir riesgos. Al mismo tiempo, las políticas de formación y apoyo deberán garantizar que una población europea cada vez más envejecida (hoy se habla de ella como la «economía plateada») y menos numerosa en el escenario global pueda disfrutar de una buena calidad de vida y realizar su propia contribución.


	
	4.9.
	Toda persona debe ser considerada un valor prioritario, como demuestran las experiencias realizadas con éxito por empresas sociales de inserción laboral, que han puesto en marcha empresas sólidas y competitivas empleando a trabajadores frágiles o excluidos del mercado de trabajo tradicional.


Bruselas, 17 de julio de 2019.

El Presidente
del Comité Económico y Social Europeo
Luca JAHIER
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II. NORMAS  LABORALES Y DE SEGURIDAD SOCIAL
1. Resolución de 3 de septiembre de 2019, de la Secretaría General Técnica, por la que se publica el Convenio con Ecuasanitas, SA, sobre la prestación de asistencia sanitaria subvencionada a los emigrantes españoles residentes en Ecuador que carezcan de recursos suficientes (BOE 1-X-2019) 
2. Resolución de 3 de septiembre de 2019, de la Secretaría General Técnica, por la que se publica el Convenio con Sulmed Asistencia Médica, Ltda, sobre la prestación de asistencia sanitaria subvencionada a los emigrantes españoles residentes en la región de Porto Alegre que carezcan de recursos suficientes (BOE 1-X-2019). 
3. Resolución de 27 de septiembre de 2019, de la Secretaría General Técnica, por la que se publica el Convenio con Biovida Saude LTDA, sobre la prestación de asistencia sanitaria subvencionada a los emigrantes españoles residentes en la región de Sao Paulo (Brasil) que carezcan de recursos suficientes (BOE 1-X-2019). 
4. Resolución de 23 de septiembre de 2019, de la Secretaría de Estado de Empleo, por la que se publican las cuentas anuales de la Fundación para la Prevención de Riesgos Laborales del ejercicio 2018 y el informe de auditoría (BOE 1-X-2019).
5. Resolución de 25 de septiembre de 2019, de la Dirección Provincial del Servicio Público de Empleo Estatal en Santa Cruz de Tenerife, por la que se crea y se regula la Mesa de Contratación y se designa a sus miembros (BOE 3-X-2019).

6. Corrección de errores de la Orden TMS/941/2019, de 6 de septiembre, por la que se distribuyen territorialmente para el ejercicio económico de 2019, para su gestión por las comunidades autónomas con competencias asumidas, subvenciones adicionales del ámbito de las políticas activas de empleo financiadas con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, incluyendo aquellos destinados a la ejecución del Plan de Choque por el Empleo Joven 2019-2021 y del Plan Reincorpora-T 2019-2021 (BOE 3-X-2019).
7. Resolución de 16 de septiembre de 2019, del Instituto Social de la Marina, por la que se homologa para la impartición de formación sanitaria específica inicial en sus modalidades estable e itinerante, así como sus actualizaciones, al centro Escuela Náutica Buenaproa, CB (BOE 3-X-2019).

8. Resolución de 27 de septiembre de 2019, del Instituto Nacional de la Seguridad Social, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2018 (BOE 5-X-2019).

9. Real Decreto 534/2019, de 20 de septiembre, por el que se regula la concesión directa de una subvención a la Universidad Nacional de Educación a Distancia para la atención de las necesidades de formación superior de los emigrantes españoles (BOE 8-X-2019).

10. Resolución de 30 de septiembre de 2019, de la Secretaría General del Fondo de Garantía Salarial, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2018 y el informe de auditoría (BOE 10-X-2019).

11. Resolución de 30 de septiembre de 2019, del Instituto Social de la Marina, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2018 (BOE 10-X-2019).
12. Resolución de 3 de octubre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se publica la relación de fiestas laborales para el año 2020 (BOE 11-X-2019). 
13. Resolución de 8 de octubre de 2019, de la Secretaría General Técnica, por la que se publica el Convenio entre la Universidad de Granada y la Tesorería General de la Seguridad Social, para la colaboración con el máster en Derecho de la Seguridad Socia (BOE 11-X-2019)l.

14. Resolución de 7 de octubre de 2019, de la Secretaría General Técnica, por la que se publica el Convenio entre la Dirección General de Migraciones y el Hospital Universitario Hernández Vera, sobre la prestación de asistencia sanitaria subvencionada a los emigrantes españoles residentes en la circunscripción de Santa Cruz (Bolivia) que carezcan de recursos suficientes (BOE 11-X-2019).

15. Resolución de 1 de octubre de 2019, de la Tesorería General de la Seguridad Social, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2018 (BOE 11-X-2019) .
16. Real Decreto-ley 12/2019, de 11 de octubre, por el que se adoptan medidas urgentes para paliar los efectos de la apertura de procedimientos de insolvencia del grupo empresarial Thomas Cook (BOE 12-X-2019).

17. Resolución de 2 de octubre de 2019, de la Dirección Provincial del Servicio Público de Empleo Estatal de Melilla, por la que se crea (BOE 16-X-2019).

18. Resolución de 4 de octubre de 2019, de la Secretaría General Técnica, por la que se publica la Adenda al Convenio entre el Instituto Nacional de la Seguridad Social, el Instituto Social de la Marina y las Mutuas Colaboradoras con la Seguridad Social, para la emisión de informes y práctica de pruebas médicas y exploraciones complementarias para la valoración, revisión y calificación de las incapacidades laborales (BOE 16-X-2019).

19. Resolución de 1 de octubre de 2019, del Servicio Público de Empleo Estatal, por la que se publica el Catálogo de ocupaciones de difícil cobertura para el cuarto trimestre de 2019 (BOE 16-X-2019).

20. Resolución de 2 de octubre de 2019, de la Dirección Provincial del Servicio Público de Empleo Estatal de Cáceres, por la que se modifica la de 26 de febrero de 2019, por la que se crea y regula la Mesa Provincial de Contratación y se designa a sus miembros (BOE 18-X-2019). 
21. Resolución de 15 de octubre de 2019, de la Secretaría General Técnica, por la que se publica el Convenio con la Fundación España Salud, sobre la prestación de asistencia sanitaria subvencionada a los emigrantes españoles residentes en Venezuela que carezcan de recursos suficientes (BOE 18-X-2019).
22. Resolución de 16 de octubre de 2019, de la Secretaría General Técnica, por la que se publica el Convenio entre la Universidad Complutense de Madrid y el Instituto Nacional de la Seguridad Social, para la colaboración con el curso de formación permanente Experto en Seguridad Social (BOE 19-X-2019).
23. Corrección de erratas de la Resolución de 4 de octubre de 2019, de la Secretaría General Técnica, por la que se publica la Adenda al Convenio entre el Instituto Nacional de la Seguridad Social, el Instituto Social de la Marina y las Mutuas Colaboradoras con la Seguridad Social, para la emisión de informes y práctica de pruebas médicas y exploraciones complementarias para la valoración, revisión y calificación de las incapacidades laborales (BOE 19-X-2019).

24. Resolución de 4 de octubre de 2019, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2018 y el informe de auditoría, de Mutualia, mutua colaboradora con la Seguridad Social n.º 2 (BOE 23-X-2019).

25. Resolución de 4 de octubre de 2019, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2018 y el informe de auditoría, de Activa Mutua 2008, mutua colaboradora con la Seguridad Social n.º 3 (BOE 23-X-2019).

26. Resolución de 4 de octubre de 2019, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2018 y el informe de auditoría, de Mutua Montañesa, mutua colaboradora con la Seguridad Social n.º 7 (BOE 23-X-2019).

27. Resolución de 4 de octubre de 2019, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2018 y el informe de auditoría, de Mutual Midat Cyclops, mutua colaboradora con la Seguridad Social n.º 1 (BOE 23-X-2019).

28. Resolución de 15 de octubre de 2019, de la Secretaría General Técnica, por la que se publica el Convenio entre la Universidad Complutense de Madrid y el Instituto Social de la Marina, para la colaboración con el curso de formación permanente "Experto en Seguridad Social" (BOE 24-X-2019).
29. Resolución de 4 de octubre de 2019, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2018 y el informe de auditoría, de Mutua Universal Mugenat, mutua colaboradora con la Seguridad Social n.º 10 (BOE 24-X-2019) 

30. Resolución de 4 de octubre de 2019, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2018 y el informe de auditoría, de Maz, mutua colaboradora con la Seguridad Social n.º 11 (BOE 24-X-2019).

31. Resolución de 4 de octubre de 2019, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2018 y el informe de auditoría, de Umivale, mutua colaboradora con la Seguridad Social n.º 15 (BOE 24-X-2019).

32. Resolución de 4 de octubre de 2019, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2018 y el informe de auditoría, de Mutua Navarra, mutua colaboradora con la Seguridad Social n.º 21 (BOE 24-X-2019).

33. Resolución de 15 de octubre de 2019, de la Secretaría General Técnica, por la que se publica el Convenio entre el Instituto Social de la Marina y el Departament de Salut de la Generalitat de Catalunya, para el acceso a los sistemas de información necesarios para la realización de los reconocimientos médicos de embarque marítimo  (BOE 25-X-2019).
34. Resolución de 4 de octubre de 2019, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2018 y el informe de auditoría, de Mutua de Andalucía y de Ceuta, mutua colaboradora con la Seguridad Social n.º 115 (BOE 25-X-2019). 

35. Resolución de 4 de octubre de 2019, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2018 y el informe de auditoría, de Mutua Intercomarcal, mutua colaboradora con la Seguridad Social n.º 39 (BOE 25-X-2019).

36. Resolución de 4 de octubre de 2019, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2018 y el informe de auditoría, de Solimat, mutua colaboradora con la Seguridad Social n.º 72 (BOE 25-X-2019).

37. Resolución de 4 de octubre de 2019, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2018 y el informe de auditoría, de Asepeyo, mutua colaboradora con la Seguridad Social n.º 151 (BOE 25-X-2019).

38. Resolución de 4 de octubre de 2019, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2018 y el informe de auditoría, de Fremap, mutua colaboradora con la Seguridad Social n.º 61 (BOE 25-X-2019).
39. Resolución de 4 de octubre de 2019, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2018 y el informe de auditoría, de Mutua Balear, mutua colaboradora con la Seguridad Social n.º 183 (BOE 26-X-2019).
40. Resolución de 4 de octubre de 2019, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2018 y el informe de auditoría, de Mutua Gallega de Accidentes de Trabajo, mutua colaboradora con la Seguridad Social n.º 201 (BOE 26-X-2019).
41. Resolución de 4 de octubre de 2019, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2018 y el informe de auditoría, de Unión de Mutuas, mutua colaboradora con la Seguridad Social n.º 267 (BOE 26-X-2019).
42. Resolución de 4 de octubre de 2019, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2018 y el informe de auditoría, de Mac, Mutua de accidentes de Canarias, mutua colaboradora con la Seguridad Social n.º 272 (BOE 26-X-2019).
43. Resolución de 4 de octubre de 2019, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2018 y el informe de auditoría, de Ibermutuamur, mutua colaboradora con la Seguridad Social n.º 274 (BOE 26-X-2019).
44. Resolución de 4 de octubre de 2019, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2018 y el informe de auditoría, de Fraternidad-Muprespa, mutua colaboradora con la Seguridad Social n.º 275 (BOE 28-X-2019).

45. Resolución de 4 de octubre de 2019, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2018 y el informe de auditoría, de Egarsat, mutua colaboradora con la Seguridad Social n.º 276  (BOE 28-X-2019).

46. Resolución de 4 de octubre de 2019, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2018 y el informe de auditoría, del Hospital Intermutual de Euskadi, centro mancomunado de mutuas colaboradoras con la Seguridad Social n.º 291  (BOE 28-X-2019).

47. Resolución de 4 de octubre de 2019, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2018 y el informe de auditoría, del Hospital Intermutual de Levante, centro mancomunado de mutuas colaboradoras con la Seguridad Social n.º 292  (BOE 28-X-2019).

48. Orden TMS/1066/2019, de 24 de octubre, por la que se modifica la Orden TMS/667/2019, de 5 de junio, por la que se crea el Observatorio para la lucha contra el fraude a la Seguridad Social (BOE 30-X-2019).
49. Resolución de 22 de octubre de 2019, de la Secretaría General Técnica, por la que se publica la Adenda modificativa al Convenio entre la Tesorería General de la Seguridad Social y la Asociación Española de Entidades de Pago en materia de intercambio de información (BOE 30-X-2019). 

50. Resolución de 23 de octubre de 2019, de la Secretaría General Técnica, por la que se publica el Convenio con ARS Grupo Médico Asociado, SA, sobre la prestación de asistencia sanitaria subvencionada a los emigrantes españoles residentes en República Dominicana que carezcan de recursos suficientes (BOE 30-X-2019).
51. Resolución de 21 de octubre de 2019, de la Tesorería General de la Seguridad Social, por la que se publica el Encargo con la Empresa de Tecnologías y Servicios Agrarios S.A., S.M.E., M.P., para la asistencia técnica para el apoyo al mantenimiento del Sistema de Liquidación Directa y procesos asociados (BOE 30-X-2019).
52. Resolución de 16 de octubre de 2019, del Servicio Público de Empleo Estatal, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2018 y el informe de auditoría (BOE 30-X-2019)..

53. Orden TMS/1070/2019, de 24 de octubre, por la que se fijan para el ejercicio 2019 las bases normalizadas de cotización a la Seguridad Social, por contingencias comunes, en el Régimen Especial de la Seguridad Social para la Minería del Carbón (BOE 31-X-2019).
54. Resolución de 22 de octubre de 2019, de la Subsecretaría, por la que se aprueba la actualización de las Cartas de servicios de las Consejerías de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social (BOE 31-X-2019).
55. Resolución de 28 de octubre de 2019, de la Secretaría General Técnica, por la que se publica el Convenio entre el Organismo Autónomo Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social y la Comunidad Autónoma de Canarias, para la lucha contra el trabajo no declarado, empleo irregular, fraude a la Seguridad Social y en materia de Formación Profesional para el Empleo (BOE 31-X-2019).
56. Resolución de 9 de octubre de 2019, de la Secretaría General Técnica, por la que se publica el Convenio entre la Tesorería General de la Seguridad Social y el Consejo General de la Abogacía Española, para obtener cierta información de forma telemática de los solicitantes de justicia gratuita (BOE 31-X-2019).
III. CONVENIOS COLECTIVOS
1. Resolución de 13 de septiembre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Convenio colectivo de Agencia de Transportes Robles, SA (BOE 1-X-2019).
2. Resolución de 13 de septiembre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Convenio colectivo de ámbito estatal de radiodifusión comercial sonora (BOE 1-X-2019).
3. Resolución de 13 de septiembre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Convenio colectivo de Finanzauto, SAU (BOE 1-X-2019).
4. Resolución de 13 de septiembre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Convenio colectivo de Kiwokopet, SLU y Kivet, SLU (BOE 1-X-2019).
5. Resolución de 13 de septiembre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Convenio colectivo de Servicios Logísticos de Combustibles de Aviación, SL (BOE 1-X-2019).
6. Resolución de 13 de septiembre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica la actualización salarial para 2019 del Convenio colectivo de Nippon Gases España, SL, para sus centros de trabajo de Barcelona, Castellón, Córdoba, Guipúzcoa, Madrid, Málaga, Murcia, Navarra, Pontevedra, Valencia, Vizcaya y Zaragoza.
7. Resolución de 13 de septiembre de 2019, de la Dirección (BOE 1-X-2019) General de Trabajo, por la que se registra y publica la modificación del Convenio colectivo de Bofrost*, SAU.
8. Resolución de 13 de septiembre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registran y publican las tablas salariales para 2019, 2020 y 2021 del Convenio colectivo de Servicios Integrales de Fincas Urbanas de Madrid, SL, para los centros de trabajo de las provincias de Madrid y Ciudad Real (BOE 1-X-2019).
9. Resolución de 13 de septiembre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Convenio colectivo estatal para las industrias del curtido, correas y cueros industriales y curtición de pieles para peletería (2019-2021) (BOE 2-X-2019). 
10. Resolución de 13 de septiembre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Convenio colectivo marco de la Unión General de Trabajadores 2019-2020 (BOE 2-X-2019).

11. Resolución de 13 de septiembre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el I Convenio colectivo del grupo de empresas Carriere (Ópticas Carriere, SL, Vistaactual, SL, y Ópticas Carriere Levante, SL) (BOE 2-X-2019). 
12. Resolución de 10 de septiembre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Convenio colectivo de la Compañía Norteña de Bebidas Gaseosas, SLU, para los centros de trabajo de Galdakao, San Sebastián, Vitoria, Santander, Pamplona y Burgos (BOE 3-X-2019).

13. Resolución de 16 de septiembre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Convenio colectivo de BSH Electrodomésticos España, SA, Servicio BSH al cliente, zona 5, Levante  (BOE 3-X-2019).

14. Resolución de 16 de septiembre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el VI Convenio colectivo estatal del ciclo integral del agua (2018-2022) (BOE 3-X-2019).

15. Resolución de 30 de septiembre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica la modificación del Convenio colectivo de Alstom Transporte, SA (BOE 10-X-2019).
16. Resolución de 30 de septiembre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica la modificación del Convenio colectivo del Grupo Groundforce (BOE 10-X-2019).
17.  Resolución de 30 de septiembre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Convenio colectivo estatal de tejas, ladrillos y piezas especiales de arcilla cocida (BOE 11-X-2019).

18. Resolución de 30 de septiembre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Acta del Acuerdo de modificación del II Convenio colectivo de Naturgy 2016-2020 (BOE 11-X-2019).

19. Resolución de 30 de septiembre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Acuerdo parcial del Convenio colectivo de la Entidad Pública Empresarial Enaire y el colectivo de controladores de tránsito aéreo (BOE 11-X-2019).

20. Resolución de 2 de octubre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica la Sentencia de la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional, relativa al Convenio colectivo de Esc Servicios Generales, SL (BOE 11-X-2019).

21. Resolución de 2 de octubre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica la Sentencia de la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional, relativa al Convenio colectivo de Servicios Securitas, SA (BOE 11-X-2019).

22. Resolución de 7 de octubre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se corrigen errores en la de 16 de mayo de 2018, por la que se registra y publica el Convenio colectivo de Sonae Arauco España-Soluciones de Madera, SL, para los centros de trabajo de Linares y Valladolid (BOE 16-X-2019). 
23. Resolución de 7 de octubre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Acuerdo sobre el incremento del complemento autonómico al personal docente en nómina de pago delegado en la Comunidad Autónoma de Aragón, derivado del VI Convenio colectivo de empresas de enseñanza privada sostenidas total o parcialmente con fondos públicos (BOE 18-X-2019)
24. Resolución de 7 de octubre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Acuerdo sobre el registro de la jornada de trabajo derivado del VIII Convenio colectivo de enseñanza y formación no reglada (BOE 18-X-2019).

25. Resolución de 7 de octubre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Convenio colectivo de Lufthansa Cargo AG (BOE 18-X-2019).

26. Resolución de 7 de octubre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Convenio colectivo de Nokia Spain, SA (BOE 18-X-2019).

27. Resolución de 7 de octubre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Convenio colectivo de Orange España Comunicaciones Fijas, SLU (BOE 18-X-2019).

28. Resolución de 7 de octubre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el XIX Convenio colectivo del sector de empresas de ingeniería y oficinas de estudios técnicos (BOE 18-X-2019).

29. Resolución de 7 de octubre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica la modificación del VII Convenio colectivo de Iberdrola Grupo (BOE 18-X-2019).

30. Resolución de 7 de octubre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica la prórroga del Convenio colectivo de Docks Logistics Spain, SA (BOE 18-X-2019).

31. Resolución de 7 de octubre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registran y publican las tablas salariales para 2018 y 2019 del VIII Convenio colectivo de enseñanza y formación no reglada (BOE 18-X-2019).

32. Resolución de 7 de octubre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Convenio colectivo de Orange Espagne, SAU (BOE 18-X-2019).

33. Resolución de 16 de octubre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica la modificación del I Convenio colectivo del Grupo Aena (BOE 19-X-2019).

34. Resolución de 14 de octubre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Acuerdo de prórroga de ultraactividad del II Convenio colectivo de los registradores de la propiedad y mercantiles y su personal auxiliar (BOE 24-X-2019). 

35. Resolución de 16 de octubre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registran y publican las tablas salariales para 2016, 2017, 2018, 2019 y 2020 del XIII Convenio colectivo de ámbito estatal para los centros de educación universitaria e investigación (BOE 24-X-2019).

36. Resolución de 16 de octubre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Convenio colectivo de BSH Electrodomésticos España, SA, (servicio BSH al cliente, zona 1), para sus centros de trabajo en La Coruña, Orense, Oviedo y Vigo (BOE 25-X-2019).

37. Resolución de 22 de octubre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el Acuerdo parcial del Convenio colectivo del sector de cajas y entidades financieras de ahorro (BOE 30-X-2019).

38. Resolución de 22 de octubre de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica la revisión y tabla salarial del I Convenio colectivo del Grupo AENA para 2019 (BOE 30-X-2019).
IV. NOTICIA DE LIBROS Y DE REVISTAS Y OTRAS INFORMACIONES DE EVENTOS DE ESPECIAL INTERES. 
1. Conclusiones Primer encuentro de diálogo entre el Comité Europeo de Derechos Sociales y la Corte Interamericana de Derechos Humanos Lugar, Respetando los derechos sociales: lecciones aprendidas en cuanto a su eficacia. Madrid, 3-4 de octubre de 2019.
POR LOS PROFESORES DRES: Luis Jimena Quesada y
Carmen Salcedo Beltrán

 Catedrático de Derecho Constitucional y Profesora Titular de Derecho del Trabajo. Universidad de Valencia. Grupo de investigación «Derechos humanos y Carta Social Europea» (GIUV2013-148)
****************************************************
A principio de octubre de 2019 tuvo lugar en Madrid, el Primer diálogo entre los dos órganos regionales especializados en materia de derechos sociales, el Comité Europeo de Derechos Sociales (CEDS) y la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIADH).
A lo largo de sus más de cincuenta años, el Comité ha ido desarrollado una jurisprudencia sólida en el área de los derechos sociales basada en la Carta Social Europea (CSE). Por lo que se refiere a la Corte Interamericana ha pronunciado recientemente, y de forma directa, jurisprudencia sobre la aplicabilidad del artículo 26 de la Convención Americana de Derechos Humanos, disposición que se refiere al desarrollo y la realización progresiva de los derechos sociales. La Corte ya había desarrollado previamente su competencia en las áreas de derechos sindicales y del derecho a la educación bajo el Protocolo de San Salvador. 
Frente a las inmensas oportunidades de avanzar hacia una mejor aplicación de los derechos sociales, se encuentran también las de regresión. Ante esta situación, se organizó el evento para, por un lado, ofrecer una oportunidad a los actores claves en el área de los derechos sociales para discutir acerca de los mecanismos más efectivos que aseguran la implementación de los derechos sociales. Y, por otro lado, avanzar en la situación de España frente a la Carta Social Europea.
Tras su realización, se ha de destacar, el compromiso que manifestó la Ministra de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social en su discurso de inauguración, de ratificar la versión revisada de la Carta Social Europea y del Protocolo de Reclamaciones Colectivas de 1995.
Por lo que se refiere al tema central del mismo, la justiciabilidad de los derechos sociales, la principal conclusión fue el rol esencial que presenta el acervo común propiciado por la jurisprudencia europea e interamericana, con la finalidad de alcanzar un impacto transversal en el ámbito nacional, como vector de “constitucionalismo transformador” en dicho ámbito doméstico.
A los largo de los dos días, se constató y remarcó la proyección interna de ese acervo común pues como se debatió la justiciabilidad internacional (en clave de tutela judicial efectiva, en su triple dimensión de acceso a la jurisdicción, de resolución fundada en derecho y de cumplimiento o ejecución de esa resolución internacional) se ha manifestado en un altísimo porcentaje de inadmisión (especialmente las demandas ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, pero asimismo ante la Corte Iberoamericana de Derechos Humanos, que han de superar un durísimo filtro de admisibilidad), en unas resoluciones fundadas pero con claros límites o alcance en materia de derechos sociales al margen de los “leading cases” y en obvios problemas de ejecución de las sentencias de los dos organismos citados. 
En tal sentido, se puso en relieve el mecanismo de reclamaciones colectivas ante el Comité Europeo de Derechos Sociales pues, justamente en esos términos de tutela judicial efectiva, se ha evidenciado que es mucho más sencillo en cuanto a su acceso (más del 95 por ciento de admisiones de las reclamaciones colectivas), al órgano que lo resuelve así como en la tramitación del procedimiento. Con ello, es en la actualidad el instrumento más específico de resoluciones sobre defensa de derechos sociales que emite decisiones de fondo fundadas en derecho que están teniendo un importante progreso por lo que se refiere a la ejecución en el ámbito europeo y gran impacto en el plano nacional.
Esperemos que se avance y materialicen los dos objetivos apuntados.
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2. NUEVAS FORMAS DE ACCESO AL EMPLEO 

POR : Sara Ruano Albertos  (Coordinadora), Inmaculada Ballester Pastor, Francisca Moreno Romero, Fernando de Vicente Pachés y Arántzazu Vicente Palacio
BARCELONA (Editorial Atelier), 2019

I. El contrato a tiempo parcial: su utilización como «modelo» de contratación laboral en el actual mercado de trabajo. A cargo de la Prof. Dra.  Sara Ruano Albertos (Coordinadora de la obra).

II. Cambios en el acceso al empleo a resultas de la transformación de la organización productiva empresarial: externalización y empresas multiservicios. A  cargo de la Prof. Dra. Arántzazu Vicente Palacio.

III. El impulso y eficacia de las políticas públicas de promoción del autoempleo y emprendimiento: una visión crítica desde la perspectiva de la seguridad social. A cargo de la Prof. Dra. Francisca Moreno Romero.

IV. Nuevas formas de trabajo autónomo y su protección social: contenido, alcance y retos pendientes. A cargo de la Prof. Dra. Inmaculada Ballester Pastor .

V. Acoso y discriminación en el trabajo a través de dispositivos tecnológicos o digitales: su incidencia en la fase de selección y acceso al empleo. A cargo del Prof. Dr. Fernando de Vicente Pachés 

NOTA INTRODUCTORIA:

 Hace unas décadas, la permanencia del vínculo contractual era el principal indicio para el análisis de la calidad en el empleo. El contrato indefinido y a jornada completa constituía el paradigma del empleo de calidad y así lo sancionaba el Estatuto de los Trabajadores, consagrando el principio de causalidad en la contratación laboral, imponiendo también limitaciones para la concertación de contratos a tiempo parcial.

Incluso la posterior ruptura de la tradicional bilateralidad de las relaciones laborales a resultas de la aceptación legal de las empresas de trabajo temporal (1994), convergía en la misma lógica tradicional del principio objetivo, por cuanto la posibilidad de cesión detrabajadores temporales estaba restringida a las mismas necesidades temporales de mano de obra bajo el principio de causalidad. La aceptación de la contratación temporal “coyuntural” en el marco de las relaciones bilaterales -que caracterizó un periodo prolongado de nuestro sistema de relaciones laborales- no dejaba de ser una “excepcionalidad”, que encontró una sanción legal muy transitoria en nuestra norma laboral, aunque no así en un cuerpo normativo (legal o reglamentario) “alternativo”, al que cabe imputar la dualidad del mercado de trabajo que caracteriza nuestro mercado de trabajo desde hace décadas, segmentación que permanece en la actualidad pese a las diferentes reformas legislativas tendentes al establecimiento de límites en la encadenación contractual. La generalización de la contratación temporal como vía de flexibilización ha sido justificada tradicionalmente en la rigidez de nuestro sistema de extinción contractual, a la que se responsabiliza del temor empresarial en la creación de empleo. El mantenimiento de una alta temporalidad en nuestro mercado de trabajo pese a las sucesivas reformas del régimen jurídico de la extinción del contrato ha puesto de relieve la falsedad de este discurso.

Por su parte, el contrato a tiempo parcial, inicialmente residual en nuestro mercado de trabajo, constituye también en la actualidad una forma habitual de acceso al mismo. El tradicional desfavor del legislador ha ido cediendo paso a la flexibilización de su régimen jurídico, supuestamente como vía “declarada” para la conciliación de la vida laboral y familiar pero antes bien como otro sistema para la reducción de las tasas de desempleo sin olvidar su virtualidad para blanquear supuestos de economía irregular, logrando un abaratamiento de la cotización al sistema de seguridad social. En todo caso, y sin negar la precarización que supuso y supone la contratación temporal y el fraude en el contrato a tiempo parcial, visto en perspectiva, estos mecanismos de elusión de las garantías laborales podrían catalogarse como pequeñas grietas del sistema, que no comprometen su estructura.

Con mucha mayor preocupación deben valorarse otras “nuevas” formas de acceso al empleo. Aun respondiendo a diferentes lógicas, presentan como elemento común que la pérdida de garantías deriva de la adopción de nuevas formas de organización por parte del empleador. Indudablemente, no es un fenómeno reciente: las empresas de trabajo temporal fueron admitidas legalmente el año 1994, en los inicios de las políticas neoliberales y, como se señalará posteriormente, han ido cediendo cuota de mercado en beneficio de la externalización empresarial de actividades. En esta cesión ha tenido mucho que ver la mejora legal (1999; 2001) y convencional del estatuto jurídico del trabajador cedido a las empresas usuarias, que ha reducido su atractivo empresarial como vía para el abaratamiento de la mano de obra; pero mucho más importante ha sido la generalización de la externalización por parte de las empresas de muchas de sus actividades, incluyendo las actividades que no precisan de complejos ni costosos medios materiales. Y es que la generalización de la subcontratación ha sido, sin duda, cuantitativa, pero muy por encima de todo lo ha sido “cualitativa”, al pasarse de la especialización de recursos materiales y personal, antaño característica de las empresas contratistas, a su polivalencia, a empresas externalizadas y en muchos casos, multiservicios, cuya actividad se sustenta casi en exclusiva en el elemento personal, en los trabajadores que, cedidos, prestan sus servicios para la empresa principal. Y todo este cambio se ha llevado a cabo sin una reforma legislativa de aquellas instituciones directamente relacionadas con la externalización de un ordenamiento jurídico construido sobre el concepto de empresa-organización, que es el modelo de la empresa fordista. Quizá no sea exagerado considerar que esta apatía del legislador en el establecimiento de garantías ajustadas a los nuevos tiempos para estos supuestos constituye una simple manifestación de la doctrina del “laissez faire” que, en concurrencia con la jurisprudencia -que ha desempeñado en esta materia un papel clave- y las reformas legales de otros preceptos estatutarios, han abierto brechas profundas en el ordenamiento laboral.

La subcontratación de servicios ha encontrado un nuevo aliado en el trabajo autónomo, que ha recibido un significativo impulso en las políticas legislativas de los últimos años. Si inicialmente el legislador adoptó medidas normativas para contener el cuestionable recurso a la precarización de los (nuevos) trabajadores autónomos económicamente dependientes (2007), la llegada de la crisis económica (2009) dio la ocasión al legislador de acometer un cambio en sus políticas de empleo, dirigidas ahora al fomento del autoempleo y de la cultura del emprendimiento. El fracaso de las tradicionales políticas de fomento de la contratación por cuenta ajena en la creación de empleo estable y de calidad, la lenta y progresiva influencia del pensamiento neoliberal en las instituciones comunitarias y la digitalización -creadora de la falsa apariencia del éxito fácil- son también factores que explican este cambio de enfoque, que hasta las instancias normativas internacionales y transnacionales asumen en sus actuaciones más recientes(Directiva Directiva (UE) 2019/1152 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 dejunio de 2019, relativa a unas condiciones laborales transparentes y previsibles en la Unión Europea; Recomendación sobre los pisos de protección social, 2012 (núm. 202)].
La influencia de las nuevas tecnologías también ha alcanzado al trabajo y al trabajador por cuenta ajena. Las redes sociales han asumido un destacado protagonismo en el ámbito laboral al convertirse en una forma generalizada para la selección de personal, bien a través de portales específicos (Infojobs, Monsters, Laboris), bien como mero escaparate digital (LinkedIn, Facebook, Twitter) al que acuden las empresas a la búsqueda de la más variada información que el eventual candidato haya podido ir dejando en las redes sociales en relación, ya no a sus capacidades y habilidades laboral o profesionales, sino en relación a su conducta y hábitos sociales. Las redes sociales también han contribuido a la aparición de una nueva forma de acoso y violencia en el trabajo al convertirse en fáciles canales (Whatssapp; Telegram) para este tipo de deleznables conductas.

En definitiva, el ordenamiento laboral se enfrenta a nuevos desafíos. Por un lado, a la generalización de unas formas de acceso al empleo que están generando una dualidad en el mercado de trabajo entre un mercado de trabajo primario –constituido por trabajadores ampliamente protegidos en sus derechos individuales, colectivos y de seguridad social- y un mercado de trabajo secundario, formado por trabajadores precarios, con escasas garantías laborales cuando tienen empleo, nulos derechos colectivos y con grandes dificultades para acceder a un sistema de seguridad social articulado sobre la base de la condición de trabajador y la cotización durante cada vez más largos periodos de tiempo. Por otro lado, a una ampliación del “entorno laboral relevante” que alcanza también a las redes sociales, convertidas ahora en espacio para la localización y difusión de información y la perpetración de actos de acoso y violencia en el trabajo, de efectos aún más dañinos de lo habitual por su amplificación.

Los trabajos que se presentan en este libro abordan todos estos temas, complementando así otros estudios que los autores hemos realizado durante la ejecución del proyecto de investigación “Nuevas formas de acceso al empleo: diagnóstico de problemas y propuesta de soluciones”. IP: Sara Ruano Albertos. Plan de Promoción de la  investigación Universidad Jaume I-Castellón (2016-18). Su finalidad ha sido contribuir al debate desde una perspectiva crítica y propositiva a estos nuevos desafíos.

3. LA BAJA COMO CAUSA DE FINALIZACIÓN DE LA RELACIÓN SOCIETARIA ENTRE LA PERSONA SOCIA Y LA SOCIEDAD COOPERATIVA.
Autor: Francisco Javier Arrieta Idiakez. Profesor titular de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social (Universidad de Deusto).
MADRID. Editorial Dykinson, 2019

NOTA DE PRESENTACIÓN:
Como puede deducirse del título de esta monografía, el objetivo principal de la misma es realizar un estudio detallado de la baja como finalización de la relación societaria entre la persona socia y la sociedad cooperativa.

Se trata de poner al alcance del lector, del estudiante y/o del práctico del Derecho, la posibilidad de descubrir cómo se plasma en las distintas normas existentes sobre la materia, así como en su concreta aplicación, la tensión que se produce cuándo tiene lugar una baja, entre, por una parte, la defensa del interés propio de la cooperativa, como clara manifestación del mutualismo inherente a la misma, y, por otra parte, el interés de cada socio que causa baja.

En este sentido, resulta ilustrativa la referencia que sobre esta cuestión se realiza en la Ley 9/2018, de 30 de octubre, de sociedades cooperativas de Extremadura. Además, debe considerarse que se trata de la norma sobre Derecho de las cooperativas más reciente. Así, en su Exposición de Motivos, se señala, al referirse a la baja voluntaria, que «la regulación de la baja voluntaria es el resultado de la tensión entre el interés del socio en salir de la sociedad cooperativa y el interés de la sociedad cooperativa y del grupo de socios que permanece en ella en que no se lesione su situación patrimonial y financiera».
Ciertamente, no cabe desconocer que el principio de conservación del negocio jurídico, típico del Derecho del Trabajo, debe operar, si cabe, con más fuerza en el seno del Derecho de las cooperativas, si se tiene en cuenta el carácter alternativo que presenta el modelo cooperativo frente al régimen profesional que rige para con los trabajadores propios del Derecho del Trabajo, que prestan sus servicios por cuenta ajena y bajo la dependencia jurídica de un tercero denominado empresario o empleador. Y ello porque, primero, las cooperativas, como entidad de la Economía Social, deben tener por principios orientadores la primacía de las personas y del fin social sobre el capital, así como la generación de empleo estable y de calidad. Y, segundo, porque las cooperativas deben responder a los valores éticos de la honestidad, la transparencia, la responsabilidad y la vocación social, y a una serie de principios, entre los que cabe destacar, la adhesión voluntaria y abierta, la gestión democrática por parte de los socios, la participación económica de los socios y el interés por la comunidad. En último término, todo ello hace presuponer que las cooperativas cumplen con una serie de roles económicos y sociológicos, en el sentido de actuar como generador de empleo, y empleo de calidad; aglutinador y enriquecedor de empresas; promotor de proyectos de desarrollo empresarial; integrador de personas que se comprometen con la creación y mantenimiento de su puesto de trabajo; potenciador de actividad económica, también en zonas geográficas en las que no existe alternativa; activador de servicios y prestaciones sociales nuevas, que cubren nuevas necesidades de la sociedad y ayudan a una mejor calidad de vida; recuperador de iniciativas locales de empleo y riqueza, que actúa con más fuerza allí donde la oferta de empleo decrece; e integrador de todos los colectivos sociales.
Pero, cabe preguntarse por el alcance del principio de conservación del negocio jurídico en las regulaciones contempladas en las distintas normas de Derecho cooperativo. En concreto, ¿existen soluciones o mecanismos que lo hagan posible? Y en el caso de que existan, ¿qué margen de actuación conceden a la baja voluntaria del socio como manifestación negativa del principio de puerta abierta? ¿Es posible la prohibición o supresión del derecho a ejercitar la baja voluntaria? ¿Bajo qué condiciones se posibilita la baja voluntaria del socio? Es más, ¿hasta qué punto los distintos tipos de cooperativas condicionan la baja voluntaria de sus socios?

Con todo, podría defenderse, como hipótesis, que la baja obligatoria es una manifestación del mencionado principio de conservación del negocio jurídico que opera a favor del espíritu mutualista que inspira a la fórmula cooperativa. Claro está, también es verdad que no todas las bajas obligatorias obedecen a las mismas razones y que, en consecuencia, el tratamiento dado a las mismas puede variar.
Así, es evidente que los socios que pierden los requisitos para serlo perjudican a la doble idea de sociedad y de cooperativa, por alejarse de su esencia, de los rasgos que la caracterizan. Y aun así, teniendo en cuenta que la baja puede darse por circunstancias no imputables al socio, y, por ende, ser calificada como justificada, con frecuencia, se aboga por su conversión en colaboradores o cooperadores de la cooperativa o por la posibilidad de que pasen a ser personas en situación de inactividad, socios excedentes e incluso personas inversoras de la cooperativa. También va en la misma línea la posibilidad que se brinda a los herederos del socio fallecido para que lo sucedan en la cooperativa, frente a la ruptura y perjuicio que supone para la cooperativa el reembolso de sus aportaciones al capital, una vez practicada la liquidación que corresponda. De ahí el interés de estudiar todas estas figuras.
Por su parte, las bajas obligatorias que se producen por causas económicas, técnicas, organizativas, de producción o fuerza mayor, obedecen no a la pérdida de requisitos o capacidad por parte del socio sino a la pérdida de la propia cooperativa para dar satisfacción a las necesidades de todos sus socios. Pero entonces aflorará también la necesidad de ofrecer ciertas garantías a los socios que causarán baja. ¿Cómo se definen tales causas? ¿Cómo se constata su verdadera existencia? ¿Quién las debe constatar? ¿Debe existir un juicio de razonabilidad para ello? ¿Cabe impugnación de la baja? Y si es así, ¿qué procedimiento debe seguirse? Al efecto de valorar el alcance de estas cuestiones resulta interesante, por ejemplo, la regulación contemplada en la Ley 12/2015, de 9 de julio, de Cooperativas de Cataluña, al señalar que si por resolución firme dictada como consecuencia del correspondiente expediente administrativo de reconocimiento de la situación legal de desempleo, no se declara tal situación, porque no se constatan las causas que justifican la baja obligatoria, los socios afectados deberán reingresar en la cooperativa.
Obviamente, las bajas disciplinarias por expulsión también se sitúan en la línea de separar de la cooperativa a aquellos socios que perjudican el buen funcionamiento de la misma. En verdad, estas bajas no dejan de ser un caso de baja obligatoria disciplinaria por decisión del Consejo Rector, y reveladora de la desvalorización de la conducta del socio para con el resto de socios y la propia cooperativa.
En cualquier caso, cuando la baja del socio de produce, debe procederse a su calificación, como justificada o injustificada, para atender, a continuación a sus efectos económicos. De ahí la importancia de identificar correctamente los motivos que dan lugar a que una baja sea calificada como justificada o injustificada.
Precisamente, los efectos económicos que se derivan de las bajas de los socios vuelven a reflejar la tensión que se produce entre la sociedad cooperativa y el socio que causa baja. Y ello incluso más allá de la calificación de la baja como justificada o injustificada.
Así, es normal que los socios que causen baja en la cooperativa respondan personalmente por las deudas sociales, por las obligaciones contraídas por la cooperativa con anterioridad a su baja, hasta el importe reembolsado de sus aportaciones al capital social. Y otro tanto puede preverse respecto a las inversiones realizadas y no amortizadas por la cooperativa. O cuando se establece que los socios, pese a su baja, seguirán obligados al cumplimiento de los contratos y otras obligaciones que hayan asumido con la cooperativa y que, por su naturaleza, no se extinguen con la pérdida de la condición de socio. Situaciones todas ellas que deben analizarse con detenimiento por ser ricas en matices.
Pero sin duda, son los efectos económicos de las bajas calificadas como injustificadas los que mayor atención merecen por los perjuicios que suponen para las personas que dejan de ser socias: descuentos y deducciones en las aportaciones a devolver, indemnizaciones por daños y perjuicios a la cooperativa…
Y, nuevamente, más allá de la calificación de la baja como justificada o injustificada, merece un tratamiento específico el derecho al reembolso del socio que causa baja: plazos y forma para hacerlo efectivo, posibles aplazamientos, efectos económicos que recaen sobre el reembolso en sí, eventuales actualizaciones de las cantidades a reembolsar, posibilidad de que el reembolso sea rehusado por la Asamblea General o el Consejo Rector de la cooperativa, adquisición por los nuevos socios de las aportaciones cuyo reembolso haya sido rehusado…
Asimismo, es preciso atender a la posible repartibilidad de los fondos de reserva voluntarios, más si cabe cuando en algunas normas de Derecho cooperativo se regulan los denominados fondos de reserva para reembolso de aportaciones.
Además, no hay que perder de vista las particularidades que también respecto a los efectos económicos de las bajas pueden derivarse de las distintas clases de cooperativas.
Y junto con los efectos económicos de las bajas merece un estudio aparte el derecho que los socios que causen baja en la cooperativa pueden tener para acceder a las prestaciones por desempleo o a las prestaciones por cese de actividad que se contemplan en el Sistema de Seguridad Social, en función del Régimen de Seguridad Social que la cooperativa ha elegido en sus Estatutos para que resulte de aplicación a sus socios.

Ello hace necesario que se determinen los supuestos considerados situación legal de desempleo y situación legal de cese de actividad que dan lugar a tales prestaciones, así como los medios a través de los que debe efectuarse la declaración de dichas situaciones. Por otro lado, una vez reconocidas esas situaciones al socio que cause baja en la cooperativa, cobra especial importancia a los efectos de garantizar la transición durante la vida laboral, de forma y manera que se esté el menor tiempo posible en situación de desempleo o de cese de actividad, la posibilidad de capitalizar las prestaciones a las que tenga derecho el ex socio, precisamente, para poder empezar a trabajar como trabajador autónomo, como socio de una entidad mercantil de nueva constitución o previamente, constituida, o como socio trabajador de una cooperativa de trabajo asociado o sociedad laboral.

A todo ello obedece esta monografía y su estructura. En concreto, la monografía se estructura de cinco capítulos. Tras una breve introducción, se analizan, sucesivamente, en los respectivos capítulos, los tipos de baja, clasificados en voluntaria, obligatoria y disciplinaria por expulsión; las calificaciones de las bajas; y los efectos económicos de las bajas, conforme al régimen general y a los regímenes particulares existentes en función de las clases de cooperativas; y, finalmente, la prestación por desempleo y la prestación por cese de actividad como consecuencia de la baja de las personas socias de la cooperativa, donde se decida un apartado especial a la capitalización de estas prestaciones como medida para ayudar a afrontar las transiciones a lo largo de la vida laboral de los socios cooperativistas.

Para llevar a cabo el estudio se han tenido en cuenta las diecisiete leyes cooperativas vigentes en España, la bibliografía que se ha considerado más significativa sobre las cuestiones tratadas, y los laudos arbitrales del Servicio Vasco de Arbitraje Cooperativo (BITARTU) y la jurisprudencia del Tribunal Supremo y de los Tribunales Superiores de Justicia, cuando se ha entendido que pueden enriquecer y/o aclarar algunos de los aspectos analizados.
4. "LA PROTECCIÓN SOCIAL DE LA SALUD EN EL MARCO DEL ESTADO DE BIENESTAR. UNA VISIÓN NACIONAL Y EUROPEA"
VV.AA., Morenos Vida, Mª Nieves y Díaz Aznarte, Mª.T (Dir) y Guijón Sánchez, MªTeresa (Coord). Granada, Comares, 2019.
NOTA A CARGO DE: Belén del Mar López Insua
Profesora Contratada Doctora (Acreditada como Titular de Universidad) de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Universidad de Granada

El derecho a la salud se configura, dada su equivocada ubicación en el texto constitucional, como un principio rector de la política social y económica (artículo 43 de la CE) al que se le otorga una debilitada protección que no queda exenta de críticas. Son muchos los vaivenes que, en torno a esta materia, ha protagonizado la doctrina del Tribunal Constitucional. Sin embargo, lo cierto es que a pesar del constante tira y afloja, el derecho a la salud se ha erigido en pilar fundamental para la construcción de un constitucionalismo democrático-social que pretende dar primacía a los ciudadanos (derecho subjetivo) frente a los intereses económicos y mercantilistas propios de sociedades poco inclusivas. Por todo ello, al derecho a la salud se le otorga y reconoce (tanto en  la normativa internacional, como en la comunitaria) el carácter de derecho primario y fundamental vinculado al derecho a la vida, a la integridad física y la dignidad de toda persona.

Pese a su carácter universal, lo cierto es que en España y otros Estados miembro se han planteado ciertas dudas en cuanto al carácter universal del mismo. Así por ejemplo, en España el legislador le reconoce a la salud -como rama específica del sistema de Seguridad Social- el carácter de derecho social prestacional, aunque circunscrito al sistema debilitado de garantías  que prevé el artículo 53 CE. Ello no implica que los poderes públicos desatiendan el ejercicio de este derecho hasta el punto de rebajarlo a la categoría de derecho mercantilizado, sino que como bien jurídico digno que es será objeto de tutela por el ordenamiento tanto desde una perspectiva individual (derecho a la protección de la salud), como colectiva (protección de la salud pública).

El Congreso Nacional. La protección social de la salud en el contexto del Estado de Bienestar. Una visión nacional y comunitaria, celebrado en Granada, el día 16 de octubre de 2017, constituyó un encuentro inigualable de intercambio de ideas y de debate a propósito de esta espinosa cuestión. Fruto del éxito alcanzado en esta reunión de amplia repercusión y reconocido recorrido científico nace la obra aquí recensionada. Libro que se publica en 2019, por la editorial Comares, y en el marco del proyecto de investigación sobre "Los retos actuales de la asistencia sanitaria española en el contexto de la Unión europea" (DER2014-5703-P) que, con esmero, dirigen las profesoras Maria Nieves Moreno Vida y MªTeresa Díaz Aznarte (investigadoras principales). Se trata de una novedad bibliográfica muy atractiva,  pues no sólo aborda el derecho a la salud y la asistencia sanitaria en la normativa comunitaria y su protección desde el ámbito constitucional (sus ventajas y desventajas del modelo de cartera básica y complementaria de servicios), sino también todos los problemas que derivan de la necesaria coordinación del sistema de salud con el sistema de protección a la dependencia y las necesidades y los problemas de la atención sanitaria en el ámbito rural. Igualmente, se plantean cuestiones relativas a la economía, la innovación y el futuro del Sistema Nacional de Salud Español. Nace así una obra excelente y de rabiosa actualidad en la cual se analizan (desde una perspectiva teórica y práctica) las medidas o soluciones innovadoras que se están desarrollando en muchos países de la UE para lograr un mejor diseño de los servicios y las intervenciones a lo largo de toda la cadena de atención, incluida la salud pública y la prevención.

Este interesante bibliografía se sistematiza en dos grandes partes, la Primera intitulada. "Salud y asistencia sanitaria en el Estado del Bienestar. Una perspectiva jurídica" y, la Segunda, denominada "Trabajo social y atención sanitaria en el Estado de Bienestar. Una perspectiva social". Cada una de estas partes se dividen a su vez, en distintos capítulos. De forma más detallada: Parte Primera. "Capítulo I. La garantía jurídica del derecho social fundamental a la salud y a la asistencia sanitaria. Capítulo II. El marco constitucional del Derecho a la protección de la salud. Capítulo III. Las transformaciones sociales y tecnológicas y su incidencia en los sistemas nacionales europeos de asistencia sanitaria: apuntes para la reflexión. Capítulo IV. El sistema nacional de salud y las carteras de servicios común y complementarias. Una visión crítica de la descentralización territorial en materia de asistencia sanitaria. Capítulo V. La consolidación del retroceso en el Derecho a la salud: algunas consideraciones sobre el escrutinio constitucional de la reforma sanitaria. Capítulo VI. Reformas fallidas en la gestión de la asistencia sanitaria ¿vuelta al origen? Capítulo VII. La coordinación entre el ámbito social y sanitario. Retos para ofrecer una atención integral a las personas mayores o con limitaciones de autonomía personal. Capítulo VIII. La asistencia sanitaria en el ámbito rural. Capítulo IX. La financiación sanitaria en el marco de los modelos de financiación autonómica y  las diferencias territoriales de gasto". Parte Segunda. "Capítulo I. La situación del trabajo social sanitaria en el contexto de la Ley 44/2003, de 21 de noviembre, de ordenación de profesiones sanitarias. Capítulo II. El trabajo social sanitario hospitalario  en el sistema de salud de hoy y su proyección al mañana a través de la formación especializada universitaria. Capítulo III. El trabajo social sanitario en el ámbito de la atención primaria en España y en Andalucía: vivencias y retos. Capítulo IV. El trabajo social sanitario y su relación con la salud pública en el abordaje de la dimensión social de la salud. Capítulo V. La especialización del trabajo social. En salud mental. Desarrollo en el ámbito sanitario español. Capítulo VI. El cuidado: Lo cuantitativo versus lo cualitativo. Un reflexión desde el trabajo social". 

En definitiva, nos encontramos ante una extraordinaria obra de carácter científico, que cubre perfecta y detalladamente toda la maraña político-social que encierra "La protección social de la salud en el contexto del Estado de Bienestar. Una visión nacional y comunitaria" al hilo de la devastadora crisis económica vigente. No sólo eso, sino que el hecho de que este estudio sea producto del trabajo de un impresionante equipo multidisplinar, que combina soberbiamente diferentes campos del saber jurídico desde una perspectiva teórico-práctica, termina haciendo de este ejemplar un instrumento muy valioso para la adquisición de amplios conocimientos en la materia. Lo que a su vez, le facilita al lector la emisión de un fundado juicio crítico.
V. NOTICIAS DE LA O. I. T.
1. Comisión de Encuesta

Comisión de Encuesta de OIT emitió informe sobre queja presentada contra la República Bolivariana de Venezuela

La Comisión de Encuesta establecida por el Consejo de Administración de la OIT para examinar una queja presentada contra el Gobierno de la República Bolivariana de Venezuela adoptó su informe.

Comunicado de prensa | 3 de octubre de 2019

GINEBRA (OIT Noticias) - La Comisión de Encuesta establecida por el Consejo de Administración de la OIT para examinar una queja presentada contra el Gobierno de la República Bolivariana de Venezuela adoptó su informe con recomendaciones partiendo por “el cese inmediato de todos los actos de violencia, amenazas, persecución, estigmatización, intimidación u otra forma de agresión” contra las organizaciones de empleadores y trabajadores no afines al gobierno.

La Comisión compuesta por tres miembros independientes fue establecida en marzo de 2018 en respuesta a una queja presentada en junio de 2015 por 33 delegados empleadores en la Conferencia Internacional del Trabajo.

De conformidad con el artículo 28 de la Constitución de la OIT , el informe expone el resultado de las averiguaciones de la Comisión, así como conclusiones y recomendaciones orientadas a promover “el respeto de la libertad sindical como base de un diálogo tripartito para la reconciliación nacional, el desarrollo económico sostenible y la justicia social”.

La queja denunciaba la inobservancia de Convenios de la OIT y alegaba, en particular, actos de violencia, otras agresiones, persecución, acoso y una campaña para desprestigiar a la organización de empleadores FEDECAMARAS, incluidos sus líderes y afiliados, así como injerencia de las autoridades, falta de consulta tripartita y exclusión del diálogo social.

Los querellantes agregaron que estas acciones afectaban también a las organizaciones de trabajadores no afines al Gobierno.

La Comisión tuvo contacto directo con las partes y otros actores concernidos durante una visita al país, tanto a su capital como a otras ciudades, así como numerosas videoconferencias y audiencias en Ginebra, con la presencia de representantes de las partes y la participación de testigos provenientes tanto de autoridades públicas como de los sectores no gubernamentales.

La Comisión recabó abundante documentación e información escrita, habiendo recibido más de doscientas voluminosas comunicaciones, de parte del Gobierno, los querellantes y diferentes interlocutores sociales del país, así como de otras personas e instituciones con conocimiento sobre las cuestiones planteadas.

Las recomendaciones de la Comisión plantean la necesidad de tomar las medidas necesarias para asegurar la existencia de un clima desprovisto de violencia, amenazas, persecución, estigmatización, intimidación u otra forma de agresión.

En ellas se pide “el cese inmediato de todos los actos de violencia, amenazas, persecución, estigmatización, intimidación u otra forma de agresión a personas u organizaciones en relación con el ejercicio de actividades gremiales o sindicales legítimas, y la adopción de medidas para garantizar que tales actos no se repitan en el futuro.”

Además, exhortan “la liberación inmediata de todo empleador o sindicalista que pudiese permanecer en prisión en relación con el ejercicio de las actividades legítimas de sus organizaciones”(p.229) .

El informe de la Comisión de Encuesta fue transmitido por parte del Director General al Gobierno de la República Bolivariana de Venezuela, que dispone de un plazo de tres meses para comunicar si acepta o no las recomendaciones y, en caso de que no las acepte, si desea acudir a la Corte Internacional de Justicia.

En los 100 años de historia de la OIT se han establecido 13 comisiones de encuesta.

2. Blog

Voces en el oído

Muchas personas relacionan el desarrollo de la interpretación simultánea con los juicios de Nuremberg que tuvieron lugar después de la Segunda Guerra Mundial. De hecho, fue la OIT, bajo la dirección de su primer Director, Albert Thomas, la que dio origen al concepto. La OIT y la Universidad de Ginebra conmemoran esta semana el centenario del servicio de interpretación en conferencias.

Opinión | 3 de octubre de 2019

Por Monica Varela, Jefa del Servicio de interpretación en la OIT
	

	Monica Varela


Se trabaja en una cabina pequeña, provista de una pantalla de cristal, con los auriculares puestos, el micrófono preparado, y el ordenador portátil y los monitores encendidos. Debajo de nuestro puesto de trabajo se divisan filas de delegados, que apenas se percatan de nuestra presencia. Uno de ellos comienza a hablar. Se le escucha, se analiza el significado de lo que dice, y se interpreta en el idioma pertinente con el micrófono encendido, mientras se escucha y analiza el siguiente segmento de información; todo ello continúa sin interrupción, con un retraso de apenas varios segundos.

El proceso se repite en la fila de cabinas de al lado, en inglés, francés, español, ruso, árabe, chino y alemán. Después de media hora, a fin de limitar los efectos del estrés en el cerebro, toma el relevo un compañero, que repetirá la secuencia durante los siguientes 30 minutos, hasta que llegue el turno de relevarle.

La interpretación simultánea ha pasado a ser un elemento tan habitual en las reuniones internacionales en todo el mundo que es fácil que los hombres y las mujeres que desarrollan esa labor detrás de las pantallas de cristal pasen prácticamente desapercibidos, como elemento imprescindible del engranaje del sistema multilateral.
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No se trata únicamente de traducir palabras. Hay que deducir su significado. Y al hacerlo, establecer un ámbito de diálogo en pie de igualdad que permita a los delegados expresarse en su propio idioma. Ello conlleva asimismo democracia y justicia.

Muchas personas relacionan el desarrollo de la interpretación simultánea con los juicios de Nuremberg que tuvieron lugar después de la Segunda Guerra Mundial. De hecho, fue la OIT, bajo la dirección de su primer Director, Albert Thomas, la que dio origen al concepto.

Hasta mediados del decenio de 1920, la interpretación en todas las reuniones de la OIT se realizaba de forma consecutiva. El orador decía varias palabras y después hacía una pausa para que el intérprete pudiera repetirlas en otro idioma. Era un método lento y arduo, aunque en esa época la interpretación sólo tenía lugar en inglés y en francés.
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E. A. Filene, empresario y filántropo de Estados Unidos, fue delegado de los empleadores en la Conferencia Internacional del Trabajo de 1926. Ese año había iniciado una colaboración con A. G. Finlay, ingeniero y traductor temporal de la OIT, que propició el desarrollo del primer sistema telefónico de interpretación, denominado IBM Hushaphone System Filene-Finlay. Tenía el aspecto de un anticuado teléfono eduardiano, provisto de un soporte y un auricular, y de un accesorio curvo con forma de caja en su parte superior para hablar a través del mismo.

El Hushaphone se ensayó por primera vez en la Conferencia Internacional del Trabajo de 1927. Poco después, su utilización se difundió a un ritmo muy rápido, en particular en el marco de la Sociedad de Naciones. Desde entonces, la interpretación simultánea ha evolucionado hasta utilizar en la actualidad las últimas tecnologías. También ha pasado a ser una profesión reconocida, de la que ha surgido una dinámica comunidad de profesionales, investigadores y formadores.
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En el decenio de 1970 se empezaron a constatar varios problemas de salud asociados a la interpretación simultánea, en particular alcoholismo, insomnio y ansiedad. De ahí que se hayan llevado a cabo varios estudios científicos sobre la repercusión que tiene en el cerebro escuchar, analizar e interpretar discursos e intervenciones que tienen lugar a un ritmo que oscila entre 130 y 180 palabras por minuto. A raíz de ello se establecieron normas específicas relativas a las condiciones de trabajo de los intérpretes simultáneos, en particular sobre la duración de su trabajo y sus períodos de descanso.

La OIT y la Universidad de Ginebra, destacado centro de formación en interpretación simultánea a escala mundial, conmemoran esta semana el centenario del servicio de interpretación en conferencias.

Ello brinda la oportunidad de hacer balance de los avances logrados en el pasado y de debatir los retos del futuro.
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Con frecuencia se pregunta a los intérpretes si consideran que las máquinas llegarán a sustituirles en su trabajo en el futuro. Aunque las máquinas pueden ser muy útiles para la interpretación simultánea, a mi parecer, siempre se dará la necesidad de que el ser humano tenga que comprender el lenguaje hablado y de que este cobre sentido, independientemente del idioma de que se trate.

3. Un nuevo informe de la OIT revela el papel del trabajo por cuenta propia y de las pequeñas empresas en la creación de empleo
Aviso a los medias | 7 de octubre de 2019

El trabajo por cuenta propia y las pequeñas empresas desempeñan un papel mucho más importante de lo que se pensaba en la creación de empleo, según un nuevo informe de la OIT. Al utilizar datos recién recopilados de 99 países, el informe analiza la contribución del autoempleo y de las empresas con menos de 50 trabajadores.

Este informe propone además recomendaciones para que se introduzcan cambios en las políticas a fin de garantizar que las unidades económicas de pequeña escala reciban el apoyo que necesitan, también en función de su escala y naturaleza.

El informe Small matters: Global evidence on contributions to employment by the self-employed, micro enterprises and SMEs, (Lo pequeño importa: Datos mundiales sobre las contribuciones al empleo de los trabajadores independientes, las microempresas y las pymes), será lanzado a las 20:00 horas GMT del jueves 10 de octubre.

EMBARGO: El informe y todo el material de prensa asociado están bajo estricto embargo hasta las 20.00 GMT del jueves 10 de octubre. Copias del informe estarán a disposición de los medios reconocidos, previa solicitud, a partir de la mañana del jueves 10 de octubre.

4. Creación de empleo

La mayor parte del empleo mundial procede de las pequeñas empresas y los trabajadores independientes, concluye un nuevo informe de la OIT

Un estudio sin precedentes revela que siete de cada diez trabajadores son independientes o se encuentran en pequeñas empresas, una conclusión con apreciables repercusiones para las políticas de apoyo al empleo y a las empresas en el mundo.

Noticia | 10 de octubre de 2019

© OITGINEBRA (OIT Noticias) – Según estimaciones recientes de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), el empleo independiente, las microempresas y las pequeñas empresas tienen un papel infinitamente más importante como proveedores de empleo de lo que se creía.

Los datos recogidos de 99 países indican que, en conjunto, estas “pequeñas unidades económicas”, según su denominación, representan el 70 por ciento del empleo total, por lo que son quienes más empleo generan.

Las conclusiones tienen repercusiones “sumamente importantes” para las políticas y los programas sobre creación de empleo, calidad del empleo, nuevas empresas, productividad de las empresas y formalización del empleo, los que, según indica el informe, tienen que centrarse más en estas pequeñas unidades económicas.

El estudio revela además que un promedio del 62 por ciento del empleo de estos 99 países corresponde al sector informal, donde las condiciones de trabajo en general tienden a ser inferiores, (o sea: falta de seguridad social, salarios más bajos, y deficiencias, tanto en materia de seguridad y salud en el trabajo, como de relaciones laborales). El nivel de informalidad varía mucho, desde más del 90 por ciento en Benín, Cote d’Ivoire y Madagascar, hasta menos del cinco por ciento en Austria, Bélgica, Brunei Darussalam y Suiza.

La información aparece en un nuevo informe de la OIT, Lo pequeño importa: Datos mundiales sobre las contribuciones al empleo de los trabajadores independientes, las microempresas y las pymes .

Una de las conclusiones del informe es que en los países de ingreso alto, el 58 por ciento del empleo total corresponde a las pequeñas unidades económicas, mientras que en los países de ingreso bajo y de ingreso mediano la proporción es considerablemente superior. En los países con los niveles de renta más bajos, el porcentaje de empleo correspondiente a las pequeñas unidades económicas es de casi el 100 por ciento.
Las estimaciones se basan en datos procedentes de encuestas nacionales de hogares y de población activa recogidos en todas las regiones salvo América del Norte, y no en datos de fuentes más convencionales, como las encuestas de empresas, cuyo alcance es más limitado.

Dragan Radic, jefe de la Unidad de Pequeñas y Medianas Empresas (SME) de la OIT señala: “Hasta donde sabemos, esta es la primera vez que se estima, en términos comparativos, la contribución al empleo de las conocidas como pequeñas unidades económicas para un grupo tan grande de países, en particular, países de ingreso bajo y de ingreso mediano”.

El informe señala la conveniencia de que el apoyo a las pequeñas unidades económicas formen parte esencial de las estrategias de desarrollo económico y social. Resalta la importancia de crear un entrono propicio para este tipo de empresas, de que tengan representación efectiva, y de que los modelos de diálogo social también les sirvan.

Otras recomendaciones incluyen: comprender la forma en que el “ecosistema” más general determina la productividad de las empresas, facilitar el acceso a la financiación y los mercados, promover el espíritu empresarial de la mujer, y fomentar la transición a la economía formal y la sostenibilidad medioambiental.

Se considera “microempresas” a aquellas que tienen hasta nueve empleados, y “pequeñas empresas” a las que tienen hasta 49 empleados.

5. Informalidad

Mercado Gamarra de Lima: Ventajas de fomentar la economía formal

La lucha contra la informalidad es fundamental en las actividades de los gobiernos encaminados a reducir la desigualdad y la exclusión social. Ese es el caso, en particular de Perú, país en el cual el 73% de los asalariados trabajan en condiciones informales.

Noticia | 9 de octubre de 2019

Emily Rojas © Gianfranco Fiorini / OITLIMA (OIT Noticias) – En un país en el que el 73% de los asalariados trabajan en condiciones informales, principalmente en el caso de las mujeres, las hermanas Rojas están convencidas de que la formalización de su microempresa repercutirá favorablemente tanto en su empresa como en sus empleados.

Su tienda se encuentra en el centro del concurrido mercado Gamarra de Lima, en el que se comercializan prendas de vestir y tejidos y el cual desarrollan su labor profesional más de 80.000 personas, muchas de ellas en condiciones informales, sin protección social, derechos laborales y condiciones de trabajo decentes, y en el que las empresas tienen dificultades para acceder a servicios de financiación. Dicho mercado constituye uno de los principales objetivos de las actividades del Gobierno de Perú encaminadas a hacer frente a la informalidad.

Las hermanas Emily y Jenny Rojas Vera dan empleo a 11 personas en su tienda de prendas de vestir, a través de la cual venden sus propias marcas de ropa para hombre “Jhon Houston” y “Gino Giordano”. Seis de esas personas figuran en nómina como trabajadores formales. "Nuestro objetivo es formalizar la situación de todas ellas, pero aún no hemos podido hacerlo por no haber alcanzado el nivel de producción previsto", señala Emily Rojas. "La formalización es muy importante para nosotras, habida cuenta de las prestaciones que permite ofrecer a los trabajadores, por ejemplo, derecho a baja laboral, seguro médico y pensión de jubilación. La formalidad también nos brinda ventajas a nivel empresarial, en particular, en materia de financiación", añade su hermana, Jenny Rojas.

“La formalización es muy importante para nosotras, habida cuenta de las prestaciones que permite ofrecer a los trabajadores, por ejemplo, derecho a baja laboral, seguro médico y pensión de jubilación."

Jenny Rojas
Las hermanas Rojas participaron en un programa de formación organizado por el Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo de Perú a través del Centro "Formaliza Perú", que presta servicios de orientación y apoyo a empleadores y empresarios en relación con el proceso de formalización laboral. En el programa se organizan seminarios y se brinda asistencia técnica a gerentes y trabajadores de microempresas, a fin de promover la formalización de la mano de obra en lugares como el mercado Gamarra.

Las actividades de formación se basan en el programa SCORE (Promoción de las empresas competitivas y responsables) de la OIT . SCORE tiene como objetivo ofrecer apoyo a las empresas para la mejora de las condiciones de trabajo y el aumento de la productividad mediante la implantación de sistemas de gestión empresarial sostenibles basados en la cooperación en el lugar de trabajo.

"El aumento de la productividad ofrece a las microempresas, así como a las pequeñas empresas, mayor capacidad para hacer frente a los costos que conlleva la formalización", señala Hernán Zeballos, Coordinador del Programa SCORE de la OIT en Perú.

Según Philippe Vanhuynegem, Director de la Oficina de la OIT para los Países Andinos, la transición de la economía informal a la formal constituye uno de los principales ejes de acción de la OIT en la región. “Las estrategias de formalización laboral exigen una coyuntura económica y política propicia y estable. La promoción de políticas que favorezcan la diversificación productiva con objeto de colmar las lagunas de productividad entre sectores y empresas de diversos tamaños reviste suma importancia para abordar el problema", señala el Sr. Vanhuynegem.

Según se desprende de diversos datos de la OIT, el índice de informalidad laboral en América Latina y el Caribe alcanza el 53%, y afecta a casi 140 millones de trabajadores. Por lo general, las condiciones de trabajo son precarias, no se respetan los derechos laborales y no existen programas de protección social.

En Perú, el 73% de los trabajadores tiene un empleo informal, según datos oficiales publicados recientemente por el Instituto Nacional de Estadística e Informática de Perú (INEI). Esa situación afecta a más de 12 millones de trabajadores en el país, principalmente a mujeres.

El Sr. Vanhuynegem destaca que la lucha contra la informalidad es fundamental en las actividades de los gobiernos encaminadas a reducir la desigualdad y la exclusión social, y contribuir directamente al logro del octavo Objetivo de Desarrollo Sostenible  sobre trabajo decente y desarrollo económico de la Agenda 2030 de las Naciones Unidas .

6. Derechos de los trabajadores migrantes

Reformas laborales determinantes marcan el fin del sistema kafala en Qatar

La libertad de cambiar de empleo, la eliminación de los permisos de salida y los salarios mínimos no discriminatorios entrarán en vigor en enero de 2020.

Comunicado de prensa | 16 de octubre de 2019

© C. Lepetit / Only WorldDOHA (OIT Noticias) – Qatar ha anunciado reformas profundas en su mercado laboral con miras a poner punto final al sistema kafala y dar un paso crucial para promover los derechos de los trabajadores migrantes.

El 16 de octubre de 2019, los miembros del Consejo de Ministros del Estado de Qatar  aprobaron por unanimidad nuevas leyes que permiten a los trabajadores cambiar de empleo cuando así lo dispongan. En la situación anterior, para poder hacerlo, los trabajadores en ese país debían obtener un certificado de consentimiento del empleador. Se firmó además un Decreto Ministerial del Ministro del Interior según el cual se elimina el requisito del permiso de salida para todos los trabajadores, excepto para el personal militar. La combinación de estas medidas marcan el fin del kafala en el país.

Además, el Consejo de Ministros respaldó una nueva ley según la cual se establece un salario mínimo no discriminatorio, el primero en Oriente Medio.

“La OIT acoge con beneplácito estas reformas, y reconoce la determinación del Estado de Qatar de transformar su mercado laboral. Estas medidas serán de gran apoyo para los derechos de los trabajadores migrantes y contribuirán a una economía más eficiente y productiva. Estoy muy satisfecho de que el programa de cooperación técnica de la OIT en Qatar actualmente en curso esté siendo una contribución palpable al esfuerzo del Gobierno para promover la justicia social y el trabajo decente en el país”, dijo Guy Ryder, Director General de la OIT.

Tras la eliminación del certificado de consentimiento, los trabajadores podrán cambiar de empleador libremente tras un periodo inicial de prueba. Si quisieran cambiar de empleador en ese periodo, el nuevo empleador tendrá que abonar los costos de contratación del empleador original.

“La OIT acoge con beneplácito estas reformas, y reconoce la determinación del Estado de Qatar de transformar su mercado laboral. Estas medidas serán de gran apoyo para los derechos de los trabajadores migrantes y contribuirán a una economía más eficiente y productiva."

Guy Ryder, Director General de la OIT
La decisión sobre los permisos de salida significa que los trabajadores domésticos, los trabajadores del Gobierno o de instituciones públicas, la gente de mar o los obreros agrícolas, y los trabajadores eventuales, podrán decidir libremente si abandonan el país, ya sea temporal o definitivamente, sin tener que obtener la autorización del empleador. Esta medida cubre a todos los trabajadores no amparados por la Ley núm. 13 de 2018, que eliminó el requisito de obtener un permiso de salida, que afectaba a la mayoría de los trabajadores cubiertos por la Ley Laboral.

Por su parte, la creación de un salario mínimo no discriminatorio aplicable a todas las nacionalidades y todos los sectores garantizará un nivel mínimo de protección a todos los trabajadores. El nivel del salario mínimo se establecerá más entrado el año sobre la base de un estudio conjunto ya concluido, realizado por la OIT y el Ministerio de Desarrollo Administrativo, Trabajo y Asuntos Sociales (ADLSA).

“Qatar está cambiando. El nuevo tramo legislativo pondrá punto final al kafala e instaurará un sistema de relaciones laborales moderno. Reconocemos que una nueva tarifa salarial mínima asegurará la dignidad de los trabajadores migrantes. Instamos al Gobierno a anunciarla a la mayor brevedad. La alianza entre el Gobierno de Qatar y la OIT, con el respaldo de la CSI, está trabajando para cambiar vidas”, dijo Sharan Burrow, Secretaria General de la Confederación Sindical Internacional.

Roberto Suarez Santos, Secretario General de la Organización Internacional de Empleadores, dijo “Felicitamos al Gobierno de Qatar por las importantes medida que ha adoptado a fin de adaptar las normas de su mercado laboral. La OIE se enorgullece de haber apoyado las iniciativas del Gobierno en los últimos años. Quiero dar las gracias a quienes dirigieron este proceso para situar el trabajo decente y las economías sostenibles como elemento central del desarrollo en Qatar.”

Ahora, los correspondientes proyectos de ley se remitirán al Consejo Consultivo (Shura), y ulteriormente se someterán a la aprobación y la firma de Su Alteza el Emir Sheikh Tamim bin Hamad Al Thani. La entrada en vigor de estas leyes está prevista para enero de 2020.

Estas reformas se enmarcan en el acuerdo de cooperación OIT-ADLSA suscrito en 2017, que dio lugar a la apertura en abril de 2018 de una Oficina de Proyectos de la OIT en Doha .

7. Día Internacional para la Erradicación de la Pobreza

Un nuevo estudio de la OIT identifica las políticas para luchar contra la pobreza y las desigualdades

La combinación de políticas activas del mercado de trabajo y la ayuda al ingreso hace que ambas medidas sean más eficaces en la lucha contra la pobreza y ayuda a las personas a encontrar un trabajo decente, constata un nuevo informe.

Comunicado de prensa | 17 de octubre de 2019

© OITADDIS ABEBA (OIT Noticias) – Las estrategias dirigidas a mejorar el acceso al trabajo decente y luchar contra la pobreza tienen resultados mucho más eficaces cuando las políticas activas del mercado de trabajo (PAMT) se asocian con las medidas de ayuda al ingreso, según un nuevo informe de la Organización Internacional del Trabajo (OIT).

Además, el estudio constató que mientras que la ayuda al ingreso y las PAMT conllevan desventajas cuando son aplicadas de manera aislada, cuando se combinan “los efectos beneficiosos son indiscutibles”.

El nuevo informe: Soluciones eficaces: Promover vías de acceso al trabajo decente , analiza el papel de las PAMT (como la formación, la orientación profesional y el apoyo a las nuevas empresas) en las economías emergentes y en desarrollo y su capacidad para ayudar a las personas a superar los obstáculos en el mercado de trabajo cuando están asociadas con medidas de ayuda al ingreso.

“El empleo remunerado sigue siendo el camino más seguro para escapar de la pobreza."

“El empleo remunerado sigue siendo el camino más seguro para escapar de la pobreza”, señala el informe, y las personas que reciben este apoyo combinado tienen mayores posibilidades de encontrar un trabajo y, por lo general, el empleo que obtienen es de mejor calidad. Este enfoque integrado puede contribuir a reducir el desajuste de competencias, incrementar la productividad laboral, y ayudar a los trabajadores a hacer frente a las consecuencias de las crisis económicas, los cambios tecnológicos, los cambios relacionados con el clima y las variaciones estacionales en el mercado laboral.

“Los países que incrementan la ayuda al ingreso constatan que la eficacia de sus PAMT también aumenta, y cuando se incrementa el gasto en estas políticas, el impacto de la ayuda al ingreso también se amplifica”, afirma el informe. “Es más, si estas políticas están diseñadas adecuadamente, pueden autofinanciarse con el tiempo”.

“Los efectos sobre la erradicación de la pobreza de la combinación correcta de medidas ayuda a los ingresos y políticas activas del mercado de trabajo no deben ser subestimados”, declaró Verónica Escudero. “Juntas pueden tener efectos no sólo sobre el desempleo, sino también sobre el subempleo y la informalidad”.

El informe advierte que son necesarias ciertas condiciones para que un enfoque integral sea eficaz, en particular, que se disponga de los recursos necesarios, la capacidad institucional suficiente para administrar estas políticas y el compromiso pleno de los interlocutores sociales – las organizaciones de trabajadores y de empleadores – así como de los gobiernos.

El informe incluye una serie de herramientas y productos analíticos, y examina en detalle dos esquenas exitosos “combinados”, como el Programa de prestaciones por desempleo en la República de Mauricio y el Plan de asistencia nacional a la emergencia social (PANES) en Uruguay.

8. Día Internacional para la Erradicación de la Pobreza

Un enfoque más eficaz del mercado de trabajo para luchar contra la pobreza

Opinión | 17 de octubre de 2019

Por Cynthia Samuel-Olonjuwon, Directora Regional de la OIT para África
	

	Cynthia Samuel-Olonjuwon


El empleo remunerado sigue siendo el camino más viable para escapar de la pobreza. Sin embargo, el acceso tanto al empleo como a las condiciones de trabajo decente sigue representando un desafío. Sesenta y seis por ciento de las personas empleadas en las economías en desarrollo y 22 por ciento en las economías emergentes se encuentran en una situación de pobreza extrema o moderada, y el problema se agudiza aún más cuando se consideran las personas a cargo de estos “trabajadores pobres”.

Por consiguiente, no son sólo el desempleo o la inactividad lo que atrapa a las personas en la pobreza, también la falta de oportunidades de trabajo decente, incluidos el subempleo y el empleo informal, les impiden progresar.

Las políticas activas del mercado de trabajo pueden desempeñar un papel importante en la lucha contra la pobreza, al incrementar el acceso a oportunidades de empleo y mejorar la calidad de las condiciones de trabajo. En particular, las políticas del mercado laboral que asocian la ayuda al ingreso para las personas desempleadas con políticas activas del mercado de trabajo (PAMT).

El nuevo informe de la OIT Soluciones eficaces: Promover vías de acceso al trabajo decente  muestra que combinar la ayuda al ingreso con el apoyo activo al mercado de trabajo permite que los países superen los múltiples obstáculos al trabajo decente. Estos obstáculos pueden ser estructurales (p.ej. falta de educación y de competencias, la presencia de desigualdades) o temporales (p.ej. los trastornos relacionados con el cambio climático y las crisis económicas). Esta combinación de políticas es especialmente pertinente hoy día, en momentos en que el mundo del trabajo está siendo remodelado por fuerzas mundiales como el comercio internacional, el progreso tecnológico, los cambios demográficos y las transformaciones del medio ambiente.

© TREEAIDLas políticas que combinan la ayuda al ingreso con las PAMT pueden ayudar a las personas a adaptarse a los cambios que estas fuerzas generan en el mercado laboral. El apoyo al ingreso garantiza que las personas no caigan en la pobreza durante los períodos de desempleo y que no estén obligadas a aceptar cualquier trabajo, independientemente de su calidad. Al mismo tiempo, las PAMT les proporcionan las competencias que necesitan para encontrar un empleo de calidad, mejorando su empleabilidad a mediano y a largo plazo.

Los nuevos datos recopilados para este informe muestran que esta combinación de ayuda al ingreso y apoyo activo es realmente eficaz para mejorar las condiciones del mercado de trabajo: las evaluaciones del impacto de un cierto número de políticas indican de qué manera las personas que se han beneficiado de este enfoque integrado tienen mayores oportunidades de empleo y mejores condiciones de trabajo.

Un ejemplo de cómo este enfoque combinado puede producir resultados es el innovador sistema de prestaciones de desempleo desarrollado en Mauricio (“Workfare Programme”). Este programa proporciona a los trabajadores acceso a la ayuda al ingreso y a tres tipos diferentes de medidas de activación: formación (interrumpida en 2016), inserción laboral y ayuda a la creación de nuevas empresas. El programa también está dirigido a las personas desempleadas que antes tenían un empleo informal. Al extender su cobertura a los trabajadores más vulnerables, el sistema ha contribuido a reducir las desigualdades y a abrir de la trampa de la informalidad.

Otro ejemplo de resultados exitosos viene del programa de obras públicas puesto en práctica en Uruguay, como parte de un proyecto más amplio de transferencias monetarias condicionales, el Plan de Atención Nacional a la Emergencia Social (PANES). El programa fue implementado durante una profunda recesión económica y estaba dirigido a las personas más pobres y vulnerables.

A los beneficiarios de PANES se les ofreció la oportunidad de participar en las obras públicas. A cambio de un trabajo a tiempo completo por hasta cinco meses, recibieron un nivel más alto de ayuda al ingreso así como apoyo adicional en la búsqueda de empleo. Este enfoque abarcó a una gran parte de la población en riesgo de caer en la pobreza extrema y quienes no estaban cubiertos por la protección social. El informe indica que la aplicación de las dos medidas asociadas fue fundamental para el éxito del proyecto.

Los efectos de estas políticas sobre la erradicación de la pobreza no pueden ser subestimadas. Al combatir el desempleo, el subempleo y la informalidad, las políticas que combinan la ayuda al ingreso con las PAMT pueden tener un impacto directo sobre las raíces de la pobreza y, a la vez, mejorar las condiciones de trabajo y las oportunidades del mercado laboral para millones de hombres y mujeres en los países emergentes y en desarrollo.
9. Jornada de Puertas Abiertas en la OIT

Una ventana al mundo del trabajo de la OIT

El recorrido entre exposiciones, películas y juegos interactivos permitió que la Jornada de Puertas Abiertas de la OIT fuera una ventana abierta a las diversas actividades de la Organización.

Comunicado de prensa | 17 de octubre de 2019

GINEBRA (OIT Noticias) – El 15 de octubre, casi 1600 personas se acercaron a la Sede de la Organización Internacional del Trabajo para disfrutar de su primera Jornada de Puertas Abiertas en 100 años.

Un desfile continuo de visitantes, desde muy pequeños hasta ancianos, entre otros, 700 niños de escuelas locales, tuvieron ocasión de participar en una serie de actividades.

En particular, pudieron disfrutar de una experiencia de realidad virtual que los sumergió en una mina artesanal en Ghana , donde la OIT y sus asociados locales han logrado rescatar a los niños del trabajo infantil.


Jugaron además al “Juego del Trabajo Decente ”, un juego de roles que ofrece una idea de lo que es el trabajo forzoso, el trabajo infantil, la igualdad de género, y la discapacidad en el lugar de trabajo.

Hubo expertos al alcance del público que respondieron a preguntas sobre los temas muy diversos de los que se ocupa la OIT, como los empleos verdes, las normas internacionales del trabajo, la protección social y las competencias, entre otros.

Mientras que la exposición fotográfica del Centenario ponía de relieve los logros de la OIT en los últimos 100 años y los visitantes apreciaban algunos de las documentos históricos de la Organización, el robot Albert ofrecía un anticipo de lo que es un futuro del trabajo  cada vez más automatizado.

“Estamos sumamente satisfechos por el éxito de nuestra primera Jornada de Puertas Abiertas”, dijo Martin Murphy, Director del Departamento de Comunicación e Información al Público. “Tuvimos la oportunidad de mostrar al público la repercusión de la labor de la OIT en la vida de todas las personas, y de ofrecer a los visitantes la posibilidad de entender las cuestiones que todos afrontamos en el mundo del trabajo.”
10. OIT100

El Consejo de la Unión Europea acoge con satisfacción la Declaración del centenario de la OIT para el Futuro del Trabajo

El Consejo de la Unión Europea (UE) insta a los Estados miembros a adoptar un enfoque del futuro del trabajo centrado en las personas.

Comunicado de prensa | 24 de octubre de 2019

BRUSELAS (OIT Noticias) – El Consejo de la Unión Europea  adoptó una serie de conclusiones en las que acoge favorablemente la Declaración del centenario de la OIT para el Futuro del Trabajo  y exhortó a los Estados miembros de la UE a proseguir en sus esfuerzos dirigidos a ratificar y aplicar los convenios y protocolos de la OIT, y a intensificar sus esfuerzos para promover el trabajo decente.

El Consejo “constata con gran satisfacción” el enfoque centrado en las personas de la Declaración y la orientación que proporciona para configurar el futuro del trabajo a nivel mundial al abordar tanto las oportunidades que ofrece como los desafíos que plantea un mundo de trabajo en evolución.

Las conclusiones del Consejo, tituladas El futuro del trabajo: la Unión Europea promueve la Declaración del centenario de la OIT , constatan que, en el ejercicio de su mandato, la OIT ha contribuido a atenuar la tensión social y ha permitido mejorar la justicia social. Conscientes del hecho que numerosos desafíos relacionados con el futuro del trabajo son de envergadura mundial, las conclusiones destacaron además la necesidad de adoptar una visión global del futuro de trabajo.

Marianne Thyssen, Comisaria de la Unión Europea para el Empleo, Asuntos Sociales, Capacidades y Movilidad Laboral, declaró: “Acojo con satisfacción las conclusiones del Consejo sobre la Declaración del centenario de la OIT para el Futuro del Trabajo, que establece un enfoque centrado en las personas para el futuro del trabajo que es fundamental para el desarrollo sostenible, en Europa y en el resto del mundo”.

Guy Ryder, Director General de la OIT, también celebró las conclusiones del Consejo: “La Unión Europea, desde su creación, ha traducido los principios y valores de la OIT en acciones concretas, de una manera y a una escala que son ejemplares. Estas conclusiones animan a todos los Estados miembros de la UE a perseguir los objetivos y a cumplir con los compromisos establecidos en la Declaración, tanto a nivel nacional como a través de los esfuerzos desplegados a nivel multilateral. Este es un paso importante a fin de garantizar que seguiremos invirtiendo en las personas, fortalecer las instituciones y promover el crecimiento sostenible, de manera que puedan crear un futuro del trabajo que sea sostenible desde el punto de vista ambiental, económico y social”.

Las conclusiones se refieren además a la resolución  de la Asamblea General de las Naciones Unidas, adoptada en 2019, que celebra la Declaración del centenario de la OIT para el futuro del trabajo.
11. Nuestro impacto, sus historias

Una mejor inspección del trabajo reduce los abusos en el sector de la pesca de Tailandia

La OIT está capacitando a inspectores laborales en Tailandia como parte de un proyecto para prevenir y reducir las formas inaceptables de trabajo en las industrias pesqueras del país.

Reportaje | 21 de octubre de 2019


BANGKOK (OIT Noticias) – Samorn Kumviriya es una inspectora del trabajo con más de 15 años de experiencia, pero la mayoría de las inspecciones las realizaba en fábricas en tierra firme. Todo esto cambió en 2015 con la denuncia mundial de “esclavitud de los mariscos” en el sector de la pesca de Tailandia y la emisión de una “tarjeta amarilla” por parte de la Unión Europea a Tailandia por la pesca ilegal, no declarada y no reglamentada (INDNR).

El Gobierno de Tailandia respondió con la creación de más de 30 centros de control de entradas y salidas de puerto (PIPO, en inglés) en 22 provincias costeras encargados de llevar a cabo inspecciones – incluidas inspecciones del trabajo – en los puertos. Este esfuerzo de inspección es fruto de la colaboración entre muchas instituciones gubernamentales, como el Ministerio de Trabajo tailandés (MOL), la Marina Real de Tailandia y el Departamento de Pesca, entre otras, el Departamento de Protección Laboral y Bienestar de MOL (DLPW) dirige las inspecciones del trabajo.

Samorn Kumviriya fue asignada a uno de los PIPO en la provincia de Songkhla y pronto se dio cuenta que el sistema de inspección laboral en tierra firme era ineficaz al momento de hacer frente a los problemas y las violaciones relacionadas con el trabajo en los buques en el mar. “Los problemas y las violaciones relacionadas con el trabajo eran muy diferentes a lo que habíamos experimentado. Las condiciones de vida y de trabajo de los pescadores en los buques son también muy diferentes de aquellas en tierra firme”, explicó.

“Aprendimos cómo realizar entrevistas exhaustivas, y cómo informar a los pescadores [migrantes] de sus derechos de acuerdo con la ley tailandesa, ya que es posible que no los conozcan."

Samorn Kumviriya, inspectora del trabajo
El Proyecto Ship to Shore Rights  de la OIT, financiado por la UE, intervino para ayudar al Ministerio a dar una nueva formación a los inspectores del trabajo. La OIT y el DLPW prepararon a los 180 inspectores del trabajo recién contratados en las nuevas herramientas y técnicas que los apoyarían a abordar los problemas de la industria pesquera de Tailandia. La formación impartida incluía el perfeccionamiento de las competencias básicas de inspección, el conocimiento de los derechos de los trabajadores, los cambios introducidos en la legislación laboral (incluida la nueva prohibición del trabajo forzoso), y cuestiones fundamentales sobre seguridad y salud; información vital para los pescadores que realizan trabajos intrínsecamente peligrosos.

“El objetivo de la formación era fortalecer la capacidad de los inspectores del trabajo. Aprendimos cómo realizar entrevistas exhaustivas, y cómo informar a los pescadores [migrantes] de sus derechos de acuerdo con la ley tailandesa, ya que es posible que no los conozcan”, agregó Samorn Kumviriya.

A fin de asegurar las mejoras de la legislación laboral, Tailandia ratificó el Convenio sobre el trabajo en la pesca, 2007 (núm. 188) , y es el primer país de Asia en hacerlo. En consulta con las organizaciones de empleadores y de trabajadores, el Gobierno modificó la ley para cumplir con los requisitos del Convenio.

Después de la ratificación, Europa decidió retirar su tarjeta amarilla y, a partir de ahora, Tailandia deberá concentrarse más en la aplicación efectiva. Las lecciones aprendidas y las dificultades que enfrentan los pescadores, los empleadores y los reguladores del Ministerio han sido incorporadas al programa de formación de los nuevos inspectores del trabajo – del cual forman parte este video sobre técnicas y desafíos – en un esfuerzo para poner fin a los abusos laborales en el Golfo de Tailandia y en el mar de Andamán.
12. OIT100

Celebración del centenario a 100 metros bajo tierra

Varios especialistas en empleo de la Organización Internacional del Trabajo visitaron una explotación minera en la Federación de Rusia para conmemorar el centenario de la OIT y promover el trabajo decente.

Noticia | 22 de octubre de 2019

REPÚBLICA DE KOMI, Federación de Rusia (OIT Noticias) – La Oficina de la OIT en Moscú ha conmemorado bajo tierra el centenario de la organización, al visitar una mina en la República de Komi, en la Federación de Rusia, situada a 100 metros por debajo del nivel del mar.

Un equipo del departamento de empleo se reunió con varios jóvenes que trabajan en la mina, propiedad de la empresa energética LUKOIL.

"Queremos demostrar que el empleo decente constituye un imperativo, con independencia de la latitud, la longitud o la profundidad del lugar en el que se trabaje. En el ámbito industrial de esta mina se aplica el programa de trabajo decente. Abarca los derechos de los trabajadores, la seguridad en el trabajo y las condiciones de este, el diálogo social, las normas laborales, el empleo y las competencias", señaló Mikhail Pouchkin, Especialista Superior en Empleo de la Oficina de la OIT para Europa oriental y Asia central.

La visita tuvo lugar a raíz de una sesión de formación regional organizada para el Servicio público de empleo, en el marco del proyecto de asociación público-privada de la OIT "Asociaciones para fomentar el empleo juvenil en la CEI ". El proyecto lo puso en marcha la Oficina de la OIT en Moscú, con el apoyo financiero de LUKOIL. Se ha implantado en diez países de Europa oriental y Asia central, así como en varias regiones de la Federación de Rusia, incluida la República de Komi.

En la Comunidad de Estados Independientes (CEI), las asociaciones han demostrado ser un instrumento muy eficaz para promover el empleo juvenil y desarrollar políticas innovadoras que fomenten un mercado de trabajo más inclusivo y justo.
13.
VI. SENTENCIAS DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL Y RECURSOS DE INCONSTITUCIONALIDAD DE INTERES LABORAL

1. Sala Segunda. Sentencia 102/2019, de 16 septiembre de 2019. Recurso de amparo 2578-2018. Promovido por Natural Biscuit, S.L., respecto de las resoluciones dictadas por un juzgado de lo social de Burgos en procedimiento de despido. Vulneración del derecho a la tutela judicial sin indefensión: inadecuada utilización de la dirección electrónica habilitada como cauce de comunicación del primer emplazamiento de la entidad demandada (SSTC 6/2019 y 47/2019).


PUBLICADA EN EL «BOE» núm. 247, de 14 de octubre de 2019

PONENTE :Magistrada doña Encarnación Roca Trías.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo interpuesto por la empresa Natural Biscuit, S.L., y, en su virtud:

Declarar que ha sido vulnerado el derecho fundamental del demandante de amparo a la tutela judicial efectiva sin indefensión (art. 24.1 CE). 1.º

Restablecerla en su derecho y, en consecuencia, declarar la nulidad del auto de fecha 23 de marzo de 2018, dictado por el Juzgado de lo Social núm. 3 de Burgos, en cuya virtud se desestimó el incidente de nulidad de actuaciones interpuesto contra la sentencia de 28 de noviembre de 2017, cuya nulidad también se acuerda. 2.º

Retrotraer las actuaciones del procedimiento por despido núm. 465-2017 hasta el momento pertinente para el nuevo señalamiento de los actos de conciliación y juicio, a fin de que la nueva citación para los referidos actos se lleve a cabo de manera respetuosa con el derecho fundamental reconocido. 3.º

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a dieciséis de septiembre de dos mil diecinueve.–Encarnación Roca Trías.–Fernando Valdés Dal-Ré.–Juan Antonio Xiol Ríos.–Pedro José González-Trevijano Sánchez.–Antonio Narváez Rodríguez.–Ricardo Enríquez Sancho.–Firmado y rubricado.
2. Sala Segunda. Sentencia 107/2019, de 30 de septiembre de 2019. Recurso de amparo 1588-2017. Promovido por Inves, SA, respecto de la sentencia de un juzgado de lo contencioso-administrativo de Madrid que desestimó su demanda de devolución del impuesto sobre el incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva: resolución judicial que rechaza la alegación de minusvalía en la transmisión de un bien inmueble sin entrar a valorar la prueba documental aportada, consistente en las escrituras de compra y venta.

Publicada en: «BOE» núm. 262, de 31 de octubre de 2019.

Ponente Magistrada doña Encarnación Roca Trías.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el amparo interpuesto por la entidad Inves, S.A., y, en consecuencia:

Declarar que ha sido vulnerado su derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, por no valorarse las pruebas conforme a las reglas de la sana crítica (art. 24.1 CE). 1.º

Restablecerlo en la integridad de su derecho y, a tal fin, declarar la nulidad del auto del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 33 de Madrid, de 8 de febrero de 2017, y de la sentencia de 25 de noviembre de 2016, del mismo órgano, dictados en el procedimiento abreviado núm. 334-2015. 2.º

3.º Retrotraer las actuaciones hasta el momento inmediatamente anterior al de dictarse la sentencia de 25 de noviembre de 2016, para que el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 33 de Madrid dicte otra resolución que reconozca el contenido del derecho fundamental vulnerado.

Publíquese esta sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a treinta de septiembre de dos mil diecinueve.–Encarnación Roca Trías.–Fernando Valdés Dal-Ré.–Pedro José González-Trevijano Sánchez.–Antonio Narváez Rodríguez.–Ricardo Enríquez Sancho.–Firmado y rubricado.

VII. NOTICIAS DE INTERÉS SOCIAL PROCEDENTES DEL GABINETE DE COMUNICACIÓN DEL MINISTERIO DE TRABAJO, MIGRACIONES Y SEGURIDAD SOCIAL DEL MES DE OCTUBRE DE  2019.
1. 02/10/2019
Balance mensual de septiembre.

La Seguridad Social aumenta en 460.739 el número de afiliados medios en los últimos doce meses, lo que eleva el total a 19.323.451
Ver vídeo
Estas cifras suponen un incremento interanual del 2,44%
Respecto a agosto, el total de ocupados se incrementa en 3.224 personas
En términos desestacionalizados, aumenta en el mes en 32.810 afiliados y afiliadas
 

La afiliación media a la Seguridad Social alcanzó los 19.323.451 ocupados en septiembre. Se trata de la mayor cifra de ocupación en este mes desde que hay registros.

En términos interanuales, el Sistema suma de media 460.739 afiliados, el 2,44%. El Régimen General, con un mejor comportamiento, cuenta con 448.165 afiliados más que hace un año, cifra que representa un incremento del 2,88%.

Con respecto al mes de agosto, el Sistema ha sumado 3.224 personas ocupadas (0,02%).

En términos desestacionalizados -sin el componente estacional- la media de personas afiliadas alcanza los 19.334.474, tras aumentar 460.980 en términos interanuales y 32.810 en el mes.

Crecimiento interanual
Como ya se ha apuntado, en comparación con el año pasado, el Sistema ha ganado 460.739 ocupados, lo que supone un 2,44% más. Destaca el buen comportamiento del Régimen General, con 448.165 trabajadores más (2,88%). El crecimiento alcanza el 3,24% (466.593 afiliados más) si hablamos del Régimen General sin tener en cuenta los sistemas especiales Agrario y del Hogar.

En el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos, la tasa interanual aumentó un 0,39%, lo que se traduce en un crecimiento de 12.588 personas.

El Régimen del Mar creció un 1,19% (803 personas) y el Carbón contabilizó un descenso de 818 ocupados (-37,72%).

En términos interanuales, la afiliación aumentó en todas las comunidades autónomas. Destacan, en cifras absolutas, los incrementos de Madrid (97.332), Andalucía (89.932), Cataluña (74.765) y Comunidad Valenciana (50.326).

Evolución intermensual
En términos intermensuales, el Sistema ha sumado 3.224 personas trabajadoras afiliadas (un 0,02% más). El Régimen General sumó 139 personas afiliadas, con un total de 15.987.768 ocupados. En septiembre, la afiliación creció en términos absolutos en Educación  (45.521); Actividades Administrativas y Servicios Auxiliares (21.681) e Industria Manufacturera (11.888), mientras que disminuyó en Hostelería (-44.346); Comercio, reaparación de vehículos de motor y motocicletas (-34.330); Administración Pública y Defensa, Seguridad Social Obligatoria (-14.812); Actividades Sanitarias y Servicios Sociales (-14.076).

En cuanto al Sistema Especial Agrario, finalizó el mes con 26.285 afiliados medios más (3,74%), situándose ahora en 729.935 personas. Por su parte, el Sistema Especial del Empleados del Hogar descendió en 2.349 (-0,59) y ahora alcanza los 395.704 ocupados. 

El Régimen de Autónomos cuenta con 3.266.258 personas, tras sumar 4.707 (-0,14%) en el último mes. 

El Régimen Especial del Mar desciende en 1.621 personas afiliadas (-2,33%) hasta situarse en 68.075. Finalmente, el Régimen Especial del Carbón no varía; cuenta con 1.350 afiliados medios.

Por comunidades autónomas, el mayor incremento en el número de afiliados se registró en Madrid, con 40.197 afiliados más (1,26%); Canarias, 8.885 (1,10%), Castilla-La Mancha, 7.308 (1,03%); País Vasco, 5.018 (0,52%) y Cataluña, 4.483 (0,13%). Los mayores descensos se producen en Cantabria (-2,58%), Baleares (-2,42%), Asturias (-1,73%) y Extremadura (-1,06%).

2. 02/10/2019

Datos de desempleo de septiembre. El paro registrado se ha reducido en septiembre en 122.798 personas respecto al mismo mes del año anterior
· En términos desestacionalizados, el paro registrado baja en septiembre en 28.629 personas respecto al mes de agosto

· El número total de personas desempleadas se situó en septiembre en 3.079.711 personas, la cifra más baja en un mes de septiembre desde 2008

· La tasa de cobertura del sistema de protección por desempleo alcanzó en agosto el 66,2%, 5,2 puntos porcentuales más que en el mismo mes de 2018

El número de parados registrados en las oficinas de los Servicios Públicos de Empleo (SEPE) ha bajado en 122.798 personas respecto al mismo mes del ejercicio anterior, con un ritmo de reducción interanual del 3,83%.

Respecto al mes de agosto, el desempleo ha subido en 13.907 personas en septiembre, lo que representa un incremento del 0,45%. El número total de personas desempleadas se ha situado en 3.079.711 personas, la cifra más baja en un mes de septiembre desde 2008.

En términos desestacionalizados el paro ha bajado en septiembre en 28.629 personas respecto al mes de agosto.

El desempleo masculino ha subido en septiembre en 3.182 personas respecto a agosto y se sitúa en 1.250.720 personas. El desempleo femenino ha aumentado en 10.725 personas y se sitúa en 1.828.991 personas. Si lo comparamos con el mes de septiembre de 2018, el paro masculino baja en 62.431 personas y el femenino se reduce en 60.367.

Por su parte, el desempleo de los jóvenes menores de 25 años se ha incrementado en septiembre en 22.694 personas respecto al mes anterior, mientras el paro entre las personas de 25 y más años de edad ha bajado en 8.787. En términos interanuales, el paro de los menores de 25 años ha descendido en 15.154 y el de los trabajadores de 25 y más años ha bajado en 107.644.

El paro registrado ha bajado en ocho Comunidades Autónomas respecto a agosto, entre las que destacan: País Vasco (-2.444), Castilla–La Mancha (-2.145) y La Rioja (-932). Sube, por el contrario, en nueve, encabezadas por Andalucía (4.866) y Extremadura (4.025).

En todas las Comunidades Autónomas el paro ha bajado en términos interanuales, destacando Andalucía (-41.243), Madrid (11.387) y la Comunidad Valenciana (10.139). Sólo en la Ciudad Autónoma de Ceuta se ha incrementado el paro en 316 personas.

Por sectores económicos de procedencia de los trabajadores, el paro registrado presenta las siguientes variaciones respecto a agosto: en Agricultura se reduce en 9.601 (-6.72%); en Industria baja en 2.460 (-0,93%); en Construcción desciende en 7.599 (-2,91%); en Servicios sube en 24.419 (1,14%). Por último, el colectivo Sin Empleo Anterior se incrementa en 9.148 personas (-3,53%).

Número de contrataciones
El pasado mes de septiembre se registraron 2.094.635 contratos. De ellos, 238.723 son contratos de carácter indefinido, el 11,4% del total de contrataciones registradas, otros 1.843.926 son temporales y 11.986 de carácter formativo.

Los contratos indefinidos de septiembre se dividen, en cuanto a la duración de su jornada, en 130.385 a tiempo completo, 73.665 a tiempo parcial y 34.673 fijos discontinuos. 
Prestaciones
La tasa de cobertura del sistema de protección alcanzó el 66,2% en agosto de este año, lo que supone un aumento de 5,2 puntos porcentuales en relación al mismo mes de 2018.

El número de personas beneficiarias se situó en agosto en 1.927.778, un 5,0% más en relación al mismo mes de 2018.

El importe de la nómina de prestaciones por desempleo ascendió a 1.661,1 millones de euros, un 10,5% más en relación al mismo mes del año anterior.

3. 03/10/2019

I Encuentro entre el Comité Europeo de Derechos Sociales y la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

Magdalena Valerio destaca el compromiso social, la identidad europea y la vocación iberoamericana del Gobierno español

· La ministra de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social ha asegurado que “nuestra identidad europea nos exige no sólo luchar por más Europa, sino hacerlo por una Europa más social”
La ministra de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social en funciones, Magdalena Valerio, ha destacado hoy en Madrid que el compromiso social, la identidad europea y la vocación iberoamericana son tres de las características que mejor definen al Gobierno español.

Magdalena Valerio, que ha participado en el I Encuentro Comité Europeo de Derechos Sociales y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha afirmado que la vocación social del Ejecutivo se traduce en la firme voluntad de garantizar los derechos de las personas trabajadoras, de promover la igualdad en todos los ámbitos sociales y de garantizar que los más vulnerables accedan al empleo, así como salarios dignos y pensiones suficientes.

La titular de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social ha recordado el firme compromiso del Gobierno de España con la Carta social Europea, haciendo especial hincapié en la oportunidad que deben tener todas las personas para desarrollar su proyecto vital mediante el trabajo, en el derecho a unas condiciones de trabajo equitativas y a una remuneración suficiente que proporcione un nivel de vida digno, en la protección eficaz de las mujeres en la maternidad y en la igualdad de oportunidades por razón de sexo y en el derecho de las personas mayores a la protección social.

A juicio de Magdalena Valerio, nuestra identidad europea nos exige no sólo luchar por más Europa, sino hacerlo por una Europa más social, ya que “la necesidad de renovar el contrato social europeo está muy vinculada a la situación económica, política y social de europea”. “Por eso debemos proteger a Europa, para que Europa pueda proteger a sus ciudadanos”, ha añadido la ministra.

Compromiso social proyectado también sobre Iberoamérica
La titular de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social ha afirmado que “nuestro compromiso social no se proyecta únicamente sobre Europa, sino sobre Iberoamerica”, a lo que ha añadido que los instrumentos esenciales para construir un espacio de encuentro con los países de la región pasan por iniciativas como la Agenda 2030 o la Declaración sobre el Futuro del Trabajo adoptada en la Conferencia Internacional del Trabajo (OIT).

“Estos instrumentos deben permitirnos construir un mundo de trabajo presidido por el trabajo decente, la igualdad de género y la inclusión social”, ha asegurado Magdalena Valerio, quien ha finalizado su intervención matizando que en ese “mundo del trabajo debe ocupar un lugar central el tripartismo, el diálogo social entre los gobiernos, las organizaciones empresariales y los sindicatos”.

4. 03/10/2019

En el Encuentro de Otoño y Asamblea Red RETOS.

Valerio asegura que los desafíos que tenemos como país pueden encontrar soluciones en el ámbito local
· La ministra en funciones ha participado en el encuentro de la Red RETOS, que está integrada por 28 territorios miembros y cuatro entidades colaboradoras que apuestan por la responsabilidad social en todas sus líneas de actuación

· Desde su creación, ha desarrollado más de 190 prácticas innovadoras en beneficio de la comunidad

· Previamente, la ministra visitó el Centro Especial de Empleo Aspadec cuya plantilla está formada por un 82% de personas con discapacidad, mayoritariamente intelectual.

La ministra de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social en funciones, Magdalena Valerio, ha participado esta tarde en el Encuentro de Otoño y Asamblea ordinaria de la Red RETOS, que acoge la Diputación de Cuenca. El acto tiene como objetivos compartir logros, experiencias, darse a conocer y motivar la inclusión de nuevos miembros a la Red.

Durante su intervención, Valerio afirmó que, como país, debemos hacer frente a retos fundamentales como la corrección de las injusticias sociales, la creación de empleo, el sostenimiento de nuestro sistema público de pensiones, la plena igualdad de la mujer, la conquista en el liderazgo de la revolución digital o la respuesta a la emergencia climática, entre otros. “Qué mejor que buscar soluciones en el ámbito local, acostumbrados como estáis a dar respuesta, ágil y cercana, a los problemas de vuestros vecinos”, señaló la titular de Trabajo.

“Necesitamos que nuestras acciones tengan la máxima proyección en la comunidad, que articulemos alianzas con organizaciones locales, públicas y privadas, con el propósito de integrar esfuerzos en la consecución de objetivos y metas comunes, de carácter local y estructural, que faciliten el desarrollo sostenible de la zona y del territorio con un impacto positivo y progresivo en la consecución de objetivos comunes. Esto nos hará buenos vecinos corporativos y socialmente responsables”, dijo la ministra.

Impulsada por el Departamento que dirige a través de la Direccción General del Trabajo Autónomo, de la Economía Social y de la Responsabilidad Social de las Empresas, RETOS nació en abril de 2008 como resultado de la Iniciativa Comunitaria eQual, con la pretensión de ser referente nacional e internacional en la promoción de valores y principios de la responsabilidad social.

Según Valerio, una empresa es socialmente responsable cuando, en la toma de decisiones, valora el impacto de sus acciones en las comunidades, los trabajadores o el medio ambiente e incorpora sus intereses en los procesos y resultados. Pero también es responsabilidad social, “el compromiso de los ciudadanos, las instituciones y las organizaciones sociales para contribuir al aumento del bienestar de la sociedad, local o global”, dijo.

Más de 190 buenas prácticas
La Red RETOS ha validado en sus años de actividad más de 190 buenas prácticas, integradas en sus territorios miembros. Se trata de iniciativas de RSE PYMES, trabajo en red, voluntariado, pacto por el empleo, medioambiente, cláusulas sociales, integración sociolaboral, género, discapacidad o formación. Magdalena Valerio insitió en que no son sólo actividades cuantificables, sino que en ellas se aprecia un alto grado de innovación. “Gracias a la aplicación de nuevas ideas,conceptos y prácticas es posible dar respuesta a los desafíos que plantea la sociedad en continua evolución”, agregó.

Para la ministra de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social en funciones formar parte de RETOS ayuda a que “los territorios sean socialmente responsables, avanzar en la construcción de una sociedad más justa e igualitaria, formar parte de una red referente en materia de responsabilidad social aplicada al territorio y compartir experiencias en esta materia”.

Durante su intervención, Valerio insistió en que hay que mejorar algunos aspectos para impulsar el trabajo de la Red RETOS. Entre ellos, la elaboración de un Plan Estratégico, que contenga una programación plurianual que planifique y oriente acciones alineadas con las principales tendencias de Responsabilidad Social vinculadas a la Agenda 2030 y a los Objetivos de Desarrollo Sostenible de Naciones Unidas. Reforzar la estructura de la organización con una secretaría que dinamice la red en todas sus vertientes e incorporando nuevos miembros, que amplíen el ámbito territorial de la Red. Colaborar con otras redes, como ya se ha hecho con la red de agentes de desarrollo local (REDEL) o el Foro de Ciudades por el Empleo. Apostar por la difusión internacional de la Red, con contactos como los establecidos con la OCDE para participar en su programa LEED sobre Desarrollo Económico Local y Empleo y, finalmente, reconocer el compromiso con la responsabilidad social de sus territorios a los miembros ya existentes en la organización.

Visita al Centro Especial de Empleo Aspadec
Con anterioridad a este acto, la ministra Valerio visitó el Centro Especial de Empleo y el Centro Ocupacional de iniciativa social Aspadec. Los Centros Especiales de Empleo son empresas en la que el 70% de su plantilla está formada por personas con discapacidad igual o superior al 33%. En el caso del centro de Cuenca, el 82% de la plantilla cuenta con una minusvalía y, de ese porcentaje, el 70% son personas con algún tipo de discapacidad intelectual.

La misión de los Centros Especiales de Empleo es contribuir desde el compromiso ético a que cada persona con discapacidad intelectual o del desarrollo pueda llevar a cabo su proyecto de calidad de vida y promover su inclusión como ciudadanos de pleno derecho, útiles y motivados a través de la creación de empleo, la sostenibilidad y la calidad.

En el CEE Aspadec se realizan actividades de jardinería, encuadernación y serigrafía, limpieza y carpintería.
5. 08/10/2019

Jornadas sobre fraude en las prácticas no laborales.

Magdalena Valerio afirma que es necesario “revertir la precarización” del empleo joven

Ver vídeo
• “Hay que dignificar la figura del becario y vigilar sus usos fraudulentos”

• El futuro pasa por “garantizar el carácter formativo de las prácticas, protección social adecuada y apoyo económico”

• Para perseguir el fraude, se está formando a los inspectores de forma específica

La ministra de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social en funciones, Magdalena Valerio, ha inaugurado las Jornadas sobre fraude en las prácticas no laborales organizadas por RUGE, la organización juvenil de la Unión General de Trabajadores (UGT).

Consciente de “la dura realidad que tienen los jóvenes en España”, Magdalena Valerio ha señalado en su intervención la necesidad de “revertir la precarización que se generó de modo singular en la juventud durante los años en los que se gestionó la crisis”.

Según la ministra, “hay que dignificar la figura del becario y vigilar sus usos fraudulentos”. “Las prácticas no laborales, ha explicado Valerio, deben tener la finalidad de ofrecer formación práctica a quienes cuentan con una formación teórica o académica, para alcanzar unos conocimientos integrales que permitan desarrollar esas habilidades en una actividad, sector o ámbito profesional”. En este sentido, el futuro debe pasar por “garantizar el carácter formativo de las prácticas, conseguir una protección social adecuada y garantizar el apoyo económico durante su realización”.

En cuanto al fraude en la prácticas no laborales, Valerio ha afirmado que hay que vigilar que “los becarios sean realmente becarios y no sean utilizados de manera abusiva para hacer un trabajo que debería tener un contrato laboral”. Para ello, se está “reforzando la formación de los inspectores y subinspectores de Empleo y Seguridad Social para procurar la especialización y mejorar la eficacia en su actuación”. “El fraude en las prácticas no laborales se da en las distintas modalidades, ha explicado la ministra, no sólo en las reguladas vinculadas a estudios oficiales universitarios o de Formación Profesional, sino también en aquellas que se ofertan a través de distintos foros y no cuentan con regulación sustantiva alguna, dirigida no solamente a estudiantes sino a todo tipo de personas”.

Desde la puesta en marcha del Plan Director por un Trabajo Digno 2018-2020, ha asegurado la ministra, “se han regularizado 782 falsos becarios, que son muy pocos, pero supone un aumento del 237% con respecto al período anterior. Y esto ha permitido recaudar en concepto de cuotas a Seguridad Social 2,9 millones de euros”.

Magdalena Valerio ha recordado el compromiso del Gobierno de sacar adelante “un Estatuto de las prácticas no laborales con el fin de preservar el componente formativo de la actividad realizada y garantizar unas condiciones dignas en su desarrollo, fomentando su retribución, limitando el encadenamiento de periodos de prácticas y estableciendo un porcentaje máximo de becarios en las empresas”. “Un Estatuto que, como no podría ser de otra manera, será negociado en la Mesa del Diálogo Social”, ha asegurado.
6. 10/10/2019

La secretaria de Estado de Migraciones ha inaugurado hoy la V Conferencia Nacional de la Red Europea de Migración de España
Consuelo Rumí destaca la importancia de identificar oportunidades reales que faciliten una migración segura, regular y ordenada

Para la responsable del Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social, “tenemos que ser capaces de construir una política migratoria activa y no reactiva”
La secretaria de Estado de Migraciones, Consuelo Rumí, ha asegurado hoy que el objetivo del Gobierno es alcanzar “la identificación de oportunidades reales que faciliten la migración segura, regular y ordenada”.

Consuelo Rumí, que ha participado hoy en la inauguración de la V Conferencia Nacional de la Red Europea de Migración en España, ha recordado que los ejes de la política del Ejecutivo son la ordenación de los flujos migratorios, la cooperación reforzada con los países de origen y tránsito y la integración.

“Las migraciones son un fenómeno global que forman parte de nuestro pasado, de nuestro presente y van a formar parte de nuestro futuro como necesario complemento social, económico, demográfico, cultural, científico y académico”, ha afirmado la responsable de Migraciones, quien también ha apuntado que “sólo desde un enfoque integral podremos diseñar e implementar una política migratoria que dé respuesta a los principales retos existentes”.

A juicio de la secretaria de Estado de Migraciones, nuestro país necesita un complemento migratorio, una entrada de perfiles laborales que no se podrán cubrir con personas que ya están aquí. “Debemos ser capaces de construir una política de migración activa y no reactiva”, ha señalado Rumí, a lo que ha añadido que “sólo si la migración es regular, segura y ordenada y si se gestiona en colaboración con los países de origen y tránsito, seremos capaces de desplegar las ventajas de este fenómeno para todos: para el migrante, para el país de origen y para el de destino. Y para desplegar esas ventajas, la política de integración también es clave”.

Consuelo Rumí ha hecho especial hincapie en la construcción de un modelo migratorio de presente y de futuro, que se ajuste a las nuevas dinámicas del mercado de trabajo y que responda, además, a desafíos como el demográfico.

La V Conferencia Nacional de la Red Europea de Migración en España, que lleva por título “Migración, demografía y mercado de trabajo”, es un espacio de reflexión y debate para fijar nuevas líneas de actuación teniendo en cuenta las vías de migración regular, segura y ordenada, especialmente ante los desafíos demográficos, institucionales y económicos.
7. 14/10/2019

Valerio destaca que la Economía Social genera en España cerca de 2,2 millones de empleos directos e indirectos

· Ver vídeo
• Este modelo empresarial tiene su reflejo en una mayor igualdad, inclusión social, respeto al medioambiente y apoyo a las comunidades locales.
• La economía social es una de las “políticas palanca” para lograr los objetivos de Desarrollo Sostenible.

La ministra de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social en funciones, Magdalena Valerio, ha asegurado en la apertura de la “XI Edición Academia de Economía Social y Solidaria: la economía social en el futuro “, que el sector de la economía social en España goza de una estabilidad que se materializa en la generación de cerca de 2,2 millones de empleos directos e indirectos, y cuyo reflejo en el PIB se sitúa en el 10%.

En el acto, organizado por el Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social, la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y la Confederación Empresarial Española de la Economía Social (CEPES), Valerio resaltó los valores de este modelo empresarial que “pone en el centro de su actividad a las personas” y tiene su reflejo “en una mayor igualdad, inclusión social, respeto al medioambiente y apoyo a las comunidades locales”.

En este nivel, la ministra destacó los elementos distintivos de la economía social de España, relacionados con el trabajo decente y con el apoyo a la Agenda 2030. “En el Plan de Acción -aseguró Valerio-, la Estrategia Española de Economía Social 2017-2020 tiene un papel central, siendo designada como una de las políticas palanca para lograr los objetivos de Desarrollo Sostenible”.

Dentro del Plan de acción para un Empleo Digno se lucha por aflorar “a los llamados ‘falsos autónomos’, desmantelando las ‘falsas cooperativas” que tanto daño hacen y combatiendo la precariedad laboral, principalmente de los más jóvenes, y las prácticas contrarias a la igualdad de género”.

Configurar el futuro del trabajo

En el acto inaugural, la titular de Trabajo se refirió a las entidades de la Economía Social en la configuración del futuro del trabajo “orientándolo hacia los valores y principios rectores que las guían: solidaridad interna y con la sociedad, que se traduce en un compromiso con la cohesión social, la igualdad, la inserción de las personas en situación y riesgo de exclusión social y sostenibilidad”.

Así mismo, Valerio hizo un resumen de los contenidos que van a tratarse en la Academia: analizar las nuevas relaciones laborales y nuevos modelos de empresas para abordar los retos del futuro del Trabajo; el impacto medioambiental con el estudio de modelos innovadores de producción y consumo; la vinculación entre Educación, tendencias del mercado y la economía social que garanticen las competencias necesarias de los nuevos sectores y tendencias del mercado; se analizará el empleo juvenil y la igualdad de género que afronten los desafíos de una inclusión social; la cooperación Sur/Sur y Triangular como marco para promover redes entre los actores de la economía social; los retos que brindan las nuevas tecnologías para la Economía Social; el desarrollo de la Agenda 2030 y los objetivos de desarrollo Sostenible; y, por último, aumentar la cohesión social y territorial para crear empleos vinculados a las necesidades y realidades locales.

Además, Valerio destacó que “desde el Ministerio ser promueven actuaciones dirigidas a jóvenes, mujeres y colectivos en situación de vulnerabilidad en aspectos como la lucha contra la brecha territorial, la demográfica, el fomento de la innovación social, las inversiones responsables y la medición de impactos”.
8. 15/10/2019

La ministra en funciones de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social interviene en la Jornada “#YaSomosFuturo”, organizada por UPTA
Magdalena Valerio subraya la contribución de los autónomos y autónomas a la creación de riqueza y empleo y a la cohesión social

·  La ministra en funciones ha destacado que gracias al diálogo y el acuerdo se ha impulsado la protección social del colectivo, integrado por 3.266.258 personas autónomos

· España es el segundo país de la Unión Europea en protección social plena y obligatoria de las personas que trabajan por cuenta propia

La ministra en funciones de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social, Magdalena Valerio, ha subrayado la contribución de los autónomos y las autónomas a la generación de riqueza, la creación de empleo y a la cohesión social.

 En su intervención en la jornada “#YaSomosFuturo” – movimiento de apoyo a los autónomos, profesionales y microempresas- organizada por la Unión de Profesionales y Trabajadores Autónomos (UPTA), Valerio ha recordado que en España hay más de 3,2 millones de personas afiliadas al Régimen Especial del Trabajo Autónomo (RETA), lo que representa el 16,90% del total de trabajadores en alta en la Seguridad Social.

 La ministra en funciones ha destacado la importancia del acuerdo con las organizaciones de autónomos y autónomas, así como en la mesa del diálogo social, que permitió la aprobación del Real Decreto-Ley 28/2018, del pasado 28 de diciembre. Una norma que da respuesta a las reivindicaciones del colectivo y que ha llevado a España a encabezar -tras Luxemburgo- la cobertura social plena y obligatoria en la Unión Europea de quienes trabajan por cuenta propia.

 En el último año, el Gobierno ha impulsado una batería de medidas para incentivar el emprendimiento, entre las que destaca la cotización obligatoria de la totalidad de las contingencias; la mejora en el acceso a la cobertura por cese de actividad; la bonificación de las cotizaciones de los autónomos a partir del día 61 de l baja o la configuración de la tarifa plana de 60 euros para los nuevos autónomos y que comprende la cobertura por contingencias comunes y profesionales, así como la flexibilización de los requisitos para el acceso a este beneficio en la cotización para las trabajadoras que se inicien como autónomas tras haber cesado en la actividad como consecuencia de la maternidad.

 La formación durante toda la vida laboral y las medidas que promuevan la incorporación de la mujer al trabajo autónomo -un 35% por debajo de la presencia femenina en el empleo por cuenta ajena- son retos en los que aún queda mucho camino por recorrer en el ámbito del emprendimiento.

 Desafíos para el futuro
 La transformación hacia una economía baja en carbono y marcada por la digitalización económica, la robotización y la inteligencia artificial son algunos de los retos de futuro a los que, a juicio de Valerio, debe enfrentarse el trabajo autónomo. También ha señalado la necesidad de continuar avanzando el la formación permanente y la igualdad entre hombres y mujeres en el ámbito del emprendimiento.

 Valerio ha señalado que “está claro que tenemos que sacar adelante el Plan Nacional de Impulso del Trabajo Autónomo”, el cual, con una visión integral y enfocada al cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible de Naciones Unidas, permitirá abordar los retos del futuro del trabajo por cuenta propia.

Magdalena Valerio ha finalizado su intervención reiterando el compromiso del Gobierno con los autónomos y autónomas de nuestro país e invitando a continuar trabajando juntos porque “solo así conseguiremos un trabajo que contemple el crecimiento inclusivo y los empleos dignos como el eje vertebrador del futuro de las relaciones laborales”.
9. 16/10/2019

La secretaria de Estado de Migraciones ha participado en Bruselas en la mesa redonda “Los retos de las políticas de migración y asilo de la UE”

Consuelo Rumí destaca la importancia de una política europea reforzada de cooperación al desarrollo en los países de origen y tránsito

·  “La política migratoria europea va más allá del control de fronteras y del retorno de migrantes irregulares”, ha remarcado la responsable de Migraciones
La secretaria de Estado de Migraciones, Consuelo Rumí, ha afirmado hoy que “el retorno o el control de fronteras solo será posible con la creación de una política reforzada de cooperación al desarrollo en los países de origen y tránsito y con la implementación de nuevas vías de acceso a Europa”.

Consuelo Rumí, que ha participado hoy en la mesa redonda “Los retos de las políticas de migración y asilo de la Unión Europea” que ha tenido lugar en Bruselas, ha añadido que la política migratoria de la Unión Europea “va más allá del control de fronteras y del retorno de migrantes irregulares”.

La responsable de Migraciones ha asegurado que la migración “no es un fenómeno estático, sino dinámico”, situación que ha justificado por “la evolución de los flujos, los nuevos grupos de migrantes que crean las guerras, las crisis políticas y económicas que afectan a diferentes zonas geográficas y todo ello agravado por el cambio climático y los desastres naturales que empujan a los más desfavorecidos a dejar sus hogares”.

Consuelo Rumí ha constatado el nuevo saldo migratorio positivo que se ha dado en España desde 2017, que ha llevado a situar la cifra de los extranjeros que residen en nuestro país en 6,3 millones de personas, suponiendo el 13,5 por ciento de la población total.

Para la secretaria de Estado de Migraciones, “ningún país puede abordar el fenómeno de la migración de manera aislada”, a pesar de que el reto migratorio “es una fuente de tensión entre los estados miembros y que la crisis del 2015 transformó definitivamente la cuestión migratoria en un problema europeo” derivado de distinta visión que tienen sobre cómo hacer frente a lo mismo.

RED DE ACOGIDA PARA PROTECCION INTERNACIONAL
“Hay quienes dicen que el problema de Europa no es la inmigración, sino la sensación que de ella tiene una gran parte de la población”, ha destacado Consuelo Rumí, quién ha añadido que esta situación junto a los discursos populistas “hace que cada vez más Estados de la UE defiendan políticas migratorias centradas principalmente en medidas securitarias”.

En la Unión Europea, según la secretaria de Estado de Migraciones, el foco está situado en el control de fronteras y la persecución de la irregularidad, al mismo tiempo que es necesario contar con una eficaz política de retornos a sus países de origen de los que han llegado de forma ilegal.

La responsable de Migraciones ha manifestado en su intervención que “la red de acogida en el país de destino es fundamental para muchas personas a la hora de elegir el lugar donde se va a solicitar protección internacional”, a lo que ha añadido que “si no consideramos la migración y la protección internacional desde una perspectiva integral, el sistema común de asilo y refugio por el que estamos apostando puede verse pervertido”.

10. 16/10/2019

En la clausura del XX aniversario de la Fundación Adecco

Magdalena Valerio destaca que la diversidad, la equidad y la inclusión aportan valor añadido a las empresas

· Uno de los principales objetivos del Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social es fomentar y sostener la contratación de colectivos vulnerables y su acceso a empleos de calidad
· La formación y las nuevas tecnologías pueden facilitar una mayor accesibilidad al mercado laboral
La ministra de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social en funciones, Magdalena Valerio, ha asegurado que “la diversidad, la equidad y la inclusión son valores que nos enriquecen como sociedad, aportando valor añadido a las empresas y mejorando su competitividad a través de conocimientos, competencias y experiencias”. Valerio ha hecho estas declaraciones durante la clausura del XX aniversario de la Fundación Adecco, celebrado esta tarde en Madrid.

La ministra de Trabajo en funciones ha señalado que estamos en un momento clave en el que, tras muchos esfuerzos, la diversidad y la inclusión laboral son un valor estratégico. “Un cambio de paradigma que implica formación, diálogo y sensibilización a todos los niveles de la empresa a fin de generar trabajo decente, empleo productivo y mejores niveles de vida para todos”, ha dicho.

En el año 2008, España ratificó la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, comprometiéndose a asegurar que estas personas disfrutan de todos los derechos y libertades personales.

Los desafíos actuales del mercado de trabajo, con nuevas habilidades de gestión del cambio, con flexibilidad y resilencia, abren oportunidades novedosas a los colectivos especialmente vulnerables. “Las nuevas tecnologías pueden facilitar una mayor accesibilidad al mercado laboral y romper las barreras que impedían la inclusión de las personas trabajadoras vulnerables; de ahí que promover la capacidad anticipatoria de detección de necesidades formativas que respondan a estos retos nos implica a todos”, ha señalado Valerio.

Atención a los colectivos vulnerables
Las personas con discapacidad soportan un mayor riesgo de pobreza y exclusión social por las dificultades que encuentran a la hora de encontrar trabajo y la carga económica que supone para las familias la discapacidad. El 17,1% de las personas ocupadas con discapacidad son pobres. “Por ello, los poderes públicos pero también las entidades, organizaciones y sociedad debemos adoptar medidas para la inclusión laboral y la defensa de la dignidad de las personas”, ha reivindicado Valerio.

Precisamente, uno de los principales objetivos del Ministerio de Trabajo a lo largo de este año ha sido no sólo fomentar, sino también sostener la contratación de colectivos con especiales dificultades de acceso al empleo como son las personas con discapacidad, las personas en situación de exclusión social, las víctimas del terrorismo y las de la violencia de género, rebajando su tasa de temporalidad con empleos de calidad.

Magdalena Valerio ha explicado que desde el Ministerio que dirige, a través del Servicio Público de Empleo Estatal, se coordinan diferentes programas de apoyo a las personas con discapacidad, articuladas en la Estrategia Española de Activación del Empleo 2017-2020 y también en el ámbito del empleo ordinario, con subvenciones y bonificaciones de cuotas a la Seguridad Social, cuotas de reserva y empleo con apoyo y el empleo protegido a través de los Centros Especiales de Empleo y los enclaves laborales.

En este sentido, ha destacado las medidas que incluye el Plan de Choque por el Empleo Joven y el Plan Reincorpora-T para favorecer la inclusión y la responsabilidad social de las empresas y la medida consistente en ampliar la tasa de reserva para personas con discapacidad en las Administraciones Públicas y el Sector Público Institucional.

Como datos positivos, cabe señalar que el número de personas con discapacidad afiliados al Régimen Especial de Trabajadores por Cuenta Propia se ha incrementado hasta alcanzar las 22.674 personas en el segundo trimestre de 2019, lo que supone un 10,7% más desde inicios de 2017 y  un 91,8%  más desde 2010, cuando había 1.852 personas afiliadas al RETA

Alianza #CEOporladiversidad 
A lo largo de dos décadas, la Fundación Adecco ha ayudado a la diversidad e inclusión laboral de los colectivos más vulnerables de nuestro país, acompañándoles en el proceso de conseguir un empleo y trabajando con las empresas en el diseño de entornos laborales inclusivos.

En este sentido, la ministra de Trabajo en funciones ha destacado durante su intervención la presentación y firma de la Alianza#CEOporladiversidad, que la Fundación Adecco y CEOE han ratificado esta tarde, porque “refuerza y confirma el papel que el personal directivo de las empresas tiene en el impulso de las estrategias de Diversidad e Inclusión desde la alta dirección, a través de la investigación, el intercambio, el desarrollo e impulso de estrategias y las buenas prácticas empresariales de diversidad, equidad e inclusión”.

Para Magdalena Valerio, estas estrategias son fundamentales para “conseguir los objetivos relacionados con el trabajo decente, que dignifica y permite el desarrollo de las propias capacidades y se realiza respetando los principios y derechos laborales sin discriminación de género o de cualquier otra índole”. 
11. 17/10/2019

Para luchar contra el fraude laboral en Europa
La Unión Europea pone en marcha la nueva agencia de la Autoridad Laboral Europea

· La agencia nace como forma de mejorar la cooperación entre las autoridades nacionales competentes en los distintos aspectos que afectan a la movilidad laboral.
· La directora del Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social será miembro de su Consejo de Administración.
· En la actualidad, alrededor de 17,5 millones de ciudadanas y ciudadanos europeos viven o trabajan en otro Estado miembro
La directora del Organismo Inspección de Trabajo y Seguridad Social, Mª Soledad Serrano Ponz, ha participado esta mañana en Bruselas en la primera sesión del Consejo de Administración de la Autoridad Laboral Europea. Se trata de una nueva agencia comunitaria destinada a favorecer una movilidad laboral justa dentro de la Unión Europea.

Esa mayor movilidad laboral ha propiciado también un mayor número de casos de fraude contra los derechos de los trabajadores, lo que ha generado la necesidad de mejorar la cooperación entre los Estados en los casos de fraude transnacional. La creación de la Autoridad Laboral Europea viene a dar respuesta a esta necesidad.

En la sesión de apertura, el presidente de la Comisión Europea, Jean Claude Juncker, ha destacado el hecho de que, en la actualidad, alrededor de 17,5 millones de ciudadanas y ciudadanos europeos viven o trabajan en otro Estado miembro, distinto al de su origen: el doble que hace una década. Al mismo tiempo, millones de empresas operan a través de las fronteras.

El Gobierno español ha apoyado firmemente la creación de esta agencia, en la medida en que refuerza el proyecto de construcción europeo y su dimensión social. Según la directora del Organismo Estatal, la nueva Autoridad Laboral Europea “fortalecerá la cooperación en la lucha contra el fraude transnacional en el ámbito social, favoreciendo la protección de los derechos de las personas que se desplazan por el territorio comunitario, la competencia leal entre las empresas y la sostenibilidad del sistema de la Seguridad Social”.

FUNCIONAMIENTO
La Autoridad Laboral Europea, cuyo Reglamento fue aprobado el pasado 20 de junio, estará ubicada en Bratislava (Eslovaquia) y desarrollará tres tipos de funciones.

En primer lugar, se encargará de fomentar la movilidad laboral intereuropea, facilitando el acceso a la información y servicios a empresas y trabajadores sobre sus derechos y obligaciones al moverse dentro de Europa.

En segundo lugar, reforzará la cooperación entre los Estados miembros en la aplicación de la legislación de la Unión dentro de su alcance, incluso facilitando inspecciones concertadas y conjuntas, así como abordando el trabajo no declarado.

Finalmente, mediará en la búsqueda de soluciones en casos de resolución de conflictos de competencias entre Estados.

La nueva Autoridad dispondrá de una estructura permanente que, cuando alcance su plena capacidad operativa, contará con un personal de aproximadamente 140 personas. Cada país designará un funcionario de enlace que ayudará a coordinar las inspecciones que impliquen a varios Estados de la Unión.

12. 18/10/2019

Acto de cierre y clausura de la XI Edición Academia de Economía Social y SolidariaLa OIT, el Ministerio de Trabajo y CEPES refuerzan el papel de la Economía Social con la aprobación de un manifiesto de la XI Edición de la Academia de la OIT

La secretaria de Estado de Empleo, Yolanda Valdeolivas, ha participado en el acto de conclusiones y cierre de la “XI Edición Academia de Economía Social y Solidaria: la economía social en el futuro“ celebrada en Madrid los días 14 a 18 de octubre, organizada por la Organización Internacional del Trabajo (OIT) en colaboración con el Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social y la Confederación Empresarial Española de la Economía Social (CEPES). Esta edición de la Academia ha finalizado con un manifiesto que pretende reforzar el papel central de la Economía Social en el futuro del trabajo.

El manifiesto expone que “la Economía Social y Solidaria tiene importantes desafíos de adaptación al futuro del trabajo, a la vez que contribuye a dar respuesta a los cambios tecnológicos, a la transición energética, a la digitalización y a los desequilibrios medioambientales, demográficos y de corrección de desigualdades”.

Además, confirma que la Economía Social crea y mantiene empleos estables y de calidad, asegurando el acceso de las personas jóvenes al mercado de trabajo y la promoción de una igualdad de género efectiva. Asimismo, fomenta la competitividad y la diversidad empresarial, con un modelo de empresa que corrige las desigualdades sociales y territoriales a través de una redistribución más equitativa de los beneficios.

La Economía Social, recalca el manifiesto, es pionera en innovación social y tecnológica, ofreciendo soluciones a retos económicos, sociales, digitales, tecnológicos, energéticos o demográficos, también desde la I+D+i. Además, facilita el desarrollo sostenible de los territorios, fijando la población, evitando la deslocalización y poniendo en valor sus recursos naturales, culturales y turísticos.

La Economía Social además juega un papel prioritario en el debate del futuro del trabajo en su contribución a la prestación de servicios sociales de calidad o afianzar el Estado del Bienestar y el modelo social, afrontando las consecuencias del cambio demográfico.

Además, impulsa la inclusión social y una igualdad de oportunidades para todas las personas, especialmente para aquéllas con discapacidad y con otras en situación o riesgo de exclusión social; y promueve un modelo productivo que favorece la descarbonización de las economías, avanza en la producción de energías renovables y en la economía circular.

El Manifiesto de la XI Academia de la Economía Social y Solidaria recoge:

· Que es necesario incorporar la Economía Social y sus organizaciones representativas en los debates e iniciativas para la plena consecución de los objetivos de la Declaración del Centenario de la OIT, por lo que se propone la elaboración por parte de la OIT de un plan de acción sobre la contribución de la Economía Social en favor de un trabajo decente y en contra de la precariedad laboral.

· Que se propone a los gobiernos estatales, regionales y locales la incorporación de la Economía Social en sus políticas dirigidas a la consecución efectiva de los Objetivos de Desarrollo Sostenible.

· Que es prioritario el establecimiento de una Resolución de Naciones Unidas sobre la Economía Social que reconozca y fomente estas empresas y entidades.

· Que se inste a los gobiernos, a las instituciones europeas y regionales y a las organizaciones internacionales a reforzar la visibilidad y competitividad de las empresas de la Economía Social mediante políticas públicas y otras iniciativas.

· Que es necesario organizar congresos y eventos que visibilicen la realidad e importancia de la Economía Social y faciliten el intercambio y la coordinación de iniciativas para la definición de marcos legales y políticas públicas adecuadas para la Economía Social.

· Que se incorpore la Economía Social y Solidaria en los sistemas educativos en todos los niveles desde primaria hasta la universidad, así como potenciar la formación de sus trabajadores y trabajadoras para hacer frente a los cambios del futuro del trabajo.
· Que se fomente la colaboración estrecha entre personal experto, centros de investigación, institutos estadísticos y empresas y organizaciones de Economía Social para establecer y difundir metodologías e instrumentos, incluida la medición de impacto, con el fin de crear más y mejores empleos.
 13. 22/10/2019

Afiliación de extranjerosLa media de trabajadores extranjeros afiliados a la Seguridad Social asciende a 2.145.263 en septiembre
· El crecimiento interanual es del 7,63%, con 152.053 trabajadores más que hace un año

· También se produce un incremento intermensual. Son 12.356 afiliados más que en agosto

La Seguridad Social registró una media de 2.145.263 trabajadores extranjeros en septiembre, 152.053 trabajadores foráneos más que en el mismo mes de 2018. Esto sitúa la variación interanual en el 7,63%.

En septiembre, se han registrado 12.356 afiliados extranjeros más que en agosto. En el último mes la cifra de este colectivo ha crecido un 0,58%.

Por regímenes, la mayoría de los afiliados extranjeros está encuadrada en el Régimen General: 1.796.488 (este dato incluye el Sistema Especial Agrario, con 205.355 ocupados, y el de Hogar, con 167.377). Le siguen el Régimen de Trabajadores Autónomos, con 343.658 personas, el Régimen Especial del Mar, con 5.065, y el del Carbón, con 51.

De entre los afiliados extranjeros a la Seguridad Social en septiembre, 1.275.172 proceden de países de fuera de la Unión Europea y el resto (870.091) de países comunitarios.  De la cifra total, 1.199.718 son hombres y 945.545 son mujeres.

Los grupos de trabajadores extranjeros más numerosos proceden de Rumanía (345.906), Marruecos (251.533), Italia (132.738) y China (107.473). Les siguen los trabajadores nacionales de Colombia (77.236), Ecuador (75.665), Reino Unido (68.963), Bulgaria (61.567), Venezuela (61.392) y Portugal (57.331).

Comunidades autónomas

En términos interanuales, la afiliación de extranjeros sube en todas las comunidades autónomas. La Rioja (11,27%), Extremadura (10,79%), País Vasco (10,32%) y Galicia (10,23%) son las autonomías que más trabajadores de origen foráneo han sumado en el último año. A continuación se sitúan Navarra (9,27%), Castilla y León (8,66%) y Cataluña (8,31%).

Las mayores subidas en afiliación de extranjeros en el último mes se han producido en Extremadura (11,62%), La Rioja (9,77%) y Castilla-La Mancha (8,54%). También sube en Navarra (3,24%), Andalucía (2,69%), País Vasco (2,05%), Castilla y León (1,34%), Madrid (1,24%), Canarias (0,47%) y Galicia (0,23%).

La afiliación de extranjeros ha descendido en este mes en Cantabria (-4,38%), Asturias (-3,01%), Islas Baleares (-2,91%), Aragón (-2,8%), Cataluña (-0,76%), Murcia (-0,4%) y Comunidad Valenciana (-0,03).

Los afiliados extranjeros por comunidades autónomas se distribuyen así:
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14. 22/10/2019

En la fábrica de ISOVER en Azuqueca de Henares (Guadalajara)Valerio: “Apostar por la economía circular es hacerlo por el presente y el futuro”
· El reto que representa el impacto de la digitalización nos obliga a prepararnos para los empleos que están por llegar, resaltó la ministra de Trabajo en funciones
La ministra de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social en funciones, Magdalena Valerio, ha destacado hoy “ la necesidad  de apostar por la economía circular, que es el presente y el futuro”. Valerio ha añadido que el reto que representa el impacto de la digitalización en el mundo laboral y social obliga a “formarnos para los nuevos empleos digitales que se están creando y para los que aún están por llegar”.

La titular de Trabajo pronunció estas palabras en la visita que realizó a la nueva línea de producción de Lana de Vidrio Insuflada de Saint-Gobain ISOVER en la localidad de Azuqueca de Henares en Guadalajara.

Valerio destacó también el reto tecnológico que supone la creación de la nueva línea productiva que además contribuye a  “la creación de nuevos empleos” con una clara apuesta por “la seguridad, sostenibilidad, la seguridad y la eficiencia”. De hecho, el 85% de la materia prima de este nuevo producto proviene de materiales reciclados. Por otro lado, la ministra en funciones señaló la importancia que un proceso industrial  que genere cero residuos ,maximice los ahorros energéticos donde se aplica y minimice las necesidades energéticas de los edificios , reduciendo  las emisiones de CO2.

Valerio añadió que en este reto “tenemos que estrechar los puentes de transmisión de todo el conocimiento que atesoramos como país, fomentando el emprendimiento, priorizando los retos educativos que conllevan los procesos de digitalización y robotización en el trabajo”.

La ministra destacó el arraigo de esta empresa en la zona y como un hecho relevante citó que la fábrica de Saint-Gobain ISOVER lleva 57 años en Azuqueca de Henares.
15. 23/10/2019

En el 74 aniversario de Naciones UnidasYolanda Valdeolivas destaca el compromiso de Naciones Unidas y la OIT con el “trabajo decente”

La secretaria de Estado de Empleo, Yolanda Valdeolivas, ha intervenido hoy en el acto conmemorativo del 74 aniversario de Naciones Unidas, que bajo el título “Trabajo Decente y Objetivos de Desarrollo Sostenible en el Centenario de la OIT” se ha celebrado hoy en el  Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social.

En su intervención, la secretaria de Estado de Empleo ha querido felicitar a Naciones Unidades por su aniversario y por “haber dedicado sus 74 años de historia a mejorar las condiciones de vida de las personas a lo largo y ancho de todo el planeta”.

Además, ha señalado, que estos 74 años de éxitos coinciden con el primer centenario de la OIT, fundada en 1919 y convertida en la primera agencia de Naciones Unidas en 1946. Yolanda Valdeolivas ha hecho mención a la estrecha colaboración con la OIT como parte del “compromiso con el objetivo común de garantizar los derechos laborales, fomentar las oportunidades de trabajo decente, mejorar la protección social y fortalecer el diálogo al abordar los temas relacionados con el trabajo”.

Para Valdeolivas, los ODS constituyen una guía para nuestro país y, de este modo, España ha asumido con la máxima responsabilidad el mandato de la Agenda 2030 desde la aprobación por el Consejo de Ministros, el 29 de junio de 2019, del Plan de Acción para la implementación de la Agenda 2030 en España”, que se ha convertido en un “proyecto de país” que nos obliga a todos.

De entre los 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible dirigidos a erradicar la pobreza, proteger el planeta y asegurar la prosperidad para todos, ha mantenido Valdeolivas, este Ministerio ha asumido el protagonismo en el ODS 8 sobre “empleo pleno y productivo y trabajo decente”, en el que adoptamos el papel de “Punto Focal” a nivel nacional.

Según la secretaria de Estado de Empleo, “el trabajo decente requiere tener garantizados el respeto a los derechos fundamentales de los trabajadores, unos salarios adecuados y justos, periodos máximos de trabajo y mínimos de descanso, derechos de información, transparencia y previsibilidad acerca de las condiciones de trabajo, certezas sobre la forma y las causas de extinción del contrato, estabilidad en el empleo, derecho a la formación y unas condiciones adecuadas de seguridad y de salud en el trabajo”.

Así, España, se ha alineado con la Estrategia del Trabajo Decente de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y con las más importantes declaraciones de derechos humanos, participando asimismo en los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030 de Naciones Unidas, y, de forma activa y comprometida, con el Pilar Europeo de Derechos Sociales.

En el acto ha participado Joaquín Nieto, director de la Oficina de la OIT para España, así como diferentes representantes de organismos de Naciones Unidas, de la socidad civil e interlocutores sociales, que han debatido sobre la contribución de todos estos agentes en la consecución de los objetivos socio-laborales de la Agenda 2030.

16. 23/10/2019

VII Cumbre de Mujeres Juristas
Valerio: ”las nuevas tecnologías deben servir como herramienta para erradicar la desigualdad”

La ministra de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social en funciones, Magdalena Valerio se ha referido a la conciliación en la VII Cumbre de Mujeres Juristas celebrada esta tarde en Madrid. El lema del encuentro, “Conciliación de la vida personal y profesional, corresponsabilidad parental. Las nuevas tecnologías como arma de conciliación”, ha servido para que la ministra se refiriera a éstas como “herramienta para erradicar la desigualdad”.

Las posibilidades de conciliación constituyen hoy en día una de las principales aspiraciones y también uno de los principales problemas a los que se enfrenta la sociedad.  Sin embargo, los derechos laborales ligados a la conciliación aún los ejercitan mayoritariamente sólo las mujeres.

En este sentido, Valerio ha señalado que, por ello, el Real Decreto-ley 6/2019, de medidas urgentes para garantía de la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres en el empleo y la ocupación, convalidado por mayoría en el Congreso de los Diputados, establece permisos y prestaciones por nacimiento y cuidado del menor iguales e intransferibles. También se ha ampliado el tiempo de permiso y las prestaciones del progenitor distinto de la madre biológica, hasta igualarse con los de ésta en 16 semanas en 2021.

La ministra ha terminado su intervención refiriéndose a la corresponsabilidad, como tarea imprescindible para poder conciliar.
17. 24/10/2019

Intervención de la delegación española en el Consejo EPSSCO, en Luxemburgo.

Valerio aplaude el compromiso europeo de consolidar una economía centrada en el bienestar de las personas

· España ha promovido que la nueva Comisión Europea adopte iniciativas que impulsen el reconocimiento del papel de las políticas sociales en el crecimiento económico
· La ministra ha defendido la importancia de una Agenda transformadora de género para un futuro del trabajo “justo e inclusivo”
· En la reunión de hoy, la UE ha adoptado unas Conclusiones respaldando la Declaración del Centenario de la OIT para el futuro del trabajo
· La formación de las personas trabajadoras a lo largo de la vida es uno de los avances incorporados al mercado laboral español
La ministra de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social en funciones, Magdalena Valerio, ha celebrado el compromiso europeo encaminado a consolidar la economía del bienestar. “Poner a las personas y su bienestar en el centro de nuestros objetivos de crecimiento económico es indispensable para reforzar la dimensión social de la Unión Europea (UE) y es el mejor camino para reconectar a la ciudadanía con el proyecto europeo”, ha asegurado en su intervención ante el Consejo Europeo de Empleo, Política Social y Consumidores (EPSSCO), celebrado hoy en Luxemburgo.

La responsable en funciones de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social ha defendido que se trata de un cambio de modelo que exige la actuación coordinada de todos los estados miembros y del conjunto de las administraciones públicas de cada país.

El Consejo ha adoptado con carácter definitivo el documento de las Conclusiones sobre la economía del Bienestar. Según se recoge en el primer punto del texto, se trata de una orientación estratégica y un enfoque de gobernanza que aspira a situar a las personas y su bienestar en el centro de las políticas y de la toma de decisiones. El objetivo es garantizar el acceso de toda la ciudadanía a los servicios públicos, en especial, sanitarios y sociales. También promueve la protección social de las personas mayores, así como la promoción del trabajo digno, la igualdad de oportunidades, la igualdad de género y la inclusión social.

Valerio ha instado a la Comisión Europea a iniciar los trabajos precisos para implementar la garantía infantil -aprobada por mayoría en el Parlamento, el pasado enero- en el marco de la economía del bienestar, un valor estratégico que debe estar presente de manera continuada en la agenda europea.

Durante su intervención, la ministra ha puesto como ejemplo la experiencia española y ha detallado la puesta en marcha en nuestro país de medidas destinadas a mejorar la protección social por desempleo de las personas trabajadoras de más edad y de quienes trabajan por cuenta propia; el Plan de Empleo para las personas jóvenes, el Plan Reincorpora-T para las personas desempleadas de larga duración y el que promueve el Trabajo Digno; así como la subida del SMI en 2019 y las medidas para favorecer la igualdad, la conciliación laboral, familiar y personal y la corresponsabilidad en los cuidados.

Centenario de la OIT
Magdalena Valerio ha celebrado asimismo la adopción por la UE de unas Conclusiones del Consejo que destacan la importancia de la Declaración del Centenario de la OIT para el futuro del trabajo, aprobada en junio de este año durante la Conferencia Internacional del Trabajo celebrada en Ginebra y que es acorde con el compromiso europeo por el fomento de un crecimiento sostenido, inclusivo y sostenible, “centrado en los derechos, necesidades y aspiraciones de las personas trabajadoras” y, en particular, en el trabajo decente, la protección social, la igualdad de oportunidades y el diálogo social.

Los avances logrados en España para reducir la brecha de género demuestran el compromiso de nuestro país con una Agenda transformadora de Género, ha dicho, sin la cual, “no solo no habrá un futuro del trabajo justo e inclusivo, sino que no habrá futuro”.

Valerio ha señalado que la acción de gobierno se guía por los principios de justicia social, igualdad de oportunidades, solidaridad y respeto a los derechos humanos “que forman parte del ADN de la Unión Europea y que se encuentran en la Agenda de Trabajo Decente, la Agenda 2030 de Naciones Unidas y el Pilar Europeo de Derechos Sociales”.

Necesidades del mercado de trabajo
La ministra en funciones ha explicado que es preciso articular medidas que den respuesta a los retos que la globalización, la digitalización y los cambios demográficos provocan sobre el tejido productivo y el mercado de trabajo. En este sentido ha definido como “política pública prioritaria” el aprendizaje permanente, la formación a lo largo de la vida y se ha mostrado partidaria de una estrategia integral de fortalecimiento profesional mediante el reconocimiento de competencias y una orientación laboral individualizada. Esta, ha asegurado, “es la fórmula para promover las oportunidades de formación y adaptación profesional en un entorno laboral cambiante y garantizando que en este proceso de transformación vertiginosa nadie se quede atrás”.

Mejorar los procesos legislativos
La secretaria de Estado de Empleo, Yolanda Valdeolivas, ha agradecido durante su intervención en nombre de España el debate abierto para mejorar los procesos legislativos europeos en el ámbito social, “porque puede facilitar un funcionamiento más democrático y sólido de nuestras instituciones”. Valdeolivas ha asegurado que España es partidaria de las cláusulas pasarelas siempre que sea para desbloquear iniciativas en el ámbito social -como en el caso de la Directiva de Igualdad de Trato- aunque ha señalado, en otras materias, la necesidad de analizar caso a caso.

Impulso a la Directiva de Igualdad de Trato
El Consejo EPSSCO ha contado además con la intervención de la secretaria de Estado de Igualdad, Soledad Murillo, que ha expresado el gran interés del Gobierno de España para impulsar la aprobación de la Directiva sobre Igualdad de Trato en los ámbitos distintos del empleo y la ocupación como paso imprescindible para el avance en la protección de los derechos humanos de los ciudadanos de la Unión. “Creemos en el desarrollo de una ciudadanía europea inclusiva, que asegure que todas las personas que viven en la Unión gocen de los mismos derechos y las mismas oportunidades” ha dicho Soledad Murillo, que ha añadido que para lograrlo es “necesaria una respuesta conjunta y coordinada”.

Murillo, que ha recordado el firme compromiso del Gobierno español con la igualdad de trato, la no discriminación y la diversidad, ha expresado la necesidad de “buscar entre todos vías de desbloqueo” para el impulso de esta Directiva. “Avancemos, dotemos de flexibilidad a la Directiva, pero avancemos, no nos detengamos”, ha concluido la secretaria de Estado de Igualdad.

Durante la celebración del Consejo EPSSCO, Magdalena Valerio ha mantenido encuentros bilaterales con el secretario de Estado Permanente del Ministerio Federal de Trabajo y Asuntos Sociales de Alemania, Rolf Schmachtenberg y con el ministro de Empleo de Dinamarca, Peter Hummelgaard.

18. 25/10/2019

PensionesLa Seguridad Social abona en octubre 9.768.801 pensiones contributivas

· Las nuevas altas por jubilación de enero a septiembre descienden un 7,90% respecto al mismo periodo de 2018

· Del total, 6.064.093 son de jubilación, cuya tasa de variación interanual es la más baja de los últimos dos años

· La pensión media del sistema es de 994,02 euros/mes; la de jubilación, 1.141,63

· La nómina de pensiones contributivas asciende a 9.710.391 millones de euros, que supone un incremento interanual que se modera hasta el 4,90%

El Sistema de Seguridad Social abona 9.768.801 pensiones contributivas, un 1,16% más que en octubre de 2018; se trata del menor incremento desde el pasado mes de noviembre. Destaca también que mes a mes va moderándose el crecimiento interanual del número de pensiones de jubilación, 6.054.949, que en octubre desciende hasta el 1,70%, la tasa más baja registrada en los dos últimos años (octubre 2017, 0,65%). Además hay que señalar el dato de la evolución de las nuevas altas de pensiones por jubilación registradas hasta septiembre (226.924) un 7,90% menos que en el mismo periodo de 2018 (246.388).

El sistema paga 2.363.141 pensiones de viudedad; 958.551, por incapacidad permanente; 340.228, de orfandad y 42.788, a favor de familiares.

La pensión media del Sistema, que comprende las distintas clases (jubilación, incapacidad permanente, viudedad, orfandad y a favor de familiares), es de 994,02 euros mensuales. En concreto, la pensión media de jubilación asciende a 1.141,63 euros mensuales y la de viudedad se sitúa en 714 euros. En cuanto a las nuevas altas, la pensión media de jubilación (septiembre) es de 1.439,60 euros en el conjunto del sistema.

La nómina mensual de pensiones contributivas totalizó 9.710.391, que se traduce en un incremento interanual de 4,90%, un valor que se ha ido moderando desde principios de año.

El número de afiliados por pensionista ascendió a 2,31 de media en septiembre, último dato publicado por la Seguridad Social.
19. 25/10/2019

VIII Jornadas de Derecho Laboral de Guadalajara
Magdalena Valerio asegura que “se impone la necesidad de trabajar para garantizar los derechos digitales de los trabajadores”

• La duración y distribución de la jornada, así como la conciliación de la vida laboral y familiar “son retos de futuro del marco normativo laboral”
• “El registro horario facilita la organización por parte de las empresas y asegura el respeto a los derechos de las personas trabajadoras”, explica la ministra
• “El diálogo social es una buena herramienta para formar estos acuerdos innovadores”

La ministra de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social en funciones, Magdalena Valerio, ha intervenido en las VIII Jornadas de Derecho Laboral de Guadalajara, dedicadas en esta ocasión al "Control de jornada, derecho a la intimidad y nuevas tecnologías".

La ministra Magdalena Valerio ha destacado en su intervención que la duración y distribución de la jornada de trabajo y su adaptación a las nuevas tecnologías, así como la conciliación de la vida laboral y familiar son “temas de suma importancia en el contexto actual y son retos de futuro del marco normativo laboral”.

Magdalena Valerio ha asegurado que “para luchar adecuadamente contra la precariedad laboral es necesario que las empresas dispongan de un registro diario de jornada”. Y ha recordado que el Real Decreto-ley 8/2019, de 8 de marzo de medidas urgentes de protección social y de lucha contra la precariedad laboral en la jornada de trabajo incluyó, entre otros temas, la obligación del control efectivo del horario de trabajo para garantizar el cumplimiento de los límites establecidos en las leyes. Esta norma, “claramente alineada con las previsiones europeas”, entró en vigor el 12 de mayo, pocos días antes de que el Tribunal de Justicia Europeo señalase en su sentencia, del 14 de mayo, que sin un sistema que permita computar la jornada, se dificulta “en extremo” que los trabajadores logren hacer respetar sus derechos.

En la misma línea se ha pronunciado la Organización Internacional del Trabajo (OIT), para quien, además, “el control de la jornada incidirá en la reducción de los accidentes de trabajo y los riesgos psicosociales asociados a dichas jornadas".

“El objetivo es salvaguardar el derecho de las personas trabajadoras a ejercer su actividad laboral en un tiempo previsible y a una retribución proporcional, permitiendo además la conciliación de la vida laboral y personal”, ha explicado Valerio. Además, la nueva regulación facilita la organización por parte de las empresas al contar con un “instrumento de cómputo de la jornada” y “es una oportunidad en materia de productividad y control del absentismo”.

“Estas medidas son necesarias para forjar un futuro del trabajo con justicia social, para construir vías hacia la formalización, para reducir la desigualdad y la pobreza de los trabajadores y para mejorar su seguridad y proteger su dignidad”, ha asegurado la ministra de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social en funciones.

Derechos digitales
La Organización Internacional del Trabajo también aboga por ampliar la soberanía sobre el tiempo de trabajo, lo que implica reflexionar también sobre el uso en la empresa de las tecnologías de la información y la comunicación “que permiten que se trabaje en cualquier lugar, en cualquier momento”, ha apuntado la ministra. Por eso, a medida que la revolución digital avanza “se impone la necesidad de trabajar para garantizar los derechos digitales de todos los trabajadores y trabajadoras”.

En este aspecto, la ministra ha recordado el protocolo recientemente firmado con la Agencia Española de Protección de Datos (AEPD), cuyo objetivo es dar a conocer y difundir entre organizaciones empresariales y sindicales las responsabilidades penales, civiles, laborales y de Seguridad Social y administrativas de la difusión de imágenes, vídeos o audios en el entorno laboral, cuando se refieran a datos especialmente sensibles a través de internet.

“En la era digital, los gobiernos y las organizaciones de empleadores y de trabajadores tendrán que encontrar nuevos medios para aplicar de forma eficaz a nivel nacional determinados límites máximos de las horas de trabajo, por ejemplo”. En este contexto, Valerio ha destacado la importancia del diálogo social para forjar “acuerdos innovadores”.

La ministra se ha mostrado también partidaria de que sean los empleadores quienes establezcan, con la participación de los representantes de los trabajadores, los criterios de utilización de los dispositivos digitales, en lo que se refiere al tiempo, la protección de la intimidad o los usos autorizados.

Para Magdalena Valerio, todos estos cambios deben reflejarse en un nuevo marco normativo ajustado a las nuevas realidades. “Una de las principales tareas de la futura legislatura con independencia del gobierno que sea formado”, ha asegurado Magdalena Valerio, será “la elaboración y redacción de un nuevo Estatuto de los Trabajadores para el siglo XXI”. “Nuestro marco normativo laboral está compuesto principalmente por una ley del año 1980", ha recordado.

20. 26/10/2019

 XX Congreso Asociación Nacional de Laboristas-ASNALA
“Debemos apostar por un trabajo digno, inclusivo, seguro y que armonice los intereses de trabajadores y empresarios”, asegura Magdalena Valerio

· La ministra apuesta por renovar el marco normativo laboral, “que está compuesto principalmente por una ley de 1980”
· Para abordar los retos del mercado laboral, “es fundamental el fomento del diálogo social como garantía de permanencia de la norma negociadora frente a los cambios sin consenso social”.
· “Las nuevas formas de control empresarial no pueden vulnerar los derechos de los trabajadores”, asegura
La ministra de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social en funciones, Magdalena Valerio, ha clausurado el XX Congreso de la Asociación Nacional de Laboristas ASNALA, en Segovia, el que se han abordado “Novedades Legislativas. Estado actual y panorama para una legislatura”.  

En su intervención, la ministra de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social en funciones ha analizado los retos del mercado de trabajo y cómo es necesario modernizar el marco normativo para enfrentarlos, ya que “el Estatuto de los trabajadores cumple 40 años”. En este contexto, ha asegurado, “es fundamental el fomento del diálogo social como garantía de permanencia de la norma negociadora frente a los cambios sin consenso social”.

Magdalena Valerio ha apostado porque los avances se encaminen a “garantizar un trabajo digno, un trabajo inclusivo que garantice la igualdad de trato entre hombres y mujeres, un trabajo seguro y un trabajo que tenga en cuenta de manera armonizada los intereses de trabajadores y empresarios”. Todo ello destinado a paliar los grandes problemas del mercado laboral: el desempleo, la temporalidad y la precariedad.

“Un trabajo digno no es cualquier trabajo”, ha matizado Valerio. Además de reconocer los derechos básicos del trabajo, “son necesarios salarios justos, periodos máximos de trabajo y periodos mínimos de descanso, derechos de información, transparencia y previsibilidad sobre cuánto, cómo y dónde hay que trabajar, certezas sobre la forma y las causas de extinción del contrato, estabilidad en el empleo, derecho a la formación”.

Un trabajo digno también “es aquel que respeta el derecho a la privacidad” de los trabajadores. “Las nuevas formas de control empresarial permiten una gestión más eficiente de los recursos empresariales, pero no pueden vulnerar los derechos fundamentales de los trabajadores”.

El futuro del mercado laboral
Para Magdalena Valerio, los esfuerzos normativos en el mercado laboral deben ir dirigidos a “garantizar la creación de empleo digno y la actividad económica, así como la protección de los trabajadores y trabajadoras frente a los desafíos sociales, tecnológicos y ecológicos del siglo XXI, garantizar la plena recuperación de los derechos laborales, el avance en la democracia y la participación de las trabajadoras y los trabajadores en las empresas, la necesidad de formación continua a lo largo de la vida laboral y reforzar el papel de la negociación colectiva y del diálogo social”.

En este contexto, se enmarca el registro horario aprobado por Real Decreto Ley 8/2019 de medidas urgentes de protección social y de lucha contra la precariedad laboral en la jornada de trabajo, ha explicado la ministra en funciones. “Se ha establecido una regulación equilibrada que facilita la organización por parte de las empresas de un instrumento de cómputo de la jornada y asegura el respeto de los derechos de las personas trabajadoras en lo que se refiere al ejercicio efectivo de la prestación de su actividad laboral”.

Respecto al reto que supone la igualdad en el empleo, Valerio ha asegurado que “no es admisible un marco normativo laboral que no promueva de manera efectiva y real la igualdad entre mujeres y hombres en el trabajo”. Esta igualdad debería articularse tanto en el acceso a las formas de empleo menos precarias, como al acceso a los sectores y a las categorías profesionales mejor retribuidas, a salarios iguales por trabajos de igual valor y a las mismas ventajas para conseguir promocionar.

Por otro lado, conseguir que se garantice un trabajo seguro pasa en la actualidad por enfrentar “los retos derivados de nuevas sustancias, la desaparición del vínculo físico entre el lugar de trabajo y las tareas, la expansión del tiempo de trabajo o la confusión de vida personal y laboral”.

El marco normativo laboral deberá, además, conjugar de manera armonizada los intereses de trabajadores y empresarios. “Un marco laboral que solo persiga garantizar los derechos de los trabajadores, pero que dificulte la capacidad competitiva de las empresas, no creará empleo”, ha asegurado Valerio. “Asimismo, un marco laboral solo preocupado en la competitividad de las empresas no resolverá la temporalidad ni permitirá a los trabajadores unas condiciones de trabajo digno”.

Actualización del marco normativo
“Nuestro marco normativo laboral actual está compuesto principalmente por una ley del año 1980”, ha recordado Magdalena Valerio, de ahí la necesidad de adaptarlo a las nuevas realidades y encaminarlo a garantizar el trabajo digno. El marco laboral “se ha reformado muchas veces, para adaptarla a las necesidades de cada momento”, ha explicado, aunque no siempre con buen resultado. “La última reforma, aunque pudo resolver algunos problemas puntuales en los momentos de mayor intensidad de la crisis, ha dejado sin resolver los problemas tradicionales como el elevado desempleo y la alta temporalidad, y ha añadido uno nuevo, desconocido hasta 2012, que es el de los trabajadores pobres”, ha expuesto.

En este contexto, la ministra ha invitado a enfrentar los retos de futuro del mercado laboral y las modificaciones normativas necesarias desde el diálogo y la “búsqueda sincera del consenso”.
21. 29/10/2019

Ejecución presupuestaria a 30 de septiembre de 2019.

La Seguridad Social ingresó 92.607,22 millones de euros por cotizaciones sociales, un 7,89% más que en el mismo periodo del año anterior

· Los ingresos por cuotas han experimentado un aumento de 6.769,56 millones de euros respecto a septiembre 2018
· Las cotizaciones han crecido hasta los 92.607,22 millones, mientras el gasto en pensiones contributivas se sitúa en 91.311,78 millones de euros
· A prestaciones económicas a familias se han destinado un total de 108.586,09 millones de euros
· En términos homogéneos, el déficit sería de 6.324,39 M€
La Seguridad Social ingresó hasta septiembre 92.607,22 millones de euros por cotizaciones sociales, un 7,89% más que en el mismo periodo de 2018. A este concepto se suman el resto de los ingresos como transferencias corrientes y de capital, patrimoniales, enajenación de inversiones y otros, hasta totalizar unos derechos reconocidos en términos homogéneos de 108.188,96 millones.

El gasto en términos homogéneos, por su parte, fue de 114.513,35 millones de euros, de los cuáles, 108.586,09 millones se destinaron a ayudas económicas a familias, 7,01% más que en 2018. El gasto en pensiones contributivas (invalidez, jubilación, viudedad, orfandad y en favor de familiares) es de 91.311,78 millones de euros. El incremento de esta partida en el último año ha sido de un 5,89%.

Como resultado de la diferencia entre unos derechos reconocidos netos por operaciones no financieras de 108.188,96 millones de euros y unas obligaciones reconocidas de 114.513,35 millones de euros, a 30 de septiembre, las cuentas de la Seguridad Social presentan, en términos homogéneos un saldo negativo de 6.324,39 millones de euros.

En 2019 se ha aproducido un cambio de criterio de la imputación presupuestaria de determinados gastos de 2018 asociados a la recaudación. Por este motivo, hasta septiembre de 2019 se han imputado 1.324,36 millones de euros de gastos devengados en noviembre y diciembre del pasado año que corresponden fundamentalmente al pago delegado de la incapacidad temporal y a la aportación por parte de las mutuas colaboradoras al sostenimiento de los servicios comunes. Lo que arroja un saldo negativo en el ejercicio de 2019 de 7.648,75 millones de euros, que corresponden a la diferencia entre unos derechos reconocidos por operaciones no financieras de 108.188,96 millones de euros y unas obligaciones reconocidas de 115.837,71 millones de euros (114.513,35+1.324,36).

Del volumen total de derechos reconocidos, el 90,69% corresponde a las entidades gestoras y servicios comunes de la Seguridad Social y el 9,31% restante a las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social. En cuanto a las obligaciones, el 91,70% ha sido reconocido por las entidades gestoras y el 8,30% por las mutuas colaboradoras.

Ingresos no financieros
Las cotizaciones sociales han ascendido a 92.607,22 millones de euros lo que representa, respecto al mismo período del año anterior, un aumento de 6.769,56 millones de euros en términos absolutos y de 7,89 puntos porcentuales en términos relativos, que viene originado por el aumento de la cotización de ocupados en un 7,67%, mientras que la cotización de desempleados registra un aumento del 11,62%.
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Las transferencias corrientes totalizaron 14.257,78 millones de euros, con un decremento del 5,22% sobre el importe a la misma fecha del ejercicio 2018. Habiéndose producido una reducción en las transferencias del Estado y Organismos Autónomos de 1.168,19 millones de euros en la comparación interanual, un 9,36% en términos porcentuales. Esta variacion interanual viene motivada fundamentalmente, por las transferencias recibidas del Estado por un cambio en la periodicidad con la que se produce el libramiento de las mismas.

Los ingresos patrimoniales registran 61,39 millones de euros, con un decremento interanual del 67,98%, y las tasas y otros ingresos reflejan la cantidad de 925,55 millones de euros, con un aumento interanual del 20,59%.

Gastos no financieros
Las prestaciones económicas a familias e instituciones totalizaron 108.586,09 millones de euros, con un aumento de un 7,01% respecto al ejercicio anterior. Esta cifra representa un 93,74% del gasto total realizado en el sistema de Seguridad Social. La mayor partida, 100.314,75 millones de euros corresponde a pensiones y prestaciones contributivas, con un crecimiento interanual del 7,51%.

[image: image8.jpg]Pensiones y Prestaciones contributivas

e EETY

agosto

ko

iz B0

reeere




En un análisis detallado del área contributiva, las pensiones (invalidez, jubilación, viudedad, orfandad y en favor de familiares) alcanzan un importe de 91.311,78 millones de euros.

En cuanto a las prestaciones por maternidad, paternidad y riesgo durante el embarazo se elevaron hasta los 1.913,46 millones de euros, lo que representa un incremento interanual del 11,14%. En incapacidad temporal el gasto realizado alcanza un importe de 6.778,07 millones de euros, 5.799,49 en términos homogéneos, lo que supone un incremento del 14,77%, respecto del mismo periodo del ejercicio anterior.

Por lo que respecta a los gastos de gestión realizados por la Seguridad Social, han experimentado un aumento del 2,71% en gastos de personal, un aumento del 1,88% en gastos corrientes de bienes y servicios y una disminución del 15,30% en gastos dedicados a inversiones. Con un aumento global del 1,85% interanual.

22. 29/10/2019

En la entrega de los Premios Anuales de Gestión
Valerio anima a las empresas a potenciar una gestión empresarial que armonice la productividad con el trabajo de calidad

Ver vídeo
· Esa relación debe permitirnos empresas cada vez más competitivas y un empleo productivo en condiciones de libertad, igualdad, seguridad y dignidad humanas
· España cuenta con un número de certificados de excelencia EFQM superior a cualquier país de Europa y del mund
La ministra de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social en funciones, Magdalena Valerio, ha señalado durante su intervención en la entrega de Premios Anuales de Gestión que concede el Club de Excelencia que “la mejor gestión empresarial contribuye a enriquecer el debate en torno al futuro del trabajo que queremos crear en España”; debate que se vertebra en la indisoluble relación entre las personas y el trabajo, en el que las empresas deben jugar un papel esencial.

Dicha relación, ha resaltado Valerio, “debe permitirnos empresas cada vez más competitivas y un empleo productivo en condiciones de libertad, igualdad, seguridad y dignidad humana”. Calidad en el empleo que, para el Gobierno; constituye “un pilar del futuro del trabajo” y en el que la innovación será una pieza clave.

Las empresas, según la titular de Trabajo, “tienen alma, valores y principios, cada vez más valorados por proveedores, clientes y ciudadanos en general”. Por ello, “el camino de la excelencia en la gestión es, sin duda, un camino de éxito”; ya que la buena gestión se traduce en mejores resultados. “Superaremos el reto de un entorno internacional cada vez más competitivo con una gestión empresarial capaz de armonizar productividad y trabajo de calidad”.

La ministra de Trabajo en funciones ha felicitado a las organizaciones premiadas alentándolas para que consideren este galardón “más como un punto de partida que como un destino final y un aliciente para seguir realizando su labor de modo admirable“. La excelencia en la gestión, a su juicio, debe servir como “espejo de superación continua y de estímulo al conjunto de las empresas españolas”. En especial, ha continuado, reconoce a las personas responsables de configurar equipos humanos comprometidos con el proyecto empresarial y con la excelencia en la gestión, elemento fundamental para aumentar la competitividad de la economía española.

Nuevo modelo de gestión
Precisamente, el nuevo Modelo Europeo de Excelencia Empresarial (EFQM) ha sido reorientado en su versión 2020 “para hacer más sencillo el acceso a la innovación y la sostenibilidad en la gestión a todo tipo de organizaciones”. Es una garantía para que la empresa europea sea “competitiva en lo económico, pero no a cualquier precio, puesto que la sociedad no admite ya a una empresa que actúe irresponsablemente, sin integrar la diversidad”

España cuenta con un número de certificados de excelencia EFQM superior a cualquier país de Europa y del mundo, lo que refleja “el magnífico grado de excelencia de nuestras empresas”, ha dicho la ministra.

23. 29/10/2019

Visita de altos cargos del Ministerio.

España y China refuerzan la cooperación bilateral en materia laboral y de seguridad social

· El viaje responde a la primera fase de implementación del Memorando de Entendimiento (MoU), firmado en noviembre de 2018
La directora general de Economía Social, Trabajo Autónomo y Responsabilidad Social Corporativa, María Antonia Pérez León, y el director general del Servicio Público de Empleo Estatal (SEPE), Gerardo Gutiérrez Ardoy, iniciaron ayer lunes, 28 de octubre, una visita oficial a China, con una primera jornada de trabajo con las autoridades de la NDRC en Pekín en cumplimiento de la primera fase de implementación del Memorando de Entendimiento (MoU) que vincula a ambos países desde hace casi un año.

El Memorando, con una vigencia inicial prevista de dos años de duración, aborda en su primer año de ejecución una cooperación reforzada en materia de empleo. Le seguirá una segunda fase de implementación, en España, en la que se desarrollarán específicamente los capítulos ligados a la seguridad social.

La visita, que surge a petición de las autoridades chinas tras el intenso trabajo conjunto realizado entre 2014-2019 en el marco del Proyecto UE-China para la Reforma de la Protección Social y la posterior firma en mayo de 2017 del Convenio y Acuerdo Administrativo de Seguridad Social, servirá para reforzar la cooperación bilateral en el ámbito de la promoción y protección del empleo y el diseño de un sistema integral de seguridad social en China, en un contexto de profundo envejecimiento poblacional.

Durante la primera de las cinco jornadas de trabajo en qué consistirá la visita oficial, y que ha tenido lugar en Pekín, el MITRAMISS ha presentado las principales líneas de acción desarrolladas en la legislatura por el Ministerio en el área de empleo, en particular en los campos de economía social, trabajo autónomo, formación, promoción de empleo juvenil o reincorporación de parados de larga duración al mercado laboral.

La primera de las jornadas de trabajo constató, una vez más, que ambos países se enfrentan a retos comunes a los que deben buscar soluciones conjuntas, como la adaptación de la formación a las nuevas competencias que demandan las empresas, el trabajo de plataforma o la integración laboral de colectivos vulnerables: jóvenes, mujeres o trabajadores mayores.

A lo largo de la jornada de hoy se han realizado varias visitas a instalaciones tecnológicas, incubadoras de empleo y parques de emprendimiento en la ciudad de Chengdú, en el suroeste de China, en las que se ha expuesto y debatido sobre el potencial de generación de empleo de estos sectores, vinculados a las tecnologías de la información y comunicación (inteligencia artificial, desarrollo de redes 5G, Big Data, etc.).

Ambos directores generales han visitado también el parque empresarial y las instalaciones de incubadoras de empresas de internet de la ciudad de Hanzhong; así como el parque de innovación y emprendimiento para agricultores profesionales de la ciudad de Xi´an. 
VIII. SENTENCIAS Y AUTOS  DEL TJUE
1 Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Segunda) de 10 de octubre de 2019.
Adelheid Krah contra Universität Wien.
Petición de decisión prejudicial planteada por Oberlandesgericht Wien.
Procedimiento prejudicial — Libre circulación de personas — Artículo 45 TFUE — Trabajadores — Reglamento (UE) n.º 492/2011 — Artículo 7, apartado 1 — Senior lecturers/postdoc — Limitación del cómputo de los períodos anteriores de actividad relevante cumplidos en otro Estado miembro — Sistema de retribución que vincula el beneficio de una retribución más elevada a la antigüedad acumulada en el empresario actual.
Asunto C-703/17.
Edición provisional

SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA (Sala Segunda) de 10 de octubre de 2019 (*)

«Procedimiento prejudicial — Libre circulación de personas — Artículo 45 TFUE — Trabajadores — Reglamento (UE) n.º 492/2011 — Artículo 7, apartado 1 — Senior lecturers/postdoc — Limitación del cómputo de los períodos anteriores de actividad relevante cumplidos en otro Estado miembro — Sistema de retribución que vincula el beneficio de una retribución más elevada a la antigüedad acumulada en el empresario actual»

En el asunto C‑703/17,

que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Oberlandesgericht Wien (Tribunal Superior Regional de Viena, Austria), mediante resolución de 7 de diciembre de 2017, recibida en el Tribunal de Justicia el 15 de diciembre de 2017, en el procedimiento entre

Adelheid Krah
y

Universität Wien,

EL TRIBUNAL DE JUSTICIA (Sala Segunda),

integrado por el Sr. A. Arabadjiev, Presidente de Sala, y los Sres. K. Lenaerts (Ponente), Presidente del Tribunal de Justicia, en funciones de Juez de la Sala Segunda, y C. Vajda, Jueces;

Abogado General: Sr. M. Bobek;

Secretaria: Sra. C. Strömholm, administradora;

habiendo considerado los escritos obrantes en autos y celebrada la vista el 23 de enero de 2019;

consideradas las observaciones presentadas:

–        en nombre de la Sra. Krah, por el Sr. S. Jöchtl;

–        en nombre de la Universität Wien, por la Sra. A. Potz, Rechtsanwältin;

–        en nombre del Gobierno austriaco, por la Sra. J. Schmoll, en calidad de agente;

–        en nombre de la Comisión Europea, por los Sres. D. Martin y M. Kellerbauer, en calidad de agentes;

oídas las conclusiones del Abogado General, presentadas en audiencia pública el 23 de mayo de 2019;

dicta la siguiente

Sentencia

1        La petición de decisión prejudicial tiene por objeto la interpretación del artículo 45 TFUE, del artículo 7, apartado 1, del Reglamento (UE) n.º 492/2011 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de abril de 2011, relativo a la libre circulación de los trabajadores dentro de la Unión (DO 2011, L 141, p. 1), y de los artículos 20 y 21 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (en lo sucesivo, «Carta»).

2        Esta petición se ha presentado en el contexto de un litigio entre la Sra. Adelheid Krah y la Universität Wien (Universidad de Viena, Austria) en relación con el cómputo parcial de los períodos anteriores de actividad relevante que cumplió en la Universität München (Universidad de Múnich, Alemania) y en la Universidad de Viena a efectos de determinar el importe de su retribución.

 Marco jurídico

 Derecho de la Unión
3        El artículo 7, apartado 1, del Reglamento n.º 492/2011 dispone:

«En el territorio de otros Estados miembros y por razón de la nacionalidad, el trabajador nacional de un Estado miembro no podrá ser tratado de forma diferente a los trabajadores nacionales, en cuanto se refiere a las condiciones de empleo y de trabajo, especialmente en materia de retribución, de despido y de reintegración profesional o de nuevo empleo, si hubiera quedado en situación de desempleo.»

 Derecho austriaco
4        Con arreglo al artículo 6 de la Universitätsgesetz 2002 (Ley de 2002 de Universidades, BGBl. I, 120/2002), el Rahmenkollektivvertrag für ArbeitnehmerInnen an Universitäten (Convenio Colectivo aplicable al Personal de las Universidades), de 15 de febrero de 2011 (en lo sucesivo, «convenio colectivo») se aplicará a todas las universidades austriacas que forman parte de una federación que agrupa actualmente a 21 universidades, como empresarios.

5        Con arreglo a los artículos 26, apartado 3, y 48 del convenio colectivo, en su versión aplicable al litigio principal, la Sra. Krah está comprendida en la categoría salarial B1.

6        El artículo 49, apartado 3, del convenio colectivo prevé:

«El sueldo bruto mensual en la categoría salarial B1 es de 2 696,50 euros.

Dicho importe se incrementará:

a)      después de tres años de actividad hasta alcanzar 3 203,30 euros. El período de tres años se reducirá en función de los períodos respecto de los que se demuestre que corresponden a experiencia anterior relacionada con la función;

b)      después de ocho años de actividad en la clasificación conforme a la letra a), o en caso de estar en posesión de un doctorado, cuando este haya sido una condición para establecer la relación laboral (plaza postdoc), hasta alcanzar 3 590,70 euros;

c)      después de ocho años de actividad en la clasificación conforme a la letra b) hasta alcanzar 3 978,30 euros;

d)      después de ocho años de actividad en la clasificación conforme a la letra c) hasta alcanzar 4 186,90 euros.»

 Litigio principal y cuestiones prejudiciales

7        La Sra. Krah, de nacionalidad alemana, tiene un doctorado en Historia. Ha trabajado como encargada de curso durante cinco años en la Universidad de Múnich.

8        A partir del semestre de invierno 2000/2001, trabajó en la Universidad de Viena como encargada de curso.

9        Tras presentar su Habilitationsschrift (tesis postdoctoral para la habilitación como profesor universitario), la Sra. Krah obtuvo, mediante resolución de la Universidad de Viena de 12 de marzo de 2002, la capacitación para ejercer como profesora universitaria de Historia con arreglo a un contrato de duración determinada. A continuación ejerció la actividad docente a razón de al menos siete horas semanales cada semestre, en el marco de contratos de enseñanza de duración determinada.

10      A partir del 1 de octubre de 2010, la Sra. Krah fue contratada como senior lecturer/postdoc en el escalón retributivo B1, de acuerdo con el convenio colectivo. Su contrato, inicialmente de duración determinada, fue prorrogado, a partir del 1 de marzo de 2013, por una duración indefinida. Para establecer su categoría salarial, y de conformidad con el convenio colectivo, no se computó ninguno de los períodos anteriores de actividad en el marco de dicho contrato.

11      Mediante resolución del rectorado de la Universidad de Viena de 8 de noviembre de 2011 (en lo sucesivo, «resolución de 8 de noviembre de 2011»), la Universidad decidió, no obstante, computar los períodos anteriores de actividad relevante llevados a cabo por los senior lecturers/postdoc hasta una duración total de cuatro años como máximo en caso de entrada en servicio el 1 de octubre de 2011 o con posterioridad a esa fecha. Al computar esos períodos anteriores de actividad relevante, no hizo ninguna distinción entre los períodos cumplidos en Austria y los cumplidos en Alemania.

12      Por lo que respecta a la Sra. Krah, se computó un período anterior de actividad relevante de cuatro años en su clasificación retroactiva con efectos a partir del 1 de octubre de 2010, de modo que se le encuadró en el escalón retributivo B1, en las condiciones establecidas en el punto b) del artículo 49, apartado 3, del convenio colectivo. El ascenso de escalón tendría lugar tras cumplir cuatro años de antigüedad.

13      La Sra. Krah presentó ante el Arbeits- und Sozialgericht Wien (Tribunal de lo Laboral y Social de Viena, Austria) una demanda dirigida a que se computaran la totalidad de sus períodos anteriores de actividad, a saber, los ochos años y medio en la Universidad de Viena y los cinco años en la Universidad de Múnich, con el fin de que se le encuadrara en un escalón retributivo más elevado. De ese modo, solicitó que se condenara a la Universidad de Viena a abonarle una cantidad que ascendía a 2 727,20 euros, incrementada con los intereses, en concepto de la retribución no percibida por el período comprendido entre el 13 de junio de 2014 y el 13 de agosto de 2015.

14      Al desestimar su demanda el Arbeits- und Sozialgericht Wien (Tribunal de lo Laboral y Social de Viena), la Sra. Krah interpuso un recurso de apelación contra la sentencia de ese tribunal ante el órgano jurisdiccional remitente, el Oberlandesgericht Wien (Tribunal Superior Regional de Viena, Austria). Este alberga dudas acerca del alcance del principio de no discriminación por razón de la nacionalidad y del derecho a la libre circulación de trabajadores, garantizados por el Derecho de la Unión.

15      En estas circunstancias, el Oberlandesgericht Wien (Tribunal Superior Regional de Viena) decidió suspender el procedimiento y plantear al Tribunal de Justicia las siguientes cuestiones prejudiciales:

«1)      ¿Debe interpretarse el Derecho de la Unión, en particular el artículo 45 TFUE, el artículo 7, apartado 1, del Reglamento [n.º 492/2011], y los artículos 20 y 21 de la [Carta], en el sentido de que se opone a una normativa conforme a la cual los [períodos anteriores de actividad relevante] cumplidos por un miembro del cuerpo docente de la Universidad de Viena, independientemente de si se trata de períodos de empleo en la Universidad de Viena o en otras universidades en Austria o extranjeras o en centros comparables, son computables únicamente hasta un total de tres o cuatro años?

2)      Un régimen de retribución que no prevé el cómputo íntegro de los [períodos anteriores de actividad relevante], pero que al mismo tiempo vincula una retribución superior a la duración del empleo con el mismo empresario, ¿es contrario a la libre circulación de los trabajadores prevista en el artículo 45 TFUE, apartado 2, y al artículo 7, apartado 1, del Reglamento n.º 492/2011?»

 Sobre las cuestiones prejudiciales

 Sobre la primera cuestión prejudicial
16      Mediante su primera cuestión prejudicial, el órgano jurisdiccional remitente pregunta, en esencia, si el artículo 45 TFUE, el artículo 7, apartado 1, del Reglamento n.º 492/2011 y los artículos 20 y 21 de la Carta deben interpretarse en el sentido de que se oponen a una normativa de una universidad de un Estado miembro, como la controvertida en el litigio principal, que, para establecer la categoría salarial de un trabajador contratado como senior lecturer/postdoc en esa universidad, solo computa hasta una duración de cuatro años como máximo los períodos anteriores de actividad relevante llevados a cabo por ese trabajador, tanto si se trata de períodos de actividad llevados a cabo en esa misma universidad como en otras universidades o centros comparables situados en ese Estado miembro o en otro Estado miembro.

17      Con carácter preliminar, procede señalar que, aunque la primera cuestión prejudicial hace referencia a los artículos 20 y 21 de la Carta, de la resolución de remisión se desprende que, mediante esa cuestión prejudicial, el órgano jurisdiccional remitente solicita al Tribunal de Justicia que interprete, en el marco de la libre circulación de los trabajadores, el principio de no discriminación por razón de la nacionalidad y el concepto de obstáculo a la libre circulación.

18      Si bien es cierto que el artículo 21, apartado 2, de la Carta consagra el principio de no discriminación por razón de la nacionalidad, procede, no obstante, recordar que el artículo 52, apartado 2, de la Carta dispone que los derechos reconocidos por esta que constituyen disposiciones de los Tratados se ejercerán en las condiciones y dentro de los límites determinados por estos. Es lo que sucede con el artículo 21, apartado 2, de la Carta que corresponde, como confirman las Explicaciones sobre la Carta de los Derechos Fundamentales (DO 2007, C 303, p. 17) relativas a esa disposición, con el artículo 18 TFUE, párrafo primero, y debe aplicarse con arreglo a este (véase, por analogía, la sentencia de 4 de julio de 2013, Gardella, C‑233/12, EU:C:2013:449, apartado 39).

19      A este respecto, procede recordar que, según reiterada jurisprudencia, el artículo 18 TFUE, que consagra el principio general de no discriminación por razón de la nacionalidad, solo se aplicaba de manera autónoma en situaciones que se rijan por el Derecho de la Unión y para las que el Tratado FUE no establezca normas específicas que prohíban la discriminación. Pues bien, el principio de no discriminación ha sido aplicado, en el ámbito de la libre circulación de los trabajadores, por el artículo 45 TFUE (véase, en ese sentido, la sentencia de 18 de julio de 2017, Erzberger, C‑566/15, EU:C:2017:562, apartados 25 a 27).

20      De ello se desprende que procede examinar la primera cuestión prejudicial únicamente a la luz del artículo 45 TFUE y del artículo 7, apartado 1, del Reglamento n.º 492/2011.

 Sobre el artículo 45 TFUE, apartado 2, y el artículo 7, apartado 1, del Reglamento n.º 492/2011
21      El artículo 45 TFUE, apartado 2, prohíbe toda discriminación por razón de la nacionalidad entre los trabajadores de los Estados miembros con respecto al empleo, la retribución y las demás condiciones de trabajo. El artículo 7, apartado 1, del Reglamento n.º 492/2011 no es más que la expresión particular del principio de no discriminación, consagrado en el artículo 45 TFUE, apartado 2, en el ámbito específico de las condiciones de empleo y de trabajo, y, por consiguiente, ha de ser interpretado del mismo modo que este último artículo (sentencias de 5 de diciembre de 2013, Zentralbetriebsrat der gemeinnützigen Salzburger Landeskliniken, C‑514/12, en lo sucesivo, «sentencia SALK», EU:C:2013:799, apartado 23; de 13 de marzo de 2019, Gemeinsamer Betriebsrat EurothermenResort Bad Schallerbach, C‑437/17, EU:C:2019:193, apartado 16, y de 8 de mayo de 2019, Österreichischer Gewerkschaftsbund, C‑24/17, EU:C:2019:373, apartados 68 y 69).

22      Una normativa de una universidad de un Estado miembro, como la controvertida en el litigio principal, que prevé un cómputo parcial de los períodos anteriores de actividad relevante para determinar el escalón retributivo aplicable, forma parte incontestablemente del ámbito de las condiciones de empleo y trabajo. Por tanto, está comprendida en el ámbito de aplicación de las disposiciones citadas en el apartado anterior (véanse, por analogía, las sentencias SALK, apartado 24, y de 13 de marzo de 2019, Gemeinsamer Betriebsrat EurothermenResort Bad Schallerbach, C‑437/17, EU:C:2019:193, apartado 17).

23      A este respecto, según reiterada jurisprudencia, la regla de igualdad de trato establecida tanto en el artículo 45 TFUE como en el artículo 7 del Reglamento n.º 492/2011 prohíbe no solo las discriminaciones ostensibles basadas en la nacionalidad, sino también todas las formas disimuladas de discriminación que, a través de otros criterios de distinción, conduzcan de hecho al mismo resultado (véanse, en ese sentido, las sentencias SALK, apartado 25; de 13 de marzo de 2019, Gemeinsamer Betriebsrat EurothermenResort Bad Schallerbach, C‑437/17, EU:C:2019:193, apartado 18, y de 8 de mayo de 2019, Österreichischer Gewerkschaftsbund, C‑24/17, EU:C:2019:373, apartado 70).

24      En esas circunstancias, el Tribunal de Justicia ha precisado que, a menos que esté justificada objetivamente y sea proporcionada al objetivo perseguido, una disposición de Derecho nacional, aunque sea indistintamente aplicable a todos los trabajadores con independencia de la nacionalidad, debe considerarse indirectamente discriminatoria cuando, por su propia naturaleza, pueda afectar más a los trabajadores nacionales de otros países que a los trabajadores nacionales e implique, por consiguiente, el riesgo de perjudicar, en particular, a los primeros (véanse, en ese sentido, las sentencias SALK, apartado 26; de 13 de marzo de 2019, Gemeinsamer Betriebsrat EurothermenResort Bad Schallerbach, C‑437/17, EU:C:2019:193, apartado 19, y de 8 de mayo de 2019, Österreichischer Gewerkschaftsbund, C‑24/17, EU:C:2019:373, apartado 71).

25      En el presente asunto, en virtud de la resolución de 8 de noviembre de 2011, la Universidad de Viena decidió computar los períodos anteriores de actividad relevante cumplidos por los senior lecturers/postdoc hasta una duración máxima de cuatro años, a efectos de establecer su categoría salarial, sin distinguir distinción entre los períodos cumplidos en Austria y los cumplidos en el extranjero.

26      Con arreglo al convenio colectivo, la experiencia profesional relevante se define como «experiencia anterior relacionada con la función», de modo que están comprendidas en esa definición no solo las actividades anteriores que son equivalentes, o incluso idénticas, a las que el trabajador debe ejercer en el marco de sus funciones en la Universidad de Viena, sino también cualquier otro tipo de actividades que resulten útiles para el ejercicio de dichas funciones, como las actividades extrauniversitarias y los períodos de prácticas.

27      En la vista ante el Tribunal de Justicia, y como señaló el Abogado General en el punto 55 de sus conclusiones, se confirmó que dicha limitación de cuatro años también se aplica a la experiencia profesional acumulada en la Universidad de Viena en una función diferente de la de senior lecturer/postdoc.

28      Por lo que respecta a la existencia de una eventual discriminación contraria al artículo 45 TFUE, apartado 2, y al artículo 7, apartado 1, del Reglamento n.º 492/2011, procede señalar de entrada que una resolución como la del 8 de noviembre de 2011 es indistintamente de aplicación a la totalidad de los trabajadores contratados por la Universidad de Viena, con independencia de su nacionalidad. Por tanto, no puede considerarse que una resolución de ese tipo constituya una discriminación basada directamente en la nacionalidad.

29      Dicho esto, una normativa de una universidad de un Estado miembro, como la controvertida en el litigio principal, establece una diferencia de trato entre los trabajadores en función del empresario con el que se ha adquirido la experiencia profesional. En efecto, de la resolución de 8 de noviembre de 2011 se desprende que la experiencia profesional adquirida por un trabajador que ha ejercido la función de senior lecturer/postdoc o una función equivalente, en una o más universidades o instituciones comparables distintas de la Universidad de Viena, solo se computará, a efectos de establecer su categoría salarial, en el momento de su contratación por esa universidad, hasta un máximo de cuatro años, aunque su experiencia profesional sea, en realidad, superior a cuatro años. De ese modo, un trabajador quedará clasificado, en el momento de su entrada en funciones, en un escalón salarial inferior al de un trabajador que ha ejercido la función de senior lecturer/postdoc durante períodos de actividad de la misma duración total en la Universidad de Viena.

30      La resolución de 8 de noviembre de 2011 desfavorece a la totalidad de los trabajadores, tanto austriacos como nacionales de otros Estados miembros, que han ejercido la función de senior lecturer/postdoc o una función equivalente durante períodos de actividad superiores a cuatro años, en una o más universidades o centros comparables distintos de la Universidad de Viena, respecto de quienes han ejercido la función de senior lecturer/postdoc durante períodos de actividad de la misma duración total en esa última universidad.

31      Para que esa diferencia de trato entre los trabajadores, en función del empresario con el que han adquirido la experiencia profesional computable, sea considerada indirectamente discriminatoria, en el sentido del artículo 45 TFUE, apartado 2, y del artículo 7, apartado 1, del Reglamento n.º 492/2011, debe no obstante poder, por su propia naturaleza, afectar más a los trabajadores nacionales de los demás Estados miembros que a los trabajadores nacionales.

32      Pues bien, de la resolución de remisión se desprende que nada indica que, cuando presentan su candidatura para un puesto de senior lecturer/postdoc, los trabajadores nacionales de otros Estados miembros puedan, en mayor medida que los trabajadores austriacos, haber ejercido esa función o una función equivalente durante períodos de actividad superiores a cuatro años, en una o más universidades o centros comparables distintos de la Universidad de Viena. Por lo tanto, no ha quedado acreditado que la resolución de 8 de noviembre de 2011 beneficie en particular a los trabajadores austriacos respecto de los trabajadores nacionales de otros Estados miembros.

33      Por otro lado, a diferencia de lo que sostiene la Comisión en sus observaciones escritas, el hecho de que la resolución de 8 de noviembre de 2011 dé lugar a una discriminación indirecta, en el sentido del artículo 45 TFUE, apartado 2, y del artículo 7, apartado 1, del Reglamento n.º 492/2011, no puede deducirse de la sentencia SALK.

34      En efecto, la normativa nacional controvertida en el asunto que dio lugar a dicha sentencia preveía que, para determinar la fecha de referencia a efectos de la progresión de los empleados del Land Salzburg (estado federado de Salzburgo, Austria) a los escalones retributivos superiores de su categoría, se computarían en su totalidad los períodos de actividad desempeñados sin interrupción al servicio del estado federado, mientras que cualquier otro período de actividad se computaría solo hasta el 60 % del total. Como se desprende del apartado 40 de la sentencia SALK, esa normativa tenía como finalidad permitir la movilidad en el seno de un grupo de distintos empleadores de dicho estado federado, y ello con independencia de si la experiencia profesional adquirida con uno de los empresarios de ese grupo era relevante respecto de las funciones que debía ejercer con otro empresario del citado grupo.

35      En el apartado 28 de la citada sentencia, el Tribunal de Justicia determinó que la normativa en cuestión podía afectar más a los trabajadores nacionales de otros Estados miembros que a los trabajadores nacionales, perjudicando en mayor medida a los primeros, puesto que muy probablemente estos habrían acumulado una experiencia profesional en un Estado miembro que no fuera la República de Austria antes de incorporarse a los servicios del estado federado de Salzburgo. De ese modo, dicha normativa favorecía más la movilidad de los trabajadores nacionales que la de los trabajadores nacionales de otros Estados miembros.

36      No obstante, como ya se ha constatado en el apartado 32 de la presente sentencia, no sucede así en el litigio principal.

37      De ello se desprende que la conclusión que se deriva de la sentencia SALK no puede transponerse a la situación del litigio principal, que surge de la aplicación de la resolución de 8 de noviembre de 2011 (véase, por analogía, la sentencia de 13 de marzo de 2019, Gemeinsamer Betriebsrat EurothermenResort Bad Schallerbach, C‑437/17, EU:C:2019:193, apartado 33).

38      De las consideraciones anteriores se desprende que una normativa de una universidad de un Estado miembro como la controvertida en el litigio principal, que establece una diferencia de trato entre los trabajadores en función del empresario con el que adquirieron la experiencia profesional que debe computarse a efectos de su clasificación salarial, no presenta un carácter indirectamente discriminatorio respecto de los trabajadores nacionales de otros Estados miembros ni es, por tanto, contraria al artículo 45 TFUE, apartado 2.

 Sobre el artículo 45 TFUE, apartado 1
39      Procede también determinar si una normativa de una universidad de un Estado miembro, como la controvertida en el litigio principal, constituye un obstáculo a la libre circulación de los trabajadores prohibida por el artículo 45 TFUE, apartado 1.

40      A este respecto, procede recordar que el conjunto de disposiciones del Tratado FUE que se refieren a la libre circulación de personas y las disposiciones del Reglamento n.º 492/2011 tienen por objeto facilitar a los nacionales de los Estados miembros el ejercicio de cualquier tipo de actividad profesional en el territorio de la Unión y se oponen a las medidas que puedan colocar a estos nacionales en una situación desfavorable en el supuesto de que deseen ejercer una actividad por cuenta ajena en el territorio de otro Estado miembro (sentencias SALK, apartado 32, y de 8 de mayo de 2019, Österreichischer Gewerkschaftsbund, C‑24/17, EU:C:2019:373, apartado 77).

41      En este contexto, los nacionales de los Estados miembros disfrutan, en particular, del derecho, directamente reconocido en el Tratado, a abandonar su Estado miembro de origen para desplazarse al territorio de otro Estado miembro y residir en él con el fin de ejercer un empleo. En consecuencia, el artículo 45 TFUE se opone a cualquier medida nacional que pueda obstaculizar o hacer menos atractivo el ejercicio, por parte de los nacionales de la Unión, de la libertad fundamental garantizada por este artículo (sentencia de 18 de julio de 2017, Erzberger, C‑566/15, EU:C:2017:562, apartado 33).

 Sobre la existencia de un obstáculo
42      En el litigio principal, en virtud de la resolución de 8 de noviembre de 2011, los períodos anteriores de actividad relevante desempeñados por un senior lecturer/postdoc en una universidad distinta de la Universidad de Viena solo son computados por esta, a efectos de establecer su categoría salarial, hasta un máximo de una duración total de cuatro años.

43      Como se desprende del apartado 26 de la presente sentencia, están comprendidas en la definición de experiencia profesional relevante no solo las actividades anteriores que son equivalentes, o incluso idénticas, a las que el trabajador debe ejercer en el marco de su función en la Universidad de Viena, sino también cualquier otro tipo de actividades que resulten meramente útiles para el ejercicio de esa función.

44      A este respecto, es preciso recordar que el Derecho primario de la Unión no puede garantizar a un trabajador que su desplazamiento a un Estado miembro distinto de su Estado miembro de origen sea neutro en materia social, puesto que, habida cuenta de las disparidades existentes entre los regímenes y las legislaciones de los Estados miembros, tal desplazamiento puede ser, según los casos, más o menos ventajoso en este aspecto para la persona de que se trate (sentencias de 18 de julio de 2017, Erzberger, C‑566/15, EU:C:2017:562, apartado 34, y de 13 de marzo de 2019, Gemeinsamer Betriebsrat EurothermenResort Bad Schallerbach, C‑437/17, EU:C:2019:193, apartado 37).

45      El artículo 45 TFUE no otorga, por tanto, a dicho trabajador el derecho a reivindicar en el Estado miembro de acogida las condiciones de trabajo de que disfrutaba en el Estado miembro de origen con arreglo a la legislación nacional de este último (sentencia de 18 de julio de 2017, Erzberger, C‑566/15, EU:C:2017:562, apartado 35).

46      En efecto, el Derecho de la Unión tan solo garantiza que los trabajadores que ejerzan una actividad en el territorio de un Estado miembro distinto de su Estado miembro de origen estarán sujetos a las mismas condiciones que los trabajadores del Estado miembro de acogida (véanse, en ese sentido, las sentencias de 23 de enero de 2019, Zyla, C‑272/17, EU:C:2019:49, apartado 45, y de 13 de marzo de 2019, Gemeinsamer Betriebsrat EurothermenResort Bad Schallerbach, C‑437/17, EU:C:2019:193, apartado 38).

47      En primer lugar, por lo que respecta a la experiencia profesional equivalente, procede señalar que los trabajadores nacionales de otros Estados miembros que han ejercido, durante períodos de actividad superiores a cuatro años, la función de senior lecturer/postdoc o una función equivalente en una o más universidades o centros comparables situados en su Estado miembro de origen se verán disuadidos de presentar su candidatura a un puesto de senior lecturer/postdoc en la Universidad de Viena y, por lo tanto, ejercer su derecho a la libre circulación si, pese a haber realizado, en esencia, el mismo trabajo en su Estado miembro de origen, al determinar su categoría salarial no se computa la totalidad de su experiencia profesional.

48      Pues bien, el hecho de que el cómputo parcial de la experiencia profesional equivalente pueda obstaculizar la libre circulación de los trabajadores no se basa en un conjunto de circunstancias demasiado aleatorias e indirectas, contrariamente a lo que sucedía con la normativa nacional controvertida en el asunto que dio lugar a la sentencia de 13 de marzo de 2019, Gemeinsamer Betriebsrat EurothermenResort Bad Schallerbach (C‑437/17, EU:C:2019:193), en la que se trataba de recompensar la fidelidad de un asalariado hacia un empresario determinado, como se desprende en particular del apartado 33 de dicha sentencia.

49      En el presente asunto, el cómputo de la totalidad de la experiencia profesional equivalente adquirida por unos trabajadores en una universidad de un Estado miembro distinto de Austria tendría por efecto que los trabajadores de otros Estados miembros que han ejercido, durante períodos de actividad superiores a cuatro años, la función de senior lecturer/postdoc o una función equivalente en una o más universidades o centros comparables situados en el Estado miembro de origen estén sujetos, a efectos de su categoría salarial, a las mismas condiciones que los trabajadores que ejercen la función de senior lecturer/postdoc durante períodos de actividad de la misma duración total en la Universidad de Viena. Por lo tanto, puede suponerse razonablemente que se trata de un elemento relevante en la decisión de esos trabajadores de presentar su candidatura a un puesto de senior lecturer/postdoc en la Universidad de Viena y de abandonar su Estado miembro de origen.

50      En segundo lugar, por lo que respecta, en cambio, al cómputo de la totalidad de la experiencia profesional que, sin ser equivalente, resulta meramente útil para el ejercicio de la función de senior lecturer/postdoc, el principio de la libre circulación de los trabajadores establecido en el artículo 45 TFUE no obliga a dicho cómputo, ya que no es necesario para garantizar que los trabajadores austriacos y los nacionales de otros Estados miembros estén sujetos, a efectos de su clasificación salarial, a las mismas condiciones. En efecto, considerar que un trabajador, cuya experiencia profesional equivalente adquirida en el Estado miembro de origen ya se computa en su totalidad a efectos de su categoría salarial inicial como senior lecturer/postdoc en la universidad de otro Estado miembro, se vería disuadido de presentar su candidatura si la totalidad de cualquier otro tipo de experiencia profesional acumulada en el Estado miembro de origen no se computara parece basarse en un conjunto de circunstancias demasiado aleatorias e indirectas para que pueda considerarse un obstáculo a la libre circulación de los trabajadores.

51      Por tanto, por lo que respecta al cómputo parcial de la experiencia profesional relevante, procede distinguir la experiencia profesional equivalente, por un lado, de cualquier otro tipo de experiencia profesional que resulte meramente útil para el ejercicio de la función de senior lecturer/postdoc, por otro lado.

52      Por tanto, si resultara que la Sra. Krah ha ejercido una actividad en la Universidad de Múnich que es, en esencia, equivalente a la que ejerce, como senior lecturer/postdoc en la Universidad de Viena, extremo que incumbe verificar al órgano jurisdiccional remitente, el hecho de que no se compute en su totalidad dicha experiencia profesional constituye un obstáculo a la libre circulación.

53      Si, por el contrario, la Sra. Krah no ha adquirido esa experiencia profesional equivalente en su Estado miembro de origen, el cómputo parcial, por la Universidad de Viena, de dicha experiencia no constituye un obstáculo de ese tipo.

54      De ello se desprende que, si una normativa de una universidad de un Estado miembro como la controvertida en el litigio principal no computa la totalidad de los períodos anteriores de actividad equivalente cumplidos en el Estado miembro de origen, puede hacer menos atractiva la libre circulación de los trabajadores, en infracción del artículo 45 TFUE, apartado 1.

 Sobre la justificación del obstáculo
55      Una normativa de una universidad de un Estado miembro, como la controvertida en el litigio principal, solo puede aceptarse si persigue alguno de los objetivos legítimos establecidos en el Tratado FUE o está justificada por razones imperiosas de interés general. En tal caso, también es necesario que su aplicación sea adecuada para garantizar la realización del objetivo que persigue y no vaya más allá de lo necesario para alcanzar dicho objetivo (véanse en ese sentido, en particular, las sentencias SALK, apartado 36, y de 8 de mayo de 2019, Österreichischer Gewerkschaftsbund, C‑24/17, EU:C:2019:373, apartado 84).

56      A este respecto, la Universidad de Viena alega, refiriéndose a los apartados 34 y siguientes de la sentencia de 3 de octubre de 2006, Cadman (C‑17/05, EU:C:2006:633), que la resolución de 8 de noviembre de 2011 tiene por objeto recompensar la experiencia profesional acumulada en el sector de que se trata, que pone al trabajador en condiciones de efectuar mejores prestaciones. Cuatro años de experiencia profesional son habitualmente necesarios para adquirir los conocimientos pedagógicos que permiten ejercer de modo óptimo la actividad de senior lecturer/postdoc, conocimientos que se adquieren durante los primeros años de actividad. Por el contrario, el cómputo de la experiencia profesional superior a cuatro años de actividad no conduciría a una mejora de las prestaciones que ha de llevar a cabo el trabajador.

57      Es cierto que, en el apartado 34 de dicha sentencia, el Tribunal de Justicia consideró que constituye una finalidad legítima de política salarial el hecho de recompensar, en particular, la experiencia acumulada que permite al trabajador desempeñar mejor sus tareas.

58      A este respecto, el Tribunal de Justicia consideró, en el apartado 35 de la sentencia, que, por regla general, el criterio de la antigüedad sirve para alcanzar dicho objetivo. En efecto, la antigüedad lleva consigo la experiencia y esta permite por lo general al trabajador desempeñar mejor sus tareas.

59      No obstante, en el presente asunto, la Universidad de Viena limita en cuatro años el número de años de experiencia profesional equivalente que puede computarse a efectos de la categoría salarial. De ese modo, cuestiona el hecho de que la experiencia adquirida en el tiempo lleve consigo una mejora de la calidad de las prestaciones llevadas a cabo por el trabajador.

60      Además, de los autos remitidos al Tribunal de Justicia se desprende que, si bien es cierto que a los senior lecturers/postdoc de esa universidad se les asignan principalmente actividades de enseñanza, también deben llevar a cabo actividades de investigación y asumir actividades administrativas, sin que se haya alegado que, por lo que respecta a estas otras actividades, no deba computarse la totalidad de la experiencia adquirida, como sucede con los senior lecturers/postdoc que trabajan desde el principio en la Universidad de Viena.

61      En consecuencia, procede señalar que el obstáculo a la libre circulación de trabajadores que implica la resolución de 8 de noviembre de 2011 no es adecuado para garantizar el cumplimiento del objetivo perseguido por esta.

62      Habida cuenta de la totalidad de las consideraciones anteriores, debe responderse a la primera cuestión prejudicial que el artículo 45 TFUE, apartado 1, debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa de una universidad de un Estado miembro como la controvertida en el litigio principal, que, a efectos de establecer la clasificación salarial de un trabajador como senior lecturer/postdoc en esa universidad, solo computa hasta una duración total máxima de cuatro años los períodos anteriores de actividad cumplidos por ese trabajador en otro Estado miembro si esa actividad era equivalente, o incluso idéntica, a la que el citado trabajador debe ejercer en el marco de esa función de senior lecturer/postdoc.

63      Por el contrario, el artículo 45 TFUE y el artículo 7, apartado 1, del Reglamento n.º 492/2011 deben interpretarse en el sentido de que no se oponen a dicha normativa si la actividad anteriormente desempeñada en otro Estado miembro no era equivalente, sino que resulta meramente útil para el ejercicio de la función de senior lecturer/postdoc.

 Sobre la segunda cuestión prejudicial
64      Mediante la segunda cuestión prejudicial, el órgano jurisdiccional remitente pregunta, en esencia, si el artículo 45 TFUE y el artículo 7, apartado 1, del Reglamento n.º 492/2011 deben interpretarse en el sentido de que se oponen a un sistema retributivo de una universidad de un Estado miembro que no prevé que se computen en su totalidad los períodos anteriores de actividad relevante cumplidos por un trabajador en otro Estado miembro, pese a que la antigüedad adquirida en esa universidad lleva aparejada una retribución más elevada.

65      Como señaló el Abogado General en el punto 115 de sus conclusiones, esta segunda cuestión prejudicial está relacionada con la primera, puesto que también se refiere al cómputo parcial de los períodos anteriores de actividad relevante, como establece la resolución de 8 de noviembre de 2011.

66      Como se desprende de la respuesta dada a la primera cuestión prejudicial, si resultara que la Sra. Krah ha ejercido una actividad en la Universidad de Múnich que era, en esencia, equivalente a la que ejerce, como senior lecturer/postdoc, en la Universidad de Viena, extremo que incumbe verificar al órgano jurisdiccional remitente, el hecho de que esa experiencia profesional anterior no se compute íntegramente constituiría un obstáculo a la libre circulación de los trabajadores.

67      No obstante, un sistema de retribución que vincula el beneficio de una retribución más elevada a la antigüedad adquirida con el empresario actual, como se ha establecido, en el presente asunto, en el convenio colectivo, no constituye, en sí mismo, un obstáculo de ese tipo.

68      En efecto, si, en el presente asunto, el órgano jurisdiccional remitente determinara que la Universidad de Viena está obligada a reconocer en su totalidad los períodos anteriores de actividad equivalente cumplidos por la Sra. Krah en la Universidad de Múnich, la interesada quedaría clasificada en el mismo escalón retributivo que le habría correspondido si hubiera cumplido esos períodos anteriores de actividad en la Universidad de Viena. Un trabajador de ese tipo no sufre, por tanto, una desventaja respecto de otro senior lecturer/postdoc que haya estado al servicio de la Universidad de Viena durante períodos de actividad de la misma duración total. Ambos tipos de trabajadores gozan, de manera idéntica, de una clasificación en un escalón retributivo más elevado en función de su antigüedad, en aplicación del sistema de retribución mencionado en los apartados anteriores.

69      De ello se desprende que no procede responder a la segunda cuestión prejudicial, en la medida en que, a la luz de la respuesta dada por el Tribunal de Justicia a la primera cuestión prejudicial, el órgano jurisdiccional remitente constata la existencia de un obstáculo a la libre circulación de los trabajadores en el asunto principal.

70      Si, por el contrario, la Sra. Krah no ha adquirido esa experiencia profesional equivalente en su Estado miembro de origen, el cómputo parcial, por la Universidad de Viena, de esa experiencia no constituye un obstáculo de ese tipo.

71      A falta de un obstáculo de ese tipo, la segunda cuestión prejudicial versa, en realidad, sobre la situación en la que un senior lecturer/postdoc contratado por la Universidad de Viena decide abandonar esa universidad para unirse a otra universidad situada en un Estado miembro distinto de Austria, antes de regresar posteriormente a esa primera universidad.

72      A este respecto, procede recordar que, según reiterada jurisprudencia del Tribunal de Justicia, cuando las cuestiones planteadas por un órgano jurisdiccional nacional versen sobre la interpretación de una disposición del Derecho de la Unión, el Tribunal de Justicia está obligado, en principio, a pronunciarse, salvo que resulte evidente que la petición de decisión prejudicial pretende, en realidad, formular opiniones consultivas respecto a cuestiones generales o hipotéticas (sentencia de 1 de octubre de 2015, O, C‑432/14, EU:C:2015:643, apartado 18 y jurisprudencia citada). Si resulta que la cuestión planteada manifiestamente no es relevante para resolver el litigio principal, el Tribunal de Justicia deberá acordar el sobreseimiento (sentencia de 24 de octubre de 2013, Stoilov i Ko, C‑180/12, EU:C:2013:693, apartado 38 y jurisprudencia citada).

73      En el presente asunto, como señaló el Abogado General en el punto 126 de sus conclusiones, nada en los autos remitidos al Tribunal de Justicia parece sugerir que el caso de la Sra. Krah esté comprendido en la situación contemplada en el apartado 72 de la presente sentencia. De ello se desprende que, si, a la luz de la respuesta dada a la primera cuestión prejudicial, el órgano jurisdiccional remitente llega a la conclusión de que no existe un obstáculo a la libre circulación de los trabajadores, no procede responder a la segunda cuestión prejudicial.

74      A la vista de las consideraciones que preceden, no es necesario responder a la segunda cuestión prejudicial.

 Costas

75      Dado que el procedimiento tiene, para las partes del litigio principal, el carácter de un incidente promovido ante el órgano jurisdiccional nacional, corresponde a este resolver sobre las costas. Los gastos efectuados por quienes, no siendo partes del litigio principal, han presentado observaciones ante el Tribunal de Justicia no pueden ser objeto de reembolso.

En virtud de todo lo expuesto, el Tribunal de Justicia (Sala Segunda) declara:

El artículo 45 TFUE, apartado 1, debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa de una universidad de un Estado miembro como la controvertida en el litigio principal, que, para establecer la categoría salarial de un trabajador como senior lecturer/postdoc en esa universidad, solo computa hasta una duración máxima de cuatro años los períodos anteriores de actividad cumplidos por ese trabajador en otro Estado miembro, si esa actividad era equivalente, o incluso idéntica, a la que dicho trabajador debe ejercer en el marco de la función de senior lecturer/postdoc.

El artículo 45 TFUE y el artículo 7, apartado 1, del Reglamento (UE) n.º 492/2011 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de abril de 2011, relativo a la libre circulación de los trabajadores dentro de la Unión, deben interpretarse en el sentido de que no se oponen a una normativa de ese tipo si la actividad anteriormente desempeñada en ese otro Estado miembro no era equivalente, sino que resultaba meramente útil para el ejercicio de la citada función de senior lecturer/postdoc.

2. Sentencia del Tribunal de Justicia (Gran Sala) de 7 de octubre de 2019.
Safeway Ltd contra Andrew Richard Newton y Safeway Pension Trustees Ltd.
Procedimiento prejudicial — Política social — Artículo 119 del Tratado CE (actualmente artículo 141 CE, tras su modificación) — Trabajadores y trabajadoras — Igualdad de retribución — Plan de pensiones de empresa — Edad ordinaria de jubilación diferenciada según el sexo — Fecha de adopción de medidas que restablecen la igualdad de trato — Equiparación retroactiva de dicha edad con la de las personas anteriormente menos favorecidas.
Asunto C-171/18.
Edición provisional

SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA (Gran Sala) de 7 de octubre de 2019 (*)

«Procedimiento prejudicial — Política social — Artículo 119 del Tratado CE (actualmente artículo 141 CE, tras su modificación) — Trabajadores y trabajadoras — Igualdad de retribución — Plan de pensiones de empresa — Edad ordinaria de jubilación diferenciada según el sexo — Fecha de adopción de medidas que restablecen la igualdad de trato — Equiparación retroactiva de dicha edad con la de las personas anteriormente menos favorecidas»

En el asunto C‑171/18,

que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por la Court of Appeal (England & Wales) (Civil Division) [Tribunal de Apelación (Inglaterra y Gales), Sala de lo Civil, Reino Unido], mediante resolución de 16 de febrero de 2018, recibida en el Tribunal de Justicia el 5 de marzo de 2018, en el procedimiento entre

Safeway Ltd
y

Andrew Richard Newton,

Safeway Pension Trustees Ltd,

EL TRIBUNAL DE JUSTICIA (Gran Sala),

integrado por el Sr. K. Lenaerts, Presidente, la Sra. R. Silva de Lapuerta, Vicepresidenta, el Sr. A. Arabadjiev, la Sra. A. Prechal, los Sres. M. Vilaras y P.G. Xuereb y la Sra. L.S. Rossi, Presidentes de Sala, y los Sres. A. Rosas, E. Juhász, M. Ilešič, J. Malenovský, T. von Danwitz (Ponente) y N. Piçarra, Jueces;

Abogado General: Sr. E. Tanchev;

Secretaria: Sra. V. Giacobbo-Peyronnel, administradora;

habiendo considerado los escritos obrantes en autos y celebrada la vista el 4 de febrero de 2019;

consideradas las observaciones presentadas:

–        en nombre de Safeway Ltd, por los Sres. B. Green, S. Allen y D. Pannick, QC, el Sr. R. Mehta, Barrister, y los Sres. T. Green y J. Heap, Solicitors;

–        en nombre del Sr. Newton, por el Sr. A. Short, QC, la Sra. C. Bell y el Sr. M. Uberoi, Barristers, y la Sra. C. Rowland-Frank y el Sr. J.H.C. Briggs, Solicitors;

–        en nombre de Safeway Pension Trustees Ltd, por el Sr. D. Murphy y la Sra. E. King, Solicitors, y el Sr. D. Grant, Barrister;

–        en nombre de la Comisión Europea, por la Sra. A. Szmytkowska y el Sr. L. Flynn, en calidad de agentes;

oídas las conclusiones del Abogado General, presentadas en audiencia pública el 28 de marzo de 2019;

dicta la siguiente

Sentencia

1        La petición de decisión prejudicial tiene por objeto la interpretación del artículo 119 del Tratado CE (actualmente artículo 141 CE, tras su modificación).

2        Esta petición se ha presentado en el contexto de un litigio entre Safeway Ltd, por un lado, y el Sr. Andrew Richard Newton y Safeway Pension Trustees Ltd, por otro, en relación con la equiparación de las prestaciones por jubilación de los partícipes femeninos y masculinos del plan de pensiones gestionado por Safeway Pension Trustees.

 Marco jurídico

3        El principio de igualdad de retribución entre trabajadores y trabajadoras, consagrado actualmente en el artículo 157 TFUE, se recogía, en el momento de los hechos del litigio principal, en el artículo 119 del Tratado CE.

4        A tenor de esta última disposición:

«Cada Estado miembro garantizará durante la primera etapa, y mantendrá después, la aplicación del principio de igualdad de retribución entre los trabajadores masculinos y femeninos para un mismo trabajo.

Se entiende por retribución, a tenor del presente artículo, el salario o sueldo normal de base o mínimo, y cualesquiera otras gratificaciones satisfechas, directa o indirectamente, en dinero o en especie, por el empresario al trabajador en razón de la relación de trabajo.

La igualdad de retribución, sin discriminación por razón de sexo, significa:

a)      que la retribución establecida para un mismo trabajo remunerado por unidad de obra realizada se fija sobre la base de una misma unidad de medida;

b)      que la retribución establecida para un trabajo remunerado por unidad de tiempo es igual para un mismo puesto de trabajo.»

 Litigio principal y cuestión prejudicial

5        Safeway creó en 1978, bajo la forma de trust, el plan de pensiones controvertido en el litigio principal. La cláusula 19 de la escritura de constitución de dicho plan de pensiones (en lo sucesivo, «cláusula de modificación») permite, en esencia, modificar con carácter retroactivo, a partir de la fecha de una comunicación por escrito a los partícipes, dicho plan de pensiones, incluido el valor de las prestaciones, mediante una escritura de trust. Dicha cláusula está redactada como sigue:

«En todo momento y cuando lo considere necesario, la sociedad gestora podrá modificar o complementar, con el consentimiento de los administradores [(trustees)] y mediante escritura complementaria [(supplemental deed)] otorgada por la sociedad gestora y los administradores, cualesquiera facultades del trust y disposiciones del plan, incluidas la presente escritura de constitución [(Trust Deed)] y las normas [(Rules)], así como las escrituras y demás instrumentos escritos que complementen la presente escritura y las escrituras indicadas en el anexo II, y podrá ejercer tal facultad disponiendo que la modificación surta efectos a partir de una fecha especificada en la escritura complementaria, que podrá ser la fecha de esa escritura complementaria, la fecha de la previa comunicación por escrito a los partícipes acerca de la modificación o adición, o una fecha en un período razonable anterior o posterior a la fecha de la escritura de modificación, de manera que la modificación o adición surta efectos con carácter retroactivo o a futuro, según el caso.»

6        Mientras que el plan de pensiones controvertido en el litigio principal había establecido inicialmente una edad ordinaria de jubilación diferente para hombres y para mujeres, a saber, sesenta y cinco años para los primeros y sesenta años para las segundas, el Tribunal de Justicia declaró esencialmente, en su sentencia de 17 de mayo de 1990, Barber (C‑262/88, EU:C:1990:209), que el establecimiento de una edad ordinaria de jubilación distinta según el sexo constituye una discriminación prohibida por el artículo 119 del Tratado CE. A raíz de esta sentencia, Safeway y Safeway Pension Trustees, mediante unas comunicaciones efectuadas los días 1 de septiembre y 1 de diciembre de 1991 (en lo sucesivo, «comunicaciones de 1991»), informaron por escrito a los partícipes del plan de pensiones de que este iba a ser modificado, con efectos a 1 de diciembre de 1991, mediante la introducción de una edad ordinaria de jubilación uniforme de sesenta y cinco años para todos los partícipes. El 2 de mayo de 1996, se adoptó una escritura de trust por la que se modificaba dicho plan, en la que se estableció una edad ordinaria de jubilación uniforme de sesenta y cinco años, con efectos a partir del 1 de diciembre de 1991.

7        Como en 2009 se planteó el tema de la conformidad con el Derecho de la Unión de la modificación retroactiva del plan de pensiones controvertido en el litigio principal, Safeway entabló el procedimiento principal al objeto de que se declarase que se había establecido válidamente una edad ordinaria de jubilación uniforme de sesenta y cinco años a partir de 1 de diciembre de 1991. En el marco de dicho procedimiento, se designó al Sr. Newton para que actuase como representante de los partícipes.

8        Mediante sentencia de 29 de febrero de 2016, la High Court of Justice (England & Wales), Chancery Division [Tribunal Superior de Justicia (Inglaterra y Gales), Sala de Derecho de Sociedades y de Propiedad Industrial e Intelectual, Reino Unido], consideró que la modificación retroactiva del plan de pensiones controvertido en el litigio principal era contraria al artículo 119 del Tratado CE y que, por consiguiente, los derechos a pensión de los partícipes debían calcularse sobre la base de una edad ordinaria de jubilación uniforme de sesenta años para el período comprendido entre el 1 de diciembre de 1991 y el 2 de mayo de 1996.

9        Safeway apeló dicha sentencia ante el órgano jurisdiccional remitente, el cual considera que, en virtud del Derecho nacional, las comunicaciones de 1991, per se, no modificaban válidamente el plan de pensiones controvertido en el litigio principal y que la única modificación válida era la resultante de la escritura de trust de 2 de mayo de 1996.

10      No obstante, dicho órgano jurisdiccional manifiesta que, con arreglo al Derecho nacional, la cláusula de modificación y las comunicaciones de 1991 tuvieron como efecto conferir a los derechos consolidados de los partícipes, para el período comprendido entre el 1 de diciembre de 1991 y el 2 de mayo de 1996, un carácter «revocable» (defeasible), de modo que esos derechos podían ser reducidos ulteriormente, en cualquier momento, de manera retroactiva. Por consiguiente, considerando que, a la luz del Derecho nacional, la escritura de trust de 2 de mayo de 1996 había elevado válidamente a sesenta y cinco años la edad ordinaria de jubilación de las mujeres y mantenido la de los hombres en esa misma edad para ese período, dicho órgano jurisdiccional se pregunta si tal solución es conforme con el artículo 119 del Tratado CE, tal como lo interpreta el Tribunal de Justicia.

11      En estas circunstancias, la Court of Appeal (England & Wales) (Civil Division) [Tribunal de Apelación (Inglaterra y Gales), Sala de lo Civil, Reino Unido] decidió suspender el procedimiento y plantear al Tribunal de Justicia la siguiente cuestión prejudicial:

«Cuando las normas de un plan de pensiones confieran, con arreglo al Derecho interno, la facultad de reducir con efecto retroactivo, mediante la modificación de la escritura de constitución del trust que lo regula, el valor de los derechos a pensión consolidados, tanto de los hombres como de las mujeres, durante un período comprendido entre la fecha de la comunicación escrita de la intención de modificar dicho plan de pensiones y la fecha en que fue efectivamente modificada dicha escritura de constitución, ¿exige el artículo 157 [TFUE] (anteriormente y en el momento de los hechos, artículo 119 del [Tratado CE]) que los derechos a pensión consolidados, tanto de los hombres como de las mujeres, se consideren irrevocables durante ese período, en el sentido de que están protegidos frente a toda reducción retroactiva que se lleve a cabo mediante el ejercicio de la facultad otorgada por el Derecho interno?»

 Sobre la cuestión prejudicial

12      Con carácter preliminar, es preciso señalar, como se desprende de la resolución de remisión, que el litigio principal se refiere únicamente a los derechos a pensión consolidados de los partícipes del plan de pensiones controvertido en el litigio principal durante el período comprendido entre el 1 de diciembre de 1991 y el 2 de mayo de 1996. En este contexto, procede examinar la cuestión prejudicial planteada a la luz del artículo 119 del Tratado CE, vigente en dicho período.

13      Mediante su cuestión prejudicial, el órgano jurisdiccional remitente pregunta, en esencia, si el artículo 119 del Tratado CE debe interpretarse en el sentido de que se opone a que un plan de pensiones adopte, para poner fin a una discriminación contraria a dicha disposición, resultante del establecimiento de una edad ordinaria de jubilación diferente según el sexo, una medida que uniformice, con carácter retroactivo, la edad ordinaria de jubilación de los partícipes de dicho plan de pensiones con la de las personas de la categoría anteriormente menos favorecida, para el período comprendido entre la comunicación y la adopción de dicha medida, cuando el Derecho nacional y la escritura constitutiva de dicho plan de pensiones autorizan tal medida.

14      Para responder a esta cuestión prejudicial, es preciso recordar que, en la sentencia de 17 de mayo de 1990, Barber (C‑262/88, EU:C:1990:209), el Tribunal de Justicia declaró, en esencia, que la fijación de una edad ordinaria de jubilación distinta según el sexo para las pensiones pagadas en un plan de pensiones constituye una discriminación prohibida por el artículo 119 del Tratado CE.

15      El Tribunal de Justicia se ha pronunciado asimismo sobre las consecuencias que procede extraer de la declaración de tal discriminación, en particular, en las sentencias de 28 de septiembre de 1994, Coloroll Pension Trustees (C‑200/91, EU:C:1994:348), Avdel Systems (C‑408/92, EU:C:1994:349) y van den Akker (C‑28/93, EU:C:1994:351). Como se desprende de esta jurisprudencia, esas consecuencias difieren según los períodos de empleo de que se trate.

16      Por lo que respecta, en primer lugar, a los períodos de empleo anteriores a la fecha del pronunciamiento de la sentencia Barber (C‑262/88, EU:C:1990:209), esto es, el 17 de mayo de 1990, los planes de pensiones no están obligados a aplicar una edad ordinaria de jubilación uniforme, ya que el Tribunal de Justicia limitó los efectos en el tiempo de dicha sentencia excluyendo la posibilidad de aplicar el artículo 119 del Tratado CE a las prestaciones de pensión devengadas por dichos períodos (véanse en este sentido, las sentencias de 28 de septiembre de 1994, Coloroll Pension Trustees, C‑200/91, EU:C:1994:348, apartado 34; Avdel Systems, C‑408/92, EU:C:1994:349, apartado 19, y van den Akker, C‑28/93, EU:C:1994:351, apartado 12).

17      Por lo que se refiere, en segundo lugar, a los períodos de empleo comprendidos entre el 17 de mayo de 1990 y la adopción, en el plan de pensiones de que se trate, de medidas que restablezcan la igualdad de trato, debe concederse a las personas de la categoría menos favorecida las mismas ventajas de las que disfrutan las personas de la categoría privilegiada, ya que dichas ventajas siguen siendo, a falta de un correcto desarrollo en el Derecho nacional del artículo 119 del Tratado CE, el único sistema de referencia válido (véanse en este sentido, las sentencias de 28 de septiembre de 1994, Coloroll Pension Trustees, C‑200/91, EU:C:1994:348, apartados 31 y 32; Avdel Systems, C‑408/92, EU:C:1994:349, apartados 16 y 17, y van den Akker, C‑28/93, EU:C:1994:351, apartados 16 y 17).

18      En tercer lugar, por lo que respecta a los períodos de empleo cubiertos tras la adopción, en el plan de pensiones de que se trate, de medidas que restablezcan la igualdad de trato, el artículo 119 del Tratado CE no se opone a que las ventajas de las personas anteriormente privilegiadas disminuyan hasta equiparase a las de las personas anteriormente menos favorecidas, puesto que dicha disposición solamente exige que los trabajadores y las trabajadoras reciban una misma retribución por un mismo trabajo, pero sin imponer un nivel determinado (véanse en este sentido, las sentencias de 28 de septiembre de 1994, Coloroll Pension Trustees, C‑200/91, EU:C:1994:348, apartado 33; Avdel Systems, C‑408/92, EU:C:1994:349, apartado 21, y van den Akker, C‑28/93, EU:C:1994:351, apartado 19).

19      En el caso de autos, el litigio principal versa únicamente sobre la cuestión de si los derechos a pensión de los partícipes del plan de pensiones controvertido en dicho litigio relativos al período comprendido entre el 1 de diciembre de 1991 y el 2 de mayo de 1996 deben calcularse sobre la base de una edad ordinaria de jubilación uniforme de sesenta o de sesenta y cinco años. En este contexto, el órgano jurisdiccional remitente se pregunta en esencia si, a la luz de la jurisprudencia citada en el apartado 17 de la presente sentencia, la escritura de trust de 2 de mayo de 1996 uniformizó válidamente con carácter retroactivo, para el referido período, la edad ordinaria de jubilación de dichos partícipes con la de las personas de la categoría anteriormente menos favorecida, a saber, los trabajadores.

20      A este respecto, es preciso señalar, en primer lugar, que, en la medida en que la cuestión prejudicial y la motivación de la resolución de remisión tienen por objeto la equiparación, efectuada mediante dicha escritura de trust con efectos retroactivos a 1 de diciembre de 1991, de la edad ordinaria de jubilación de los partícipes del plan de pensiones controvertido en el litigio principal con la de las personas de la categoría anteriormente menos favorecida, procede entender esta cuestión en el sentido de que se basa en la premisa de que las medidas de restablecimiento de la igualdad de trato no se adoptaron hasta el 2 de mayo de 1996, mediante dicha escritura de trust.

21      Ante el Tribunal de Justicia, Safeway y la Comisión cuestionaron dicha premisa, alegando, en esencia, que las comunicaciones de 1991 y la gestión del plan de pensiones controvertido en el litigio principal sobre la base de una edad ordinaria de jubilación uniforme de sesenta y cinco años a partir del 1 de diciembre de 1991 deben considerarse medidas que restablecieron la igualdad de trato con efectos a partir de esa fecha.

22      Si bien corresponde, en principio, al órgano jurisdiccional remitente, que tiene conocimiento directo del litigio principal y es el único competente para interpretar el Derecho interno, determinar la fecha en la que se adoptaron las medidas para restablecer la igualdad de trato, tales medidas deben responder, no obstante, a las exigencias del Derecho de la Unión, de modo que el Tribunal de Justicia puede facilitar al juez nacional elementos pertinentes de interpretación de este Derecho (véanse, en este sentido, las sentencias de 16 de junio de 2016, EURO 2004. Hungary, C‑291/15, EU:C:2016:455, apartado 36, y de 30 de junio de 2016, Ciup, C‑288/14, no publicada, EU:C:2016:495, apartado 33).

23      Por ello, procede recordar que, según reiterada jurisprudencia del Tribunal de Justicia, el artículo 119 del Tratado CE produce efectos directos creando, para los particulares, derechos que los tribunales nacionales deben salvaguardar (véanse, en este sentido, las sentencias de 8 de abril de 1976, Defrenne, 43/75, EU:C:1976:56, apartado 24, y de 28 de septiembre de 1994, van den Akker, C‑28/93, EU:C:1994:351, apartado 21).

24      Habida cuenta del efecto directo del artículo 119 del Tratado CE, la aplicación de esta disposición por el empresario tras la declaración de una discriminación debe ser inmediata y completa, de modo que las medidas adoptadas para restablecer la igualdad de trato no pueden someterse, en principio, a condiciones que den lugar al mantenimiento, siquiera transitorio, de la discriminación (véase, en este sentido, la sentencia de 28 de septiembre de 1994, Avdel Systems, C‑408/92, EU:C:1994:349, apartados 25 y 26).

25      Además, debe respetarse también el principio de seguridad jurídica. Este último principio, que se impone con especial rigor en presencia de una normativa que pueda implicar consecuencias económicas, requiere que los derechos conferidos a los particulares por el Derecho de la Unión se apliquen de un modo suficientemente preciso, claro y previsible a fin de permitir que los interesados conozcan con exactitud sus derechos y obligaciones y adopten sus disposiciones en consecuencia y los invoquen, en su caso, ante los tribunales nacionales. La instauración de una mera práctica, carente de efecto jurídico vinculante respecto de los interesados, no cumple dichos requisitos (véanse, en este sentido, las sentencias de 2 de diciembre de 2009, Aventis Pasteur, C‑358/08, EU:C:2009:744, apartado 47, y de 8 de marzo de 2017, Euro Park Service, C‑14/16, EU:C:2017:177, apartados 36 a 38, 40 y 42 y jurisprudencia citada).

26      Por lo tanto, las medidas adoptadas para poner fin a una discriminación contraria al artículo 119 del Tratado CE deben cumplir, para que quepa considerar que restablecen la igualdad de trato exigida en dicha disposición, los requisitos mencionados en los apartados 24 y 25 de la presente sentencia.

27      Pues bien, en el caso de autos, resulta que las medidas adoptadas en el plan de pensiones controvertido en el litigio principal con anterioridad a la adopción de la escritura de trust de 2 de mayo de 1996 no cumplen dichos requisitos.

28      En efecto, como se desprende de la resolución de remisión, el plan de pensiones controvertido en el litigio principal solo se modificó válidamente, con arreglo al Derecho nacional, mediante la adopción de la referida escritura de trust. Sobre este particular, el órgano jurisdiccional remitente declaró, en una sentencia dictada el 5 de octubre de 2017 en el procedimiento principal, que el tenor de la cláusula de modificación únicamente autoriza modificaciones mediante una escritura de trust y que el Derecho nacional se opone a una interpretación de esa cláusula que se aparte de dicho tenor, habida cuenta de la necesidad de proteger a los beneficiarios del referido plan de pensiones y permitirles conocer sus derechos.

29      Asimismo, parece que de la resolución de remisión resulta que el único efecto jurídico de la cláusula de modificación y de las comunicaciones de 1991 es reservar a los responsables del plan de pensiones controvertido en el litigio principal la facultad de uniformizar, con carácter retroactivo, la edad ordinaria de jubilación de los partícipes de dicho plan con la de los hombres, mediante la adopción de una escritura de trust en cualquier momento posterior.

30      Pues bien, no cabe considerar que la institución de tal facultad, que puede ejercerse en un momento que depende de la elección discrecional de dichos responsables, pusiera fin a la discriminación controvertida en el litigio principal ni permitiera a los partícipes conocer con exactitud sus derechos.

31      Por lo que respecta a la gestión del plan a partir del 1 de diciembre de 1991, del apartado 25 de la presente sentencia se desprende que la instauración de una mera práctica, carente de efecto jurídico vinculante respecto de los interesados, no cumple los requisitos del principio de seguridad jurídica y, por consiguiente, no puede considerarse una medida que restablezca la igualdad de trato exigida en el artículo 119 del Tratado CE.

32      En estas circunstancias, resulta que, en el marco del plan de pensiones controvertido en el litigio principal, las medidas que cumplían los requisitos del Derecho de la Unión mencionados en los apartados 24 y 25 de la presente sentencia no se adoptaron hasta el 2 de mayo de 1996, mediante la escritura de trust adoptada en esa fecha.

33      Por lo que se refiere, en segundo lugar, a la cuestión de si el artículo 119 del Tratado CE autoriza una medida, como la prevista en dicha escritura de trust, consistente en uniformizar con efectos retroactivos a partir del 1 de  diciembre de 1991 la edad ordinaria de jubilación de los partícipes de un plan de pensiones con la edad ordinaria de jubilación de las personas de la categoría anteriormente menos favorecida, procede recordar que, según reiterada jurisprudencia del Tribunal de Justicia, desde el momento en que se haya constatado la existencia de una discriminación contraria al Derecho de la Unión y mientras no se adopten medidas que restablezcan la igualdad de trato, el respeto del principio de igualdad solo puede garantizarse concediendo a las personas de la categoría menos favorecida las mismas ventajas de las que disfrutan las personas de la categoría privilegiada (sentencias de 28 de enero de 2015, Starjakob, C‑417/13, EU:C:2015:38, apartado 46, y de 22 de enero de 2019, Cresco Investigation, C‑193/17, EU:C:2019:43, apartado 79 y jurisprudencia citada).

34      El Tribunal de Justicia ya ha declarado que dicho principio se opone a que un plan de pensiones elimine una discriminación contraria al artículo 119 del Tratado CE y proceda a suprimir, con efectos en el pasado, las ventajas de las personas de la categoría privilegiada (véase, en este sentido, la sentencia de 28 de septiembre de 1994, Avdel Systems, C‑408/92, EU:C:1994:349, apartados 5, 13, 14, 17 y 18).

35      Sin embargo, el órgano jurisdiccional remitente se pregunta si dicha jurisprudencia se aplica también a situaciones, como la del litigio principal, en las que los derechos a pensión de que se trata tienen carácter revocable en virtud del Derecho nacional y de la escritura de constitución del plan de pensiones en cuestión.

36      Si bien el Tribunal de Justicia no ha zanjado aún expresamente este tema, la facultad, en tales situaciones, de uniformizar con carácter retroactivo las condiciones relativas a los derechos de los partícipes de un plan de pensiones con las de las personas de la categoría anteriormente menos favorecida no encuentra, sin embargo, apoyo alguno en dicha jurisprudencia. Por el contrario, como señaló el Abogado General en el apartado 64 de sus conclusiones, reconocer tal facultad privaría en gran medida a esa misma jurisprudencia de su ámbito de aplicación, en la medida en que sería entonces únicamente aplicable a los supuestos en los que tal equiparación retroactiva ya está prohibida, en cualquier caso, en virtud del Derecho nacional o de la escritura de constitución del plan de pensiones.

37      Además, y sobre todo, es preciso subrayar que toda medida que tenga por objeto eliminar una discriminación contraria al Derecho de la Unión constituye una aplicación de ese Derecho, que debe ajustarse a sus exigencias. En particular, ni el Derecho nacional ni las disposiciones de la escritura de constitución del plan de pensiones de que se trate pueden invocarse para eludir tales exigencias.

38      Por lo que respecta a dichas exigencias, de reiterada jurisprudencia se desprende que el principio de seguridad jurídica se opone, en general, a que se conceda efecto retroactivo a un acto que aplique el Derecho de la Unión. Únicamente puede ocurrir de otro modo con carácter excepcional, cuando lo exija un imperativo de interés general y se respete debidamente la confianza legítima de los interesados (véase, en este sentido, la sentencia de 26 de abril de 2005, «Goed Wonen», C‑376/02, EU:C:2005:251, apartados 33 y 34 y jurisprudencia citada).

39      A este principio se añaden las exigencias, derivadas más específicamente del artículo 119 del Tratado CE, que se imponen a los responsables de un plan de pensiones desde el momento en que se declara una discriminación contraria a dicha disposición.

40      Por lo que respecta a la obligación de conceder, mientras no se adopten medidas que restablezcan la igualdad de trato, a las personas de la categoría menos favorecida las mismas ventajas que las que disfrutan las personas de la categoría privilegiada, el Tribunal de Justicia ya ha declarado que encuentra su justificación, en particular, en la conexión del artículo 119 del Tratado CE al objetivo de la igualación de las condiciones de trabajo por la vía del progreso, que resulta del preámbulo de dicho Tratado y de su artículo 117 (véanse, en este sentido, las sentencias de 8 de abril de 1976, Defrenne, 43/75, EU:C:1976:56, apartados 10, 11 y 15, y de 28 de septiembre de 1994, Avdel Systems, C‑408/92, EU:C:1994:349, apartados 15 y 17).

41      Pues bien, sería contrario a dicho objetivo, así como al principio de seguridad jurídica y a las exigencias mencionadas en los apartados 17, 24 y 34 de la presente sentencia permitir que los responsables del plan de pensiones de que se trate eliminen una discriminación contraria al artículo 119 del Tratado CE mediante la adopción de una medida que uniformice, con efecto retroactivo, la edad ordinaria de jubilación de los partícipes de dicho plan con la edad ordinaria de jubilación de las personas de la categoría anteriormente menos favorecida. En efecto, admitir tal solución dispensaría a dichos responsables de la obligación de proceder, una vez declarada la discriminación, a su eliminación inmediata y completa. Además, incumpliría la obligación de conceder a las personas de la categoría anteriormente menos favorecida el beneficio de la edad ordinaria de jubilación de las personas de la categoría anteriormente favorecida por lo que se refiere a los derechos a pensión correspondientes a los períodos de empleo comprendidos entre la fecha del pronunciamiento de la sentencia de 17 de mayo de 1990, Barber (C‑262/88, EU:C:1990:209), y la de la adopción de las medidas de restablecimiento de la igualdad de trato, así como la prohibición de suprimir, con efectos en el pasado, las ventajas de estas últimas personas. Finalmente, crearía, hasta la adopción de tales medidas, dudas, contrarias al principio de seguridad jurídica, en cuanto al alcance de los derechos de los partícipes.

42      Estas consideraciones siguen siendo válidas en el supuesto de que se haya informado, mediante una comunicación sin efectos modificativos, a los partícipes del plan de pensiones de que se trate de que, a fin de restablecer la igualdad de trato, la edad ordinaria de jubilación de los partícipes de ese plan de pensiones se equiparará con la edad ordinaria de jubilación de las personas de la categoría anteriormente menos favorecida.

43      Por ello, como se desprende del apartado 38 de la presente sentencia, no puede excluirse que, con carácter excepcional, se puedan adoptar con efecto retroactivo medidas dirigidas a poner fin a una discriminación contraria al Derecho de la Unión, siempre que, además de respetar la confianza legítima de los interesados, dichas medidas respondan efectivamente a un imperativo de interés general. En particular, en virtud de reiterada jurisprudencia, un riesgo de perjuicio grave para el equilibrio financiero del plan de pensiones de que se trate puede constituir tal imperativo de interés general (véanse, en este sentido, las sentencias de 11 de enero de 2007, ITC, C‑208/05, EU:C:2007:16, apartado 43 y de 7 de marzo de 2018, DW, C‑651/16, EU:C:2018:162, apartado 33).

44      En el caso de autos, si bien el órgano jurisdiccional remitente expone, en la resolución de remisión, que la trascendencia económica del litigio principal asciende a unos 100 millones de libras esterlinas, no manifiesta que la equiparación retroactiva de la edad ordinaria de jubilación de los partícipes del plan de pensiones controvertido en el litigio principal con la edad ordinaria de jubilación de las personas de la categoría anteriormente menos favorecida sea necesaria para evitar un perjuicio grave para el equilibrio financiero de dicho plan de pensiones. Dado que los autos que obran en poder del Tribunal de Justicia no contienen otros elementos que demuestren que dicha medida respondía efectivamente a un imperativo de interés general, resulta que no existe una justificación objetiva de tal medida, extremo que, no obstante, corresponde comprobar al órgano jurisdiccional remitente.

45      Habida cuenta de las consideraciones anteriores, procede responder a la cuestión prejudicial planteada que el artículo 119 del Tratado CE debe interpretarse en el sentido de que se opone, a falta de una justificación objetiva, a la adopción en un plan de pensiones —para poner fin a una discriminación contraria a esta disposición, resultante de la fijación de una edad ordinaria de jubilación diferente según el sexo— de una medida que uniformice, con carácter retroactivo, la edad ordinaria de jubilación de los partícipes de dicho plan con la de las personas de la categoría anteriormente menos favorecida, para el período comprendido entre la comunicación y la adopción de dicha medida, aun cuando tal medida esté autorizada en virtud del Derecho nacional y de la escritura de constitución de dicho plan de pensiones.

 Costas

46      Dado que el procedimiento tiene, para las partes del litigio principal, el carácter de un incidente promovido ante el órgano jurisdiccional remitente, corresponde a este resolver sobre las costas. Los gastos efectuados por quienes, no siendo partes del litigio principal, han presentado observaciones ante el Tribunal de Justicia no pueden ser objeto de reembolso.

En virtud de todo lo expuesto, el Tribunal de Justicia (Gran Sala) declara:

El artículo 119 del Tratado CE (actualmente artículo 141 CE, tras su modificación) debe interpretarse en el sentido de que se opone, a falta de una justificación objetiva, a la adopción en un plan de pensiones —para poner fin a una discriminación contraria a esta disposición, resultante de la fijación de una edad ordinaria de jubilación diferente según el sexo— de una medida que uniformice, con carácter retroactivo, la edad ordinaria de jubilación de los partícipes de dicho plan con la de las personas de la categoría anteriormente menos favorecida, para el período comprendido entre la comunicación y la adopción de dicha medida, aun cuando tal medida esté autorizada en virtud del Derecho nacional y de la escritura de constitución de dicho plan de pensiones.

3. Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Tercera) de 3 de octubre de 2019.
Minoo Schuch-Ghannadan contra Medizinische Universität Wien.
Procedimiento prejudicial — Política social — Acuerdo Marco sobre el Trabajo a Tiempo Parcial — Cláusula 4 — Principio de no discriminación — Trato menos favorable de los trabajadores a tiempo parcial en comparación con los trabajadores a tiempo completo en cuanto a sus condiciones laborales — Prohibición — Legislación nacional que establece una duración máxima de las relaciones laborales de duración determinada más larga para los trabajadores a tiempo parcial que para los trabajadores a tiempo completo — Principio de pro rata temporis — Directiva 2006/54/CE — Igualdad de trato entre hombre y mujeres en asuntos de empleo y de ocupación — Artículo 2, apartado 1, letra b) — Concepto de “discriminación indirecta” por razón de sexo — Artículo 14, apartado 1, letra c) — Condiciones de empleo y de trabajo — Artículo 19 — Carga de la prueba.
Asunto C-274/18.
Edición provisional

SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA (Sala Tercera) de 3 de octubre de 2019 (*)

«Procedimiento prejudicial — Política social — Acuerdo Marco sobre el Trabajo a Tiempo Parcial — Cláusula 4 — Principio de no discriminación — Trato menos favorable de los trabajadores a tiempo parcial en comparación con los trabajadores a tiempo completo en cuanto a sus condiciones laborales — Prohibición — Legislación nacional que establece una duración máxima de las relaciones laborales de duración determinada más larga para los trabajadores a tiempo parcial que para los trabajadores a tiempo completo — Principio de pro rata temporis — Directiva 2006/54/CE — Igualdad de trato entre hombre y mujeres en asuntos de empleo y de ocupación — Artículo 2, apartado 1, letra b) — Concepto de “discriminación indirecta” por razón de sexo — Artículo 14, apartado 1, letra c) — Condiciones de empleo y de trabajo — Artículo 19 — Carga de la prueba»

En el asunto C‑274/18,

que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Arbeits- und Sozialgericht Wien (Tribunal de lo Laboral y Social de Viena, Austria), mediante resolución de 19 de abril de 2018, recibida en el Tribunal de Justicia el 23 de abril de 2018, en el procedimiento entre

Minoo Schuch-Ghannadan
y

Medizinische Universität Wien,

EL TRIBUNAL DE JUSTICIA (Sala Tercera),

integrado por la Sra. A. Prechal (Ponente), Presidenta de Sala, y los Sres. F. Biltgen, J. Malenovský y C.G. Fernlund y la Sra. L.S. Rossi, Jueces;

Abogado General: Sr. G. Pitruzzella;

Secretario: Sr. D. Dittert, jefe de unidad;

habiendo considerado los escritos obrantes en autos y celebrada la vista el 7 de marzo de 2019;

consideradas las observaciones presentadas:

–        en nombre de la Sra. Schuch-Ghannadan, por el Sr. A. Obereder, Rechtsanwalt;

–        en nombre de Medizinische Universität Wien, por la Sra. A. Potz, Rechtsanwältin;

–        en nombre del Gobierno austriaco, por la Sra. J. Schmoll y el Sr. G. Hesse, en calidad de agentes;

–        en nombre del Gobierno portugués, por el Sr. L. Inez Fernandes y las Sras. A. Pimenta y S. Duarte Afonso, en calidad de agentes;

–        en nombre de la Comisión Europea, por los Sres. M. van Beek y T. S. Bohr y la Sra. A. Szmytkowska, en calidad de agentes;

oídas las conclusiones del Abogado General, presentadas en audiencia pública el 27 de junio de 2019;

dicta la siguiente

Sentencia

1        La petición de decisión prejudicial tiene por objeto la interpretación de la cláusula 4 del Acuerdo Marco sobre el Trabajo a Tiempo Parcial, celebrado el 6 de junio de 1997 (en lo sucesivo, «Acuerdo Marco sobre el Trabajo a Tiempo Parcial»), que figura en el anexo de la Directiva 97/81/CE del Consejo, de 15 de diciembre de 1997, relativa al Acuerdo Marco sobre el Trabajo a Tiempo Parcial concluido por la UNICE, el CEEP y la CES (DO 1998, L 14, p. 9), así como de los artículos 2, apartado 1, letra b), y 19, apartado 1, de la Directiva 2006/54/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de julio de 2006, relativa a la aplicación del principio de igualdad de oportunidades e igualdad de trato entre hombres y mujeres en asuntos de empleo y ocupación (DO 2006, L 204, p. 23).

2        Esta petición se ha presentado en el contexto de un litigio entre la Sra. Minoo Schuch-Ghannadan y la Medizinische Universität Wien (Universidad de Medicina de Viena, Austria; en lo sucesivo, «MUW») en relación con la solicitud de la primera de que se declarara la continuación por tiempo indefinido de su relación laboral con la segunda.

 Marco jurídico

 Derecho de la Unión
 Directiva 97/80/CE
3        El artículo 4, apartado 1, de la Directiva 97/80/CE del Consejo, de 15 de diciembre de 1997, relativa a la carga de la prueba en los casos de discriminación por razón de sexo (DO 1998, L 14, p. 6), derogada mediante la Directiva 2006/54, establecía lo siguiente:

«Los Estados miembros adoptarán con arreglo a sus sistemas judiciales nacionales las medidas necesarias para que, cuando una persona que se considere perjudicada por la no aplicación, en lo que a ella se refiere, del principio de igualdad de trato presente, ante un órgano jurisdiccional u otro órgano competente, hechos que permitan presumir la existencia de discriminación directa o indirecta, corresponda a la parte demandada demostrar que no ha habido vulneración del principio de igualdad de trato.»

 Acuerdo Marco sobre el Trabajo a Tiempo Parcial
4        La cláusula 4 del Acuerdo Marco sobre el Trabajo a Tiempo Parcial, que lleva por título «Principio de no discriminación», está redactada como sigue:

«1.      Por lo que respecta a las condiciones de empleo, no podrá tratarse a los trabajadores a tiempo parcial de una manera menos favorable que a los trabajadores a tiempo completo comparables por el simple motivo de que trabajen a tiempo parcial, a menos que se justifique un trato diferente por razones objetivas.

2.      Cuando resulte adecuado, se aplicará el principio de pro rata temporis.

[…]»

 Acuerdo Marco sobre el Trabajo de Duración Determinada
5        La cláusula 5 del Acuerdo Marco sobre el Trabajo de Duración Determinada, celebrado el 18 de marzo de 1999 (en lo sucesivo, «Acuerdo Marco sobre el Trabajo de Duración Determinada»), que figura en el anexo de la Directiva 1999/70/CE del Consejo, de 28 de junio de 1999, relativa al Acuerdo Marco de la CES, la UNICE y el CEEP sobre el Trabajo de Duración Determinada (DO 1999, L 175, p. 43), titulada «Medidas destinadas a evitar la utilización abusiva», establece, en su punto 1, lo siguiente:

«A efectos de prevenir los abusos como consecuencia de la utilización sucesiva de contratos o relaciones laborales de duración determinada los Estados miembros, previa consulta con los interlocutores sociales y conforme a la legislación, los acuerdos colectivos y las prácticas nacionales, y/o los interlocutores sociales, cuando no existan medidas legales equivalentes para prevenir los abusos, introducirán de forma que se tengan en cuenta las necesidades de los distintos sectores y/o categorías de trabajadores, una o varias de las siguientes medidas:

a)      razones objetivas que justifiquen la renovación de tales contratos o relaciones laborales;

b)      la duración máxima total de los sucesivos contratos de trabajo o relaciones laborales de duración determinada;

c)      el número de renovaciones de tales contratos o relaciones laborales.»

 Directiva 2006/54
6        Según el considerando 30 de la Directiva 2006/54:

«La adopción de normas sobre la carga de la prueba tiene una gran importancia para garantizar el respeto efectivo del principio de igualdad de trato. Por consiguiente, tal como sostiene el Tribunal de Justicia, deben adoptarse disposiciones para garantizar que la carga de la prueba recaiga en la parte demandada cuando a primera vista haya un caso de discriminación, excepto en relación con los procedimientos en que sea el Tribunal o el órgano nacional competente quien deba instruir los hechos. Sin embargo, es necesario precisar que la apreciación de los hechos de los que pueda resultar la presunción de haberse producido una discriminación directa o indirecta sigue correspondiendo al órgano nacional competente, con arreglo al Derecho nacional o a las prácticas nacionales. Más aún, los Estados miembros están facultados para introducir, en todas las fases de los procedimientos, un régimen probatorio que resulte más favorable a la parte demandante.»

7        El artículo 2 de dicha Directiva, titulado «Definiciones», dispone, en su apartado 1, lo siguiente:

«A efectos de la presente Directiva se entenderá por:

[…]

b)      “discriminación indirecta”: la situación en que una disposición, criterio o práctica aparentemente neutros sitúan a personas de un sexo determinado en desventaja particular con respecto a personas del otro sexo, salvo que dicha disposición, criterio o práctica pueda justificarse objetivamente con una finalidad legítima y que los medios para alcanzar dicha finalidad sean adecuados y necesarios;

[…]»

8        El artículo 14 de la citada Directiva, titulado «Prohibición de discriminación», establece, en su apartado 1, cuanto sigue:

«No se ejercerá ninguna discriminación directa ni indirecta por razón de sexo en los sectores público o privado, incluidos los organismos públicos, en relación con:

[…]

c)      las condiciones de empleo y de trabajo, incluidas las de despido, así como las de retribución de conformidad con lo establecido en el artículo 141 del Tratado;

[…]»

9        A tenor del artículo 19 de la misma Directiva, titulado «Carga de la prueba»:

«1.      Los Estados miembros adoptarán con arreglo a sus sistemas judiciales nacionales las medidas necesarias para que, cuando una persona que se considere perjudicada por la no aplicación, en lo que a ella se refiere, del principio de igualdad de trato presente, ante un órgano jurisdiccional u otro órgano competente, hechos que permitan presumir la existencia de discriminación directa o indirecta, corresponda a la parte demandada demostrar que no ha habido vulneración del principio de igualdad de trato.

2.      El apartado 1 se entenderá sin perjuicio del derecho de los Estados miembros a imponer un régimen probatorio más favorable a la parte demandante.

3.      Los Estados miembros podrán abstenerse de aplicar el apartado 1 a los procedimientos en los que la instrucción de los hechos corresponda a los órganos jurisdiccionales o al órgano competente.

[...]»

 Derecho austriaco
10      El artículo 6, apartado 1, de la Universitätsgesetz 2002 (Ley relativa a las Universidades; en lo sucesivo, «UG») es del siguiente tenor:

«Esta Ley Federal se aplicará a las siguientes universidades:

[…]

4.      [MUW];

[…]»

11      El artículo 109 de la UG dispone cuanto sigue:

«1.      Los contratos de trabajo podrán celebrarse por tiempo indefinido o de duración determinada. Salvo disposición en contra de esta Ley Federal, los contratos de trabajo de duración determinada tendrán una duración máxima de 6 años so pena de invalidez.

2.      Únicamente será lícita la sucesión de [contratos consecutivos] de duración determinada en relación con trabajadores empleados con motivo de proyectos financiados por terceros o proyectos de investigación y con el personal asignado exclusivamente a la docencia, así como con el personal de sustitución. La duración total de los contratos de trabajo consecutivos de un trabajador no podrá exceder de 6 años, o de 8 años en el caso de empleo a tiempo parcial. Se autoriza una prórroga única por un máximo de 10 años, y de 12 años en total en el caso de empleo a tiempo parcial, si existe una justificación objetiva, en particular, la continuación o la finalización de proyectos de investigación y de publicaciones.»

 Litigio principal y cuestiones prejudiciales

12      De la resolución de remisión se desprende que la Sra. Schuch-Ghannadan estuvo empleada desde el 9 de septiembre de 2002 hasta el 30 de abril de 2014 como investigadora científica por la MUW en virtud de varios contratos de duración determinada sucesivos, tanto a tiempo completo como a tiempo parcial.

13      Se gún el órgano jurisdiccional remitente, el Derecho austriaco, más concretamente el artículo 109, apartado 2, de la UG, establece que se autoriza una sucesión de contratos consecutivos de duración determinada para los trabajadores empleados por la MUW, en particular con motivo de proyectos financiados por terceros o proyectos de investigación y para el personal asignado exclusivamente a la docencia. La duración total de esos contratos de trabajo consecutivos de duración determinada no puede exceder de 6 años, o de 8 años en caso de actividad a tiempo parcial. Además, se permite una prórroga única de hasta 10 años para los empleados a tiempo completo, o 12 años en caso de actividad a tiempo parcial si existe una justificación objetiva, en particular, en relación con la continuación o la finalización de proyectos de investigación y de publicaciones en curso.

14      La Sra. Schuch-Ghannadan recurrió al Arbeits- und Sozialgericht Wien (Tribunal de lo Laboral y Social de Viena, Austria) para que se declarara la continuación de su relación laboral con la MUW más allá del 30 de abril de 2014, dado que, según ella, el período máximo autorizado para las relaciones laborales de duración determinada, que era de 8 años en su caso, ya había transcurrido en esa fecha. Alegó, además, que el artículo 109, apartado 2, de la UG discrimina a los trabajadores a tiempo parcial. Añadió, por último, que esa disposición perjudica especialmente a las mujeres, ya que trabajan a tiempo completo en menor número. Así pues, a falta de justificación objetiva, esta diferencia de trato constituye, en su opinión, una discriminación indirecta por razón de sexo contraria al Derecho de la Unión.

15      En su defensa, la MUW sostuvo que, en el presente caso, estaba justificada la prórroga por un máximo de 12 años de la duración máxima de los contratos consecutivos de duración determinada, toda vez que el último contrato de duración determinada se había celebrado para que la demandante en el litigio principal pudiera continuar un proyecto y terminar unas tareas en el marco de dicho proyecto.

16      Mediante sentencia de 2 de junio de 2016, el Arbeits- und Sozialgericht Wien (Tribunal de lo Laboral y Social de Viena) desestimó el recurso, basándose en que la MUW había tenido derecho a prorrogar las relaciones laborales con la demandante hasta un máximo de 12 años.

17      La Sra. Schuch-Ghannadan apeló ante el Oberlandesgericht Wien (Tribunal Superior Regional de Viena, Austria). Este tribunal anuló la sentencia del Arbeits- und Sozialgericht Wien (Tribunal de lo Laboral y Social de Viena) debido a que este último no había examinado suficientemente la conformidad del artículo 109, apartado 2, de la UG con el Derecho de la Unión, siendo así que la demandante había planteado esta cuestión. Por consiguiente, el tribunal de apelación devolvió el asunto al órgano jurisdiccional remitente y le ordenó que permitiera a la MUW presentar observaciones y, en su caso, aportar pruebas acerca de si dicha disposición podía perjudicar especialmente a las mujeres con respecto a los hombres y, si así fuera, que determinara si estaba justificada tal desigualdad de trato.

18      A nte el órgano jurisdiccional remitente, la MUW manifiesta que el Oberlandesgericht Wien (Tribunal Superior Regional de Viena) llevó a cabo una apreciación incorrecta de la carga de la alegación y de la prueba de la discriminación al declarar que recaía sobre ella la carga de probar la inexistencia de discriminación. En su opinión, la demandante se había limitado a alegar, sin fundamentarla, la existencia de una discriminación indirecta por razón de sexo, sin exponer de manera argumentada y concreta de qué modo la aplicación del artículo 109, apartado 2, de la UG constituía una discriminación de las trabajadoras con respecto a los trabajadores. Por otra parte, la MUW sostiene que los empleos por tiempo indefinido son sumamente escasos en el ámbito universitario y que el artículo 109, apartado 2, de la UG permite a sus empleados trabajar durante más tiempo para ella. Por último, la MUW alega que, a fin de apreciar si dicha disposición afecta negativamente a las mujeres en particular, es preciso tomar como marco de referencia la situación común a todas las universidades austriacas. Sin embargo, al no tener acceso a todos esos datos, la MUW subraya que, por lo que a ella respecta, la proporción de trabajadores con contrato de duración determinada y comprendidos en el ámbito de aplicación del artículo 109, apartado 2, de la UG asciende a un 79 % para las mujeres y a un 75 % para los hombres.

19      Por su parte, la Sra. Schuch-Ghannadan alega que una medida que puede afectar a un porcentaje más elevado de mujeres que de hombres se presume que constituye una discriminación indirecta, de modo que corresponde a la otra parte aportar la prueba en contrario. En su opinión, dado que la MUW no pudo presentar cifras de otras universidades sujetas a la misma normativa ni probar la existencia de una justificación, queda acreditada la existencia de una discriminación indirecta.

20      A este respecto, el órgano jurisdiccional remitente puntualiza que el artículo 109, apartado 2, de la UG constituye una excepción de las normas habituales del Derecho del trabajo, ya que los tribunales austriacos consideran, en principio, ilegal el encadenamiento de dos o más contratos de duración determinada, a menos que exista una justificación objetiva.

21      Sin embargo , según el órgano jurisdiccional remitente, dicha disposición no es contraria a la cláusula 5 del Acuerdo Marco sobre el Trabajo de Duración Determinada, dado que, al determinar la duración máxima total de sucesivos contratos o relaciones laborales de duración determinada, el legislador nacional adoptó una medida de la misma naturaleza de las contempladas en el punto 1, letra b), de dicha cláusula.

22      Por otra parte, e l órgano jurisdiccional remitente se pregunta sobre la compatibilidad del artículo 109, apartado 2, de la UG con la cláusula 4 del Acuerdo Marco sobre el Trabajo a Tiempo Parcial, en la medida en que aquella disposición establece una duración máxima de las relaciones laborales de duración determinada mayor para los trabajadores a tiempo parcial que para los trabajadores a tiempo completo. Estima que esta norma puede considerarse como la aplicación del principio de pro rata temporis, que figura en el punto 2 de dicha cláusula, debido a que, durante la relación laboral, los trabajadores a tiempo parcial adquieren menos conocimientos y experiencia que los trabajadores a tiempo completo. En tal caso, solamente es preciso examinar, en su opinión, si resulta apropiado en el caso de autos recurrir a dicho principio, sin tener que comprobar si existen razones objetivas que justifiquen la medida en cuestión.

23      Por lo que atañe a la Directiva 2006/54, a fin de apreciar si la medida nacional controvertida en el litigio principal supone una discriminación indirecta por razón de sexo, el órgano jurisdiccional remitente estima que procede tomar como grupo de referencia a los empleados de todas las universidades austriacas comprendidas en el ámbito de aplicación de la UG y comparar el porcentaje de hombres y de mujeres empleados a tiempo parcial cubiertos por dicha medida. A este respecto, considera que incumbe, en virtud del artículo 19, apartado 1, de dicha Directiva, a la parte que se considere perjudicada por una discriminación indirecta fundamentar la existencia de esta.

24      Sin embargo, según algunas sentencias del Oberster Gerichtshof (Tribunal Supremo de lo Civil y Penal, Austria), el hecho de que el porcentaje de empleo a tiempo parcial sea en general mucho mayor para las mujeres constituye una presunción de trato desigual que el empresario debe refutar demostrando que la proporción de mujeres afectadas por una determinada medida no es significativamente superior a la de hombres en la misma situación.

25      Por esta razón, el órgano jurisdiccional remitente solicita al Tribunal de Justicia que interprete el artículo 19 de la Directiva 2006/54.

26      En estas circunstancias, el Arbeits- und Sozialgericht Wien (Tribunal de lo Laboral y Social de Viena) decidió suspender el procedimiento y plantear al Tribunal de Justicia las cuestiones prejudiciales siguientes:

«1)      ¿Debe aplicarse el principio de pro rata temporis de la cláusula 4, punto 2, del [Acuerdo Marco sobre el Trabajo a Tiempo Parcial], en relación con el principio de no discriminación consagrado en la cláusula 4, punto 1, a una normativa legal con arreglo a la cual la duración total de una serie de relaciones laborales consecutivas de un trabajador de una universidad austriaca empleado a tiempo completo en proyectos de financiación externa o proyectos de investigación es de 6 años, pero de 8 años si se trata de un empleo a tiempo parcial y, además, si existe una justificación objetiva, en particular para la continuación o culminación de proyectos de investigación o de publicaciones, se permite una única prórroga hasta un total de 10 años en el caso de empleos a tiempo completo y de 12 años en el caso de empleos a tiempo parcial?

2)      ¿Constituye una normativa legal como la expuesta en la primera cuestión prejudicial una discriminación indirecta por razón de sexo a efectos del artículo 2, apartado 1, letra b), de la Directiva [2006/54] si en el conjunto de trabajadores afectados por esta normativa hay un porcentaje significativamente superior de mujeres que de hombres?

3)      ¿Debe interpretarse el artículo 19, apartado 1, de la Directiva [2006/54] en el sentido de que una mujer que, encontrándose comprendida en el ámbito de aplicación de una normativa legal como la descrita en la primera cuestión prejudicial, alega ser discriminada indirectamente por razón de sexo porque el número de mujeres en empleo a tiempo parcial es significativamente mayor que el de hombres, debe acreditar este hecho, en particular la afectación significativamente mayor de las mujeres desde el punto de vista estadístico, aportando cifras estadísticas concretas o hechos concretos y presentando elementos de prueba adecuados?»

 Sobre las cuestiones prejudiciales

 Observaciones preliminares
27      Con carácter preliminar, en cuanto al alcance de las cuestiones prejudiciales, es preciso manifestar que, mediante ellas, el órgano jurisdiccional remitente se limita a solicitar la interpretación de la cláusula 4 del Acuerdo Marco sobre el Trabajo a Tiempo Parcial y de los artículos 2, apartado 1, letra b), y 19, apartado 1, de la Directiva 2006/54.

28      A este respecto, procede señalar que la Comisión Europea sostuvo, tanto en sus observaciones escritas como en la vista ante el Tribunal de Justicia, que el artículo 109, apartado 2, de la UG no constituye una transposición suficiente de la cláusula 5, punto 1, del Acuerdo Marco sobre el Trabajo de Duración Determinada.

29      Sin embargo, como se ha señalado en el apartado 21 de la presente sentencia, de la petición de decisión prejudicial se desprende expresamente que el órgano jurisdiccional remitente considera que el artículo 109, apartado 2, de la UG constituye una transposición suficiente y lícita de dicha cláusula. Por lo tanto, el órgano jurisdiccional remitente estima que no precisa aclaraciones acerca de la posible incidencia de la cláusula 5, punto 1, del Acuerdo Marco sobre el Trabajo de Duración Determinada en la respuesta que debe darse a las cuestiones planteadas.

30      Según reiterada jurisprudencia, corresponde exclusivamente al tribunal remitente determinar y formular las cuestiones prejudiciales relativas a la interpretación del Derecho de la Unión necesarias para resolver el litigio principal (sentencia de 13 de diciembre de 2018, Touring Tours und Travel y Sociedad de transportes, C‑412/17 y C‑474/17, EU:C:2018:1005, apartado 39 y jurisprudencia citada).

31      Resulta asimismo de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia que, si el órgano jurisdiccional remitente ha indicado expresamente en su resolución de remisión que no había considerado necesario plantear una cuestión prejudicial, el Tribunal de Justicia no puede contestar a dicha cuestión ni tenerla en cuenta en el contexto de la remisión prejudicial (véase, en este sentido, la sentencia de 13 de diciembre de 2018, Touring Tours und Travel y Sociedad de transportes, C‑412/17 y C‑474/17, EU:C:2018:1005, apartado 41 y jurisprudencia citada).

32      En estas circunstancias, el Tribunal de Justicia no puede ampliar, en el caso de autos, el objeto de las cuestiones planteadas examinándolas no solamente a la luz de la cláusula 4 del Acuerdo Marco sobre el Trabajo a Tiempo Parcial y de los artículos 2, apartado 1, letra b), y 19, apartado 1, de la Directiva 2006/54, sino también de la cláusula 5, punto 1, del Acuerdo Marco sobre el Trabajo de Duración Determinada.

 Sobre la primera cuestión prejudicial
33      Mediante su primera cuestión prejudicial, el órgano jurisdiccional remitente desea saber, en esencia, si la cláusula 4 del Acuerdo Marco sobre el Trabajo a Tiempo Parcial debe interpretarse en el sentido de que, por un lado, se opone a una normativa nacional, como la controvertida en el litigio principal, que establece, para los trabajadores con contrato de duración determinadaa los que se aplica, una duración máxima de las relaciones laborales más larga para los trabajadores a tiempo parcial que para los trabajadores a tiempo completo comparables y, por otro lado, si el principio de pro rata temporis que ahí se contempla se aplica a tal normativa.

34      Es preciso recordar que, conforme al punto 1 de dicha cláusula, por lo que respecta a las condiciones de empleo, no podrá tratarse a los trabajadores a tiempo parcial de una manera menos favorable que a los trabajadores a tiempo completo comparables por el simple motivo de que trabajen a tiempo parcial, a menos que se justifique un trato diferente por razones objetivas. Además, en virtud del punto 2 de dicha cláusula, cuando resulte adecuado, se aplicará el principio de pro rata temporis.

35      En el caso de autos, se plantea, en primer lugar, el tema de si la normativa controvertida en el litigio principal supone, por lo que respecta a la duración de las relaciones laborales de duración determinada, un trato menos favorable de los trabajadores a tiempo parcial en comparación con los trabajadores a tiempo completo, extremo que niegan tanto la MUW como el Gobierno austriaco. Según estos últimos, el hecho de que los trabajadores a tiempo parcial con contrato de duración determinada puedan trabajar, en una universidad, durante un período más largo que los trabajadores a tiempo completo con contrato de duración determinada constituye una ventaja para los primeros, habida cuenta, en particular, de la dificultad, para el personal al que se aplica dicha normativa, de acceder a un contrato por tiempo indefinido en las universidades.

36      No obstante, como alegan la Com isión y la demandante, tal hecho parece que puede reducir o aplazar, en mayor medida para los trabajadores a tiempo parcial que para los trabajadores a tiempo completo, la posibilidad de acceder a un contrato por tiempo indefinido, lo que, llegado el caso y sin perjuicio de verificación por el órgano jurisdiccional remitente, constituye un trato menos favorable de esa primera categoría de trabajadores.

37      En segundo lugar, se plantea el tema de si la diferencia de trato establecida en el artículo 109, apartado 2, de la UG puede justificarse por razones objetivas.

38      La MUW y el Gobierno austriaco sostienen que así ocurre, puesto que el nivel de conocimientos y de experiencia que pueden adquirir los trabajadores a tiempo parcial en el marco de sus relaciones laborales es necesariamente inferior al que adquieren los trabajadores a tiempo completo comparables. Por lo tanto, si esas dos categorías de trabajadores estuvieran sometidas a la misma duración máxima de las relaciones laborales de duración determinada, los trabajadores a tiempo parcial estarían especialmente en desventaja, puesto que dispondrían de menos tiempo para efectuar investigaciones y publicaciones científicas, siendo así que estas constituyen elementos primordiales para conseguir implantarse en el ámbito universitario.

39      A este respecto, de reiterada jurisprudencia se desprende que la afirmación de que existe un vínculo particular entre la duración de una actividad profesional y la adquisición de un determinado nivel de conocimientos o de experiencia, por constituir una mera generalización relativa a ciertas categorías de trabajadores, no permite deducir criterios objetivos y ajenos a cualquier discriminación. Efectivamente, aunque la antigüedad corre pareja con la experiencia, la objetividad de tal criterio depende del conjunto de circunstancias de cada caso, en especial, de la relación entre la naturaleza de la función ejercida y la experiencia que proporciona el ejercicio de esta función después de un determinado número de horas de trabajo efectuadas (véase, en este sentido, la sentencia de 10 de marzo de 2005, Nikoloudi, C‑196/02, EU:C:2005:141, apartado 55 y jurisprudencia citada).

40      Corresponde al órgano jurisdiccional remitente apreciar, en el contexto específico de los trabajos a los que se refiere el artículo 109, apartado 2, de la UG y, en particular, de las tareas desempeñadas por la demandante en ese marco, si existe dicho vínculo particular entre la naturaleza de la función ejercida y la experiencia que proporciona el ejercicio de esta función a la luz del número de horas de trabajo efectuadas y, en su caso, si el tiempo necesario para terminar las investigaciones y garantizar la publicación de sus resultados puede justificar la normativa nacional controvertida en el litigio principal. En caso afirmativo, corresponde a dicho órgano jurisdiccional comprobar si esa normativa es proporcionada al objetivo invocado.

41      Por último, por lo que respecta al tema de si el principio de pro rata temporis se aplica a una normativa como la controvertida en el litigio principal, resulta que no cabe considerar tal normativa como una aplicación de dicho principio, dado que la duración máxima de las relaciones laborales consecutivas se prorroga dos años para todos los trabajadores a tiempo parcial y, por lo tanto, no es proporcional a las horas realmente trabajadas.

42      Habida cuenta de lo anterior, procede responder a la primera cuestión prejudicial que la cláusula 4, punto 1, del Acuerdo Marco sobre el Trabajo a Tiempo Parcial debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa nacional, como la controvertida en el litigio principal, que establece, para los trabajadores con contrato de duración determinada a los que se aplica, una duración máxima de las relaciones laborales más larga para los trabajadores a tiempo parcial que para los trabajadores a tiempo completo comparables , a menos que tal diferencia de trato se justifique por razones objetivas y sea proporcionada en relación con dichas razones, extremo que corresponde comprobar al órgano jurisdiccional remitente. La cláusula 4, punto 2, del Acuerdo Marco sobre el Trabajo a Tiempo Parcial debe interpretarse en el sentido de que el principio de pro rata temporis que ahí se contempla no se aplica a tal normativa.

 Sobre las cuestiones prejudiciales segunda y tercera
43      Mediante sus cuestiones prejudiciales segunda y tercera, que es preciso tratar conjuntamente, el órgano jurisdiccional remitente pregunta en esencia, por un lado, si el artículo 2, apartado 1, letra b), de la Directiva 2006/54 debe interpretarse en el sentido de que una normativa nacional, como la controvertida en el litigio principal, que establece, para los trabajadores con contrato de duración determinada a los que se aplica, una duración máxima de las relaciones laborales más larga para los trabajadores a tiempo parcial que para los trabajadores a tiempo completo comparables constituye una discriminación indirecta por razón de sexo contemplada en dicha disposición y, por otro lado, si el artículo 19, apartado 1, de dicha Directiva debe interpretarse en el sentido de que exige que la parte que se considere perjudicada por tal discriminación presente, para establecer una presunción de discriminación, estadísticas o hechos concretos relativos a la supuesta discriminación.

44      Por lo que se refiere a la primera parte de estas cuestiones prejudiciales, procede recordar que el artículo 2, apartado 1, letra b), de la Directiva 2006/54 define el concepto de «discriminación indirecta» a efectos de esta Directiva como la situación en que una disposición, criterio o práctica aparentemente neutros sitúan a personas de un sexo determinado en desventaja particular con respecto a personas del otro sexo, salvo que dicha disposición, criterio o práctica pueda justificarse objetivamente con una finalidad legítima y que los medios para alcanzar dicha finalidad sean adecuados y necesarios.

45      La existencia de una desventaja particular puede quedar demostrada, entre otras formas, probando que una normativa como la controvertida en el litigio principal afecta negativamente a una proporción significativamente mayor de personas de un sexo que del otro sexo (véase, en este sentido, la sentencia de 8 de mayo de 2019, Villar Láiz, C‑161/18, EU:C:2019:382, apartado 38 y jurisprudencia citada).

46      El Tribunal de Justicia ya ha declarado que, como también resulta del considerando 30 de la Directiva 2006/54, la apreciación de los hechos de los que pueda resultar la presunción de haberse producido una discriminación indirecta corresponde al órgano jurisdiccional nacional, con arreglo al Derecho nacional o a las prácticas nacionales que pueden disponer, en particular, que es posible demostrar la discriminación indirecta por cualquier medio, incluso a partir de datos estadísticos (véase, en este sentido, la sentencia de 8 de mayo de 2019, Villar Láiz, C‑161/18, EU:C:2019:382, apartado 46 y jurisprudencia citada).

47      Por lo que respecta a los datos estadísticos, el Tribunal de Justicia ya ha declarado, por un lado, que incumbe al órgano jurisdiccional remitente tomar en consideración al conjunto de trabajadores sujetos a la normativa nacional en la que tiene su origen la diferencia de trato y, por otro lado, que el mejor método de comparación consiste en comparar las proporciones respectivas de trabajadores a los que afecta y a los que no afecta la norma controvertida entre la mano de obra masculina y las mismas proporciones entre la mano de obra femenina (véanse, en este sentido, las sentencias de 9 de febrero de 1999, Seymour-Smith y Pérez, C‑167/97, EU:C:1999:60, apartado 59, y de 6 de diciembre de 2007, Voß, C‑300/06, EU:C:2007:757, apartado 40).

48      A este respecto, corresponde al órgano jurisdiccional nacional apreciar en qué medida los datos estadísticos que se le someten, que representan la situación de la mano de obra, son válidos y si se pueden tomar en consideración, es decir, entre otras cosas, si no constituyen la expresión de fenómenos meramente fortuitos o coyunturales y si, en general, resultan significativos (véase, en este sentido, la sentencia de 9 de febrero de 1999, Seymour-Smith y Pérez, C‑167/97, EU:C:1999:60, apartado 62 y jurisprudencia citada).

49      En el supuesto de que el órgano jurisdiccional remitente, basándose en los datos estadísticos aportados y, en su caso, en otros elementos de hecho pertinentes, llegue a la conclusión de que la normativa nacional controvertida en el litigio principal sitúa a las mujeres en desventaja particular con respecto a los hombres, tal normativa sería contraria al artículo 2, apartado 1, letra b), de la Directiva 2006/54, salvo que pueda justificarse objetivamente con una finalidad legítima y que los medios para alcanzar dicha finalidad sean adecuados y necesarios.

50      Pues bien, en el caso de autos, como ya se ha indicado en el apartado 38 de la presente sentencia, la MUW y el Gobierno austriaco alegan que la desigualdad de trato de que son objeto los trabajadores a tiempo parcial en comparación con los trabajadores a tiempo completo, contenida en el artículo 109, apartado 2, de la UG, se justifica por el hecho de que los primeros adquieren un nivel de experiencia y de conocimientos inferior al de los segundos y que, por ello, necesitan un período de tiempo más largo para terminar algunas de sus investigaciones y publicar sus resultados. Por lo tanto, establecer la misma duración máxima de las relaciones laborales de duración determinada para ambas categorías de trabajadores reduciría las posibilidades de los trabajadores a tiempo parcial de implantarse en el ámbito universitario en cuestión al final de dicho período. Como se ha señalado en el apartado 40 de la presente sentencia, incumbe al órgano jurisdiccional remitente apreciar si la normativa controvertida en el litigio principal puede justificarse objetivamente a la luz de todos los hechos y circunstancias del litigio principal.

51      Por lo que se refiere a la segunda parte de las cuestiones prejudiciales, es preciso recordar que, en virtud del artículo 19, apartado 1, de la Directiva 2006/54, los Estados miembros adoptarán con arreglo a sus sistemas judiciales nacionales las medidas necesarias para que, cuando una persona que se considere perjudicada por la no aplicación, en lo que a ella se refiere, del principio de igualdad de trato presente, ante un órgano jurisdiccional u otro órgano competente, hechos que permitan presumir la existencia de discriminación directa o indirecta, corresponda a la parte demandada demostrar que no ha habido vulneración del principio de igualdad de trato. Así pues, y como se recoge en el considerando 30 de dicha Directiva, la carga de la prueba recae en la parte demandada cuando a primera vista haya un caso de discriminación.

52      Como se ha señalado en el apartado 47 de la presente sentencia, para determinar la existencia de una discriminación por razón de sexo es preciso tomar en consideración al conjunto de trabajadores sujetos a la normativa nacional en la que tiene su origen la diferencia de trato y comparar, dentro de ese conjunto, las proporciones respectivas de trabajadores a los que afecta y a los que no afecta la norma controvertida, tanto entre los trabajadores como entre las trabajadoras.

53      En el caso de autos, la demandante alega que, en general, las medidas que afectan negativamente a los trabajadores a tiempo parcial en comparación con los trabajadores a tiempo completo pueden situar a las mujeres en desventaja particular. Para fundamentar esta tesis, presentó ante el órgano jurisdiccional remitente unas estadísticas sobre el mercado de trabajo austriaco en general, de las que resulta que un número considerablemente mayor de mujeres que de hombres trabaja a tiempo parcial. No obstante, puntualizó que no disponía de datos relativos a los trabajadores empleados en las universidades austriacas a las que se les aplica la UG.

54      En estas circunstancias , es necesario precisar cómo y por qué medios una persona que se considere perjudicada por una discriminación indirecta por razón de sexo puede demostrar que a primera vista existe discriminación en el supuesto de que no estén disponibles o sean difícilmente accesibles para esa persona datos estadísticos u otros medios de prueba relativos a todos los trabajadores s ujetos a la normativa nacional en la que tiene su origen la diferencia de trato.

55      Sobre este particular, el Tribunal de Justicia ha declarado, por lo que respecta al artículo 4, apartado 1, de la Directiva 97/80, cuyo tenor es idéntico al del artículo 19, apartado 1, de la Directiva 2006/54, que, aunque esa primera disposición no prevé a favor de una persona, que se considere perjudicada por la inobservancia, en lo que a ella se refiere, del principio de igualdad de trato, un derecho específico a acceder a información para que le sea posible acreditar «hechos que permitan presumir la existencia de discriminación directa o indirecta» conforme a dicha disposición, también es cierto que el no poder acceder a información o a datos estadísticos pertinentes, en el contexto de la prueba de tales hechos, puede frustrar la consecución del objetivo perseguido por la citada Directiva y privar así a dicha disposición de su efecto útil (véase, en este sentido, la sentencia de 21 de julio de, Kelly, C‑104/10, EU:C:2011:506, apartados 34 y 35).

56      Habida cuenta, en particular, de la necesidad de garantizar la eficacia del artículo 19, apartado 1, de la Directiva 2006/54, esta disposición debe interpretarse, como señaló el Abogado General en el punto 63 de sus conclusiones, en el sentido de que permite que un trabajador que se considere perjudicado por una discriminación indirecta por razón de sexo fundamente una presunción de discriminación basándose en datos estadísticos generales relativos al mercado de trabajo en el Estado miembro de que se trate, en el supuesto de que no quepa esperar que el interesado presente datos más concretos relativos al grupo de trabajadores pertinente, por ser difícilmente accesibles o incluso no estar disponibles.

57      De lo anterior se deduce que procede responder a las cuestiones prejudiciales segunda y tercera que el artículo 2, apartado 1, letra b), de la Directiva 2006/54 debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa nacional, como la controvertida en el litigio principal, que establece, para los trabajadores con contrato de duración determinada a los que se aplica, una duración máxima de las relaciones laborales más larga para los trabajadores a tiempo parcial que para los trabajadores a tiempo completo comparables si se demuestra que dicha normativa afecta negativamente a un porcentaje significativamente mayor de trabajadoras que de trabajadores y si dicha normativa no puede justificarse objetivamente con una finalidad legítima o los medios para alcanzar dicha finalidad no son adecuados y necesarios. El artículo 19, apartado 1, de dicha Directiva debe interpretarse en el sentido de que esta disposición no exige que la parte que se considere perjudicada por tal discriminación presente, para demostrar una presunción de discriminación, estadísticas o hechos concretos referidos a los trabajadores afectados por la normativa nacional controvertida si dicha parte no tiene acceso a tales estadísticas o hechos o únicamente puede acceder a ellos con grandes dificultades.

 Sobre la limitación en el tiempo de los efectos de la presente sentencia

58      La MUW, so stenida por el Gobierno austriaco, solicitó al Tribunal de Justicia, en sus observaciones escritas y orales, que limitase en el tiempo los efectos de la presente sentencia en el supuesto de que tuviera que declarar que una norma nacional como el artículo 109, apartado 2, de la UG constituye una discriminación de los trabajadores a tiempo parcial, prohibida por la cláusula 4, punto 1, del Acuerdo Marco sobre el Trabajo a Tiempo Parcial.

59      La MUW alega, en esencia, que resulta indispensable limitar en el tiempo los efectos de la presente sentencia por motivos de seguridad jurídica. En su opinión, numerosos contratos de trabajo de duración determinada se celebraron de buena fe con trabajadores a tiempo parcial sobre la base del artículo 109, apartado 2, de la UG. Añade que existe un riesgo de graves consecuencias económicas si el Tribunal de Justicia debe declarar que la cláusula 4, punto 1, del Acuerdo Marco sobre el Trabajo a Tiempo Parcial se opone a una normativa como la controvertida en el litigio principal, dado que entonces numerosos contratos de duración determinada deberían transformarse en contratos por tiempo indefinido.

60      A este respecto, es preciso recordar que, conforme a reiterada jurisprudencia, la interpretación que el Tribunal de Justicia efectúa, en el ejercicio de la competencia que le confiere el artículo 267 TFUE, de una norma de Derecho de la Unión aclara y precisa el significado y el alcance de dicha norma, tal como debe o habría debido ser entendida y aplicada desde el momento de su entrada en vigor. De ello resulta que la norma que ha sido interpretada puede y debe ser aplicada por el juez a las relaciones jurídicas nacidas y constituidas antes de que se haya pronunciado la sentencia que resuelva sobre la petición de interpretación si, además, se cumplen los requisitos que permiten someter a los órganos jurisdiccionales competentes un litigio relativo a la aplicación de dicha norma (sentencia de 10 de noviembre de 2016, Kovalkovas, C‑477/16 PPU, EU:C:2016:861, apartado 51 y jurisprudencia citada).

61      Solo con carácter excepcional puede el Tribunal de Justicia, aplicando el principio general de seguridad jurídica inherente al ordenamiento jurídico de la Unión, limitar la posibilidad de que los interesados invoquen una disposición por él interpretada con el fin de cuestionar relaciones jurídicas establecidas de buena fe. Para poder decidir dicha limitación, es necesario que concurran dos criterios esenciales, a saber, la buena fe de los círculos interesados y el riesgo de trastornos graves (sentencia de 10 de noviembre de 2016, Kovalkovas, C‑477/16 PPU, EU:C:2016:861, apartado 52 y jurisprudencia citada).

62      Más concretamente , el Tribunal de Justicia únicamente ha recurrido a esta solución en circunstancias muy concretas, cuando existía un riesgo de repercusiones económicas graves debidas, en particular, al elevado número de relaciones jurídicas constituidas de buena fe sobre la base de la normativa que se consideraba válidamente en vigor y era patente que los particulares y las autoridades nacionales habían sido incitados a observar una conducta contraria a la normativa de la Unión en razón de una incertidumbre objetiva e importante en cuanto al alcance de las disposiciones del Derecho de la Unión, incertidumbre a la que habían contribuido eventualmente los propios comportamientos observados por otros Estados miembros o por la Comisión (sentencia de 10 de julio de 2019, WESTbahn Management, C‑210/18, EU:C:2019:586, apartado 46 y jurisprudencia citada).

63      Por lo que respecta al riesgo de trastornos graves, es preciso señalar que, en el caso de autos, la interpretación del Derecho de la Unión que efectúa el Tribunal de Justicia en la presente sentencia versa sobre la discriminación de los trabajadores a tiempo parcial, contemplada en la cláusula 4, punto 1, del Acuerdo Marco sobre el Trabajo a Tiempo Parcial, y sobre los criterios que el juez nacional puede o debe aplicar al examinar la normativa controvertida en el litigio principal a la luz, en particular, de dicha cláusula. En efecto, corresponde al órgano jurisdiccional remitente pronunciarse, en primer lugar, sobre si la normativa controvertida en el litigio principal supone un trato menos favorable de los trabajadores a tiempo parcial en comparación con los trabajadores a tiempo completo comparables por la única razón de que los primeros trabajan a tiempo parcial. En segundo lugar, incumbe a dicho órgano jurisdiccional, en su caso, apreciar si la eventual discriminación puede estar justificada por razones objetivas (véase, por analogía, la sentencia de 21 de marzo de 2013, RWE Vertrieb, C‑92/11, EU:C:2013:180, punto 60 y jurisprudencia citada).

64      En estas circunstancias, las consecuencias financieras, en particular para las universidades, no pueden determinarse únicamente sobre la base de la interpretación del Derecho de la Unión que efectúa el Tribunal de Justicia en el marco del presente asunto (v éase, por analogía, la sentencia de 21 de marzo de 2013, RWE Vertrieb, C‑92/11, EU:C:2013:180, apartado 61 y jurisprudencia citada).

65      En cons ecuencia, no cabe considerar acreditada la existencia de un riesgo de trastornos graves, en el sentido de la jurisprudencia citada en el apartado 61 de la presente sentencia, que pueda justificar una limitación en el tiempo de los efectos de la presente sentencia (véase, en este sentido, la sentencia de 21 de marzo de 2013, RWE Vertrieb, C‑92/11, EU:C:2013:180, apartado 62).

66      Lo que es m ás, la MUW no proporciona al Tribunal de Justicia ningún elemento concreto en cuanto al número de relaciones jurídicas afectadas o a la naturaleza y alcance de las repercusiones económicas de la presente sentencia, de modo que no cabe considerar en ningún caso demostrada la existencia de un riesgo de trastornos graves que justifique la limitación en el tiempo de los efectos de la presente sentencia.

67      Además , por lo que respecta al segundo criterio que se deduce de la jurisprudencia mencionada en el apartado 61 de la presente sentencia, a saber, la buena fe de los interesados, la MUW no aporta pruebas suficientes que demuestren la existencia de una incertidumbre objetiva e importante en cuanto al alcance de las disposiciones del Derecho de la Unión. A este respecto, no basta con afirmar únicamente que se celebraron de buena fe numerosos contratos de duración determinada sobre la base del artículo 109, apartado 2, de la UG.

68      En estas circunstancias , no procede limitar en el tiempo los efectos de la presente sentencia.

 Costas

69      Dado que el procedimiento tiene, para las partes del litigio principal, el carácter de un incidente promovido ante el órgano jurisdiccional remitente, corresponde a este resolver sobre las costas. Los gastos efectuados por quienes, no siendo partes del litigio principal, han presentado observaciones ante el Tribunal de Justicia no pueden ser objeto de reembolso.

En virtud de todo lo expuesto, el Tribunal de Justicia (Sala Tercera) declara:

1)      La cláusula 4, punto 1, del Acuerdo Marco sobre el Trabajo a Tiempo Parcial, celebrado el 6 de junio de 1997, que figura en el anexo de la Directiva 97/81/CE del Consejo, de 15 de diciembre de 1997, relativa al Acuerdo Marco sobre el Trabajo a Tiempo Parcial concluido por la UNICE, el CEEP y la CES, debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa nacional, como la controvertida en el litigio principal, que establece, para los trabajadores con contrato de duración determinada a los que se aplica, una duración máxima de las relaciones laborales más larga para los trabajadores a tiempo parcial que para los trabajadores a tiempo completo comparables, a menos que tal diferencia de trato se justifique por razones objetivas y sea proporcionada en relación con dichas razones, extremo que corresponde comprobar al órgano jurisdiccional remitente. La cláusula 4, punto 2, del Acuerdo Marco sobre el Trabajo a Tiempo Parcial debe interpretarse en el sentido de que el principio de pro rata temporis que ahí se contempla no se aplica a tal normativa.

2)      El artículo 2, apartado 1, letra b), de la Directiva 2006/54/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de julio de 2006, relativa a la aplicación del principio de igualdad de oportunidades e igualdad de trato entre hombres y mujeres en asuntos de empleo y ocupación, debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa nacional, como la controvertida en el litigio principal, que establece, para los trabajadores con contrato de duración determinada a los que se aplica, una duración máxima de las relaciones laborales más larga para los trabajadores a tiempo parcial que para los trabajadores a tiempo completo comparables  si se demuestra que dicha normativa afecta negativamente a un porcentaje significativamente mayor de trabajadoras que de trabajadores y si dicha normativa no puede justificarse objetivamente con una finalidad legítima o los medios para alcanzar dicha finalidad no son adecuados y necesarios.  El artículo 19, apartado 1, de dicha Directiva debe interpretarse en el sentido de que esta disposición no exige que la parte que se considere perjudicada por tal discriminación presente, para demostrar una presunción de discriminación, estadísticas o hechos concretos referidos a los trabajadores afectados por la normativa nacional controvertida si dicha parte no tiene acceso a tales estadísticas o hechos o únicamente puede acceder a ellos con grandes dificultades.

4. CONCLUSIONES DE LA ABOGADA GENERAL
SRA. JULIANE KOKOTT

presentadas el 17 de octubre de 2019 (1)

Asuntos acumulados C‑103/18 y C‑429/18

Domingo Sánchez Ruiz

contra

Comunidad de Madrid (Servicio Madrileño de Salud) (C‑103/18)

y

Berta Fernández Álvarez,

BMM,

TGV,

Natalia Fernández Olmos,

María Claudia Téllez Barragán

contra

Consejería de Sanidad de la Comunidad de Madrid (C‑429/18)

(Peticiones de decisión prejudicial planteadas por el Juzgado de lo Contencioso‑Administrativo n.º 8 y el Juzgado de lo Contencioso‑Administrativo n.º 14 de Madrid)

«Procedimiento prejudicial — Política social — Directiva 1999/70/CE — Acuerdo Marco de la CES, la UNICE y el CEEP sobre el Trabajo de Duración Determinada — Cláusula 5 — Nombramientos temporales sucesivos en el ámbito de la sanidad pública — Abuso — Concepto de necesidades permanentes y estables — Medidas de sanción del uso abusivo de nombramientos temporales — Transformación en una relación de servicio estatutaria fija –– Facultades del juez nacional»

I.      Introducción

1.        Los dos asuntos acumulados tienen su origen en sendas peticiones de decisión prejudicial presentadas, respectivamente, por el Juzgado de lo Contencioso‑Administrativo n.º 8 y el Juzgado de lo Contencioso‑Administrativo n.º 14 de Madrid, que a su vez conectan con la petición de decisión prejudicial presentada por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n.º 4 de Madrid en el asunto C‑16/15. (2)

2.        En ambas peticiones de decisión prejudicial, los juzgados remitentes critican claramente el manifiesto uso prolongado y frecuente de nombramientos temporales para cubrir las necesidades de personal del servicio público de Salud de la Comunidad de Madrid. Estos juzgados se dirigen al Tribunal de Justicia con un total de 16 cuestiones prejudiciales para que se dilucide qué facultades tienen para sancionar los eventuales abusos derivados de la utilización sucesiva de nombramientos temporales con arreglo a la cláusula 5 del Acuerdo Marco sobre el Trabajo de Duración Determinada, de 18 de marzo de 1999 (en lo sucesivo, «Acuerdo Marco»). (3)

II.    Marco jurídico

A.      Derecho de la Unión

3.        El marco jurídico del Derecho de la Unión aplicable en estos asuntos lo constituye la Directiva 1999/70. Como indica su artículo 1, esta Directiva tiene por objeto aplicar el Acuerdo Marco sobre el Trabajo de Duración Determinada, celebrado el 18 de marzo de 1999 entre tres organizaciones interprofesionales de carácter general (UNICE, CEEP y CES), que figura en su anexo.

4.        La cláusula 1 del Acuerdo Marco establece:

«El objeto del presente Acuerdo marco es:

a)      mejorar la calidad del trabajo de duración determinada garantizando el respeto al principio de no discriminación;

b)      establecer un marco para evitar los abusos derivados de la utilización de sucesivos contratos o relaciones laborales de duración determinada.»

5.        La cláusula 5 («Medidas destinadas a evitar la utilización abusiva») del Acuerdo Marco establece:

«1.      A efectos de prevenir los abusos como consecuencia de la utilización sucesiva de contratos o relaciones laborales de duración determinada los Estados miembros, previa consulta con los interlocutores sociales y conforme a la legislación, los acuerdos colectivos y las prácticas nacionales, y/o los interlocutores sociales, cuando no existan medidas legales equivalentes para prevenir los abusos, introducirán de forma que se tengan en cuenta las necesidades de los distintos sectores y/o categorías de trabajadores, una o varias de las siguientes medidas:

a)      razones objetivas que justifiquen la renovación de tales contratos o relaciones laborales;

b)      la duración máxima total de los sucesivos contratos de trabajo o relaciones laborales de duración determinada;

c)      el número de renovaciones de tales contratos o relaciones laborales.

2.      Los Estados miembros, previa consulta a los interlocutores sociales, y/o los interlocutores sociales, cuando resulte […] necesario, determinarán en qué condiciones los contratos de trabajo o relaciones laborales de duración determinada:

a)      se considerarán “sucesivos”;

b)      se considerarán celebrados por tiempo indefinido.»

B.      Derecho español

6.        El artículo 9 de la Ley 55/2003, de 16 de diciembre, del Estatuto Marco del personal estatutario de los servicios de salud (4) (en lo sucesivo, «Estatuto Marco»), permite a los servicios públicos de salud el nombramiento de personal estatutario temporal por razones de necesidad, de urgencia o para el desarrollo de programas de carácter temporal, coyuntural o extraordinario.

7.        Los nombramientos del personal estatutario temporal podrán ser de interinidad, de carácter eventual o de sustitución. Los distintos requisitos para el nombramiento de esos tres tipos de personal estatutario temporal se encuentran regulados en el artículo 9, apartados 2 a 4, del Estatuto Marco del siguiente modo:

«2.      El nombramiento de carácter interino se expedirá para el desempeño de una plaza vacante de los centros o servicios de salud, cuando sea necesario atender las correspondientes funciones.

Se acordará el cese del personal estatutario interino cuando se incorpore personal fijo, por el procedimiento legal o reglamentariamente establecido, a la plaza que desempeñe, así como cuando dicha plaza resulte amortizada.

3.      El nombramiento de carácter eventual se expedirá en los siguientes supuestos:

a)      Cuando se trate de la prestación de servicios determinados de naturaleza temporal, coyuntural o extraordinaria.

b)      Cuando sea necesario para garantizar el funcionamiento permanente y continuado de los centros sanitarios.

c)      Para la prestación de servicios complementarios de una reducción de jornada ordinaria.

Se acordará el cese del personal estatutario eventual cuando se produzca la causa o venza el plazo que expresamente se determine en su nombramiento, así como cuando se supriman las funciones que en su día lo motivaron.

Si se realizaran más de dos nombramientos para la prestación de los mismos servicios por un período acumulado de 12 o más meses en un período de dos años, procederá el estudio de las causas que lo motivaron, para valorar, en su caso, si procede la creación de una plaza estructural en la plantilla del centro.

4.      El nombramiento de sustitución se expedirá cuando resulte necesario atender las funciones de personal fijo o temporal, durante los períodos de vacaciones, permisos y demás ausencias de carácter temporal que comporten la reserva de la plaza.

Se acordará el cese del personal estatutario sustituto cuando se reincorpore la persona a la que sustituya, así como cuando esta pierda su derecho a la reincorporación a la misma plaza o función.»

8.        El artículo 10 de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, cuyo texto refundido fue aprobado mediante el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre (en lo sucesivo, «Estatuto Básico»), (5) establece lo siguiente en relación con la ocupación de plazas por funcionarios interinos:

«(1)      Son funcionarios interinos los que, por razones expresamente justificadas de necesidad y urgencia, son nombrados como tales para el desempeño de funciones propias de funcionarios de carrera, cuando se dé alguna de las siguientes circunstancias:

a)      La existencia de plazas vacantes cuando no sea posible su cobertura por funcionarios de carrera.

[…]»

Las plazas vacantes que se cubran con arreglo a dicha disposición deberán incluirse, conforme al artículo 10, apartado 4, del Estatuto Básico, en la oferta de empleo público correspondiente al ejercicio en que se produce el nombramiento o en la siguiente. Para la ejecución de la oferta de empleo público deberán organizarse procesos selectivos cuando las necesidades de personal no puedan cubrirse mediante algún otro instrumento comparable. El artículo 70, apartado 1, del Estatuto Básico establece para dicha ejecución un plazo improrrogable de tres años, dentro del cual deberá publicarse la convocatoria de los procesos selectivos que sean, en su caso, necesarios.

9.        La disposición transitoria cuarta del Estatuto Básico establece la posibilidad de organizar procesos selectivos abiertos para la cobertura permanente de puestos que se encuentren desempeñados interina o temporalmente. En este contexto podrán valorarse, entre otros méritos, el tiempo de servicios prestados en las administraciones públicas y la experiencia en los puestos de trabajo objeto de la convocatoria.

III. Hechos de los litigios principales y cuestiones prejudiciales

A.      Asunto C‑103/18

10.      El 2 de noviembre de 1999, el Sr. Domingo Sánchez Ruiz fue nombrado personal estatutario temporal interino por el Servicio Madrileño de Salud (SERMAS) de la Comunidad de Madrid, donde trabajaba como informático dentro de la categoría «Grupo Técnico de la Función Administrativa».

11.      Debido a la supresión de esa categoría profesional como consecuencia de una reforma legal, la relación de servicio finalizó el 28 de diciembre de 2011. Ese mismo día recibió un nuevo nombramiento como personal estatutario temporal interino y siguió trabajando en el mismo puesto. Con este nuevo nombramiento el Sr. Sánchez Ruiz fue incluido en la nueva categoría «personal estatutario del ámbito de las tecnologías de la información y las comunicaciones».

12.      Según el juzgado remitente, el Sr. Sánchez Ruiz no participó en las pruebas selectivas (concurso-oposición) convocadas el 27 de mayo de 2015 en el ámbito de su categoría para el acceso a la condición de personal estatutario fijo —la única convocatoria de proceso selectivo en su especialidad que se produce desde el año 1999—. Tampoco recurrió la convocatoria.

13.      En el momento de la presentación de la petición de decisión prejudicial el Sr. Sánchez Ruiz seguía empleado sobre la base anteriormente descrita. En ningún momento impugnó su cese ni su nuevo nombramiento de 28 de diciembre de 2011.

14.      El 21 de diciembre de 2016, el Sr. Sánchez Ruiz solicitó a la Comunidad de Madrid que se le reconociera la condición de empleado público fijo o de personal estatutario equiparable al fijo. En este contexto se entiende por personal estatutario fijo de los servicios públicos de salud los empleados públicos que prestan servicios de modo indefinido y permanente. Esta categoría debe distinguirse de los empleados públicos que prestan sus servicios de modo indefinido, pero no permanente, que no tienen derecho a seguir empleados cuando la plaza que ocupan se amortiza o es cubierta de modo permanente. (6) El viceconsejero de Sanidad desestimó su solicitud. A continuación, el Sr. Sánchez Ruiz interpuso recurso ante el juzgado remitente.

15.      En estas circunstancias, el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n.º 8 de Madrid decidió suspender el procedimiento y plantear las siguientes cuestiones prejudiciales:

«1)      Una situación como la que se describe en el presente supuesto (en que el empleador público incumple los límites temporales que la norma le exige y con ello permite la sucesión de contratos temporales, o mantiene la temporalidad modificando el tipo de nombramiento de eventual a interino o de sustitución) ¿puede entenderse como una utilización sucesiva de nombramientos abusiva y por tanto considerarse situación descrita en la cláusula 5.ª del Acuerdo Marco anexo a la Directiva [1999/70]?

2)      ¿Lo dispuesto en el Acuerdo Marco sobre el Trabajo de Duración Determinada, que figura en el anexo a la Directiva 1999/70, en relación con el principio de efectividad, debe interpretarse en el sentido de que se opone a normas procesales nacionales que […] exigen al trabajador en régimen de temporalidad una conducta activa de impugnación o recurso (de todos los sucesivos nombramientos y ceses) para con ello y solo así estar amparado por la Directiva Comunitaria, y reclamar los derechos que le confiere el ordenamiento jurídico de la Unión?

3)      En la consideración de que en el sector público y en el ejercicio de servicios esenciales, la necesidad de cubrir vacantes, enfermedades, vacaciones[...] en esencia es “permanente”, y haciéndose necesario delimitar el concepto de “causa objetiva”, que justificaría la contratación temporal:

a)      ¿Se puede entender que sería contraria a la Directiva [1999/70] (cláusula 5.ª, 1, a), y por tanto no existir causa objetiva cuando el trabajador temporal encadena, sin solución de continuidad, sucesivos contratos de interinidad, trabajando todos o casi todos los días del año, con nombramientos/llamamientos consecutivos y sucesivos, que se dilatan, con plena estabilidad, en el trascurso de los años, eso sí, siempre cumpliéndose la causa para la que fue llamado?

b)      ¿Se debe entender por necesidad permanente y no temporal y por tanto no amparada como “razón objetiva” contenida en la cláusula 5.ª, 1, a), partiendo tanto de los parámetros descritos, es decir, de la existencia de innumerables nombramientos y llamamientos que se dilatan durante años, como de la existencia de defecto estructural, defecto que se plasmaría en el porcentaje de interinidad en el sector de que se trate, o/y [en] que estas necesidades siempre y como norma se cubren con trabajadores temporales, convirtiéndose de forma estable en pieza esencial en el desenvolvimiento del servicio público?

c)      [¿]O podemos entender que en esencia solo debemos, para fijar cuál es el límite consentido de temporalidad, acudir a la literalidad de la norma que ampara el uso de estos trabajadores temporales, cuando dice que podrán nombrarse por razones de necesidad, de urgencia o para el desarrollo de programas de carácter temporal, coyuntural o extraordinario, en definitiva, su uso, para que se entienda causa objetiva, debe responder a estas circunstancias de excepcionalidad, dejando de serlo y por tanto existiendo abuso cuando su uso deja de ser puntual, ocasional o circunstancial[?]

4)      ¿Es conforme con el Acuerdo Marco anexo a la Directiva [1999/70] entender como causa objetiva para la contratación y renovación sucesiva de los informáticos estatutarios temporales, razones de necesidad, de urgencia [o] para el desarrollo de programas de carácter temporal, coyuntural o extraordinario, cuando estos empleados públicos desempeñan de forma permanente y estable funciones ordinarias propias de los empleados estatutarios fijos, sin que la Administración empleadora establezca límites máximos en estos nombramientos, ni cumpla las obligaciones legales para proveer estas plazas y estas necesidades con funcionarios fijos, ni se establezca ninguna medida equivalente para prevenir y evitar el abuso en la relación temporal sucesiva, perpetuándose los servicios prestados por los empleados informáticos estatutarios temporales por plazos, en el supuesto presente de 17 años de servicios continuados?

5)      ¿Lo dispuesto en el Acuerdo Marco sobre el Trabajo de Duración Determinada, que figura en el anexo a la Directiva 1999/70, y la interpretación que de la misma realiza el TJUE, es compatible con la doctrina jurisprudencial del Tribunal Supremo, en cuanto fija sin atender a más parámetros la existencia de causa objetiva en el respeto a la causa de nombramiento, en el propio límite temporal del mismo, o determina la imposibilidad de término de comparación con el funcionario de carrera, atendiendo al diferente régimen jurídico, sistema de acceso, o la propia permanencia en las funciones de los funcionarios de carrera y temporales en los interinos?

6)      Constatado por el juez nacional el abuso en la contratación sucesiva del empleado público estatutario temporal interino al servicio de SERMAS, que es destinado a cubrir necesidades permanentes y estructurales de la prestación de servicios de los empleados estatutarios fijos, al no existir medida efectiva alguna en el ordenamiento jurídico interno para sancionar tal abuso y eliminar las consecuencias de la infracción de la norma comunitaria, ¿la cláusula 5 del Acuerdo Marco anexo a la Directiva [1999/70] debe ser interpretada en el sentido de que obliga al juez nacional a adoptar medidas efectivas y disuasorias que garanticen el efecto útil del Acuerdo Marco y, por lo tanto, a sancionar dicho abuso y eliminar las consecuencias de la infracción de dicha norma europea, dejando inaplicada la norma interna que lo impida?

Si la respuesta fuera positiva, y como declara en [el] apartado 41, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea en su sentencia de 14 de septiembre de 2016, asuntos C‑184/15 y C‑197/15:

¿Sería acorde con los objetivos perseguidos por la Directiva [1999/70], como medida para prevenir y sancionar el abuso en la relación temporal sucesiva y eliminar la consecuencia de la infracción del Derecho de la Unión, la transformación de la relación estatutaria temporal interina/eventual/sustituto, en una relación estatutaria estable, ya sea desde la denominación de empleado público fijo o indefinido, con la misma estabilidad en el empleo que los empleados estatutarios fijos comparables?

7)      En el caso de abuso en la relación temporal sucesiva, la conversión de la relación estatutaria temporal interina en una relación indefinida o fija, la misma ¿puede entenderse que solo cumple con los objetivos de la [Directiva 1999/70] y su Acuerdo Marco, cuando el empleado estatutario temporal que ha sufrido el abuso goza de las mismas e idénticas condiciones de trabajo con respecto al personal estatutario fijo (en materia de protección social, promoción profesional, provisión de vacantes, formación profesional, excedencias, situaciones administrativas, licencias y permisos, derechos pasivos, y cese en los puestos de trabajo, así [como] participación en los concursos convocados para la provisión de vacantes y la promoción profesional) bajo los principios de permanencia e inamovilidad, con todos los derechos y obligaciones inherentes, en régimen de igualdad con los informáticos estatutarios fijos?

8)      ¿El Derecho comunitario obliga a revisar sentencias judiciales/actos administrativos firmes en estas circunstancias que se describen, cuando se dan las cuatro condiciones exigidas en el caso Kühne & Heitz NV (C‑453/00, de 13 de enero de 2004): 1) En el Derecho nacional español, la Administración y los Tribunales disponen de la posibilidad de revisión, pero con las restricciones advertidas que hacen muy dificultoso o imposible lograrlo; 2) Las resoluciones controvertidas han adquirido firmeza a raíz de una sentencia de un órgano jurisdiccional nacional que resuelve en última/única instancia; 3) Dicha sentencia está basada en una interpretación del Derecho comunitario no acorde con la jurisprudencia del TJUE y se ha adoptado sin someter previamente una cuestión prejudicial al TJUE; y [4]) El interesado se ha dirigido al órgano administrativo inmediatamente después de haber tenido conocimiento de dicha jurisprudencia[?]

9)      ¿Los jueces nacionales, como jueces europeos que deben garantizar el pleno efecto del Derecho de la Unión en los Estados miembros, pueden y deben exigir, y condenar a la autoridad administrativa interna de los Estados miembros a que —dentro de sus competencias respectivas— adopten las disposiciones pertinentes para eliminar las normas internas incompatibles con el Derecho de la Unión, en general, y con la Directiva [1999/70], y su Acuerdo Marco, en particular?»

B.      Asunto C‑429/18

16.      Los demandantes en el litigio principal del asunto C‑429/18 forman parte del personal estatutario temporal interino y prestan servicios como odontólogos en diversos centros de salud de la Comunidad de Madrid dependientes del Servicio Madrileño de Salud (SERMAS).

17.      Conforme a las indicaciones del juzgado remitente, los demandantes han prestado sus servicios durante muchos años, (7) en parte en el mismo puesto de trabajo, si bien sobre distintas bases jurídicas, como personal estatutario temporal de carácter interino, eventual o de sustitución. Finalmente, todos los demandantes fueron nombrados personal estatutario temporal interino.

18.      Durante todo el período de prestación de servicios, los demandantes han desempeñado, de forma constante y continuada, idénticas funciones que las del personal estatutario fijo. Los demandantes no recurrieron los sucesivos nombramientos y ceses.

19.      El 22 de julio de 2016, los interesados solicitaron a la Comunidad de Madrid que se les reconociera la condición de empleado público fijo o de personal estatutario equiparable al fijo. Su solicitud fue desestimada.

20.      A continuación, presentaron recurso ante el juzgado remitente mediante el que solicitan que se les aplique la Directiva 1999/70, en relación con el Acuerdo Marco, se declare que todas las discriminaciones existentes frente al personal estatutario fijo son contrarias a la Directiva, se supriman esas discriminaciones y se les reconozca su condición de empleados públicos fijos o de personal estatutario equiparable al fijo.

21.      Para justificar su recurso alegan, en esencia, que las plazas que ocupan no fueron incluidas en la oferta de empleo público del año del nombramiento o del año siguiente para ser cubiertas por odontólogos especialistas estatutarios fijos ni se ejecutó la oferta de empleo público o un instrumento similar en el plazo improrrogable de tres años que exige la normativa nacional.

22.      En estas circunstancias, el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n.º 14 de Madrid decidió suspender el procedimiento y plantear las siguientes cuestiones prejudiciales:

«1)      ¿Es conforme la interpretación que se realiza, por parte de esta juzgadora, del Acuerdo Marco anexo a la Directiva [1999/70] y entender que en la contratación temporal de las recurrentes existe abuso en cuanto el empleador público utiliza distintas formas de contratación, todas ellas temporales, para el desempeño de forma permanente y estable de funciones ordinarias propias de los empleados estatutarios fijos; cubrir defectos estructurales y necesidades que, de hecho, no tienen carácter provisional, sino permanente y estable. Es por ello que esta contratación temporal descrita no está justificada en el sentido de la cláusula 5, apartado 1, letra a), del Acuerdo Marco, como causa objetiva, en la medida en la que tal utilización de contratos de duración determinada se opone directamente al párrafo segundo del preámbulo del Acuerdo Marco y de los puntos 6 y 8 de las consideraciones generales de dicho Acuerdo, no dándose las circunstancias que justificarían estos contratos de trabajo de duración determinada?

2)      ¿Es conforme la interpretación que se realiza, por parte de esta juzgadora, del Acuerdo Marco anexo a la Directiva [1999/70] y en su aplicación entender que la convocatoria de un proceso selectivo convencional con las características descritas no es medida equivalente, ni puede ser considerada como sanción, en cuanto no es proporcional al abuso cometido, cuya consecuencia es el cese del trabajador temporal, con incumplimiento de los objetivos de la Directiva y perpetuándose la situación desfavorable de los empleados estatutarios temporales, ni puede ser considerada como medida efectiva en cuanto al empleador no le genera perjuicio alguno, ni cumple función alguna disuasoria, y por ello no se adecúa al artículo 2, párrafo primero, de la Directiva 1999/70 en cuanto no garantiza por el Estado español los resultados fijados en la Directiva?

3)      ¿Es conforme la interpretación que se realiza, por parte de esta juzgadora, del artículo 2, párrafo primero, de la Directiva 1999/70 y de la sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de fecha 14 de septiembre de 2016 asunto C‑16/15, al en su aplicación entender que no es medida sancionadora adecuada para sancionar el abuso en la temporalidad sucesiva la convocatoria de un proceso selectivo de libre concurrencia, al no existir en la normativa española mecanismo de sanción efectivo y disuasorio que ponga fin al abuso en el nombramiento del personal estatuario temporal, y no permite proveer estos puestos estructurales creados con el personal que fue objeto de abuso, de modo que la situación de precariedad de estos trabajadores perdura?

4)      ¿Es conforme la interpretación que se realiza, por parte de esta juzgadora, que la conversión del trabajador temporal objeto de abuso en “indefinido no fijo” no es sanción eficaz en cuanto el trabajador así calificado pude ser cesado, ya sea porque se cubra su puesto en proceso selectivo o sea amortizada la plaza, y por ello no es conforme con el Acuerdo Marco para prevenir la utilización abusiva de los contratos de trabajo de duración determinada al no cumplirse el artículo 2, párrafo primero, de la Directiva 1999/70 en cuanto no garantiza por el Estado español los resultados fijados en la misma?

Ante esta situación se hace necesario reiterar en este supuesto que se describe las siguientes preguntas, contenidas en la cuestión prejudicial planteada en fecha 30 de enero de 2018, en Procedimiento Abreviado 193/2017 en el [Juzgado de lo Contencioso-Administrativo] n.º 8 de Madrid [asunto C‑103/18]:

5)      Constatado por el juez nacional el abuso en la contratación sucesiva del empleado público estatutario temporal interino al servicio de SERMAS, que es destinado a cubrir necesidades permanentes y estructurales de la prestación de servicios de los empleados estatutarios fijos, al no existir medida sancionadora efectiva ni disuasoria alguna en el ordenamiento jurídico interno para sancionar tal abuso y eliminar las consecuencias de la infracción de la norma comunitaria, ¿la cláusula 5 del Acuerdo Marco anexo a la Directiva [1999/70] debe ser interpretada en el sentido de que obliga al juez nacional a adoptar medidas efectivas y disuasorias que garanticen el efecto útil del Acuerdo Marco y, por lo tanto, a sancionar dicho abuso y eliminar las consecuencias de la infracción de dicha norma europea, dejando inaplicada la norma interna que lo impida?

Si la respuesta fuera positiva, y como declara, en [el] apartado 41, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea en su sentencia de 14 de septiembre de 2016, asuntos C‑184/15 y C‑197/15:

¿Sería acorde con los objetivos perseguidos por la Directiva [1999/70], como medida para prevenir y sancionar el abuso en la relación temporal sucesiva y eliminar la consecuencia de la infracción del Derecho de la Unión, la transformación de la relación estatutaria temporal interina/eventual/sustituta en una relación estatutaria estable, ya sea desde la denominación de empleado público fijo o indefinido, con la misma estabilidad en el empleo que los empleados estatutarios fijos comparables, y ello sobre la base que en la normativa nacional se prohíbe de forma absoluta, en el sector público, transformar en un contrato de trabajo por tiempo indefinido una sucesión de contratos de trabajo de duración determinada, en dicho sector, al no existir otra medida efectiva para evitar y, en su caso, sancionar la utilización abusiva de sucesivos contratos de trabajo de duración determinada?

6)      En el caso de abuso en la relación temporal sucesiva, la conversión de la relación estatutaria temporal interina en una relación indefinida o fija, ¿puede entenderse que la misma solo cumple con los objetivos de la Directiva [1999/70] y su Acuerdo Marco cuando al empleado estatutario temporal que ha sufrido el abuso goza de las mismas e idénticas condiciones de trabajo con respecto al personal estatutario fijo (en materia de protección social, promoción profesional, provisión de vacantes, formación profesional, excedencias, situaciones administrativas, licencias y permisos, derechos pasivos, y cese en los puestos de trabajo, así [como] participación en los concursos convocados para la provisión de vacantes y la promoción profesional) bajo los principios de permanencia e inamovilidad, con todos los derechos y obligaciones inherentes, en régimen de igualdad con el personal estatutario fijo?

7)      Atendiendo, en su caso, a la existencia de abuso en la contratación temporal dirigida a satisfacer necesidades permanentes sin que exista causa objetiva, contratación ajena a la urgente y perentoria necesidad que la justifica sin que exista sanción o límites efectivos en nuestro Derecho nacional, ¿sería acorde con los objetivos perseguidos por la Directiva [1999/70], como medida para prevenir el abuso y eliminar la consecuencia de la infracción del Derecho de la Unión, en caso de que el empleador no dé fijeza al trabajador, una indemnización, equiparable a la de despido improcedente, y que esta indemnización sirviera como sanción adecuada, proporcional, eficaz y disuasoria?»

23.      Mediante decisión del Presidente del Tribunal de Justicia de 23 de enero de 2019 se acumularon ambos asuntos a efectos de la fase oral y de la sentencia. Los demandantes en los litigios principales, la Comunidad de Madrid, el Gobierno español y la Comisión Europea presentaron observaciones escritas y participaron en la vista de 15 de mayo de 2019.

IV.    Apreciación jurídica

A.      Observaciones preliminares y desarrollo del procedimiento

24.      En los litigios principales, los demandantes fundamentan principalmente su pretensión de que se les reconozca una relación de servicio fija en el supuesto uso abusivo de relaciones de servicio temporales y en las discriminaciones que de estas se derivan en relación con el personal estatutario fijo. Según los demandantes, el alto índice de personal temporal en los servicios de salud de que se trata, la larga duración, en ciertos casos, de las correspondientes relaciones de servicio y la falta de convocatoria, o por lo menos la infrecuente convocatoria, de procesos selectivos para cubrir de modo permanente las plazas vacantes reflejan el abuso alegado.

25.      El Tribunal de Justicia ya se ha ocupado en diversas ocasiones de la cuestión del uso de relaciones de servicio temporales en el sector público de los Estados miembros. Concretamente, las circunstancias específicas del servicio público de salud de la Comunidad de Madrid objeto de controversia ya fueron abordadas en el asunto C‑16/15. Los juzgados remitentes siguen albergando serias dudas sobre el cumplimiento, en dicho servicio público, de las exigencias del Derecho de la Unión derivadas de la cláusula 5 del Acuerdo Marco, por lo que han considerado necesario dirigirse de nuevo al Tribunal de Justicia.

26.      Como es sabido, la cláusula 5 del Acuerdo Marco tiene por objeto alcanzar uno de los objetivos perseguidos por este, en concreto imponer límites a la utilización sucesiva de contratos o relaciones laborales de duración determinada, que se considera fuente potencial de abusos en perjuicio de los trabajadores. Con este fin, dicha cláusula establece una serie de disposiciones protectoras mínimas para evitar la precarización de la situación de los asalariados. (8)

27.      Por un lado, la cláusula 5, apartado 1, del Acuerdo Marco obliga a los Estados miembros a adoptar por lo menos una de las medidas que en ella se enumeran, si su Derecho interno no contiene medidas legales equivalentes, a fin de prevenir el uso abusivo de contratos o relaciones laborales de duración determinada sucesivos. (9) Las tres medidas indicadas en dicha disposición se refieren a las razones objetivas que justifiquen la renovación de tales contratos o relaciones laborales, la duración máxima total de los sucesivos contratos de trabajo o relaciones laborales de duración determinada y el número de renovaciones de tales contratos o relaciones laborales.

28.      Por otro lado, cuando, a pesar de tales medidas, se haya producido una utilización abusiva de sucesivos contratos o relaciones laborales de duración determinada, corresponderá a las autoridades nacionales velar por la eficacia práctica del Acuerdo Marco mediante la adopción de medidas que garanticen una sanción adecuada de ese abuso y la eliminación de las consecuencias de la infracción del Derecho de la Unión. (10)

29.      El examen de las cuestiones prejudiciales se basará en esos dos aspectos del contenido normativo de la cláusula 5 del Acuerdo Marco.

30.      En el asunto C‑103/18, el Tribunal de Justicia deberá dilucidar con carácter previo, en el marco de la primera cuestión prejudicial, con arreglo a qué requisitos debe aplicarse la cláusula 5 del Acuerdo Marco a la continuación de relaciones de servicio temporales en el sector público hasta la cobertura permanente de las plazas (a este respecto, véase el punto B posterior).

31.      Mediante las demás cuestiones prejudiciales de ambos asuntos, que se solapan parcialmente, (11) deberá aclararse, en esencia, si el Derecho español contempla medidas adecuadas para evitar el abuso, en el sentido de la cláusula 5, apartado 1, del Acuerdo Marco, y sanciones para el caso de abuso que satisfagan las exigencias derivadas del Derecho de la Unión recordadas anteriormente. En este contexto, deben valorarse, en un primer momento, las razones objetivas, a que se refiere la cláusula 5, apartado 1, letra a), del Acuerdo Marco, que justifican la renovación de relaciones de servicio temporales (12) (a este respecto, véase el punto C posterior). Para el caso de que se estime, sobre la base de las circunstancias del caso concreto, que se ha producido un abuso como consecuencia de la utilización sucesiva de relaciones de servicio temporales, se formulan cuestiones acerca de las medidas exigidas por el Derecho de la Unión para sancionar tal abuso (13) (a este respecto, véase el punto D posterior). Finalmente, deberán abordarse las cuestiones relativas a la tutela judicial del personal afectado (14) (a este respecto, véase el punto E posterior).

B.      Sobre la aplicabilidad de la cláusula 5 del Acuerdo Marco (primera cuestión prejudicial en el asunto C‑103/18)

32.      Mediante la primera cuestión prejudicial en el asunto C‑103/18 se pretende que se dilucide si es aplicable la cláusula 5 del Acuerdo Marco.

33.      Las partes del litigio principal no discuten que el demandante llevaba trabajando para la demandada más de 17 años como personal temporal interino. En cambio, discrepan acerca de si el trabajo del demandante se basaba en sucesivos nombramientos o relaciones de servicio.

34.      De esta cuestión depende la aplicabilidad de la cláusula 5 del Acuerdo Marco, dado que esta disposición prevé medidas para evitar el uso abusivo de sucesivos contratos o relaciones laborales de duración determinada. La importancia de este extremo se destaca en la cláusula 1, letra b), del Acuerdo Marco, conforme a la cual el objeto de este Acuerdo es «establecer un marco para evitar los abusos derivados de la utilización de sucesivos contratos o relaciones laborales de duración determinada».

35.      Por consiguiente, mediante su primera cuestión prejudicial, el juzgado remitente desea, en esencia, que se dilucide si la cláusula 5 del Acuerdo Marco también es aplicable cuando un empleado público temporal preste servicios durante muchos años sobre la base, formalmente, de un único nombramiento o relación de servicio, pero continúe desempeñando sus funciones al no haberse cubierto de modo permanente la plaza vacante ni haberse puesto fin, en consecuencia, al nombramiento o relación de servicio temporal porque el empleador público ha omitido llevar a cabo la selección de personal estatutario fijo. Esta cuestión debe distinguirse de la cuestión, posterior, de si dicha omisión puede constituir una utilización abusiva de sucesivos nombramientos o relaciones de servicio. (15)

36.      En principio, la cláusula 5, apartado 2, letra a), del Acuerdo Marco atribuye a los Estados miembros la facultad de determinar en qué condiciones los contratos de trabajo o las relaciones laborales de duración determinada se considerarán «sucesivos». Para interpretar tales normas nacionales también son exclusivamente competentes los órganos jurisdiccionales nacionales. (16)

37.      No obstante, el margen de apreciación atribuido de este modo a los Estados miembros está limitado por la exigencia de no poner en peligro el objetivo o la eficacia práctica del Acuerdo Marco. En particular, las autoridades nacionales no deben hacer uso de este margen de apreciación de tal modo que se llegue a una situación que pueda dar lugar a abusos, lo que sería contrario al mencionado objetivo. (17)

38.      En relación con la determinación del ámbito material de aplicación del Acuerdo Marco, esa limitación de la autonomía normativa de los Estados miembros adquiere especial relevancia. La protección perseguida por la cláusula 5 del Acuerdo Marco frente a la precarización de la situación de los trabajadores quedaría vacía de contenido si el legislador nacional tuviera la posibilidad de excluir sin más del ámbito de aplicación del Acuerdo Marco ciertas relaciones laborales de larga duración, que formalmente son temporales, declarando, por ejemplo, que, a pesar de sus eventuales modificaciones, constituyen una relación laboral unitaria o configurando desde un inicio estas relaciones laborales, ciertamente temporales, como relaciones laborales por tiempo indefinido hasta la ocupación permanente de la plaza en un momento indeterminado.

39.      Las circunstancias del litigio principal ponen de manifiesto este riesgo. Por un lado, la autoridad demandada rebate que sea aplicable la cláusula 5 del Acuerdo Marco, indicando que el interesado trabaja sobre la base de un único nombramiento, a pesar de que, según la descripción de los hechos realizada por el juzgado remitente, el cese en la primera relación de servicio fue inmediatamente seguido de un segundo nombramiento del interesado. Además, la autoridad demandada alegó ante el juzgado remitente que también mantendría la misma calificación jurídica si en el marco de una relación de servicio únicamente se modificara el tipo de relación —siempre temporal— pasando de personal eventual a interino o a personal de sustitución. Por otro lado, de la normativa nacional aplicable se desprende que el personal interino solo desempeña la plaza hasta que esta se amortice o se cubra de modo permanente. (18) Sin embargo, de este modo, el incumplimiento de las exigencias legales relativas a la cobertura de plazas vacantes (19) no produce consecuencias jurídicas visibles. Por tanto, conforme a las normas nacionales de que se trata, puede suceder que un empleado público que haya sido nombrado como personal estatutario temporal de carácter interino, incluso sin que se renueve formalmente su relación de servicio, (20) siga empleado por tiempo indefinido, si bien no de modo permanente, porque el empleador público, infringiendo la normas legales, no ha celebrado los procesos selectivos necesarios para cubrir las plazas vacantes con carácter permanente.

40.      Con arreglo a su obligación de interpretación conforme de la normativa nacional, (21) los órganos jurisdiccionales nacionales deben velar por que se valore si existen relaciones de servicio sucesivas, como requisito previo a la aplicación de la cláusula 5 del Acuerdo Marco, teniendo debidamente en cuenta la finalidad de dicha disposición.

41.      Por tanto, debe rechazarse un enfoque puramente formalista que solo contemple la finalización y la subsiguiente creación de una nueva relación jurídica desde un punto de vista formal para admitir que existen diversos contratos o relaciones laborales sucesivos.

42.      Más bien debe considerarse que existen contratos o relaciones laborales sucesivos cuando el régimen de empleo controvertido experimenta una modificación en su contenido, que, en contra de la finalidad de la cláusula 5 del Acuerdo Marco, expone al trabajador afectado a una mayor inseguridad. Así sucede, en particular, cuando la modificación de que se trate tenga por objeto el período de duración del contrato o de la relación laboral, las condiciones para su finalización o las expectativas de lograr un puesto fijo aparejadas al tipo de puesto en cuestión. En el presente asunto, podría estar en tela de juicio particularmente la expectativa de obtener un puesto fijo.

43.      En este contexto, de los autos a disposición del Tribunal de Justicia se desprende que el acceso a una relación de servicio fija en los servicios públicos de salud solo es posible, también para el personal que ha trabajado de modo temporal durante muchos años, cuando se ha superado un proceso de selección consistente en un concurso-oposición. (22) No obstante, como confirmó en la vista el representante de la Comunidad de Madrid, en dichos procesos de selección solo pueden participar determinadas categorías de personal. De los autos no se desprende si, además, es exigible un período de servicio mínimo en cada categoría de personal a efectos de la participación en los procesos de selección. Por tanto, corresponde al juzgado remitente examinar si el correspondiente régimen de empleo ha experimentado una modificación relevante que equivalga al recurso a un nuevo nombramiento o relación de servicio. (23)

44.      Por otro lado, la cláusula 5 del Acuerdo Marco también debe aplicarse al mantenimiento de un único nombramiento o relación de servicio temporal cuando su continuación por tiempo indefinido se debe a que no se han cumplido las exigencias legales relativas a la cobertura de plazas vacantes. En efecto, el incumplimiento de las mencionadas exigencias legales conduce de hecho a una modificación de la duración de la relación de servicio debido a que esta continúa por tiempo indefinido. En el litigio principal esto se pone de manifiesto en la circunstancia de que la posibilidad legal de seguir empleando a personal interino hasta que se cubran con carácter permanente las correspondientes plazas vacantes entraña seguir empleando por tiempo indefinido a personal nombrado de modo temporal cuando, por lo demás, no se garantiza la debida organización de procesos de selección dentro de unos plazos vinculantes. Mediante una interpretación conforme de las normas nacionales pertinentes, el juzgado remitente deberá establecer si debe considerarse que existen nombramientos o relaciones de servicio sucesivos desde el momento en que vence el plazo establecido por el Derecho nacional para la convocatoria o para la amortización de la plaza de que se trate.

45.      Con arreglo a todo lo anterior, propongo al Tribunal de Justicia que responda a la primera cuestión prejudicial en el asunto C‑103/18 del siguiente modo: «Al apreciar, conforme al Derecho nacional, si existen sucesivos nombramientos o relaciones de servicio, como requisito para la aplicación de la cláusula 5 del Acuerdo Marco, el elemento determinante, teniendo en cuenta los objetivos perseguidos por dicha disposición, es si el régimen de empleo ha experimentado durante el período de tiempo de que se trate una modificación en su contenido que tenga por objeto el período de duración del nombramiento o relación de servicio, las condiciones para su finalización o la posibilidad de participar en un proceso selectivo de personal estatutario fijo, de modo que el empleado temporal afectado se vea expuesto a una mayor inseguridad».

C.      Sobre el uso abusivo de relaciones de servicio temporales sucesivas (cuestiones prejudiciales tercera a quinta en el asunto C‑103/18 y primera cuestión prejudicial en el asunto C‑429/18)

46.      Mediante las cuestiones prejudiciales tercera a quinta en el asunto C‑103/18 y la primera cuestión prejudicial en el asunto C‑429/18, los juzgados remitentes también desean saber si el uso de sucesivas relaciones de servicio temporales que deben juzgar ha de considerarse abusivo.

47.      Estas cuestiones prejudiciales conectan con las consideraciones efectuadas por el Tribunal de Justicia en la sentencia Pérez López (24) sobre la interpretación del concepto de «razón objetiva» utilizado en la cláusula 5, apartado 1, letra a), del Acuerdo Marco. En dicha sentencia se discutía fundamentalmente si el requisito de que exista una «razón objetiva» para el uso de relaciones de servicio temporales sucesivas se cumple simplemente cuando una norma nacional, como el artículo 9 del Estatuto Marco, también aplicable en los presentes asuntos, vincula el nombramiento y la continuación en el empleo del personal temporal al cumplimiento de ciertos fines.

48.      En este contexto, el Tribunal de Justicia declaró que «la norma nacional controvertida en el litigio principal no establece una autorización general y abstracta para utilizar sucesivos contratos de trabajo de duración determinada, sino que limita la celebración de tales contratos, en esencia, a los efectos de satisfacer necesidades provisionales». (25) Refiriéndose a las necesidades especiales de la sanidad pública y a su importancia, el Tribunal de Justicia confirmó a continuación que la sustitución temporal de trabajadores, como está prevista en el artículo 9, apartado 3, del Estatuto Marco como motivo para el nombramiento de personal temporal eventual, constituye una razón objetiva en el sentido de la cláusula 5, apartado 1, letra a), del Acuerdo Marco, que justifica, en ciertas circunstancias, tanto la duración determinada de los contratos concluidos con el personal sustituto como la renovación de esos contratos en función de nuevas necesidades. (26)

49.      Con una fundamentación similar, el Tribunal de Justicia también ha reconocido que una normativa nacional que permite renovar sucesivos contratos de trabajo de duración determinada con la finalidad de cubrir plazas vacantes en escuelas públicas hasta la conclusión de los procesos de selección puede estar justificada por una razón objetiva. (27)

50.      En cambio, no existe tal justificación cuando del examen del caso concreto se desprende que la renovación de los contratos de trabajo o relaciones laborales sucesivos no se utiliza, de hecho, para atender necesidades provisionales, sino más bien para cubrir necesidades permanentes y duraderas del empleador en materia de personal. (28) Así sucede, en particular, cuando una normativa nacional, desde un punto de vista formal, solo permite la renovación de contratos de trabajo o relaciones laborales sucesivos por un período de tiempo determinado, que termina con la finalización de los procesos de selección, pero en la práctica no garantiza que se limite el número de sustituciones realizadas por un mismo trabajador para cubrir la misma plaza vacante ni que exista un plazo vinculante para la organización y finalización de los procesos selectivos. (29)

51.      Pues bien, el artículo 9 del Estatuto Marco constituye precisamente una normativa de este tipo. De aquí se deriva directamente la respuesta a las cuestiones prejudiciales tercera y cuarta en el asunto C‑103/18 y a la primera cuestión prejudicial en el asunto C‑429/18. Estas cuestiones prejudiciales muestran que, mediante las relaciones de servicio temporales objeto de litigio, se pretende claramente cubrir una necesidad de personal permanente y duradera. Los juzgados remitentes se basan en este contexto en circunstancias concretas como el empleo prolongado e ininterrumpido del personal afectado, el cumplimiento (meramente) formal de los motivos de nombramiento exigidos con arreglo a la normativa nacional pertinente, sin que se garantice que se lleven a cabo de modo regular procesos de selección, y el alto porcentaje de personal temporal en los servicios de que se trata.

52.      En consecuencia, la cláusula 5, apartado 1, letra a), del Acuerdo Marco debe interpretarse en el sentido de que se opone a la aplicación de una normativa nacional, como la controvertida en los litigios principales, conforme a la cual la renovación de nombramientos temporales sucesivos en la sanidad pública se considera justificada por «razones objetivas», a efectos de la citada disposición, por el hecho de que los nombramientos se basen en normas que permiten su renovación con el fin de garantizar la prestación de determinados servicios de naturaleza temporal, coyuntural o extraordinaria, aunque, en realidad, la necesidad de personal sea permanente y duradera y no exista una garantía de que la autoridad de que se trate cumple sus obligaciones legales para atender esa necesidad y para que se ocupen de modo permanente esas plazas, o adopta medidas equivalentes para prevenir y evitar el uso abusivo de sucesivos nombramientos temporales.

53.      Por lo que se refiere a la primera parte de la quinta cuestión prejudicial en el asunto C‑103/18, debe dejarse claro que, en todo caso, para considerar que existe una razón objetiva, no basta con que se hayan respetado los motivos que prevé la normativa nacional (30) para el nombramiento y mantenimiento en el empleo de empleados públicos temporales y la correspondiente limitación temporal —a saber, hasta la conclusión de los eventuales procesos selectivos—. Más bien debe destacarse la importancia que tiene el examen concreto, exigido por el Tribunal de Justicia, de si la renovación de un nombramiento o una relación de servicio temporal está justificada objetivamente.

54.      La duración del período en que prestó servicios el demandante en el litigio principal del asunto C‑103/18 muestra claramente que la observancia de tales exigencias abstractas apenas contribuye a la protección contra la precarización de la situación del interesado cuando la cobertura de la necesidad de personal, en especial por lo que se refiere a la provisión de plazas vacantes de modo permanente, no se garantiza también mediante el cumplimiento efectivo de los requisitos temporales existentes. En caso contrario, la posibilidad, prevista por la normativa nacional, de mantener la relación de servicio hasta que se ocupe con carácter permanente la correspondiente plaza —como limitación temporal de carácter meramente formal— (31) supone un cheque en blanco para un número indeterminado de renovaciones o para una continuación indefinida de la relación de servicio temporal, lo que en realidad perpetúa la inseguridad en la que se encuentra el personal temporal, en contra de lo dispuesto en la cláusula 5 del Acuerdo Marco. (32)

55.      En consecuencia, lo determinante para valorar los hechos de los litigios principales es si se ha establecido con carácter vinculante un marco temporal preciso para la organización y conclusión de los procesos selectivos. Es evidente, según las indicaciones de los juzgados remitentes, que precisamente no es este el caso en los litigios principales. No se cumplieron los requisitos temporales del artículo 9, apartado 3, del Estatuto Marco y del artículo 70 del Estatuto Básico relativos a la cobertura de plazas. A esto debe añadirse que solo se realizó un procedimiento selectivo para cada categoría de personal durante el período de empleo. (33)

56.      La segunda parte de la quinta cuestión prejudicial en el asunto C‑103/18 se refiere a la compatibilidad con la cláusula 5 del Acuerdo Marco de una jurisprudencia nacional según la cual, para admitir que existe una «razón objetiva» para la renovación de un nombramiento o relación de servicio de carácter temporal, no solo se atiende a la observancia de las causas de nombramiento previstas en el Derecho nacional, sino también al carácter provisional (limitado temporalmente) de las funciones que deban desempeñarse. Esta jurisprudencia se basa en la afirmación de que el personal estatutario fijo y el personal estatutario temporal interino no son comparables debido a que sus regímenes de acceso, la regulación de sus condiciones de trabajo y la duración de sus funciones son distintos. A este respecto basta indicar que en tal jurisprudencia no se observa un examen individual del caso concreto teniendo debidamente en cuenta las particularidades de la actividad de que se trate y las condiciones de su ejercicio.

57.      Por tanto, sugiero dar la siguiente respuesta a la quinta cuestión prejudicial en el asunto C‑103/18: «La cláusula 5, apartado 1, letra a), del Acuerdo Marco debe interpretarse en el sentido de que se opone a una jurisprudencia nacional, como la controvertida, que, para considerar que existe una razón objetiva que justifica la renovación de nombramientos temporales sucesivos en la sanidad pública, se basa exclusivamente, sin tomar en consideración otros parámetros, en que se haya respetado la causa del nombramiento y la correspondiente limitación temporal o en que las funciones que deben desempeñarse estén limitadas temporalmente, sin valorar adecuadamente las particularidades de la actividad de que se trate y las condiciones de su ejercicio en el caso concreto».

D.      Sobre las medidas nacionales necesarias para sancionar los abusos (cuestiones prejudiciales sexta y séptima en el asunto C‑103/18 y cuestiones prejudiciales segunda a séptima en el asunto C‑429/18)

58.      Mediante estas cuestiones prejudiciales, los juzgados remitentes solicitan esencialmente que se dilucide qué medidas pueden adoptar, una vez agotadas sus posibilidades de interpretación y las facultades de que disponen, (34) para sancionar de modo efectivo el uso abusivo de sucesivos nombramientos o relaciones de servicio temporales.

59.      El Derecho de la Unión no prevé ninguna sanción específica para el caso de que, a pesar de las medidas preventivas que deben adoptarse con arreglo a la cláusula 5, apartado 1, del Acuerdo Marco, se produzca un uso abusivo de sucesivas relaciones laborales temporales. Por tanto, corresponde a los Estados miembros adoptar medidas que no solo deben ser proporcionadas, sino también lo bastante efectivas y disuasorias como para garantizar la plena eficacia de las normas adoptadas en aplicación del Acuerdo Marco. (35)

60.      En este contexto, los Estados miembros deben respetar los límites de la autonomía procedimental de la que disfrutan. Por tanto, cuando se ha producido una utilización abusiva de sucesivos contratos de trabajo de duración determinada, es preciso que pueda aplicarse alguna medida que ofrezca garantías efectivas y equivalentes de protección de los trabajadores para sancionar debidamente dicho abuso y eliminar las consecuencias de la infracción del Derecho de la Unión. (36) Esta obligación de los Estados miembros es aplicable con independencia del margen de actuación que les corresponde a la hora de elegir tales medidas adecuadas. (37)

61.      Puesto que la interpretación de las disposiciones del Derecho nacional compete exclusivamente a los juzgados remitentes, también les corresponde a ellos examinar si las normas pertinentes de dicho Derecho cumplen los requisitos mencionados. En este sentido, los juzgados remitentes consideran que el Derecho nacional no establece medidas eficaces a efectos de la cláusula 5 del Acuerdo Marco cuando las relaciones de empleo en cuestión están sometidas al Derecho administrativo. En estas circunstancias, el Tribunal de Justicia, sobre la base de las cuestiones prejudiciales, debe aportar precisiones destinadas a orientar a los juzgados remitentes en su apreciación. (38)

62.      Las medidas consideradas en las cuestiones prejudiciales serán examinadas a continuación a la luz de los mencionados principios.

1.      Sobre la organización de procesos de selección (cuestiones prejudiciales segunda y tercera en el asunto  C‑429/18)

63.      Mediante estas cuestiones prejudiciales se pretende que se dilucide, en esencia, si la posibilidad de participar en procesos de selección, como los controvertidos en este asunto, puede considerarse una medida eficaz para sancionar el uso abusivo de sucesivos nombramientos o relaciones de servicio temporales cuando el Derecho nacional no establece ninguna otra sanción.

64.      En este contexto, el juzgado remitente indica que, con arreglo al Derecho español, para acceder a un puesto fijo en la función pública es imperativo haber superado un proceso de selección y que la incorporación de personal fijo a las plazas vacantes tras dicho proceso de selección entraña el cese del personal temporal.

65.      Ya se ha mostrado (39) que la renovación de nombramientos temporales sucesivos para la ocupación de plazas vacantes en la sanidad pública hasta que se ponga fin a los procesos selectivos no está justificada por una razón objetiva, en el sentido de la cláusula 5, apartado 1, del Acuerdo Marco, cuando la correspondiente normativa nacional no fija simultáneamente de modo vinculante el plazo en el que debe haberse organizado y concluido el proceso selectivo. Estas consideraciones relativas a la falta de medidas nacionales adecuadas para evitar el uso abusivo de sucesivos nombramientos temporales son aplicables con más razón a la exigencia de sanción eficaz de los eventuales abusos establecida por el Derecho de la Unión.

66.      En primer lugar, de los litigios principales se desprende claramente que las exigencias temporales, establecidas en la normativa nacional pertinente, relativas a la organización de los procesos selectivos se incumplen sin consecuencias visibles. Pero, en todo caso, la convocatoria de procesos de selección depende de las posibilidades financieras del Estado y de la discrecionalidad de la Administración.

67.      En segundo lugar, incluso habiéndose superado un proceso de selección, no queda determinado el momento del nombramiento con carácter permanente. (40)

68.      En tercer lugar, el juzgado remitente se refiere a un «proceso selectivo de libre concurrencia», de lo que se deduce que también pueden participar en él candidatos que no hayan sufrido un uso abusivo de nombramientos sucesivos, sin que parezca que se tome debidamente en consideración ese abuso (por ejemplo, mediante un nombramiento preferente en caso de que hayan superado el proceso selectivo).

69.      En cuarto lugar, en todo caso, la organización de procesos selectivos no elimina las consecuencias de la infracción contra el Derecho de la Unión respecto a los candidatos que no hayan superado las pruebas, que además deberán contar con su cese en una fecha indeterminada. (41)

70.      Por estos motivos, propongo al Tribunal de Justicia que responda a las cuestiones prejudiciales segunda y tercera en el asunto C‑429/18 del siguiente modo: «La cláusula 5 del Acuerdo Marco debe interpretarse en el sentido de que, para sancionar adecuadamente la utilización abusiva de sucesivos nombramientos de carácter temporal y eliminar las consecuencias de la infracción del Derecho de Unión, no basta con convocar procesos selectivos de libre concurrencia cuando el acceso a una relación de servicio fija, derivado de la superación del proceso selectivo por la persona que haya sufrido el uso abusivo de tales nombramientos sucesivos, sea imprevisible e incierto y la normativa nacional pertinente no establezca ninguna otra medida sancionadora».

2.      Sobre la transformación de una relación de servicio temporal en una relación de servicio indefinida no fija (cuarta cuestión prejudicial en el asunto  C‑429/18)

71.      La cláusula 5, apartado 2, del Acuerdo Marco atribuye en principio a los Estados miembros la determinación de las condiciones en las que se considerará que los contratos de trabajo o las relaciones laborales de duración determinada han sido celebrados por tiempo indefinido. De esto se deriva, en particular, que esa disposición no impone a los Estados miembros una obligación general de transformar los contratos de trabajo de duración determinada en contratos por tiempo indefinido. (42)

72.      En España, el acceso a un puesto fijo en la función pública exige necesariamente la superación de un proceso selectivo. Por este motivo, según las indicaciones del juzgado remitente, también en caso de utilización abusiva de sucesivas relaciones de empleo temporales solo es posible una transformación de la correspondiente relación de empleo temporal en una relación de servicio «indefinida no fija», con arreglo a la jurisprudencia del Tribunal Supremo. (43) No obstante, según las aclaraciones concordantes del juzgado remitente y del Gobierno español, esta relación de empleo también finaliza cuando la plaza vacante se ocupa de modo permanente o se amortiza. (44)

73.      Sin embargo, de los autos a disposición de Tribunal de Justicia se desprende que posteriormente el Tribunal Supremo ha ido desarrollando su jurisprudencia. En consecuencia, las indicaciones del juzgado remitente no ofrecen una base actualizada para responder a la cuarta cuestión prejudicial en el asunto C‑429/18.

74.      Conforme a dos sentencias del Tribunal Supremo de 26 de septiembre de 2018, (45) el nombramiento abusivo de personal estatutario temporal en la sanidad pública debe sancionarse mediante el mantenimiento de la relación de servicio «hasta que la Administración […] cumpla […] lo que ordena el artículo 9[, apartado] 3, último párrafo, [del Estatuto Marco]» (46) y, en consecuencia, en su caso, hasta que se cree una plaza según la necesidad de personal comprobada. Además, se reconoce al empleado afectado una indemnización.

75.      En consecuencia, el juzgado remitente deberá examinar si el derecho, reconocido por el Tribunal Supremo, al mantenimiento de la relación de servicio en caso de abuso hasta la creación de una plaza en consonancia con las necesidades de personal, unido a un derecho de indemnización, puede considerarse una medida suficientemente eficaz para sancionar los abusos.

76.      A estos efectos, el juzgado remitente podría inspirarse en las consideraciones formuladas por el Tribunal de Justicia en el asunto Santoro. (47) Para el caso de que una normativa nacional no contemple la posibilidad de transformar la relación de servicio en caso de abuso, como sucede en el presente asunto, la observancia de las exigencias establecidas en la cláusula 5 del Acuerdo Marco impone que el interesado obtenga un derecho a una indemnización que permita una reparación proporcionada y completa del perjuicio sufrido. (48) En este contexto, tendría que examinarse, en especial, si los requisitos relativos a la prueba que debe presentarse en relación con la pérdida de oportunidades de empleo y la consiguiente pérdida de ingresos impide o dificulta en extremo el ejercicio de los derechos que el ordenamiento jurídico de la Unión confiere al trabajador. (49)

77.      Además, la normativa nacional indemnizatoria debe ir «acompañada de un mecanismo de sanciones efectivo y disuasorio». (50) No obstante, sin perjuicio de un análisis definitivo por el juzgado remitente, no constituye una medida de este tipo el derecho, antes mencionado, a que se mantenga la relación de servicio, dado que el empleado público de que se trate será cesado en caso de amortización de la plaza o de incorporación a esta de personal fijo. Por otro lado, la jurisprudencia nacional citada se refiere claramente al personal estatutario de carácter eventual y no al personal estatutario interino, del que tratan los asuntos principales, con lo que parece que su pertinencia para dichos asuntos debe ser cuando menos aclarada. En cualquier caso, en este contexto debe indicarse que la creación de nuevas plazas conforme a las necesidades comprobadas de personal no es útil para los empleados públicos temporales cuando no se llevan a cabo los necesarios procesos selectivos para la cobertura con carácter permanente de tales plazas. El mantenimiento de la relación de servicio temporal, exigida por la jurisprudencia del Tribunal Supremo, solo supone, en estas circunstancias, una perpetuación de la precariedad.

78.      En consecuencia, habida cuenta del desarrollo del Derecho nacional que se desprende de los autos, propongo al Tribunal de Justicia que responda a la cuarta cuestión prejudicial en el asunto C‑429/18 del siguiente modo: «La cláusula 5 del Acuerdo Marco no se opone a una jurisprudencia de los tribunales nacionales conforme a la cual el uso abusivo de sucesivos nombramientos temporales por parte de una Administración pública no se sanciona automáticamente con la transformación de la relación de servicio temporal en una relación de servicio fija. Tal jurisprudencia puede reconocer al personal afectado, por un lado, un derecho a continuar en el puesto de trabajo hasta que el empleador haya estudiado, como le corresponde, las necesidades de personal y haya cumplido las obligaciones que de ello se derivan, y, por otro lado, un derecho a una indemnización completa de los perjuicios que le haya causado el abuso. Estas medidas deben ir acompañadas de un mecanismo de sanciones efectivo y disuasorio».

3.      Sobre el reconocimiento de un puesto fijo garantizando la equiparación con el personal estatutario fijo (cuestiones prejudiciales sexta, séptima y novena en el asunto C‑103/18 y cuestiones prejudiciales quinta y sexta en el asunto  C‑429/18)

79.      Mediante estas cuestiones prejudiciales se pretende que se dilucide en qué medida la cláusula 5, apartado 2, del Acuerdo Marco exige una transformación de una relación de servicio temporal en una relación de servicio comparable a la del personal estatutario fijo (51) cuando exista un uso abusivo de sucesivos nombramientos temporales.

80.      Los juzgados remitentes consideran con razón que una norma nacional que únicamente prohíbe en el sector público la transformación de sucesivas relaciones de servicio temporales en una relación de servicio por tiempo indefinido solo sería compatible con el Acuerdo Marco si el Derecho nacional aplicable en ese sector estableciera alguna otra medida eficaz para evitar el uso abusivo de las relaciones de servicio temporales sucesivas y, en su caso, sancionar dicho uso. (52)

81.      Ante esta situación, solo procederá responder a las cuestiones prejudiciales si los juzgados remitentes se han cerciorado previamente de que el Derecho español no ofrece medidas suficientemente eficaces y disuasorias para sancionar un abuso y para eliminar sus consecuencias. Habida cuenta del desarrollo de la jurisprudencia del Tribunal Supremo al que se ha hecho referencia anteriormente, (53) ya no puede suponerse sin más que este sea el caso.

82.      Para el supuesto de que el Tribunal de Justicia quiera, no obstante, abordar el contenido de estas cuestiones prejudiciales, en mi opinión, los argumentos que expondré a continuación se oponen a una interpretación de la cláusula 5 del Acuerdo Marco que permita al juez nacional obviar una clara prohibición del Derecho nacional y sancionar el uso abusivo de sucesivas relaciones de servicio temporales mediante el reconocimiento inmediato de un puesto fijo en el caso concreto.

83.      No cabe duda de que tal transformación permitiría sancionar el uso abusivo y eliminar definitivamente sus consecuencias. (54) No obstante, ha de tenerse en cuenta que las medidas exigidas por el Derecho de la Unión (55) deben ser en todo caso proporcionadas y no ir más allá de lo necesario para lograr el objetivo perseguido por la cláusula 5 del Acuerdo Marco.

84.      Si se permitiera a los tribunales nacionales sancionar el abuso reconociendo en el caso concreto un puesto fijo al personal temporal, esto tendría graves consecuencias para el acceso a la función pública en su conjunto y pondría seriamente en cuestión el objetivo de los procesos de selección. En primer lugar, las personas que hubieran superado un proceso selectivo, pero que aún no hubieran recibido un nombramiento para ejercer sus funciones con carácter permanente, serían tratadas del mismo modo que aquellas que no hubieran participado en ese proceso o que no lo hubieran superado. Además, apenas sería posible tomar debidamente en consideración la diversa duración del uso abusivo y los méritos adquiridos por el interesado.

85.      En la medida en que pudiera considerarse que la cláusula 5 del Acuerdo Marco exige la transformación de relaciones de servicio temporales en relaciones de servicio indefinidas y fijas debido a la falta de otras posibilidades de sanción, me parece indispensable que exista un procedimiento ordenado para la ejecución de la sanción, de modo que pueda determinarse de modo comprensible, sobre la base de criterios objetivos y transparentes, el orden en los nombramientos. La cuestión de si el juez nacional puede ordenar la realización de un procedimiento de este tipo para garantizar la plena eficacia del Acuerdo Marco se deriva en primer lugar de las competencias que le atribuye el Derecho nacional. (56)

86.      Habida cuenta de estas consideraciones, no resulta necesario tratar la cuestión prejudicial séptima en el asunto C‑103/18 ni la cuestión prejudicial sexta, que tiene el mismo tenor, en el asunto C‑429/18 en relación con la determinación de las condiciones de trabajo tras la transformación de la relación de servicio. (57)

4.      Sobre la concesión de una indemnización del mismo importe que la correspondiente a un despido improcedente (séptima cuestión prejudicial en el asunto  C‑429/18)

87.      Mediante esta cuestión prejudicial se pretende que se dilucide en qué medida la cláusula 5 del Acuerdo Marco exige, como medida sancionadora, la aplicación analógica a los empleados públicos de una normativa nacional de Derecho privado relativa a la protección contra el despido de los trabajadores.

88.      Del auto de remisión no se deriva inequívocamente en qué circunstancias tendría que aplicarse esta medida. Mientras que la Comunidad de Madrid indica que, en principio, no es posible cesar a un empleado público temporal interino hasta que se ocupe de modo permanente la plaza de que se trate y que, en todo caso, existe un derecho a la readmisión en la plaza, el juzgado remitente parece manifiestamente contemplar la posibilidad de conceder la mencionada indemnización para cada cese en la relación de servicio, siempre que haya existido un uso abusivo de nombramientos temporales sucesivos.

89.      En la medida en que esta indemnización se añada al derecho de indemnización antes mencionado, (58) podría tratarse de una medida adecuada para sancionar el uso abusivo de sucesivos nombramientos o relaciones de servicio temporales. No obstante, corresponde al juzgado remitente apreciar este extremo a la luz de todas las disposiciones aplicables en su Derecho nacional. (59)

5.      Propuesta de respuesta en relación con las necesarias posibilidades de sanción

90.      Sobre la base de las consideraciones anteriores, propongo al Tribunal de Justicia que responda a las cuestiones prejudiciales sexta y séptima en el asunto C‑103/18 y a las cuestiones prejudiciales segunda a séptima en el asunto C‑429/18 del siguiente modo:

«La cláusula 5 del Acuerdo Marco debe interpretarse en el sentido de que corresponde al juez nacional apreciar, sobre la base de todas las disposiciones de su Derecho nacional aplicables, si medidas como las consideradas en las cuestiones prejudiciales constituyen medidas adecuadas para sancionar el uso abusivo de sucesivos nombramientos o relaciones de servicio temporales.

Sin perjuicio de la valoración definitiva que deben realizar los juzgados remitentes, para sancionar adecuadamente tal uso abusivo y eliminar las consecuencias de la infracción del Derecho de Unión, no basta con convocar procesos selectivos de libre concurrencia cuando el acceso a una relación de servicio fija, derivado de la superación del proceso selectivo, debido a sus modalidades, sea imprevisible e incierto, y la normativa nacional pertinente no establezca ninguna otra medida sancionadora (cuestiones prejudiciales segunda y tercera en el asunto C‑429/18).

La cláusula 5 del Acuerdo Marco no se opone a una jurisprudencia de los tribunales nacionales conforme a la cual el uso abusivo de sucesivos nombramientos temporales por parte de una Administración pública no se sanciona automáticamente con la transformación de la relación de servicio temporal en una relación de servicio fija. Tal jurisprudencia puede reconocer al personal afectado, por un lado, un derecho a continuar en el puesto de trabajo hasta que el empleador haya estudiado, como le corresponde, las necesidades de personal y haya cumplido las obligaciones que de ello se derivan, y, por otro lado, un derecho a una indemnización completa de los perjuicios que le haya causado el abuso. Estas medidas deben ir acompañadas de un mecanismo de sanciones efectivo y disuasorio. Cabría pensar en una obligación adicional de pago de una indemnización por un importe a tanto alzado suficientemente disuasorio. Los juzgados remitentes deberán valorar si la indemnización por despido improcedente satisface esas exigencias (cuestión prejudicial sexta en el asunto C‑103/18 y cuestiones prejudiciales cuarta, quinta, sexta y séptima en el asunto C‑429/18).»

E.      Sobre la situación procesal del personal temporal (cuestiones prejudiciales segunda y octava en el asunto C‑103/18)

91.      El objeto de estas cuestiones prejudiciales es la apreciación de las normas procesales nacionales conforme a las cuales un empleado público pierde los derechos que le confiere la Directiva 1999/70 si, en caso de nombramientos temporales sucesivos, no ha impugnado el acto administrativo correspondiente a su (nuevo) nombramiento, al cese de la relación de servicio o a la convocatoria de un proceso selectivo para la cobertura de la plaza de que se trate.

92.      En la medida en que el Derecho español prevea esta norma, extremo que rebaten el Gobierno español y la Comunidad de Madrid, no cabe apenas duda de que impediría o dificultaría en gran medida el ejercicio de los derechos conferidos por el ordenamiento jurídico de la Unión y sería, por tanto, contraria al principio de efectividad.

93.      Por un lado, una norma de este tipo supondría interpretar la inactividad del empleado público como un consentimiento del abuso, a pesar de que esta pudiera deberse a razones comprensibles como, por ejemplo, el desconocimiento de sus derechos, los costes de un procedimiento o el temor a consecuencias negativas. Es evidente que una discriminación procesal de este tipo del personal afectado es contraria a la finalidad del Acuerdo Marco. Por lo demás, como se deduce de las consideraciones realizadas sobre la primera cuestión prejudicial en el asunto C‑103/18 (véase el punto B anterior), detectar que un acto es impugnable no está exento de problemas. Si el empleado público renuncia a una impugnación porque valora erróneamente o desconoce el acto administrativo de que se trata, esto siempre le perjudicaría como consecuencia de la aplicación de dicha norma.

94.      Por otro lado, tal pérdida de derechos podría incitar a las autoridades responsables a infringir la cláusula 5 del Acuerdo Marco. Los empleados públicos o bien impugnan las sucesivas relaciones de servicio temporales, pudiendo ponérseles fin sin que la autoridad pública se vea expuesta al reproche de un uso abusivo de estas, o bien no las impugnan y pierden la protección que les corresponde por la infracción de la cláusula 5 del Acuerdo Marco.

95.      Habida cuenta de estas consideraciones sobre la segunda cuestión prejudicial en el asunto C‑103/18, no es necesario responder a la octava cuestión prejudicial, puesto que esta parte de la vigencia de la norma procesal analizada.

96.      En consecuencia, propongo al Tribunal de Justicia que responda a la segunda cuestión prejudicial en el asunto C‑103/18 del siguiente modo: «Las disposiciones del Acuerdo Marco sobre el Trabajo de Duración Determinada, que figura en el anexo de la Directiva 1999/70, en relación con el principio de efectividad, deben interpretarse en el sentido de que se oponen a normas procesales nacionales que exigen del personal temporal la impugnación activa de todos los nombramientos y ceses sucesivos o la interposición de un recurso contra estos actos para poder invocar la tutela que le confiere la Directiva y los derechos que le otorga el ordenamiento jurídico de la Unión».

V.      Resultado

97.      Habida cuenta de las anteriores consideraciones, propongo al Tribual de Justicia que responda a las peticiones de decisión prejudicial del siguiente modo:

«1)      Al apreciar, conforme al Derecho nacional, si existen sucesivos nombramientos o relaciones de servicio, como requisito para la aplicación de la cláusula 5 del Acuerdo Marco, el elemento determinante, teniendo en cuenta los objetivos perseguidos por dicha disposición, es si el régimen de empleo ha experimentado durante el período de tiempo de que se trate una modificación en su contenido que tenga por objeto el período de duración del nombramiento o relación de servicio, las condiciones para su finalización o la posibilidad de participar en un proceso selectivo de personal estatutario fijo, de modo que el empleado temporal afectado se vea expuesto a una mayor inseguridad (primera cuestión prejudicial en el asunto C‑103/18).

2)      La cláusula 5, apartado 1, letra a), del Acuerdo Marco debe interpretarse en el sentido de que se opone a una jurisprudencia nacional, como la controvertida, que, para considerar que existe una razón objetiva que justifica la renovación de nombramientos temporales sucesivos en la sanidad pública, se basa exclusivamente, sin tomar en consideración otros parámetros, en que se haya respetado la causa del nombramiento y la correspondiente limitación temporal o en que las funciones que deben desempeñarse estén limitadas temporalmente, sin valorar adecuadamente las particularidades de la actividad de que se trate y las condiciones de su ejercicio en el caso concreto (quinta cuestión prejudicial en el asunto C‑103/18).

La cláusula 5, apartado 1, letra a), del Acuerdo Marco debe interpretarse en el sentido de que se opone a la aplicación de una normativa nacional, como la controvertida en los litigios principales, conforme a la cual la renovación de nombramientos temporales sucesivos en la sanidad pública se considera justificada por “razones objetivas”, a efectos de la citada disposición, por el hecho de que los nombramientos se basen en normas que permiten su renovación con el fin de garantizar la prestación de determinados servicios de naturaleza temporal, coyuntural o extraordinaria, aunque, en realidad, la necesidad de personal sea permanente y duradera y no exista una garantía de que la autoridad de que se trate cumple sus obligaciones legales para atender esa necesidad de personal y para que se ocupen de modo permanente esas plazas, o adopta medidas equivalentes para prevenir y evitar el uso abusivo de sucesivos nombramientos temporales (cuestiones prejudiciales tercera y cuarta en el asunto C‑103/18 y primera cuestión prejudicial en el asunto C‑429/18).

3)      La cláusula 5 del Acuerdo Marco debe interpretarse en el sentido de que corresponde al juez nacional apreciar, sobre la base de todas las disposiciones de su Derecho nacional aplicables, si medidas como las consideradas en las cuestiones prejudiciales constituyen medidas adecuadas para sancionar el uso abusivo de sucesivos nombramientos o relaciones de servicio temporales.

Sin perjuicio de la valoración definitiva que deben realizar los juzgados remitentes, para sancionar adecuadamente tal uso abusivo y eliminar las consecuencias de la infracción del Derecho de Unión, no basta con convocar procesos selectivos de libre concurrencia cuando el acceso a una relación de servicio fija, derivado de la superación del proceso selectivo, debido a sus modalidades, sea imprevisible e incierto, y la normativa nacional pertinente no establezca ninguna otra medida sancionadora (cuestiones prejudiciales segunda y tercera en el asunto C‑429/18).

La cláusula 5 del Acuerdo Marco no se opone a una jurisprudencia de los tribunales nacionales conforme a la cual el uso abusivo de sucesivos nombramientos temporales por parte de una Administración pública no se sanciona automáticamente con la transformación de la relación de servicio temporal en una relación de servicio fija. Tal jurisprudencia puede reconocer al personal afectado, por un lado, un derecho a continuar en el puesto de trabajo hasta que el empleador haya estudiado, como le corresponde, las necesidades de personal y haya cumplido las obligaciones que de ello se derivan, y, por otro lado, un derecho a una indemnización completa de los perjuicios que le haya causado el abuso. Estas medidas deben ir acompañadas de un mecanismo de sanciones efectivo y disuasorio. Cabría pensar en una obligación adicional de pago de una indemnización por un importe a tanto alzado suficientemente disuasorio. Los juzgados remitentes deberán valorar si la indemnización por despido improcedente satisface esas exigencias (cuestión prejudicial sexta en el asunto C‑103/18 y cuestiones prejudiciales cuarta, quinta, sexta y séptima en el asunto C‑429/18).

4)      Las disposiciones del Acuerdo Marco sobre el Trabajo de Duración Determinada, que figura en el anexo de la Directiva 1999/70/CE del Consejo, de 28 de junio de 1999, relativa al Acuerdo Marco de la CES, la UNICE y el CEEP sobre el Trabajo de Duración Determinada, en relación con el principio de efectividad, deben interpretarse en el sentido de que se oponen a normas procesales nacionales que exigen del personal temporal la impugnación activa de todos los nombramientos y ceses sucesivos o la interposición de un recurso contra estos actos para poder invocar la tutela que le confiere la Directiva y los derechos que le otorga el ordenamiento jurídico de la Unión (segunda cuestión prejudicial en el asunto C‑103/18).»
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34      Sobre el alcance de la exigencia de interpretación del Derecho nacional de modo conforme con el Derecho de la Unión, en relación con la debida sanción del uso abusivo de contratos de trabajo de duración determinada, véase, en particular, la sentencia de 10 de marzo de 2011, Deutsche Lufthansa (C‑109/09, EU:C:2011:129), apartado 56.



35      Sentencia de 7 de marzo de 2018, Santoro (C‑494/16, EU:C:2018:166), apartado 29 y jurisprudencia citada.



36      Sentencia de 8 de mayo de 2019, Rossato y Conservatorio di Musica F.A. Bonporti (C‑494/17, EU:C:2019:387), apartado 28 y jurisprudencia citada.



37      Sentencia de 26 de noviembre de 2014, Mascolo y otros (C‑22/13, C‑61/13 a C‑63/13 y C‑418/13, EU:C:2014:2401), apartado 118.



38      Sentencia de 8 de mayo de 2019, Rossato y Conservatorio di Musica F.A. Bonporti (C‑494/17, EU:C:2019:387), apartado 29.



39      Véanse los puntos 52 y ss. anteriores.



40      A pesar de que, como indicó el representante de la Comunidad de Madrid en la vista, algunos demandantes en el asunto C‑429/18 sí superaron los procesos selectivos, aún no se sabe cuándo van a ser nombrados personal estatutario fijo.



41      En la medida en que la Comunidad de Madrid invoca la organización de procesos selectivos en aplicación de la disposición transitoria cuarta del Estatuto Básico y se refiere a la superación de las pruebas por parte de algunos demandantes, no resulta claro por qué motivo, en el momento en que se presentó la demanda, los candidatos que superaron el proceso selectivo todavía no se habían incorporado como personal estatutario fijo y por qué no se habían cubierto con carácter permanente las plazas ocupadas por los candidatos que no habían superado dicho proceso.



42      Sentencia de 7 de marzo de 2018, Santoro (C‑494/16, EU:C:2018:166), apartado 32, con remisión a la sentencia de 7 de septiembre de 2006, Marrosu y Sardino (C‑53/04, EU:C:2006:517), apartado 47.



43      Véase, a este respecto, la sentencia de 14 de septiembre de 2016, Martínez Andrés y Castrejana López (C‑184/15 y C‑197/15, EU:C:2016:680), apartado 27.



44      En este sentido, es evidente que el personal indefinido no fijo no se encuentra en una mejor posición que el personal temporal interino con arreglo al artículo 9, apartado 2, del Estatuto Marco.



45      Sentencias en los asuntos n.º 1425/2018 (ECLI:ES:TS:2018:3250) y n.º 1426/2018 (ECLI:ES:TS:2018:3251).



46      Esta disposición del Derecho nacional obliga a la Administración a estudiar las necesidades de personal y, en su caso, a crear una plaza estructural en la plantilla cuando se hayan realizado más de dos nombramientos de personal estatutario temporal de carácter eventual para la prestación de los mismos servicios por un período acumulado de 12 o más meses en un período de dos años. Véase el punto 7 anterior.



47      Sentencia de 7 de marzo de 2018, Santoro (C‑494/16, EU:C:2018:166).



48      Sobre las exigencias del principio de efectividad en relación con los medios de prueba, véanse las conclusiones del Abogado General Szpunar presentadas en el asunto Santoro (C‑494/16, EU:C:2017:822), apartados 55 y ss.



49      Auto de 12 de diciembre de 2013, Papalia (C‑50/13, no publicado, EU:C:2013:873), apartado 32.



50      Véase el fallo de la sentencia de 7 de marzo de 2018, Santoro (C‑494/16, EU:C:2018:166).



51      Sobre esta disposición y su alcance, véase el punto 72 anterior.



52      Sentencia de 7 de marzo de 2018, Santoro (C‑494/16, EU:C:2018:166), apartado 34, con remisión a la sentencia de 7 de septiembre de 2006, Marrosu y Sardino (C‑53/04, EU:C:2006:517), apartado 49.



53      Véase el punto 76.



54      Conclusiones del Abogado General Szpunar presentadas en el asunto Santoro (C‑494/16, EU:C:2017:822), punto 62.



55      Sobre esta cuestión, véase el punto 60 anterior.



56      Por tanto, la novena cuestión prejudicial en el asunto C‑103/18 debe responderse en el mismo sentido.



57      Sobre los límites a la modificación del contenido de una relación de servicio como consecuencia de la transformación de esta, véase la sentencia de 8 de marzo de 2012, Huet (C‑251/11, EU:C:2012:133).



58      Véanse los puntos 77 y 78 anteriores.



59      Véase, también en este sentido, la sentencia de 21 de noviembre de 2018, de Diego Porras (C‑619/17, EU:C:2018:936), apartado 96.

5. CONCLUSIONES DEL ABOGADO GENERAL
SR. MACIEJ SZPUNAR

presentadas el 17 de octubre de 2019 (1)

Asunto C‑177/18

Almudena Baldonedo Martín

contra

Ayuntamiento de Madrid

(Petición de decisión prejudicial planteada por el Juzgado de lo Contencioso‑Administrativo n.º 14 de Madrid)

«Procedimiento prejudicial — Directiva 1999/70/CE — Acuerdo Marco de la CES, la UNICE y el CEEP sobre el Trabajo de Duración Determinada — Cláusula 4, apartado 1 — Principio de no discriminación — Justificación — Indemnización en caso de extinción de los contratos del personal laboral fijo por una causa objetiva — Inexistencia de indemnización por el cese de un funcionario interino»

I.      Introducción

1.        En el presente asunto, el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n.º 14 de Madrid solicita al Tribunal de Justicia que se pronuncie con carácter prejudicial, en particular, sobre la interpretación de las cláusulas 4 y 5 del Acuerdo Marco sobre el Trabajo de Duración Determinada, celebrado el 18 de marzo de 1999 (en lo sucesivo, «Acuerdo Marco»), anexo a la Directiva 1999/70/CE del Consejo, de 28 de junio de 1999, relativa al Acuerdo Marco de la CES, la UNICE y el CEEP sobre el Trabajo de Duración Determinada. (2)

2.        Las cuestiones prejudiciales se han planteado en el contexto de un litigio entre la Sra. Almudena Baldonedo Martín y el Ayuntamiento de Madrid relativo al abono de una indemnización tras la finalización de su relación de servicio.

II.    Marco jurídico

A.      Derecho de la Unión

3.        El considerando 14 de la Directiva 1999/70 es del siguiente tenor:

«Las partes contratantes expresaron el deseo de celebrar un Acuerdo marco sobre el trabajo de duración determinada que establezca los principios generales y las condiciones mínimas para los contratos de trabajo de duración determinada y las relaciones laborales de este tipo; han manifestado su deseo de mejorar la calidad del trabajo de duración determinada garantizando la aplicación del principio de no discriminación, y su voluntad de establecer un marco para impedir los abusos derivados de la utilización de sucesivos contratos de trabajo de duración determinada o de relaciones laborales de este tipo».

4.        Según el artículo 1 de la Directiva 1999/70, esta tiene por objeto «aplicar el Acuerdo Marco […], celebrado […] entre las organizaciones interprofesionales de carácter general (UNICE, CEEP y CES)».

5.        El artículo 2, párrafo primero, de esta Directiva dispone:

«Los Estados miembros pondrán en vigor las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas necesarias para dar cumplimiento a lo establecido en la presente Directiva [y deberán adoptar] todas las disposiciones necesarias para poder garantizar en todo momento los resultados fijados por la presente Directiva. […]»

6.        El párrafo segundo del preámbulo del Acuerdo Marco expone:

«Las partes de este Acuerdo reconocen que los contratos de duración indefinida son, y seguirán siendo, la forma más común de relación laboral entre empresarios y trabajadores. También reconocen que los contratos de trabajo de duración determinada responden, en ciertas circunstancias, a las necesidades de los empresarios y de los trabajadores.»

7.        El párrafo tercero de dicho preámbulo precisa:

«El [Acuerdo Marco] establece los principios generales y los requisitos mínimos relativos al trabajo de duración determinada, reconociendo que su aplicación detallada debe tener en cuenta la realidad de las situaciones nacionales, sectoriales y estacionales específicas. Ilustra la voluntad de los interlocutores sociales de establecer un marco general para garantizar la igualdad de trato a los trabajadores con un contrato de duración determinada, protegiéndolos contra la discriminación, y con el fin de utilizar contratos laborales de duración determinada sobre una base aceptable para los empresarios y los trabajadores.»

8.        A tenor de la cláusula 1 del Acuerdo Marco, este tiene por objeto, por un lado, mejorar la calidad del trabajo de duración determinada garantizando el respeto al principio de no discriminación y, por otro lado, establecer un marco para evitar los abusos derivados de la utilización de sucesivos contratos o relaciones laborales de duración determinada.

9.        La cláusula 3 del Acuerdo Marco, titulada «Definiciones», establece:

«A efectos del presente Acuerdo, se entenderá por:

1.      “trabajador con contrato de duración determinada”: el trabajador con un contrato de trabajo o una relación laboral concertados directamente entre un empresario y un trabajador, en los que el final del contrato de trabajo o de la relación laboral viene determinado por condiciones objetivas tales como una fecha concreta, la realización de una obra o servicio determinado o la producción de un hecho o acontecimiento determinado;

2.      “trabajador con contrato de duración indefinida comparable”: un trabajador con un contrato o relación laboral de duración indefinid[a], en el mismo centro de trabajo, que realice un trabajo u ocupación idéntico o similar, teniendo en cuenta su cualificación y las tareas que desempeña. […]»

10.      La cláusula 4 del Acuerdo Marco, titulada «Principio de no discriminación», establece en su apartado 1:

«Por lo que respecta a las condiciones de trabajo, no podrá tratarse a los trabajadores con un contrato de duración determinada de una manera menos favorable que a los trabajadores fijos comparables por el mero hecho de tener un contrato de duración determinada, a menos que se justifique un trato diferente por razones objetivas.»

11.      La cláusula 5 del Acuerdo Marco, titulada «Medidas destinadas a evitar la utilización abusiva», dispone:

«1.      A efectos de prevenir los abusos como consecuencia de la utilización sucesiva de contratos o relaciones laborales de duración determinada los Estados miembros, previa consulta con los interlocutores sociales y conforme a la legislación, los acuerdos colectivos y las prácticas nacionales, y/o los interlocutores sociales, cuando no existan medidas legales equivalentes para prevenir los abusos, introducirán de forma que se tengan en cuenta las necesidades de los distintos sectores y/o categorías de trabajadores, una o varias de las siguientes medidas:

a)      razones objetivas que justifiquen la renovación de tales contratos o relaciones laborales;

b)      la duración máxima total de los sucesivos contratos o relaciones de duración determinada;

c)      el número de renovaciones de tales contratos o relaciones laborales.

2.      Los Estados miembros, previa consulta a los interlocutores sociales, y/o los interlocutores sociales, cuando resulte […] necesario, determinarán en qué condiciones los contratos de trabajo o relaciones laborales de duración determinada:

a)      se considerarán “sucesivos”;

b)      se considerarán celebrados por tiempo indefinido.»

B.      Derecho español

12.      La disposición adicional primera del Real Decreto 896/1991, de 7 de junio, por el que se establecen las reglas básicas y los programas mínimos a que debe ajustarse el procedimiento de selección de los funcionarios de Administración Local, (3) dispone lo siguiente:

«Previa convocatoria pública y con respeto, en todo caso, de los principios de mérito y capacidad, el Presidente de la Corporación podrá efectuar nombramientos de personal funcionario interino para plazas vacantes siempre que no sea posible, con la urgencia exigida por las circunstancias, la prestación del servicio por funcionarios de carrera. Tales plazas habrán de estar dotadas presupuestariamente e incluidas en la oferta de empleo público, salvo cuando se trate de vacantes realmente producidas con posterioridad a la aprobación de esta.

[…]

Las plazas así cubiertas deberán incluirse necesariamente en la primera convocatoria de provisión de puestos de trabajo o en la primera oferta de empleo público que se apruebe.

El personal interino cesará cuando la plaza se provea por funcionario de carrera o la Corporación considere que han cesado las razones de urgencia que motivaron su cobertura interina.»

13.      El artículo 8 de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, cuyo texto refundido fue aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre (en lo sucesivo, «EBEP»), (4) establece:

«1.      Son empleados públicos quienes desempeñan funciones retribuidas en las Administraciones Públicas al servicio de los intereses generales.

2.      Los empleados públicos se clasifican en:

a)      Funcionarios de carrera.

b)      Funcionarios interinos.

c)      Personal laboral, ya sea fijo, por tiempo indefinido o temporal.

d)      Personal eventual.»

14.      El artículo 10 del EBEP dispone:

«1.      Son funcionarios interinos los que, por razones expresamente justificadas de necesidad y urgencia, son nombrados como tales para el desempeño de funciones propias de funcionarios de carrera, cuando se dé alguna de las siguientes circunstancias:

a)      La existencia de plazas vacantes cuando no sea posible su cobertura por funcionarios de carrera.

b)      La sustitución transitoria de los titulares.

c)      La ejecución de programas de carácter temporal, que no podrán tener una duración superior a tres años, ampliable hasta doce meses más por las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto.

d)      El exceso o acumulación de tareas por plazo máximo de seis meses, dentro de un período de doce meses.

[…]

3.      El cese de los funcionarios interinos se producirá, además de por las causas previstas en el artículo 63, cuando finalice la causa que dio lugar a su nombramiento.

4.      En el supuesto previsto en la letra a) del apartado 1 de este artículo, las plazas vacantes desempeñadas por funcionarios interinos deberán incluirse en la oferta de empleo correspondiente al ejercicio en que se produce su nombramiento y, si no fuera posible, en la siguiente, salvo que se decida su amortización.

5.      A los funcionarios interinos les será aplicable, en cuanto sea adecuado a la naturaleza de su condición, el régimen general de los funcionarios de carrera.

[…]»

15.      El artículo 63 del EBEP tiene el siguiente tenor:

«Son causas de pérdida de la condición de funcionario de carrera:

a)      La renuncia a la condición de funcionario.

b)      La pérdida de la nacionalidad.

c)      La jubilación total del funcionario.

d)      La sanción disciplinaria de separación del servicio que tuviere carácter firme.

e)      La pena principal o accesoria de inhabilitación absoluta o especial para cargo público que tuviere carácter firme.»

16.      El artículo 70, apartado 1, del EBEP dispone lo siguiente:

«Las necesidades de recursos humanos, con asignación presupuestaria, que deban proveerse mediante la incorporación de personal de nuevo ingreso serán objeto de la Oferta de empleo público, o a través de otro instrumento similar de gestión de la provisión de las necesidades de personal, lo que comportará la obligación de convocar los correspondientes procesos selectivos para las plazas comprometidas y hasta un diez por cien adicional, fijando el plazo máximo para la convocatoria de los mismos. En todo caso, la ejecución de la oferta de empleo público o instrumento similar deberá desarrollarse dentro del plazo improrrogable de tres años.»

17.      Con arreglo al apartado 1 de la disposición transitoria cuarta del EBEP, las administraciones públicas podrán efectuar convocatorias de consolidación de empleo a puestos o plazas de carácter estructural correspondientes a sus distintos cuerpos, escalas o categorías, que estén dotados presupuestariamente y se encuentren desempeñados interina o temporalmente con anterioridad a 1 de enero de 2005.

18.      El artículo 49 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, (5) en la redacción vigente en el momento de los hechos objeto del litigio principal (en lo sucesivo, «Estatuto de los Trabajadores»), disponía:

«1.      El contrato de trabajo se extinguirá:

[…]

b)      Por las causas consignadas válidamente en el contrato salvo que las mismas constituyan abuso de derecho manifiesto por parte del empresario.

c)      Por expiración del tiempo convenido o realización de la obra o servicio objeto del contrato. A la finalización del contrato, excepto en los casos del contrato de interinidad y de los contratos formativos, el trabajador tendrá derecho a recibir una indemnización de cuantía equivalente a la parte proporcional de la cantidad que resultaría de abonar doce días de salario por cada año de servicio, o la establecida, en su caso, en la normativa específica que sea de aplicación.

[…]

l)      Por causas objetivas legalmente procedentes.

[…]»

19.      Con arreglo al artículo 52 del Estatuto de los Trabajadores, constituyen «causas objetivas» que pueden fundamentar la extinción de la relación laboral la ineptitud del trabajador conocida o sobrevenida con posterioridad a su colocación efectiva en la empresa; la falta de adaptación del trabajador a las modificaciones técnicas razonables operadas en su puesto de trabajo; las causas económicas, técnicas, organizativas o de producción, cuando la extinción de los contratos afecte a un número de trabajadores inferior al requerido para calificar la extinción de despido colectivo, y, sujeto a determinadas condiciones, las faltas de asistencia intermitentes al trabajo, aun justificadas.

20.      Con arreglo al artículo 53, apartado 1, letra b), del Estatuto de los Trabajadores, la extinción del contrato de trabajo por una de las causas objetivas previstas en el artículo 52 de dicho Estatuto da lugar a la puesta a disposición del trabajador, simultáneamente a la entrega de la comunicación escrita, de la indemnización de veinte días por año de servicio, prorrateándose por meses los períodos de tiempo inferiores a un año y con un máximo de doce mensualidades.

21.      El artículo 56, apartado 1, del Estatuto de los Trabajadores establece que, cuando el despido sea declarado improcedente, el empresario, en el plazo de cinco días desde la notificación de la sentencia, podrá optar entre la readmisión del trabajador o el abono de una indemnización equivalente a treinta y tres días de salario por año de servicio, prorrateándose por meses los períodos de tiempo inferiores a un año, hasta un máximo de veinticuatro mensualidades. La opción por la indemnización determinará la extinción del contrato de trabajo, que se entenderá producida en la fecha del cese efectivo en el trabajo.

III. Antecedentes de hecho del litigio principal, cuestiones prejudiciales y procedimiento ante el Tribunal de Justicia

22.      El 24 de noviembre de 2005, el Ayuntamiento de Madrid nombró a la Sra. Baldonedo Martín funcionaria interina con la categoría de oficial de jardinería en el Área de Gobierno de Medio Ambiente y Movilidad.

23.      El acto de nombramiento especificaba que se había nombrado a la Sra. Baldonedo Martín para cubrir una plaza vacante hasta que fuera cubierta por un funcionario de carrera y que dicha plaza se amortizaría cuando se extinguiera el derecho a la reserva del puesto de trabajo del funcionario de carrera sustituido o cuando la Administración considerara que hubieran dejado de existir las razones de urgencia que motivaron la cobertura interina.

24.      El 15 de abril de 2013, se informó a la Sra. Baldonedo Martín de que su puesto había sido provisto por un funcionario de carrera ese mismo día y de que, por consiguiente, había sido cesada.

25.      El 20 de febrero de 2017, la Sra. Baldonedo Martín solicitó al Ayuntamiento de Madrid el abono de una indemnización por cese equivalente a veinte días de salario por año de servicio. Su solicitud se basaba en las cláusulas 4 y 5 del Acuerdo Marco, en los artículos 20 y 21, apartado 1, de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (en lo sucesivo, «Carta») y en el artículo 4 TUE, apartado 3.

26.      Por resolución de 25 de abril de 2017, el director general de Recursos Humanos de la Gerencia de la Ciudad del Ayuntamiento de Madrid desestimó esta solicitud por considerar que la plaza que ocupaba la Sra. Baldonedo Martín se encontraba vacante, siendo su cobertura de urgente e inaplazable necesidad; señaló que el cese se producía al ser provisto su puesto por un funcionario de carrera y que no existía discriminación alguna con respecto a los funcionarios de carrera, ya que estos en ningún caso reciben indemnización por la extinción de su relación funcionarial, de conformidad con la aplicación de su régimen jurídico.

27.      La Sra. Baldonedo Martín presentó demanda contra dicha resolución ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n.º 14 de Madrid.

28.      El juzgado remitente señala que, durante el período en que la Sra. Baldonedo Martín prestó servicios en el Ayuntamiento de Madrid, desempeñó sus funciones en el mismo puesto de trabajo, de forma constante y continuada, siendo estas funciones idénticas a las realizadas por los funcionarios de carrera pertenecientes a la categoría de oficial de jardinería. El juzgado remitente precisa que el Ayuntamiento de Madrid no aportó prueba de que, durante dicho período, se organizara una convocatoria para la provisión de puestos de trabajo o se aprobara una oferta pública de empleo. Añade que desconoce si la plaza que ocupaba la interesada fue cubierta por medio de promoción interna, concurso, oposición u otro proceso de selección. Por otra parte, considera que el Ayuntamiento de Madrid no acreditó la inaplazable necesidad de nombrar a la Sra. Baldonedo Martín en esa plaza. Del mismo modo, se desconoce la razón por la que la plaza estaba vacante.

29.      Por lo que respecta a la interpretación del Derecho de la Unión sobre la que el Tribunal de Justicia debe pronunciarse, el juzgado remitente señala, en primer lugar, que el Derecho español no reconoce el derecho de los funcionarios de carrera a percibir, al extinguirse su relación de servicio, una indemnización como la que reclama la Sra. Baldonedo Martín. Sostiene que de ello se deduce que la situación controvertida en el litigio principal no constituye una discriminación prohibida por la cláusula 4 del Acuerdo Marco y, por consiguiente, no está incluida en el ámbito de aplicación de dicha cláusula. Del mismo modo, el juzgado remitente considera que de los apartados 63 a 67 de la sentencia Pérez López (6) se desprende que la comparación entre, por una parte, los funcionarios interinos y, por otra, el personal laboral temporal, cuya relación de servicio con la Administración se rige por el Estatuto de los Trabajadores, tampoco está incluida en el ámbito de aplicación de esta cláusula, puesto que se trata de dos categorías de empleados públicos con relación de servicio temporal.

30.      No obstante, el juzgado remitente observa, en segundo lugar, que el Acuerdo Marco tiene por objeto aplicar el principio de no discriminación a los trabajadores con contrato de duración determinada, que en las administraciones públicas españolas la plaza de jardinero puede ser ocupada tanto por funcionarios como por personal laboral y que la elección del régimen jurídico —funcionarial o laboral— de dicha plaza depende exclusivamente de la voluntad del empleador, que la mera naturaleza temporal de la relación de servicio no excluye el derecho a la indemnización de que se trata, que el Ayuntamiento de Madrid no invoca ninguna razón objetiva que pueda justificar una diferencia de trato y que de la sentencia DI (7) se desprende, en particular, que el principio de no discriminación, como principio general del Derecho de la Unión, es de aplicación vertical directa. El mencionado juzgado se pregunta si, en tales circunstancias, es posible reconocer a la Sra. Baldonedo Martín el derecho a la indemnización reclamada, por analogía con el personal laboral temporal o por aplicación vertical directa del Derecho primario de la Unión.

31.      En tercer lugar, el juzgado remitente señala que la Sra. Baldonedo Martín desempeñó sus tareas como funcionaria interina durante más de siete años. De este modo, en su opinión, el Ayuntamiento de Madrid desnaturalizó la condición de funcionario interino al no utilizarla para cubrir necesidades temporales o transitorias, sino permanentes. De este modo, privó a la interesada de derechos reconocidos a los funcionarios de carrera, en particular del derecho a percibir trienios y el complemento de carrera profesional, y de los conferidos al personal laboral, a saber, el derecho a una indemnización. El Ayuntamiento de Madrid también incumplió las garantías para evitar la perpetuación de las relaciones de servicio temporales y el abuso de dichas relaciones, previstas en los artículos 10 y 70 del EBEP, así como el requisito de que las plazas ocupadas por funcionarios interinos se incluyan necesariamente en la primera convocatoria de provisión de puestos de trabajo, contenido en la disposición adicional primera del Real Decreto 896/1991.

32.      El juzgado remitente señala, además, que la normativa española controvertida en el litigio principal no permite prever cuándo se producirá el cese de un funcionario interino, en la medida en que dicho cese puede producirse debido a la provisión del puesto por un funcionario de carrera, a la amortización de la plaza o a la extinción del derecho del funcionario de carrera sustituido a la reserva del puesto, o cuando la Administración considere que ya no existen las razones de urgencia que motivaron la cobertura interina.

33.      Afirma que esta normativa excluye cualquier posibilidad de aplicar al empleador público las garantías exigibles al empleador privado previstas en el Estatuto de los Trabajadores, así como las consecuencias del incumplimiento de estos límites. Añade que la mencionada normativa no permite obtener la condición de funcionario de carrera si no es mediante un proceso selectivo.

34.      El juzgado remitente sostiene que la antedicha normativa no permite alcanzar los objetivos perseguidos por la cláusula 5 del Acuerdo Marco. Del mismo modo, la posibilidad de transformación del personal laboral temporal en indefinido no fijo en caso de fraude, reconocida por la jurisprudencia del Tribunal Supremo, no permite prevenir y sancionar los abusos de la contratación temporal. Se estaría ante la sustitución de temporalidad por más temporalidad. En efecto, aún sería posible amortizar la plaza ocupada por el trabajador en cuestión o cesarlo si su puesto de trabajo se proveyera mediante el nombramiento de un funcionario de carrera, lo que pondría fin a su relación de servicio sin que el trabajador hubiera alcanzado la estabilidad en el empleo.

35.      El juzgado remitente considera que la sanción que consiste en transformar la relación de servicio de duración determinada en una relación de servicio estable es la única que permite cumplir con los objetivos perseguidos por la Directiva 1999/70. Sin embargo, a su juicio, esta Directiva no se ha transpuesto en Derecho español en lo que atañe al sector público. De este modo, se pregunta si, sobre la base de la cláusula 5 del Acuerdo Marco, puede abonarse una indemnización en concepto de sanción.

36.      En estas circunstancias, el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n.º 14 de Madrid, mediante auto de 16 de febrero de 2018, recibido en la Secretaría del Tribunal de Justicia el 7 de marzo de 2018, decidió suspender el procedimiento y plantear al Tribunal de Justicia las siguientes cuestiones prejudiciales:

«1)      ¿Es correcta la interpretación que se hace de la cláusula 4.ª del Acuerdo Marco, al entender que una situación como la que se describe, en la que el funcionario interino realiza el mismo trabajo que el funcionario de carrera (funcionario de carrera que no goza de derecho de indemnización porque la situación de la que traería causa no existe en su régimen jurídico), no es encuadrable en la situación que en la misma se describe?

2)      ¿Es conforme con el Acuerdo Marco anexo a la Directiva [1999/70] la interpretación que se hace para así conseguir sus objetivos, al tratarse el derecho a la igualdad de trato y la prohibición de discriminación de un principio general de la UE concretado en una Directiva (arts. 20 y 21 CDFUE), artículo 23 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, y considerarse derechos sociales fundamentales, artículo 151 y 153 del TFUE que el derecho a la indemnización del funcionario interino puede alcanzarse, ya sea desde la comparación [con el] trabajador laboral temporal, ya que su condición (funcionarial o laboral) solo depende del empleador público o bien mediante la aplicación directa vertical predicable [del] Derecho originario Europeo?

3)      Atendiendo, en su caso, a la existencia de abuso en la contratación temporal, dirigida a satisfacer necesidades permanentes, sin que exista causa objetiva, contratación ajena a la urgente y perentoria necesidad que la justifica, sin que exista sanción o límites efectivos en nuestro Derecho nacional, ¿sería acorde con los objetivos perseguidos por la Directiva [1999/70], como medida para prevenir el abuso y eliminar la consecuencia de la infracción del Derecho de la Unión, en caso de que el empleador no dé fijeza al trabajador, una indemnización, equiparable a la de despido improcedente, indemnización como sanción adecuada, proporcional, eficaz y disuasoria?»

37.      Han presentado observaciones escritas la Sra. Baldonedo Martín, el INSS, el Gobierno español y la Comisión Europea. Estas mismas partes intervinieron en la vista oral celebrada el 22 de febrero de 2019.

IV.    Análisis

A.      Sobre la admisibilidad de la tercera cuestión prejudicial

38.      Mediante su tercera cuestión prejudicial, el juzgado remitente solicita al Tribunal de Justicia que aclare si la cláusula 5 del Acuerdo Marco debe interpretarse en el sentido de que, en una situación como la del litigio principal, la concesión de una indemnización como sanción adecuada, proporcional, efectiva y disuasoria, equiparable a la que se abona en caso de despido improcedente, constituye una medida destinada a prevenir y, en su caso, sancionar el recurso abusivo a la contratación temporal.

39.      El Gobierno español cuestiona la admisibilidad de esta cuestión debido a que el nombramiento de duración determinada controvertido en el litigio principal no está incluido en el ámbito de aplicación de la cláusula 5 del Acuerdo Marco.

40.      Según reiterada jurisprudencia del Tribunal de Justicia, las cuestiones sobre la interpretación del Derecho de la Unión planteadas por el juez nacional en el marco fáctico y normativo definido bajo su responsabilidad y cuya exactitud no corresponde verificar al Tribunal de Justicia disfrutan de una presunción de pertinencia. La negativa del Tribunal de Justicia a pronunciarse sobre una petición de decisión prejudicial planteada por un órgano jurisdiccional nacional solo es posible, en particular, cuando el problema sea de naturaleza hipotética. (8)

41.      En el caso de autos, creo que esta cuestión se refiere a un problema hipotético. Por lo tanto, procede excluir la presunción de pertinencia. En efecto, de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia se desprende que un primer o único contrato de trabajo de duración determinada no está incluido en el ámbito de aplicación de la cláusula 5, apartado 1, del Acuerdo Marco, que se refiere únicamente a la prevención de los abusos como consecuencia de la utilización sucesiva de contratos o relaciones laborales de duración determinada. (9)

42.      Es cierto que se desprende de la cláusula 5, apartado 2, letra a), del Acuerdo Marco que corresponde a los Estados miembros determinar en qué condiciones los contratos o relaciones laborales de duración determinada se considerarán «sucesivos». (10) No obstante, en el auto de remisión no se indica en ningún momento que la Sra. Baldonedo Martín hubiera prestado servicios para el Ayuntamiento de Madrid mediante sucesivos nombramientos de duración determinada ni que en Derecho español el nombramiento controvertido en el litigio principal se englobe en el concepto de «sucesivos contratos de trabajo de duración determinada».

43.      En cambio, es preciso señalar que el auto de remisión indica que la Sra. Baldonedo Martín prestó servicios en el Ayuntamiento de Madrid como funcionaria interina durante más de siete años, concretamente durante el período comprendido entre el 24 de noviembre de 2005 y el 15 de abril de 2013, y que, durante su relación de servicio, «desempeñó sus funciones en el mismo puesto de trabajo, de forma constante y continuada». Además, en la vista se confirmó que la demandante en el litigio principal solo fue nombrada una vez por su empleador.

44.      Por lo tanto, considero que la tercera cuestión prejudicial es inadmisible.

B.      Sobre el fondo

1.      Sobre la primera cuestión prejudicial

a)      Sobre el tenor de la primera cuestión planteada al Tribunal de Justicia

45.      Mediante su primera cuestión prejudicial, el juzgado remitente solicita, en esencia, que se dilucide si la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco debe interpretarse en el sentido de que una situación en la que un funcionario interino desempeña las mismas funciones que un funcionario de carrera y en la que ninguno de los dos tiene derecho a indemnización, el primero por cese y el segundo por extinción de la relación de servicio, no está incluida en su ámbito de aplicación debido a la falta de comparabilidad de los trabajadores.

46.      Por las razones que expondré a continuación, estimo que es necesario reformular los términos de la cuestión prejudicial a los efectos de permitir al Tribunal de Justicia ofrecer una respuesta útil.

47.      En primer lugar, aunque el juzgado remitente parece preguntar al Tribunal de Justicia si la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco puede aplicarse a una situación como la controvertida en el litigio principal, de la lectura del auto de remisión resulta que, en realidad, el juzgado remitente pretende que se determine si tal situación constituye una discriminación prohibida por dicha cláusula.

48.      En principio, esta cuestión puede entenderse en el sentido de que tiene por objeto determinar si la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa nacional que no prevé el abono de indemnización alguna ni por el cese de los funcionarios interinos ni por la extinción de la relación de servicio de los funcionarios de carrera, cuya relación de servicio es por tiempo indefinido.

49.      Sin embargo, del auto de remisión y de la información contenida en los autos de que dispone el Tribunal de Justicia se desprende que dicha reformulación no es pertinente. En efecto, el juzgado remitente indicó, por una parte, que «el puesto de trabajo de jardinero, que es al que se refiere el supuesto objeto de recurso, puede ser desempeñado con normalidad en nuestras Administraciones Públicas tanto por personal funcionario como por personal laboral», (11) precisando que «la elección de un régimen funcionarial o laboral solo depende de la voluntad del empleador público». Por otra parte, dicho juzgado ha señalado que «el empleador público es el que elige la forma de contratación, en el supuesto presente la labor a desempeñar tanto lo puede ser mediante contratación laboral o administrativa». A este respecto, precisó que «[el empleador público] lleva a cabo contratación como funcionario interino, privando así a dichos trabajadores de derechos reconocidos a un funcionario de carrera (trienios, complemento de carrera profesional, ...) y negándole[s] por el tipo de contratación los derechos derivados de la contratación pública sometida a derecho laboral (indemnización)». (12)

50.      De estos elementos se desprende, como señaló la Comisión en sus observaciones escritas, que el juzgado remitente confirma la existencia de personal laboral que ejerce las funciones de oficial de jardinería en el Área de Gobierno de Medio Ambiente y Movilidad, sin precisar no obstante si sus contratos son de duración determinada o por tiempo indefinido. Asimismo, la Sra. Baldonedo Martín manifestó en sus observaciones escritas que «existe un trabajador fijo comparable en cuanto a funciones y categoría en el Ayuntamiento de Madrid». (13)

51.      En este contexto, de conformidad con el artículo 62, apartado 2, de su Reglamento de Procedimiento, el Tribunal de Justicia formuló una pregunta a las partes para que las respondieran en la vista con el fin de determinar si en el Ayuntamiento de Madrid existe un trabajador fijo comparable, en el sentido de la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco.

52.      En respuesta a la pregunta del Tribunal de Justicia, la Sra. Baldonedo Martín y el Ayuntamiento de Madrid indicaron en la vista que actualmente existe en el Ayuntamiento de Madrid un contratado laboral fijo en la misma categoría que presta servicios en calidad de oficial de jardinería en el Área de Gobierno de Medio Ambiente y Movilidad y que este puesto es equivalente al de funcionario interino que ocupaba la Sra. Baldonedo Martín. De sus respuestas orales resulta claramente que las condiciones de empleo y las funciones desempeñadas por la Sra. Baldonedo Martín como funcionaria interina y las condiciones de empleo y las funciones desempeñadas por la persona que ocupa el puesto equivalente en condición de contratado laboral fijo son idénticas. Además, la Sra. Baldonedo Martín y el Ayuntamiento de Madrid indicaron igualmente que esta plaza de personal laboral fijo en el Ayuntamiento de Madrid ha sido ocupada por la misma persona desde el 12 de noviembre de 1991. A este respecto, también se confirmó en la vista que, con arreglo a la normativa española, dicha plaza de personal laboral fijo no es una plaza de funcionario.

53.      Por lo tanto, en el presente asunto consta que existe un trabajador que presta servicios como personal laboral fijo comparable.

54.      En consecuencia, para que el Tribunal de Justicia pueda dar una respuesta útil, considero que la primera cuestión prejudicial planteada por el juzgado remitente debe reformularse de modo que, mediante la mencionada cuestión, dicho juzgado pregunta al Tribunal de Justicia, en esencia, si la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa nacional que no prevé el abono de indemnización alguna a los trabajadores que prestan servicios mediante nombramientos de duración determinada para cubrir una plaza vacante hasta que se provea con un funcionario de carrera al vencer el término por el que se hayan realizado, como el nombramiento de funcionaria interina controvertido en el asunto principal, mientras que se concede una indemnización a los trabajadores que prestan servicios como personal laboral fijo debido a la extinción de su contrato de trabajo por concurrir una causa objetiva.

55.      Para responder a esta cuestión me parece pertinente antes de nada analizar brevemente la aplicabilidad de la Directiva 1999/70 y del Acuerdo Marco a la situación de la Sra. Baldonedo Martín; a continuación, verificar si la diferencia de trato que esta alega se ajusta al concepto de «condiciones de trabajo» en el sentido de la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco y, por último, examinar si se ha tratado a la Sra. Baldonedo Martín de manera menos favorable que a un trabajador fijo comparable. En el supuesto de que exista un trato desigual de situaciones comparables, estudiaré si existen razones objetivas que puedan justificar dicho trato.

b)      Sobre la aplicabilidad del Acuerdo Marco

56.      Resulta útil empezar recordando que el ámbito de aplicación del Acuerdo Marco está claramente definido en su cláusula 2, apartado 1, según la cual este Acuerdo se aplica «a los trabajadores con un trabajo de duración determinada cuyo contrato o relación laboral esté definido por la legislación, los convenios colectivos o las prácticas vigentes en cada Estado miembro». A este respecto, de reiterada jurisprudencia del Tribunal de Justicia se desprende que la Directiva 1999/70 y el Acuerdo Marco se aplican a «todos los trabajadores cuyas prestaciones sean retribuidas en el ámbito de una relación laboral de duración determinada que los vincule a su empresario». (14)

57.      Además, el Tribunal de Justicia ha recordado que la definición a efectos del Acuerdo Marco del concepto de «trabajador con contrato de duración determinada», formulada en la cláusula 3, apartado 1, de dicho Acuerdo, engloba a todos los trabajadores, «sin establecer diferencias en función del carácter público o privado del empleador para el que trabajan». (15)

58.      En el presente asunto, del auto de remisión se deduce que el nombramiento de la Sra. Baldonedo Martín como funcionaria interina por el Ayuntamiento de Madrid preveía que esta ocuparía la mencionada plaza «hasta que [fuera] cubierta por un funcionario de carrera». Por consiguiente, debe considerarse que una trabajadora, como la demandante en el litigio principal, que prestó servicios en el Ayuntamiento de Madrid durante un período determinado, en calidad de funcionaria interina, para ocupar temporalmente una plaza hasta que fuera provista por un funcionario de carrera, tiene la condición de «trabajador con contrato de duración determinada», en el sentido de la cláusula 3, apartado 1, del Acuerdo Marco, y, por lo tanto, está incluida en el ámbito de aplicación de este Acuerdo. (16)

59.      En estas circunstancias, es necesario además determinar si la concesión, por parte del empresario, de una indemnización por cese equivalente a veinte días de salario por año de servicio, como la solicitada por la demandante en el asunto principal, está incluida en el concepto de «condiciones de trabajo», en el sentido de la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco.

c)      Sobre el concepto de «condiciones de trabajo» en el sentido de la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco

60.      A tenor de la cláusula 1, letra a), del Acuerdo Marco, uno de sus objetivos es «mejorar la calidad del trabajo de duración determinada garantizando el respeto al principio de no discriminación». De igual modo, el preámbulo de dicho Acuerdo precisa, en su párrafo tercero, que este «ilustra la voluntad de los interlocutores sociales de establecer un marco general para garantizar la igualdad de trato a los trabajadores con un contrato de duración determinada, protegiéndolos contra la discriminación». El considerando 14 de la Directiva 1999/70 indica al efecto que el objetivo del Acuerdo Marco consiste, en particular, en mejorar la calidad del trabajo de duración determinada estableciendo condiciones mínimas que garanticen la aplicación del principio de no discriminación. (17) La cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco tiene por objeto aplicar dicho principio a los trabajadores con contrato de duración determinada con la finalidad de impedir que una relación laboral de esta naturaleza sea utilizada por un empleador para privar a dichos trabajadores de derechos reconocidos a los trabajadores fijos. (18) Según reiterada jurisprudencia, habida cuenta de los objetivos que persigue el Acuerdo Marco, su cláusula 4 debe entenderse en el sentido de que expresa un principio de Derecho social de la Unión que no puede ser interpretado de manera restrictiva. (19)

61.      A este respecto, me parece importante recordar que, en lo tocante a las diferencias de trato entre los trabajadores con contrato de duración determinada y los trabajadores fijos, la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco es una expresión concreta del principio general del Derecho de la Unión en materia de no discriminación, (20) que exige que no se traten de manera diferente situaciones comparables y que no se traten de manera idéntica situaciones diferentes, a no ser que dicho trato esté objetivamente justificado.

62.      De este modo, la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco establece una prohibición, por lo que respecta a las condiciones de trabajo, de tratar a los trabajadores con un contrato de duración determinada de modo menos favorable que a los trabajadores fijos comparables por el mero hecho de tener un contrato de duración determinada, a menos que se justifique un trato diferente por razones objetivas. A este respecto, he de recordar que el Tribunal de Justicia ya ha declarado que «esta disposición prohíbe de manera general y en términos inequívocos cualquier diferencia de trato no justificada objetivamente respecto a los trabajadores con contratos de duración determinada por lo que se refiere a las condiciones de trabajo». (21)

63.      Es cierto que el Acuerdo Marco no define el concepto de «condiciones de trabajo» contenido en esta cláusula. No obstante, el Tribunal de Justicia ha declarado en numerosas ocasiones que el criterio decisivo para determinar si una medida nacional está incluida en el concepto de «condiciones de trabajo» en el sentido de la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco es precisamente el del empleo, es decir, la relación laboral entre un trabajador y su empresario. (22) En efecto, la expresión «condiciones de trabajo» designa los derechos y obligaciones que definen una relación laboral concreta, incluyendo tanto las condiciones en las que una persona ejerce un empleo como las relativas a la extinción de esta relación laboral. (23)

64.      Según el Tribunal de Justicia, la indemnización que el empresario debe abonar a un trabajador debido a la inserción de una cláusula de terminación ilícita en su contrato de trabajo (24) o por la extinción de contratos de trabajo de duración determinada está incluida en el concepto de «condiciones de trabajo». (25) Sobre este particular, el Tribunal de Justicia ya ha precisado que una interpretación de la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco que excluyese los requisitos de finalización de un contrato de trabajo de duración determinada de la definición de este concepto equivaldría a reducir, en detrimento del objetivo de dicha disposición, el ámbito de aplicación de la protección concedida a los trabajadores con contrato de trabajo de duración determinada contra las discriminaciones. (26)

65.      Por consiguiente, de manera análoga, en la medida en que la concesión de una indemnización, como la reclamada por la Sra. Baldonedo Martín, que el empresario está obligado a abonar a un trabajador por la finalización de su contrato de trabajo se refiere a las condiciones en las que finaliza la relación laboral que lo vincula a su empleador, es decir, a las consecuencias jurídicas de la finalización de una relación laboral de este tipo, esta indemnización está sin duda alguna incluida en el concepto de «condiciones de trabajo», en el sentido de la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco.

66.      Una vez sentado esto, queda por examinar la cuestión central del presente asunto: ¿ha recibido la Sra. Baldonedo Martín un trato menos favorable que un trabajador fijo comparable?

d)      Sobre la comparabilidad de las condiciones de trabajo de los trabajadores con contrato de duración determinada y de los trabajadores fijos de que se trata en el litigio principal

67.      Según el Gobierno español, para determinar si existe o no discriminación por el hecho de que la Sra. Baldonedo Martín no haya percibido una indemnización por cese, es necesario comparar su situación con la de un funcionario de carrera. Así pues, el citado Gobierno alega que, dado que la normativa española no reconoce el derecho de los funcionarios de carrera, cuando pierden la condición de funcionario, a recibir una indemnización como la solicitada por la Sra. Baldonedo Martín, tal indemnización no puede constituir una discriminación en el sentido de la cláusula 4 del Acuerdo Marco.

68.      Aun aceptando que, en el presente asunto, por un lado, existe un contratado laboral fijo que presta servicios como oficial de jardinería en el Área de Gobierno de Medio Ambiente y Movilidad (27) y, por otro, que su puesto es equivalente al puesto de funcionaria interina que ocupaba la Sra. Baldonedo Martín, el Ayuntamiento de Madrid sostiene que la comparabilidad de las condiciones de trabajo debe examinarse entre trabajadores de la misma condición jurídica; ahora bien, el nombramiento como funcionaria interina de que se trata en el asunto principal se rige por el Derecho administrativo, mientras que los contratos del personal laboral fijo se rigen por el Derecho laboral. En la vista, el Gobierno español también sostuvo esa postura.

69.      Estas alegaciones no pueden acogerse.

70.      En efecto, en el caso de autos, a reserva de las comprobaciones posteriores que debe efectuar el juzgado remitente, de los puntos 50 a 54 de las presentes conclusiones resulta que en la vista se confirmó que en el Ayuntamiento de Madrid presta servicios un contratado laboral fijo comparable.

71.      A este respecto, me parece útil recordar, antes de nada, que el principio general del Derecho de la Unión de no discriminación «se ha aplicado y concretado mediante el Acuerdo Marco únicamente en lo que respecta a las diferencias de trato entre trabajadores con contrato de duración determinada y trabajadores con contratos por tiempo indefinido que se encuentren en una situación comparable». (28) En cambio, las posibles diferencias de trato entre determinadas categorías de personal con contratos de duración determinada, como las que existen entre los funcionarios interinos y el personal laboral temporal, no están incluidas en el ámbito de aplicación del principio de no discriminación consagrado por el antedicho Acuerdo Marco. (29)

72.      Así pues, cuando una situación específica está incluida en el ámbito de aplicación del Acuerdo Marco, debe examinarse si, a la luz del principio de no discriminación, tal como se aplica y concreta en la cláusula 4, apartado 1, del mencionado Acuerdo Marco, las condiciones de trabajo de los trabajadores con contrato de duración determinada son menos favorables que las de los trabajadores fijos comparables. Esta cláusula establece que la única diferencia de trato prohibida es aquella de la que son objeto los trabajadores con contrato de duración determinada en relación con los trabajadores fijos comparables por el mero hecho de tener un contrato de trabajo de duración determinada, y únicamente en lo que atañe a las condiciones de trabajo, a menos que se justifique un trato diferente por razones objetivas. (30)

73.      Más concretamente, por lo que respecta a la comparabilidad entre las condiciones de trabajo de los funcionarios interinos y las del personal laboral fijo de que se trata en el litigio principal, es preciso partir de la definición del concepto de «trabajador con contrato de duración indefinida comparable» que se recoge en la cláusula 3, apartado 2, del Acuerdo Marco: «un trabajador con un contrato o relación laboral de duración indefinid[a], en el mismo centro de trabajo, que realice un trabajo u ocupación idéntico o similar, teniendo en cuenta su cualificación y las tareas que desempeña». Procede evaluar a la luz de esta definición si la Sra. Baldonedo Martín y el contratado laboral fijo se encuentran en una situación comparable.

74.      Según reiterada jurisprudencia, para apreciar si las personas de que se trata ejercen un trabajo idéntico o similar, en el sentido del Acuerdo Marco, debe comprobarse si, en virtud de las cláusulas 3, apartado 2, y 4, apartado 1, de este, habida cuenta de un conjunto de factores, como la naturaleza del trabajo, los requisitos de formación y las condiciones laborales, puede considerarse que estas personas se encuentran en una situación comparable. (31)

75.      En el caso de autos, corresponde al juzgado remitente, único competente para apreciar los hechos, determinar si, durante el período en que prestó servicios para el Ayuntamiento de Madrid como funcionaria interina, la Sra. Baldonedo Martín se encontraba en una situación comparable a la del personal laboral fijo contratado por ese Ayuntamiento durante el mismo período.

76.      No obstante, de las respuestas de la Sra. Baldonedo Martín y del Ayuntamiento de Madrid a la pregunta que el Tribunal de Justicia les formuló para que la respondieran en la vista se desprende claramente que las condiciones de trabajo de la Sra. Baldonedo Martín como funcionaria interina durante el período comprendido entre el 24 de noviembre de 2005 y el 15 de abril de 2013 y las de la persona que ocupa desde el 12 de noviembre de 1991 el puesto equivalente en calidad de contratado laboral fijo son idénticas. Efectivamente, según el Ayuntamiento de Madrid, la Sra. Baldonedo Martín y el contratado laboral fijo realizaban la misma actividad, a saber, labores de jardinería, dentro del Área de Gobierno de Medio Ambiente y Movilidad del Ayuntamiento de Madrid. (32) Por lo tanto, el único factor que puede diferenciar la situación de un jardinero funcionario interino de la de un jardinero personal laboral fijo es el carácter temporal de la relación de servicio entre el primero y su empleador, (33) dado que la circunstancia de que el régimen jurídico aplicable a estos dos tipos de relaciones de servicio sea diferente carece de incidencia en la interpretación de la cláusula 3, apartado 2, del Acuerdo Marco, en virtud de la cual los únicos criterios que deben tenerse en cuenta son los relativos a las condiciones de trabajo, es decir, las cualificaciones requeridas y la naturaleza de las funciones cuya responsabilidad asumen los trabajadores. (34)

77.      Por consiguiente, sin perjuicio del examen definitivo que realice el juzgado remitente a la luz de todos los elementos pertinentes, considero que la situación de una trabajadora como la Sra. Baldonedo Martín es comparable a la de un contratado laboral fijo empleado por el Ayuntamiento de Madrid para desempeñar las mismas funciones de jardinero.

78.      En estas circunstancias, ha de concluirse que existe desigualdad de trato de situaciones comparables cuando a los empleados de la Administración Pública que tienen la condición de funcionarios interinos se les deniega una indemnización por cese, mientras que a quienes pertenecen al personal laboral fijo se les concede una indemnización por la extinción de su contrato.

79.      Sin embargo, aún debe comprobarse si existen razones objetivas que puedan justificar esa desigualdad de trato.

e)      Sobre las razones que pueden justificar la desigualdad de trato

80.      La cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco establece que una diferencia de trato entre los trabajadores con contrato de duración determinada y los trabajadores fijos comparables puede estar justificada por razones objetivas. El Tribunal de Justicia ha reconocido la existencia de dos: la primera está vinculada a la especial naturaleza de las tareas para cuya realización se celebran los contratos de duración determinada y en las características inherentes a estas y, la segunda, a la consecución de un objetivo legítimo de política social por parte de un Estado miembro. Según el Tribunal de Justicia, estas razones objetivas deben estar justificadas por la existencia de elementos precisos y concretos, que caractericen la condición de trabajo de que se trate, en el contexto específico en que se enmarque y con arreglo a criterios objetivos y transparentes, a fin de verificar si dicha desigualdad responde a una necesidad auténtica, si permite alcanzar el objetivo perseguido y si resulta indispensable al efecto. (35)

81.      A este respecto, procede recordar que el concepto de «razones objetivas», en el sentido de la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco, debe entenderse en el sentido de que no permite justificar una diferencia de trato entre trabajadores con contrato de duración determinada y trabajadores fijos por el hecho de que tal diferencia esté prevista en la normativa nacional. (36)

82.      Además, el recurso a la mera naturaleza temporal del nombramiento como funcionario interino no puede constituir una razón objetiva, en el sentido de la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco. (37) Según el Tribunal de Justicia, admitir que la mera naturaleza temporal de una relación laboral basta para justificar una diferencia de trato entre trabajadores con contrato de duración determinada y trabajadores fijos privaría de contenido a los objetivos de la Directiva 1999/70 y del Acuerdo Marco y, en lugar de mejorar la calidad del trabajo con contrato de duración determinada y promover la igualdad de trato buscada tanto por la Directiva 1999/70 como por el Acuerdo Marco, el recurso a tal criterio equivaldría a perpetuar el mantenimiento de una situación desfavorable para los trabajadores con contrato de duración determinada. (38)

83.      En el caso de autos, tanto de los informes orales del Gobierno español como de los del Ayuntamiento de Madrid se deduce que la diferencia de trato relativa a la concesión de la indemnización controvertida en el litigio principal está justificada por la existencia de razones objetivas, a saber, que los funcionarios interinos, debido a su régimen jurídico, deben contar con que serán cesados, situación que la normativa española prevé que se produzca cuando finalice la causa que dio lugar a su nombramiento. (39) Esta situación se corresponde con la del litigio principal, en el que el cese se produjo debido a que la plaza vacante ocupada temporalmente por la Sra. Baldonedo Martín fue cubierta por un funcionario de carrera. (40) En la vista, el Gobierno español también se refirió a las restricciones presupuestarias derivadas de la crisis económica para justificar la «flexibilidad y adaptabilidad» que caracteriza el recurso a nombramientos de duración determinada por parte de la Administración Pública.

84.      Por lo que se refiere a las consideraciones presupuestarias formuladas por el Gobierno español, cabe recordar que, aunque pueden fundamentar las opciones de política social de un Estado miembro e influir en la naturaleza o el alcance de las medidas que desea adoptar, no constituyen en sí mismas un objetivo perseguido por dicha política y, por lo tanto, no pueden justificar una discriminación. (41)

85.      En lo que atañe a las consideraciones relativas a la previsibilidad del cese de la Sra. Baldonedo Martín, debe recordarse que de las recientes sentencias Montero Mateos, (42) Grupo Norte Facility (43) y de Diego Porras (44) resulta que el objeto específico de la indemnización por despido establecida en el artículo 53, apartado 1, letra b), del Estatuto de los Trabajadores, al igual que el contexto particular en el que se abona, constituyen una razón objetiva que justifica la diferencia de trato controvertida. (45)

86.      En efecto, en dichas sentencias el Tribunal de Justicia declaró que se deduce de la definición del concepto de «trabajador con contrato de duración determinada» que figura en la cláusula 3, apartado 1, del Acuerdo Marco que un contrato de este tipo deja de producir efectos para el futuro cuando vence el término que se le ha asignado, pudiendo constituir dicho término «la finalización de una tarea determinada, una fecha precisa o el advenimiento de un acontecimiento concreto». Así, «las partes de un contrato de trabajo temporal conocen, desde el momento de su celebración, la fecha o el acontecimiento que determinan su término. Este término limita la duración de la relación laboral, sin que las partes deban manifestar su voluntad a este respecto tras la conclusión de dicho contrato». (46) En cambio, la extinción de un contrato de trabajo fijo por alguna de las causas recogidas en el artículo 52 del Estatuto de los Trabajadores, a iniciativa del empresario, «tiene lugar al producirse circunstancias que no estaban previstas en el momento de su celebración y que suponen un cambio radical en el desarrollo normal de la relación laboral». Apoyándose en las observaciones del Gobierno español en estos tres asuntos, el Tribunal de Justicia consideró que «el artículo 53, apartado 1, letra b), del Estatuto de los Trabajadores requiere que se abone a dicho trabajador despedido una indemnización equivalente a veinte días de salario por año de servicio precisamente a fin de compensar el carácter imprevisto de la ruptura de la relación de trabajo por una causa de esta índole y, por lo tanto, la frustración de las expectativas legítimas que el trabajador podría albergar, en la fecha en que se produce la ruptura, en lo que respecta a la estabilidad de dicha relación». (47)

87.      El Tribunal de Justicia también ha precisado que, en este último supuesto, «el Derecho español no opera ninguna diferencia de trato entre trabajadores con contrato de duración determinada y trabajadores fijos comparables, ya que el artículo 53, apartado 1, letra b), del Estatuto de los Trabajadores establece el abono de una indemnización legal equivalente a veinte días de salario por año de servicio en favor del trabajador, con independencia de la duración determinada o indefinida de su contrato de trabajo». (48)

88.      En el presente asunto, de modo análogo, una vez que el puesto que ocupaba como funcionaria interina la Sra. Baldonedo Martín fue provisto mediante el nombramiento de un funcionario de carrera, esta fue cesada debido a la finalización de la causa que dio lugar a su nombramiento. De este modo, habida cuenta de la jurisprudencia recordada en los puntos 85 a 87, la diferencia de trato entre los funcionarios interinos, como la Sra. Baldonedo Martín, y el personal laboral fijo me parece justificada.

89.      Vistas las consideraciones anteriores, a mi juicio, la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco debe interpretarse en el sentido de que no se opone a una normativa nacional que no prevé el abono de indemnización alguna a los trabajadores empleados mediante nombramientos de duración determinada efectuados para cubrir una plaza vacante hasta que se provea con un funcionario de carrera al vencer el término por el que se hayan realizado, como el nombramiento de funcionaria interina controvertido en el asunto principal, mientras que se concede una indemnización a los trabajadores que prestan servicios como personal laboral fijo debido a la extinción de su contrato de trabajo por concurrir una causa objetiva.

2.      Sobre la segunda cuestión prejudicial

90.      El juzgado remitente pregunta, sustancialmente, por una parte, si el Acuerdo Marco debe interpretarse en el sentido de que exige garantizar la igualdad de trato, en lo que atañe a la indemnización por finalización de la relación de servicios, entre un funcionario interino, como la demandante en el litigio principal, y un contratado laboral temporal comparable. Por otra parte, el juzgado remitente pregunta si puede reconocerse a la Sra. Baldonedo Martín el derecho a tal indemnización sobre la base de una «aplicación directa vertical» del Derecho originario de la Unión, en particular de los artículos 20 y 21 de la Carta y de los artículos 151 TFUE y 153 TFUE.

91.      Esta cuestión se planteó en el supuesto de que se considerara que la situación de la Sra. Baldonedo Martín no estaba incluida en el ámbito de aplicación de la cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco. No obstante, dado que en el Ayuntamiento de Madrid existe un contratado laboral fijo comparable, quien, a diferencia de los funcionarios de carrera, percibe una indemnización por la extinción de su contrato por una razón objetiva, es evidente que la Sra. Baldonedo Martín está incluida en el ámbito de aplicación de dicha cláusula. Por consiguiente, en la medida en que los derechos consagrados en los artículos 20 y 21 de la Carta han sido aplicados y concretados por la Directiva 1999/70 y el Acuerdo Marco, la situación controvertida en el litigio principal debe examinarse a la luz de estos.

92.      En consecuencia, vista la respuesta que propongo a la primera cuestión prejudicial, no es necesario responder a la segunda.

V.      Conclusión

93.      A la luz de las consideraciones anteriores, propongo que el Tribunal de Justicia responda a las cuestiones prejudiciales planteadas por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n.º 14 de Madrid del siguiente modo:

«La cláusula 4, apartado 1, del Acuerdo Marco sobre el Trabajo de Duración Determinada, celebrado el 18 de marzo de 1999, anexo a la Directiva 1999/70/CE del Consejo, de 28 de junio de 1999, relativa al Acuerdo Marco de la CES, la UNICE y el CEEP sobre el Trabajo de Duración Determinada, debe interpretarse en el sentido de que no se opone a una normativa nacional que no prevé el abono de indemnización alguna a los trabajadores empleados mediante nombramientos de duración determinada efectuados para cubrir una plaza vacante hasta que se provea con un funcionario de carrera al vencer el término por el que se hayan realizado, como el nombramiento de funcionaria interina controvertido en el asunto principal, mientras que se concede una indemnización a los trabajadores que prestan servicios como personal laboral fijo debido a la extinción de su contrato de trabajo por concurrir una causa objetiva.»
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39      El Ayuntamiento de Madrid, si bien reconoció la existencia de un contratado laboral fijo, indicó en la vista que este tipo de plazas desaparecerían en el futuro. Esa alegación carece de pertinencia, ya que, en particular, la futura jubilación del contratado laboral fijo de que se trata en el caso de autos no influye en la apreciación de la naturaleza comparable de los trabajadores ni en la de la justificación de la diferencia de trato dada a la demandante en el litigio principal.



40      De los informes orales del Ayuntamiento de Madrid resulta que tuvo lugar un proceso de selección, cuyos resultados se publicaron en el Boletín Oficial del Ayuntamiento de Madrid el 8 de abril de 2013, al que se presentaron 22 funcionarios interinos, incluida la Sra. Baldonedo Martín: 10 superaron este proceso de selección y los 12 que no lo superaron fueron cesados. Sin embargo, del auto de remisión se desprende que durante el período en que la Sra. Baldonedo Martín prestó servicios para el Ayuntamiento de Madrid no se publicó ningún anuncio de proceso selectivo ni se aprobó ninguna oferta pública de empleo.



41      Véanse, por analogía, las sentencias de 20 de marzo de 2003, Kutz-Bauer (C‑187/00, EU:C:2003:168), apartado 59, y de 26 de noviembre de 2014, Mascolo y otros (C‑22/13, C‑61/13 a C‑63/13 y C‑418/13, EU:C:2014:2401), apartado 110.



42      Sentencia de 5 de junio de 2018 (C‑677/16, EU:C:2018:393), apartado 63.



43      Sentencia de 5 de junio de 2018 (C‑574/16, EU:C:2018:390), apartado 60.



44      Sentencia de 21 de noviembre de 2018 (C‑619/17, EU:C:2018:936), apartado 74.



45      Los asuntos Montero Mateos y de Diego Porras se referían a la inexistencia de indemnización al finalizar un contrato de interinidad, mientras que el asunto Grupo Norte Facility se refería a la indemnización de menor importe abonada al finalizar un contrato de relevo. La indemnización controvertida en esos tres asuntos era la misma que la que reclama la Sra. Baldonedo Martín.



46      Sentencias de 5 de junio de 2018, Grupo Norte Facility (C‑574/16, EU:C:2018:390), apartado 57; de 5 de junio de 2018, Montero Mateos (C‑677/16, EU:C:2018:393), apartado 60, y de 21 de noviembre de 2018, de Diego Porras (C‑619/17, EU:C:2018:936), apartado 71.



47      Sentencias de 5 de junio de 2018, Grupo Norte Facility (C‑574/16, EU:C:2018:390), apartado 58; de 5 de junio de 2018, Montero Mateos (C‑677/16, EU:C:2018:393), apartado 61, y de 21 de noviembre de 2018, de Diego Porras (C‑619/17, EU:C:2018:936), apartado 72.



48      Sentencia de 21 de noviembre de 2018, de Diego Porras (C‑619/17, EU:C:2018:936), apartado 73. 
6.

	28.10.2019   
	ES
	Diario Oficial de la Unión Europea
	C 363/9




Petición de decisión prejudicial presentada por el Tribunal Superior de Justicia del País Vasco (España) el 6 de agosto de 2019 – Confederación Nacional de Centros Especiales de Empleo (CONACEE)/Diputación Foral de Guipúzcoa

(Asunto C-598/19)

(2019/C 363/15)

Lengua de procedimiento: español

Órgano jurisdiccional remitente
Tribunal Superior de Justicia del País Vasco

Partes en el procedimiento principal
Demandante: Confederación Nacional de Centros Especiales de Empleo (CONACEE)

Demandada: Diputación Foral de Guipúzcoa

Cuestión prejudicial
Si el artículo 20 de la Directiva 2014/24/UE (1) sobre contratación debe interpretarse en el sentido de que el alcance subjetivo de la reserva previsto por el mismo no puede ser delimitado en términos que excluyan de su ámbito de aplicación a empresas u operadores económicos que acrediten el requisito de que, al menos, el 30 % de sus empleados sean personas discapacitadas y cumplan la finalidad u objetivo de integración social y profesional de esas personas, mediante la fijación de requisitos adicionales relacionados con la constitución, carácter y fines de dichos sujetos, con su actividad o inversiones, o de otra clase.



(1)  Directiva 2014/24/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, sobre contratación pública (DO 2014, L 94, p. 65)
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